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PRESENTACIÓN 


D entro de la Línea de Difusión y Uso de Resultados de 
investigación, el Programa de Investigación Estratégica en Bolivia 
(PIEB) tiene el agrado de presentar una nueva serie de publicaciones: 
Documentos del PIEB, cuyo objetivo principal es dar a conocer una 
síntesis de los diferentes informes finales. Muchas veces, el volumen 
de información y la amplitud en cada uno de los temas desarrollados 
por nuestros proyectos, hace necesario que se resuman los documentos 
para publicar una versión de las investigaciones que sea de fácil acceso 
para los lectores. 

Esto es lo que se propone la serie Documentos del PIEB que, 
asimismo, busca compatibilizar la información sustancial con un 
nuevo diseño y diagramado de personalidad propia que caracterice a 
esta serie. 

Invitamos a los lectores a dialogar con nuestros investigadores, 
esperando que los conocimientos generados en las investigaciones 
permita articular distintas voluntades colectivas en beneficio de 
procesos de cambio. 


SECRETARÍA EJECUTIVA 
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ROBERTO LASERNA 


La negociación forzada 

La política antidrogas en Bolivia tiene una histo- 
ria fuertemente marcada por dos fuentes de ten- 
sión. En una predomina la presión internacional, 
liderada por el gobierno de los Estados Unidos. 
En la otra, el conflicto interno, especialmente 
entre el gobierno y los sindicatos campesinos del 
Chapare. La política gubernamental que emerge 
de esas dos fuentes de tensión pretende reducir la 
oferta de cocaína mediante la disminución de los 
volúmenes de producción de hoja de coca a tra- 
vés de la erradicación (voluntaria y forzosa) y sus- 
titución de los cultivos. Adicionalmente, se 
realizan algunos esfuerzos adicionales en los cam- 
pos de la interdicción y, en mucha menor inten- 
sidad, en la prevención del consumo. 

El enfoque general de la política antidrogas 
responde a los criterios elaborados en las agen- 
cias del gobierno de los Estados Unidos, que en 
Bolivia concentra el esfuerzo antidrogas en los 
niveles de producción y comercialización de la 
hoja de coca más que en las fases superiores de 
transformación y transporte de productos ilega- 
les. El gobierno de los Estados Unidos ejerce pre- 
sión tanto directa como indirectamente, es decir, 
tanto a través de sus propias instituciones como 
mediante la legislación y los organismos interna- 
cionales en los que ha logrado que se admitan sus 
criterios y propuestas. Es además evidente que 
mientras más éxito tiene en la aplicación de sus 
criterios, empuja más al gobierno de Bolivia ha- 
cia la difícil situación de tener que enfrentar a 
una parte importante de sus ciudadanos: los cam- 
pesinos colonizadores. 


Los campesinos, por su parte, viven el proble- 
ma de una manera más fuerte y cotidiana, pues la 
hoja de coca es uno de sus productos más impor- 
tantes. Sus características agrícolas (cultivo per- 
manente de dos a tres cosechas anuales, resistente 
a plagas y enfermedades, apto para suelos pobres) 
le dan ventajas notables sobre otros cultivos. Sus 
rendimientos económicos (más exigente en mano 
de obra que en capital, de fácil almacenamiento 
y con ventajas de transporte, de mucha demanda 
y fácil comercialización) son también superiores 
a los de otros productos. Pero estas ventajas no 
pueden comprenderse aisladamente, pues ellas se 
integran definiendo un papel difícilmente susti- 
tuible para el cultivo y el comercio de la coca en 
la precaria estrategia de reproducción campesi- 
na, y que tiene que ver con su utilización como el 
vínculo más confiable de la economía familiar 
campesina con el mercado. La hoja de coca es 
una fuente de dinero en efectivo mucho más re- 
gular y confiable para el campesino que otras, a 
pesar de las bruscas y pronunciadas oscilaciones 
que tienen sus precios. 

Los gobiernos de Bolivia se enfrentan, además, 
a un problema ético, porque se ven forzados a 
transferir una parte considerable de los costos 
de la lucha antidrogas hacia un grupo de la po- 
blación nacional que tiene escasos recursos y 
muchas necesidades insatisfechas. Y se enfrentan 
también a un problema político porque los 
campesinos, a pesar de sus escasos recursos eco- 
nómicos, cuentan con importantes recursos polí- 
ticos y Culturales al estar organizados en torno a 
sindicatos agrarios con legitimidad y capacidad 
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de movilización y dinámicamente comunicados 
con otros actores sociales. El hecho de enfrentar 
una movilización campesina representa siempre 
un costo de gobernabilidad elevado. Este costo se 
acrecienta aún más por las corrientes de simpatía 
existentes en favor de la posición campesina, en 
defensa de la coca y en rechazo a la presión ex- 
tranjera, como se puede ver en el estudio de Eduar- 
do Córdova Eguívar que forma parte de esta 
publicación!. 

Todo esto explica que la política antidrogas 
en Bolivia haya tenido una formulación tan 
oscilante y una aplicación tan inestable. El go- 
bierno, como principal ejecutor, e independien- 
temente de su posición ideológica, se ha 
encontrado frecuentemente sometido a pre- 
siones encontradas, no solamente de los interesa- 
dos más directos en el tema, el establishment 
político de los Estados Unidos y los campesinos, 
sino también de otros actores y agentes 
involucrados y que parecen tener un cierto inte- 
rés en que se mantenga el problema en los térmi- 
nos en que se encuentra en la actualidad. 

No es exagerado afirmar que la acción guber- 
namental boliviana ha sido en realidad una re- 
sultante de esas presiones, las cuales en su 
conjunto restringieron considerablemente el mar- 
gen dispuesto por los gobiernos para decidir y ac- 
tuar con alguna autonomía. 


El proceso de la negociación forzada 
El predominio del conflicto y la presión en el di- 
seño y la aplicación de la política antidrogas, sin 
embargo, no ha impedido que se desarrollen al- 
gunas experiencias de negociación. Al contrario, 
la demanda de negociación, es decir, de una bús- 
queda concertada de resolución de los conflictos, 
ha sido probablemente una de las demandas más 
consistentes y estables de los campesinos, y algu- 
nas de sus acciones más dramáticas y espectacu- 
lares tuvieron como meta, precisamente, la 
apertura de negociaciones con el gobierno. 
Tales han sido los casos estudiados por Natalia 
Camacho y que se presentan en este volumen, 
referidos a las marchas de 1995 y 1996. Pero sin 
duda tuvo en parte ese mismo carácter la más re- 
ciente Marcha de 1998, aunque en ella fueron 
también evidentes los nuevos matices introduci- 
dos por la pugna de poderes en el movimiento 
campesino. 

En algunas ocasiones fue incluso posible 
plantear y realizar negociaciones a escala 


EMPUJANDO LA CONCERTACIÓN 


internacional que, en su momento, flexibilizaron 
posiciones y aliviaron presiones (recordemos sobre 
todo los Encuentros Presidenciales de Cartagena 
y San Antonio). 

Sin embargo, a pesar de que hay un consenso 
relativo en torno a la necesidad de recurrir a la 
negociación como método, en la práctica se la ha 
mantenido como un recurso marginal e incluso 
como el último recurso cuando el conflicto se 
agudiza demasiado, o cuando parece inevitable su 
transformación en enfrentamiento violento. Esto 
quiere decir que la experiencia de las negociacio- 
nes previas no ha sido acumulada para diseñar 
sobre esa base políticas viables que puedan satis- 
facer los intereses de las partes. Y tampoco parece 
haberse aprendido de la experiencia para aumen- 
tar la eficacia misma de los métodos de negocia- 
ción. 

No debe sorprender que, por las condiciones 
en que han tenido lugar las negociaciones y sus 
magros resultados, ellas sean percibidas cada vez 
más como antesalas de nuevas frustraciones. Esto 
explica también el hecho de que se puede ya ad- 
vertir un creciente rechazo al diálogo y a los acuer- 
dos como métodos para manejar y resolver 
conflictos de intereses. 

La falta de eficacia de las negociaciones para 
facilitar el diseño de políticas viables y respetuo- 
sas de las necesidades de las partes justifica am- 
pliamente la frustración de quienes han 
participado en ellas. Pero no justifica una conde- 
na o un repudio absolutos al método, puesto que 
su fracaso se debe fundamentalmente a que casi 
todos los casos reales de negociación han seguido 
un procedimiento que podríamos denominar de 
“negociación forzada”. Esta ocurre cuando por lo 
menos una de las partes se ve obligada, por el po- 
der y la presión que ejerce la otra parte, a firmar 
un acuerdo mediante el cual expresa su acepta- 
ción a puntos de vista y planteamientos sobre los 
que no tiene convicción ni considera razonables. 
Como es de esperar, tales acuerdos —algunos in- 
cluso estipulados en documentos y firmados con 
pública solemnidad— no se llegan a cumplir sal- 
vo en los aspectos que dan salida inmediata al 
conflicto (cese de presiones, liberación de dete- 
nidos, levantamiento de bloqueos, entrega de 
obras). Pero una vez que se levanta la presión que 
forzó el acuerdo, éste empieza a ser ignorado, y 
ambas partes quedan con la relación maltrecha, 
perdiendo en realidad más de lo que habían creí- 
do ganar. No puede sorprender que los actores 
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participantes evalúen estas experiencias como 
frustraciones y que renueven su desconfianza tanto 
hacia sus interlocutores como hacia la negocia- 
ción en sí misma. Y en verdad, ¿para qué nego- 
ciar, si de todos modos los acuerdos no se van a 
cumplir? 

Las relaciones entre el gobierno y los produc- 
tores campesinos en torno a los cultivos de coca y 
su erradicación y sustitución reproducen con bas- 
tante fidelidad el procedimiento descrito. Los tra- 
bajos que se incluyen en este texto, elaborados 
por Natalia Camacho y Eduardo Córdova, en el 
marco de un Programa de CERES auspiciado por 
el PIEB, ilustran con claridad esta costosa y ab- 
surda dinámica. 

Aunque el período de gobierno presidido por 
el Gral. Hugo Banzer no se incluyó en el estudio, 
realizado en 1996-97, el lector encontrará que el 
modelo de la negociación forzada es también per- 
tinente para describir su relación con los campe- 
sinos?. 

En los trabajos contenidos en este volumen se 
demuestra que, dada su posición de fuerza, el go- 
bierno ha sido en general reacio a la negociación 
y ha tratado de eludirla cuantas veces ha podido. 
Los sindicatos campesinos, por su parte, hicieron 
continuamente públicas sus demandas y reivin- 
dicaciones con la esperanza de que las mismas fue- 
ran tomadas en cuenta en los distintos niveles 
decisionales del sistema político, viéndose obli- 
gados a adoptar medidas de presión como último 
recurso de defensa frente a una política antidrogas 
que percibían tanto más amenazadora cuanto más 
ignoraba sus demandas. 

En la mayor parte de los casos, la capacidad de 
presión de los campesinos ha sido suficientemen- 
te fuerte como para movilizar a la opinión públi- 
ca en su favor, concitar el respaldo de otros grupos 
sociales y obligar al gobierno a negociar. En este 
proceso, el gobierno habitualmente empieza me- 
nospreciando la movilización campesina, luego 
intenta desprestigiarla al percibir que va toman- 
do cuerpo, a veces contribuye a hacerla más con- 
sistente mediante la represión a dirigentes o 
grupos, para finalmente rendirse ante la fuerza de 
la presión social y terminar firmando acuerdos y 
compromisos de última hora y bajo presión, en 
los que evidentemente no cree. 

En este proceso, además, puede observarse que 
otros grupos adhieren y apoyan a los campesinos 
pero incorporando sus reivindicaciones y recla- 
mos particulares a un pliego de demandas que 


tiende a crecer y a expandirse al ritmo de la pro- 
pia movilización’. En algunas ocasiones se busca 
la participación de la Iglesia Católica como ins- 
tancia de mediación en el conflicto, pero por lo 
general su papel se limita a actuar como observa- 
dora de las negociaciones que casi siempre se ce- 
lebran en un clima de convulsión y tensión social 
y bajo el sino de la urgencia?. 

Como la movilización campesina no puede 
mantenerse en forma indefinida, sus dirigentes 
tampoco tienen manera de garantizar el cumpli- 
miento de los acuerdos forzados por su presión, 
de modo que el gobierno se siente paulatinamen- 
te liberado de un compromiso con el que no esta- 
ba de acuerdo aun cuando lo firmara e hiciera 
votos públicos de respetarlo. Ahí se inicia un nue- 
vo ciclo de reclamos, demandas y presiones que 
culminará con una nueva negociación. Esta, a su 
vez, empezará por revisar los incumplimientos 
anteriores y probablemente terminará especifican- 
do las nuevas frustraciones. ý 

De esta manera, la negociación forzada repro- 
duce un ciclo que tiende a deteriorar las relacio- 
nes entre las partes y a agravar el problema 
aumentando las dificultades y por tanto disminu- 
yendo la posibilidad de resolverlo de una manera 
que sea adecuada y ventajosa a los intereses de 
ambas. Con esta experiencia práctica, no es ex- 
traño que “negociar” se haya convertido poco a 
poco en una mala palabra que evoca frustracio- 
nes y engaños”. 

El Cuadro 1 de la página siguiente sintetiza el 
proceso descrito y permite ver que una de las ra- 
zones por las cuales la negociación forzada es in- 
capaz de resolver problemas se debe a que coloca 
a las partes en situaciones de desventaja porque 
les impide apreciar su real fuerza y expresar sus 
intereses más profundos y al mismo tiempo difi- 
culta reconocer la fuerza y los intereses del otro. 

El carácter perverso de este modelo radica en 
que debilita por igual a las partes en conflicto, de 
modo que incluso el que sale “victorioso” de un 
enfrentamiento encuentra al poco tiempo que en 
realidad perdió más de lo que ganó porque la po- 
sibilidad de alcanzar sus objetivos más profundos 
y vitales se ha hecho más lejana, su posición se 
ha hecho más vulnerable, la relación con el in- 
terlocutor/adversario se hizo más difícil y, lo que 
es peor, ha empezado a perder confianza en su pro- 
pia capacidad para resolver el conflicto. 

En esas circunstancias, curiosamente, puede 
ser muy grande la tentación de repetir el ciclo pero 
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Cuadro 1 
El proceso de la negociación forzada 








Fase J: Fase Il: Fase Ill: Fase IV: Fase V: 
Reclamo e Tensión Movilización Enfrentamiento Negociación 
indiferencia forzada 
Campesinos - Temen las - Perciben - Empieza y se - Culmina la - Se sienten 
consecuencias efectos desarrolla la movilización fuertes y 
de la política movilización con conflictos exigen, sin 
gubernamental - Rechazan - Atrae a otros esporádicos tomar en 
acciones sectores cuenta que la 
- Esperan ser - Moviliza - Se han sumado debilidad del 
escuchados - Amenazan con simpatías otros sectores otro es 
actuar pasajera y 
que sus 
intereses 
pueden ser 
afectados 
Demandas Son generales Son puntuales y Las demandas El pliego de - Se negocia 
específicas. “se acumulan, reclamos es primero sobre 
Incluyen se hacen más amplio y extenso. efectos de 
demanda de específicas y Incluye temas represión y 
diálogo llegan a ser campesinos, de de 
formuladas en otros sectores y movilización. 
pliego más generales - Se firma 
acuerdo (a 
veces con 
mediación 
de la Iglesia) 
Gobierno Ejecutan sus - Continúa la - Menosprecia - Represión a - Cedea 
políticas de ejecución de amenazas y grupos y a presiones 
acuerdo a la políticas finge dirigentes sabiendo que 
presión de - Ignora indiferencia a - Propaganda en puede 
Estados Unidos reclamos y movilización favor del incumplir 
y sus amenazas - Propaganda de gobierno y compromisos 
necesidades de - Propaganda desprestigio a desprestigio de 
gobernabilidad para aislar a la movilización demandas 
campesinos 


“esta vez” con una movilización más intensa y 
extensa, en el caso de los campesinos, o ejercien- 
do un poder más vigoroso y menos tolerante, en 
el caso del gobierno. Así, la “negociación forza- 
da” no hace sino prolongar el conflicto agotando 
a ambas partes y acercándolas a un enfrentamiento 
que, sin resolver el problema de origen, podría 
diseminar los costos sociales y políticos hacia 
el resto de la sociedad. La radicalización se hace 
más formal, concentrada en los medios e igno- 
rando poco a poco los objetivos, y se limita a as- 
pectos adjetivos y poco relevantes del problema. 
Los interlocutores poco a poco olvidan el proble- 
ma que los enfrenta y se concentran en el enfren- 
tamiento mismo, cayendo en la trampa del 
conflicto. 

Esta notable paradoja de presionar para 
negociar, y luego hacerlo sin preparación ni 
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convicción, que reproduce frustraciones y descon- 
fianzas, puede también explicarse, sobre todo en 
el caso de la historia reciente de las políticas en 
torno a la coca, en la insuficiente comprensión 
del problema y en la prejuiciosa convicción de 
que es tal su gravedad y magnitud que no cabe la 
posibilidad de negociación. Recordemos que el 
lenguaje oficial, repetido por la prensa, es el de la 
“guerra a las drogas” de modo que los intereses son 
traducidos en posiciones y éstas son inmediatamen- 
te percibidas y calificadas como trincheras. Quie- 
nes las ocupan se (auto)definen cada vez más como 
enemigos y adversarios que solamente pueden re- 
lacionarse en términos de mutua destrucción. 


El desafío democrático 


El gran desafío democrático consiste en estable- 
cer mecanismos y construir experiencias que 
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permitan resolver y manejar los conflictos entre 
grupos sociales sin poner en riesgo la paz. Y es un 
gran desafío porque implica o requiere el desarro- 
llo de nuevas pautas culturales que empiezan por 
el reconocimiento del Otro y de la legitimidad de 
sus intereses, y que incluyen una comprensión 
relacional que vincula la libertad y los derechos a 
la responsabilidad y a las obligaciones que tiene 
Uno, tanto en la condición de ser individual y 
como en la de ser social. Una cultura democráti- 
ca es aquella en la que los sujetos han aprendido 
a aprovechar las oportunidades del conflicto 
—para conocer al Otro y reconocerse a sí mis- 
mos— y pueden, por ello, enfrentar de manera 
fecunda las incertidumbres o, por lo menos, redu- 
cir sus consecuencias más indeseables. 

La democracia, en consecuencia, implica prac- 
ticar formas pacíficas de manejo de los conflictos. 
Formas que incorporan el diálogo como método 
de racionalizar y reconocer intereses, y la nego- 
ciación como procedimiento para transformarlos 
en compromisos realizables. Sin la conversión de 
estas formas o instrumentos en elementos de la 
vida cotidiana, la democracia solamente se que- 
da como un adjetivo del sistema político, muy 
importante y muy valioso para caracterizar la con- 
formación de los poderes formales, pero sin capa- 
cidad de permear el sistema decisional. 

Fue en este espíritu que CERES logró el res- 
paldo del PIEB para la realización de una suerte 
de investigación experimental que explorara las 
posibilidades de vincular las ciencias sociales a la 
concertación política, analizando y promovien- 
do la negociación en torno a la coca y la política 
antidrogas, uno de los temas más conflictivos y 
difíciles de tratar en el país. 

El programa puso en marcha, además, un con- 
junto de investigaciones paralelas cuyo principal 
objetivo era el de proporcionar oportunidades de 
capacitación y aprendizaje en investigación so- 
cial a profesionales jóvenes. Por su actualidad y 
pertinencia para la comprensión de los proble- 
mas de la negociación forzada, hemos selecciona- 
do para esta publicación dos de los informes 
elaborados en ese contexto. En los otros estudios 
se analizó el desarrollo de las organizaciones sin- 
dicales de los campesinos productores de coca, la 
evolución de los precios y el comportamiento de 
las principales variables en los mercados de coca, 
y el papel de los medios de comunicación en la 
evolución de los conflictos. Todos los informes 
sirvieron para elaborar propuestas de método y 


contenido que orientaran e impulsaran el paso del 
enfrentamiento a la negociación. Todos los in- 
formes fueron puestos en conocimiento de los 
principales actores, tanto en su forma textual 
como a través de talleres de análisis. Confiamos 
en que les haya sido de utilidad para avanzar en la 
comprensión del problema que enfrentan. 

Este programa tuvo una utilidad práctica al 
tratar de promover formas alternativas de mane- 
jar el conflicto de la coca. Sus repercusiones en 
este sentido no han terminado y su impacto cier- 
tamente se prolonga más allá del calendario for- 
mal que lo enmarcó. Pero la investigación 
también demostró que el conflicto social es un 
objeto de conocimiento extremadamente comple- 
jo que, en el caso boliviano, requiere de un es- 
fuerzo más amplio, sostenido y profundo, si 
queremos que las ciencias sociales cumplan un rol 
más vigoroso en la inacabable construcción de la 
democracia. 

Los conflictos tienen una estructura y una di- 
námica propia, y con frecuencia los mismos acto- 
res quedan entrampados en ellos. Prisioneros de 
un conflicto en el que sienten que han invertido 
esfuerzos y expectativas, rara vez tienen la posibi- 
lidad de tomar la distancia necesaria para evaluar 
sus acciones y mucho menos para imaginar alter- 
nativas. Esto fue claramente perceptible en el 
tema de la coca. Pero el programa nos permitió 
verificar también que es muy difícil inducir mo- 
dificaciones en el ritmo del conflicto, sobre todo 
si se trata de reorientar su rumbo o de introducir 
—como lo quisimos hacer— nuevas opciones de 
relacionamiento entre los actores a partir de aná- 
lisis de diagnóstico y prospectiva. Se diría que la 
relación tradicional entre los actores en conflic- 
to tiene más fuerza que la que cada actor tiene 
por separado. El antagonismo y la desconfianza 
llegan a pesar más que los objetivos que cada uno 
persigue. Por lo tanto, la intervención externa 
orientada a promover la negociación debe eva- 
luar cuidadosamente las condiciones de madurez 
del conflicto. Y éste es, probablemente, uno de 
los temas más difíciles de captar y comprender. 
No hay modelos teóricos y metodológicos sufi- 
cientemente eficaces y confiables para determi- 
nar cuándo un conflicto está maduro para su 
resolución concertada, como no lo hay para sa- 
ber qué evento puede ser el detonante de una es- 
calada de violencia. 

Estas, brevemente expuestas, son algunas 
de las lecciones aprendidas. Sirvan para renovar 
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un compromiso con la aproximación científica y 
con la paz, y para estimular nuevas reflexiones, 
nuevos debates y nuevas investigaciones sobre las 
cuales podamos mejorar el esfuerzo conjunto de 
producir equidad en democracia. 


! El estudio fue concluido a comienzos de 1997. Una siste- 


mática campaña de propaganda ha logrado modificar en algo 
las estadísticas que reflejan la opinión pública, pero no tanto 
como para modificar las principales conclusiones del trabajo 
de Córdova. 

? Obviamente excluyendo los primeros meses de este go- 
bierno, durante los cuales se convocó al Diálogo Nacional 
en lo que parecía ser un esfuerzo innovador de transforma- 
ción de la práctica política. Pero luego de la aprobación del 
llamado “Plan Dignidad”, sin que lo respaldara ningún es- 
fuerzo concertador, el modelo vigente ha sido el que denomi- 
namos de negociación forzada. 

' Es muy común que las movilizaciones sociales amplíen 
sus objetivos y motivaciones al ritmo en que se incorporan 
otras fuerzas y actores sociales, como si cada uno cargara todo 
el tiempo su propia reivindicación y no concibiera otra for- 
ma de solidaridad que la reciprocidad: se apoya a condición 
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de que se lo apoye a uno. Y si bien esto facilita la expansión 
social de los conflictos y parece por ello aumentar la fuerza 
de la presión ejercida, en los hechos debilita la fuerza especí- 
fica de cada uno al disolver su reivindicación en el mar am- 
plio y profundo de la protesta general. Con frecuencia la ne- 
gociación y el acuerdo finales no tienen nada que ver con la 
reivindicación inicial que, por ello, termina siendo nueva- 
mente postergada. 

* La misma Iglesia es presionada y con frecuencia se ve 
obligada a improvisar designando como mediadores y 
facilitadores a obispos y sacerdotes con una enorme voluntad 
de trabajo pero sin ninguna experiencia ni capacidad para 
desempeñar el papel que se les asigna. 

5 Es importante tomar en cuenta también el papel de la 
prensa, que no siempre contribuye a generar un ambiente 
favorable a la concertación. Por su necesidad de impacto 
noticioso presta más atención a los conflictos, reales o 
potenciales, y a pesar de la posición que sustentan los 
editores, con frecuencia favorables al diálogo y la 
concertación, los redactores suelen intervenir tomando 
posiciones radicales que desprestigian la negociación o 
presionan sobre los negociadores como si estuvieran 
“vendiendo” sus principios o “traicionando” a sus bases. A 
este respecto se puede consultar el estudio de Antonio 
Mayorga (1997) realizado en el marco de este mismo 
programa auspiciado por el PIEB. 
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“y esde 1985, y con más intensidad después de 

8.4 1989, la sociedad boliviana ha experimen- 
tado cambios. Precisamente, como consecuencia 
de esas transformaciones, se ha venido configu- 
rando un panorama que parece anunciar nuevas 
redefiniciones en la relación Estado-sociedad 
civil. 

La Revolución Nacional de 1952 trajo consi- 
go el surgimiento y posterior consolidación de 
“nuevos” actores sociales en el escenario político 
nacional. Sin embargo, a través de los años, esos 
actores, organizados en sindicatos obreros y cam- 
pesinos, soportaron un paulatino proceso de des- 
gaste de su capacidad política. 

Por una parte, el sindicalismo obrero, que con 
su empuje había hecho posible la nacionalización 
de la minería, perdió su “eficacia” política en la 
dinámica colectiva nacional; mientras que, por 
otra parte, la estructura organizativa del sindica- 
lismo campesino se fragmentó. 

En resumen, en las tres décadas que siguieron 
a la insurrección del 9 de abril, esos dos actores 
sociales —cuya acción había determinado el sur- 
gimiento de otrora “fuertes movimientos popula- 
res”— sufrieron el debilitamiento de su acción 
sindical. 

A partir de la década de los años 80, el movi- 
miento obrero tuvo que enfrentar los costos so- 
ciales de la aplicación de las políticas de 
estabilización económica promovidas por el go- 
bierno de Víctor Paz Estenssoro. En los primeros 
años que siguieron a la aplicación de esas medi- 
das, los sindicatos, aglutinados en la Central 
Obrera Boliviana (COB), afrontaron los efectos 
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de la crisis del estaño y las consecuencias de la 
aplicación de políticas de corte populista durante 
el gobierno de la Unidad Democrática Popular 
(UDP). 

Para el sindicalismo minero, que hasta enton- 
ces se había constituido en núcleo central del mo- 
vimiento obrero nacional, la caída de la minería, 
conexa a la política de “recuperación” emprendi- 
da por el gobierno del Movimiento Nacionalista 
Revolucionario (MNR), no hizo otra cosa que 
reducir la influencia de los sindicatos frente al 
Estado. 

De hecho, si bien la fuerza de ese núcleo radi- 
caba en la tradición histórica de lucha que carac- 
terizó al proletariado minero —al margen de la 
importancia económica de la minería para el 
país—, el desmantelamiento de sus empresas sig- 
nificó la pérdida del reducto más importante de 
ese sindicalismo. 

Por otro lado, el sindicalismo campesino tam- 
bién experimentó una serie de cambios en su ac- 
cionar. La preeminencia de reivindicaciones de 
carácter sectorial al interior del movimiento ét- 
nico-campesino incidió en su fragmentación, lo 
que determinó el distanciamiento entre las orga- 
nizaciones locales y las confederaciones. 

La predominancia política que llegó adquirir 
el campesinado en el período postrevolucionario 
lo ubicó desde el principio como la principal base 
social del Estado del 52, hecho que se confirma- 
ría después con la dictación de la Ley de Reforma 
Agraria en 1953. 

Si bien la organización de estructuras de 
mediación clientelista contribuyó a afianzar el 
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apoyo campesino al gobierno nacionalista revo- 
lucionario, ésta constituyó también fuente de en- 
carnizadas rivalidades entre los nacientes caudillos 
campesinos. 

Años después, en 1964, la institucionalización 
del acuerdo de reciprocidad con el Estado, a tra- 
vés de la instauración del denominado Pacto Mi- 
litar-Campesino —que en los hechos sustituyó la 
relación sindicato-partido que había regido du- 
rante el período del MNR—, afianzó el 
faccionalismo entre el sindicalismo de los valles 
y del altiplano, abonando el terreno para la con- 
solidación del katarismo como corriente sindical 
“autónoma”. 

De hecho, fue el movimiento katarista el que 
hacia fines de la década de los años 70 y princi- 
pios de la década siguiente encarnó el resurgimien- 
to del sindicalismo campesino. No obstante, esta 
corriente ideológica, constituida sobre la base de 
reivindicaciones étnico-culturales, no logró afian- 
zar plenamente la proyección política con la que 
había surgido!. 

El contexto nacional de los ochenta estuvo 
marcado por la emergencia de un nuevo actor 
social: los colonizadores del trópico de 
Cochabamba. En efecto, como se ha señalado, la 
expansión de la frontera agrícola, las migraciones 
y la creciente demanda de coca contribuyeron al 
fortalecimiento de un nuevo movimiento de co- 
lonos constituido en torno a la defensa de los cul- 
tivos de coca. 

Desde hace más de una década, los producto- 
res de coca han pasado a ser el sector más comba- 
tivo dentro el campesinado y uno de los más 
activos en todo el movimiento popular. Su ac- 
ción colectiva no sólo los ha convertido en una 
de las principales fuerzas contestatarias frente al 
Estado sino que, en ocasiones, ha llegado incluso 
a movilizar a otros grupos de la sociedad convir- 
tiendo al sindicalismo de los productores de coca 
en la “vanguardia” de un movimiento mayor. 

Las movilizaciones en contra de la política 
gubernamental de erradicación de la coca no sólo 
han colocado a los productores en una franca re- 
lación de oposición frente al Estado, sino que han 
proyectado al movimiento cocalero a un campo 
de conflicto de carácter internacional donde el 
principal interlocutor es el gobierno de los Esta- 
dos Unidos. 

Asimismo, los intentos por acceder a un espa- 
cio de representación en el sistema político boli- 
viano, a través de la constitución de un partido 
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politico’, han culminado exitosamente con la vo- 
tación obtenida por la Izquierda Unida (1U) en 
el trópico cochabambino en las elecciones muni- 
cipales de 1995”. 

Ese “éxito” fue reafirmado en las elecciones 
nacionales de 1997 cuando, frente a cualquier pro- 
nóstico, la IU consiguió afianzarse como una fuer- 
za real a nivel nacional a través de la obtención 
de cuatro diputaciones uninominales, entre las 
cuales se destaca la obtenida por el líder cocalero 
Evo Morales. 

Sin embargo, la importancia del sindicalismo 
de los productores de coca ha quedado expresada 
a través de una gama de movilizaciones en contra 
de los intentos gubernamentales de erradicar las 
plantaciones de coca, en cumplimiento de las 
metas especificadas por el gobierno de los Esta- 
dos Unidos. 

Con el objetivo de hacer prevalecer sus inte- 
reses, los productores de coca han realizado 
huelgas de hambre, bloqueos de caminos, mani- 
festaciones y marchas. Todo esto, cuando la ca- 
pacidad de resistencia de los denominados 
“Comités de Autodefensa Campesina” ha sido re- 
basada por los organismos gubernamentales en- 
cargados de las tareas de erradicación. 

Consecuentemente, es posible afirmar que la 
aplicación de la política antidrogas en Bolivia 
se ha caracterizado por un alto grado de 
conflictividad. De esta manera, la relación entre 
el gobierno y los productores de coca ha seguido 
una dinámica que implica sucesivamente el acuer- 
do y la confrontación. 

Prueba de lo anterior han sido las dos mar- 
chas realizadas por los productores de coca en 1994 
y 1995 respectivamente, las cuales, siguiendo la 
dinámica descrita, han estado precedidas por un 
cúmulo de convenios cuyo incumplimiento ha 
dado pie al surgimiento de un nuevo conflicto con 
el gobierno. 

Por otra parte, la existencia de compromisos 
internacionales ha restringido al mínimo la auto- 
nomía gubernamental en el diseño y formulación 
de una estrategia “concertada” de lucha contra 
las drogas en Bolivia. De ahí que, en más de una 
ocasión, la voluntad gubernamental de ejecutar- 
la, prescindiendo del consenso con los actores 
sociales involucrados, haya desembocado en múl- 
tiples conflictos sociales. 

Si bien la determinación de los sindicatos 
campesinos en sentido de presionar al gobierno 
con el objetivo de canalizar sus demandas y 
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reivindicaciones ha permitido superar los 
conflictos, los acuerdos que se establecen son 
circunstanciales. 

En todo caso, más de una vez ha quedado de- 
mostrado que cualquier intento de negociación 
dirigido a establecer una política concertada con 
relación al problema que plantea la producción 
de coca para el país, ha surgido, más bien, para 
superar un conflicto antes que para evitarlo. 

Hasta ahora, las experiencias de negociación 
entre el gobierno y los productores de coca han 
sido por demás frustrantes. No sólo para esos dos 
actores sociales, sino también para la sociedad 
boliviana que ha visto fracasar continuamente 
los intentos de “concertar” sobre uno de los te- 
mas centrales para el país: la producción de hoja 
de coca. 

Paradójicamente, el problema que genera para 
el país la producción excedentaria de coca cons- 
tituye un área en la cual los límites para la 
concertación son muy restringidos, en un marco 
en el cual las actuales reformas político-adminis- 
trativas abren paso a un proceso donde la socie- 
dad civil tiende a afianzarse paulatinamente como 
interlocutor directo del Estado. i 

La aplicación de las leyes de Participación 
Popular y de Descentralización ha modificado de 
manera sustancial el sistema político e 
institucional del Estado. En esa misma línea, la 
reforma de la Constitución Política del Estado, 
con todo lo que implica, y la inclusión del siste- 
ma de diputaciones uninominales, no ha hecho 
otra cosa que reforzar ese proceso de redefiniciones 
al que hacíamos referencia más arriba. 

En este contexto, en los últimos años, el tema 
de la concertación ha cobrado actualidad en dis- 
tintas esferas de la vida social, pero aunque sería 
erróneo calificar a este concepto como “novedo- 
so”, hay que mencionar que el término ha adqui- 
rido nuevas dimensiones. 

En el campo de las ciencias sociales, a nivel 
nacional, la investigación sobre el tema es todavía 
relativamente escasa. Sin embargo, recientemen- 
te se ha intentado abordar la problemática de la 
negociación a partir del tema del conflicto social. 

En lo que respecta al tema de esta investiga- 
ción, hay que mencionar que, en el marco de este 
proyecto, han habido esfuerzos concretos dirigi- 
dos a impulsar la generación de “nuevos” espa- 
cios de concertación con relación al problema 
de la coca. A partir de la identificación de los 
problemas que han impedido hasta ahora la 
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concertación entre los actores involucrados, es- 
tos aportes han estado encaminados fundamen- 
talmente a promover la búsqueda de opciones 
políticas que respeten los intereses del gobierno 
nacional, de los campesinos y, llegado el caso, de 
la comunidad internacional. 

Se trata de un gran desafío para la democracia 
y sus instituciones. No obstante, esas iniciativas 
han servido para “promover la reflexión sobre 
experiencias de negociación anteriores y los re- 
tos que plantea la concertación” sobre uno de los 
temas más intrincados de la realidad boliviana 
como es la producción excedentaria de coca*. 

Precisamente, el hecho de reflexionar en tor- 
no a experiencias de negociación anteriores, 
evaluando las circunstancias en las cuales se 
ha producido la apertura de esos espacios de diá- 
logo, ha constituido una motivación para la rea- 
lización de la investigación de la que da cuenta 
este informe. 

Como habíamos mencionado, la experiencia 
ha demostrado que en la relación gobierno-sindi- 
catos campesinos del Chapare, tanto el diálogo 
como la negociación sobrevienen después de ha- 
ber recurrido a otras instancias de presión: la huel- 
ga de hambre, el bloqueo de carreteras, la 
autocrucifixión o la marcha. 

Este trabajo analiza esta problemática a partir 
del estudio de las dos marchas de productores de 
coca: la primera, denominada “Por la Vida, la 
Coca y la Soberanía Nacional”, realizada en sep- 
tiembre de 1994, y la segunda, “Por la Vida y la 
Soberanía Nacional”, realizada por las mujeres 
cocaleras en diciembre de 1995. El objetivo es 
evaluar la experiencia de negociación y conflicto 
en la relación gobierno-productores de coca, des- 
cribiendo el comportamiento de los actores so- 
ciales en la generación de un ámbito de 
negociación a través de la presión. 

De acuerdo a nuestra hipótesis, la marcha se- 
ría una “táctica” de presión dirigida a generar “es- 
pacios públicos” de negociación, no sólo con el 
gobierno (en el ámbito oficial) sino incluso, con 
la opinión pública. Consideramos aquí que las 
marchas estaban dirigidas a agudizar los antago- 
nismos existentes, determinando así la necesidad 
de negociar en la perspectiva de superar el 
conflicto o, cuando menos, dar solución a aque- 
llos aspectos puntuales que contribuyeron a 
agravarlo (libertad de detenidos, cantidad de coca 
a erradicar, desarrollo alternativo, indemnización 
a familiares de heridos, etc.). 
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Sin embargo, el hecho de “presionar para ne- 
gociar” ha determinado que la ejecución de las 
medidas de presión, por parte de los sindicatos 
campesinos, dependa directamente del cumpli- 
miento de los acuerdos firmados con el gobierno. 
En consecuencia, ante el riesgo de cualquier in- 
cumplimiento a los convenios firmados, la reanu- 
dación del conflicto permanece como una 
posibilidad “latente”. 

Para abordar nuestro objeto de estudio se ela- 
boró un planteamiento metodológico cuyo pun- 
to esencial fue la utilización de información 
hemerográfica, la cual, si bien condicionó la in- 
vestigación al uso de una fuente en la que está 
ausente, de “primera mano”, la voz de los actores 
sociales directamente involucrados, ofrece, a nues- 
tro juicio, elementos necesarios para la recons- 
trucción de esos dos hechos sociales. 

Para fines expositivos, el informe se organizó 
en cinco capítulos. De acuerdo a los objetivos y a 
la hipótesis planteada, el primer capítulo contie- 
ne una breve referencia de movilizaciones ante- 
riores que tuvieron lugar en las últimas dos décadas 
y que, al igual que las dos marchas objeto de nues- 
tro estudio, implicaron la movilización de 
marchistas desde un punto del territorio nacio- 
nal hasta la sede de gobierno con el objetivo de 
abrir la negociación con las autoridades guberna- 
mentales. 

Estas movilizaciones son: la marcha de los 
mineros relocalizados realizada en 1986 y deno- 
minada “Por la Vida y la Paz” y la marcha “Por el 
Territorio y la Dignidad” promovida por los Pue- 
blos Indígenas del oriente en 1990 en su lucha 
por el reconocimiento de sus derechos. 

Esas referencias han servido para remarcar fun- 
damentalmente dos aspectos que serán desarro- 
llados en el trabajo. En primer lugar, aquel referido 
a las prácticas políticas prevalecientes en los ac- 
tores sociales expresadas a través de mecanismos 
de presión como marchas, bloqueos, huelgas, cru- 
cifixiones, etc. Como veremos, este aspecto se 
encuentra estrechamente vinculado con toda una 
tradición de lucha, determinando la existencia de 
una cultura política de “enfrentamiento” en las 
masas populares. 

En segundo lugar, nos ocuparemos de un as- 
pecto central en este trabajo, y es el hecho de que 
una “marcha” —con todo lo que ésta implica— 
constituye un recurso “desesperado” de revelación 
de un grupo social. Así, la marcha es un mecanis- 
mo de reivindicación social a través del cual los 
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distintos sectores sociales (mineros, indígenas, 
campesinos y cocaleros) buscan hacerse visibles 
frente a un país que había permanecido ajeno a 
su problemática. 

En este capítulo se incorpora un análisis del 
recurso marcha, confrontándola con otras medi- 
das de presión y definiéndola como una forma de 
comunicación. 

En el segundo capítulo se ha definido el mar- 
co teórico de la investigación, precisándose aque- 
llos conceptos que se consideran importantes para 
llevar a cabo un análisis sociológico de las dos 
movilizaciones de los campesinos productores de 
coca y del contexto en el cual se produce la nego- 
ciación. 

Los capítulos tercero y cuarto contienen una 
descripción analítica de las dos marchas: la mar- 
cha “Por la Vida, la Coca y la Soberanía Nacio- 
nal” (septiembre, 1994) y la marcha “Por la Vida 
y la Soberanía Nacional” (diciembre, 1995). En 
cada uno de ellos se analiza en detálle el proceso 
que siguió la apertura de negociaciones, desde el 
inicio de la presión, con los anuncios de la reali- 
zación de la marcha, hasta la firma de los conve- 
nios respectivos. 

No están exentos del análisis, temas relacio- 
nados con la participación de otros actores socia- 
les “externos” al conflicto, las formas de mediación 
e intermediación, etc. El análisis de las marchas 
en cada capítulo está precedido por la descrip- 
ción del contexto en el cual se insertan las dos 
movilizaciones. Esa contextualización contiene 
una revisión de las experiencias de negociación y 
conflicto que antecedieron a las dos marchas. 

Finalmente, en el quinto capítulo se encuen- 
tran sintetizadas las conclusiones del trabajo de 
investigación, remarcándose aquellos aspectos 
relacionados con la inestabilidad de los acuerdos, 
la posibilidad de reanudación de los conflictos, el 
incumplimiento de los convenios y la desconfian- 
za en los procesos de negociación. 


' En los años 80, asimismo, se produjo un significativo 


avance organizativo para muchas nacionalidades del oriente 
del país. La constitución de nuevos movimientos comunita- 
rios en la Amazonia boliviana se produjo en circunstancias 
en las cuales el debate sobre las nacionalidades había adqui- 
rido relevancia a nivel nacional. 

? En 1995, las organizaciones de productores de coca y los 
campesinos de Cochabamba, agrupados en la Federación Sin- 
dical Unica de Trabajadores Campesinos de Cochabamba 
(FSUTCC), crearon el partido político denominado 
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Asamblea por la Soberanía de los Pueblos (ASP). Sin em- 
bargo, la Corte Nacional Electoral negó la inscripción de esa 
sigla política debido a la falta de requisitos que la acredita- 
ban para obtener su personería jurídica. El veto de la Corte 
determinó que los candidatos de la ASP se presentaran bajo 
la sigla de la Izquierda Unida (1U) en las elecciones munici- 
pales realizadas en diciembre de ese año. 
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? De hecho, esos resultados permitieron a las organizacio- 


nes de productores de coca tomar el control directo de las 
alcaldías del Chapare en los municipios de Villa Tunari, 
Chimoré y Puerto Villarroel. 

* Seminario “Pautas de concertación en torno al proble- 
ma de la coca”, CERES-PIEB, Arzobispado, Comité Cívico 
y Universidad Mayor de San Simón de Cochabamba. 
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UNA MARCHA SIN FIN 


| > historia contemporánea de Bolivia ha de- 
mostrado que la marcha, desde cualquier 
lugar del territorio nacional hasta la sede de go- 
bierno, con el objetivo de lograr ser escuchados, 
ha sido —y continuará siendo todavía— un re- 
curso utilizado para “descubrir” una determinada 
situación, en el sentido exacto de la palabra. Es 
decir, para manifestar algo que hasta entonces 
había permanecido encubierto, ignorado o sim- 
plemente escondido. 

El acto de caminar hacia “la gran ciudad” ha 
servido para que aquellos sectores populares (prin- 
cipalmente obreros y campesinos) que histórica- 
mente han permanecido excluidos de los niveles 
decisionales del sistema político hagan visibles, o 
mejor dicho “públicas”, sus demandas y reivindi- 
caciones frente al resto de la sociedad. 

Como bien señalara un editorial de Presen- 
cia! —haciendo clara alusión al levantamiento 
indígena de 1781 que culminaría con el cerco de 
La Paz’*—, el hecho de trasladarse hasta la sede de 
gobierno (donde, dicho sea de paso, se toman las 
principales decisiones políticas y económicas del 
país), ha dejado de ser un recurso de “rebelión” 
para convertirse en un recurso de “revelación”. 

Así, mientras la rebelión indígena encabeza- 
da por Tupaj Katari en 1781 fue expresión de la 
lucha “del campo contra la ciudad”?, las 
movilizaciones contemporáneas representaron la 
apelación desesperada “del campo a esa [misma] 
ciudad”, con el único objetivo de hacerse visibles 
frente a los ojos del país*. 

Precisamente, con esa intención, arribaron a 
La Paz los mineros relocalizados, los indígenas 
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del Beni, los cocaleros (en dos oportunidades) y 
colonizadores, campesinos e indígenas, en la de- 
nominada marcha “Por la Vida, la Tierra y el 
Territorio”, demandando la aprobación consen- 


suada de la Ley INRA?. 


1. La marcha minera “Por la Vida y por la Paz” 
(1986) 

La marcha realizada por los trabajadores mineros 
en 1986 sirvió para hacer pública su protesta frente 
a la aplicación de la Nueva Política Económica, 
la cual había afectado severamente a la minería 
nacional®. 

Pero, esencialmente, sirvió para revelar la si- 
tuación en la cual se encontraban miles de fami- 
lias mineras como consecuencia del 
resquebrajamiento del mercado internacional del 
estaño y de la crisis económica por la que atrave- 
saba el país en esos momentos. 

Para la minería, el Decreto Supremo 21060 
no sólo implicaba la eliminación del régimen de 
la pulpería, sino que establecía la descentraliza- 
ción de la Corporación Minera de Bolivia 
(Comibol) mediante la creación de cuatro em- 
presas subsidiarias”. 

La fundamentación de este nuevo régimen 
estaba en relación con la necesidad de hacer ren- 
table el funcionamiento de esa empresa. Fue en 
ese marco que se dispuso la relocalización y el re- 
tiro del personal, además de suprimirse la subven- 
ción económica que brindaba el Estado para la 
recuperación de la empresa. 

Frente a esta situación, la Federación Sindi- 
cal de Trabajadores Mineros de Bolivia (FSTMB) 
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planteó al gobierno el “Plan de Emergencia y 
Rehabilitación para la Comibol”, el mismo que 
contenía planteamientos concretos dirigidos a 
incrementar el rendimiento de la empresa, forta- 
leciendo así el carácter estatal de la actividad 
minero-metalúrgica!. 

La intención gubernamental de imponer su 
política prescindiendo de la negociación y el con- 
senso provocó la reacción de los trabajadores quie- 
nes ingresaron en un “paro forzoso” indefinido 
desde el 30 de julio de 1986. La FSTMB sostenía 
entonces que “la medida había sido adoptada en 
vista de la situación en la que se encontraban los 
campamentos mineros y de la indiferencia de las 
autoridades de gobierno que, después de ocho 
meses de discusión, no habían atendido el pro- 
blema de la Comibol”. 

La FSTMB, con el respaldo de todos los dis- 
tritos mineros, dispuso mantener la medida hasta 
que el gobierno, a través de la Comibol, aceptara 
sus planteamientos. 

Las medidas de presión ejercitadas por los tra- 
bajadores mineros fueron respaldadas por otros 
sectores del país, principalmente por las institu- 
ciones cívicas y laborales de los departamentos 
de Oruro y Potosí. 

En el curso de este proceso, la FSTMB deter- 
minó realizar una marcha desde la ciudad de Oruro 
hasta la sede de gobierno. 

El 22 de agosto de 1986, aproximadamente 
cinco mil trabajadores mineros iniciaron la mar- 
cha denominada “Por la Vida y por la Paz”, inau- 
gurando un ciclo de movilizaciones en el país que 
se caracterizaría por la incorporación de un nue- 
vo recurso de lucha, no sólo para el movimiento 
obrero-minero sino también, como veremos más 
adelante, para otros sectores sociales. 

Los testimonios recogidos durante la movili- 
zación se refieren a la marcha como “una medida 
de presión pacífica dirigida a conmover al 
gobierno y a la opinión pública nacional e inter- 
nacional”. 

A cuatro días de la iniciación de la marcha 
“Por la Vida y la Paz”, el gobierno promulgó el 
Decreto Supremo 21377 de reestructuración de 
la Comibol. Dicho decreto establecía la descen- 
tralización de esta empresa, el cierre de las minas 
de San José, Huanuni, Bolívar, Unificada y Tasna, 
así como la cooperativización de otras. Esta dis- 
posición legal fue rechazada por los trabajadores 
mineros y por todos aquellos sectores que engro- 
saban progresivamente la movilización?. 
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A pesar del compromiso de no reprimir la 
marcha —ratificado en las declaraciones de las 
autoridades— el gobierno dictó el estado de sitio 
con el argumento de “que la movilización pre- 
tendía el derrocamiento del Presidente”. 

La marcha “Por la Vida y por la Paz” no pudo 
llegar a la ciudad de La Paz ya que, a los siete días 
de haberse iniciado —y mientras estaba en vi- 
gencia el estado de sitio—, el gobierno ordenó el 
cerco militar de la movilización impidiendo el 
aprovisionamiento de los marchistas. 

Frente a esta situación, diputados de los parti- 
dos de oposición sostuvieron reuniones con los 
dirigentes mineros Simón Reyes, Filemón Escó- 
bar y Oscar Salas, representantes de la Iglesia y el 
Subsecretario del Interior, para que el gobierno 
se comprometiera a que las fuerzas militares y 
policiales que habían cercado a los marchistas en 
las poblaciones de San Antonio y Calamarca res- 
petaran los derechos de los trabajadores mineros. 

La intervención militar-policial y las extremas 
medidas de seguridad que impidieron la continua- 
ción de la marcha, obligaron a los trabajadores 
mineros y a sus familias a retornar a sus distritos 
de origen. El gobierno puso a disposición de los 
marchistas 60 buses y un tren para su traslado, 
con la advertencia de que cualquier acto de resis- 
tencia sería contrarrestado con la fuerza. 

Sin embargo, el secretario ejecutivo de la Fe- 
deración de Mineros, Simón Reyes, anunció a la 
prensa que el problema minero no había conclui- 
do. Además, calificó de exitosa la marcha inicia- 
da por los trabajadores mineros ya que, si bien no 
había logrado llegar a La Paz, por lo menos había 
conseguido que “la opinión pública se interesase 
por los problemas de los trabajadores mineros”. 

Cuando los mineros regresaron a sus distritos, 
la FSTMB determinó realizar una huelga de ham- 
bre escalonada. La medida recibió el apoyo de la 
Central Obrera Boliviana (COB), cuyos dirigen- 
tes se sumaron a la huelga. 

En este contexto, la Iglesia demandó al 
gobierno una solución a la crisis de la minería 
nacionalizada a través del diálogo y el entendi- 
miento. 

El 13 de septiembre, en presencia de miem- 
bros de la Conferencia Episcopal de Bolivia, el 
gobierno y los dirigentes sindicales mineros fir- 
maron un documento que ponía fin a las medidas 
de presión decretadas por la Federación Sindical 
de Trabajadores Mineros. Con la firma de ese con- 
venio, el gobierno y la FSTMB expresaron su 
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acuerdo sobre los lineamientos de la política de 
rehabilitación de la minería". 

No obstante la existencia de un acuerdo con el 
gobierno, los mineros de Siglo XX, Huanuni y Uni- 
ficada decidieron continuar con la huelga y recha- 
zaron los términos del documento, calificándolo 
de atentatorio a los intereses de los trabajadores. 

El 29 de septiembre, en oportunidad del am- 
pliado de dirigentes y secretarios de base de las 26 
empresas dependientes de la Comibol, el Comité 
Ejecutivo de la Federación de Mineros de Bolivia 
presentó su renuncia irrevocable, alegando que 
el rechazo al documento firmado con el gobierno 
significaba el desconocimiento de las bases a sus 
decisiones. 

Durante el ampliado, el noventa por ciento 
de los deliberantes decidió rechazar en todo su 
contenido el acuerdo del 13 de septiembre y sola- 
mente los trabajadores de Colquiri y los 
metalurgistas de Oruro apoyaron el documento, 
por considerar que su rechazo significaba la rup- 
tura del movimiento sindical. 

A pesar del rechazo al acuerdo suscrito con el 
gobierno y al desconocimiento de que fue objeto 
la dirigencia de la FSTMB, por parte de las bases, 
la marcha fue un recurso utilizado por los mine- 
ros para expresar sus reivindicaciones sociales, 
económicas y políticas. Pero, fundamentalmen- 
te, sirvió para forzar la apertura de negociaciones 
con el gobierno. 

Una de las características de la movilización 
realizada por los trabajadores mineros fue preci- 
samente su carácter innovador como práctica 
reivindicativa en el escenario político contem- 
poráneo del país. Como veremos más adelante, la 
marcha se convierte en un recurso extremo de 
expresión de conflictos’! utilizado por otros gru- 
pos sociales. 


2. La marcha indígena “Por el Territorio y la 
Dignidad” (1990) 
En 1990, los indígenas del Beni realizaron una 
marcha para hacer pública su protesta frente a los 
atropellos de que eran víctimas, en su propio 
hábitat, por parte de los empresarios madereros y 
ganaderos que operaban en esa región del país. 
En efecto, durante el tiempo que duró, la movili- 
zación fue noticia de primera plana en los princi- 
pales medios de comunicación escritos y orales 
del país. 

La marcha “Por el Territorio y la Dignidad”, 
como se denominó, demandaba el ejercicio y el 
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reconocimiento de los derechos de los pueblos 
indígenas, no sólo por parte del Estado sino tam- 
bién por parte de la sociedad. Esos derechos se 
expresaban en el uso del territorio, la recupera- 
ción de la dignidad y la autodeterminación de los 
pueblos indígenas. 

De manera análoga a lo que había sucedido 
cuatro años antes, en el caso de los trabajadores 
mineros, los pueblos del oriente exigían, a través 
de la marcha, la apertura de un espacio de diálo- 
go y concertación con el gobierno. 

La mayoría de las reivindicaciones planteadas 
por los indígenas a través de esa movilización es- 
taban dirigidas a reafirmar su derecho sobre el te- 
rritorio”. 

Anteriormente, la Central de Cabildos Indí- 
genas Mojeños y la Asamblea del Pueblo Guaraní 
(APG) —agrupadas en la Central de Pueblos In- 
dígenas del Beni (CPIB)— ya habían realizado 
acciones encaminadas a mejorar su nivel 
organizativo con el objetivo de superar el carác- 
ter sectorial que habían tenido las negociaciones 
con el gobierno. 

De hecho, la Central de Cabildos Indígenas 
Mojeños había sido creada el 7 de noviembre de 
1987 en respuesta a las denuncias realizadas por 
las comunidades indígenas sobre el despojo de tie- 
rras, saqueo de recursos naturales y abusos de que 
eran objeto por parte de los empresarios 
madereros. 

Tres años más tarde, el VI Encuentro de Co- 
rregidores, realizado en Santísima Trinidad, del 
28 al 30 de mayo de 1990, determinó unir las fuer- 
zas de todos los pueblos indígenas demandando 
al gobierno nacional la solución al problema te- 
rritorial y exigiendo que los indígenas (mojeños, 
yuracarés y chimanes) fueran reconocidos como 
dueños legítimos del Parque Isiboro Sécure. 

Asimismo, los representantes indígenas anun- 
ciaron que, en caso de que los planteamientos pre- 
sentados no fueran atendidos por el gobierno hasta 
el 2 de agosto, representantes de las comunidades 
realizarían una marcha hasta la sede de gobierno 
para reclamar sus derechos". 

En el curso de este proceso, dirigentes de los 
indígenas determinaron realizar una reunión para 
elaborar un documento conteniendo la posición 
de los indígenas en lo que respecta a los tres te- 
mas en conflicto: el bosque de Chimanes, el Ibiato 
y el Parque Nacional Isiboro Sécure. 

Esta reunión sentó las bases para la realización 
de los dos encuentros de unidad de los pueblos 
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indígenas de El Ibiato, el Parque Nacional Isiboro- 
Sécure y el Bosque Chimanes, los cuales, a la pos- 
tre, se constituyeron en antesala de la marcha “Por 
el Territorio y la Dignidad”. 

Una de las determinaciones asumidas por 
los indígenas durante la realización del primer 
encuentro de unidad fue agruparse en la Cen- 
tral de Pueblos Indígenas del Beni. Asimismo, 
responsabilizaron al gobierno de todos los 
conflictos por no atender las demandas plan- 
teadas demostrando así su falta de voluntad para 
resolver los problemas de las comunidades 
indígenas. 

Por último, las organizaciones indígenas 
ratificaron su voluntad de realizar una marcha 
hacia la sede de gobierno en caso de que sus de- 
mandas con relación a las tres zonas en conflicto 
no fueran atendidas dentro del plazo asignado. 
Esas resoluciones estuvieron acompañadas por 
una declaratoria de estado de emergencia y mo- 
vilización. 

El gobierno elaboró una propuesta para solu- 
cionar el problema territorial planteado por las 
comunidades originarias. Sin embargo, ese docu- 
mento fue rechazado por los indígenas debido a 
que no representaba ninguna solución concreta a 
los tres puntos en conflicto” y, al contrario, el 
segundo Congreso de Unidad de las comunida- 
des indígenas confirmó la realización de la mar- 
cha “Por el Territorio y la Dignidad” hacia la 
ciudad de La Paz. 

La marcha de los indígenas del Beni se inició 
formalmente el 15 de agosto de 1990 en Trini- 
dad, congregando a cerca de 300 marchistas, en- 
tre sirionós, trinitarios, yuracarés, ignacianos, 
movimas del Beni y chiriguanos e izoceños de 
Santa Cruz. Sin embargo, a lo largo de todo el 
trayecto otros grupos de indígenas se plegaron a 
la movilización. 

De hecho, en el último tramo a la ciudad de 
La Paz, la marcha contó con la participación de 
colonizadores, campesinos, representantes de la 
Central Obrera Boliviana (COB), de la CSUTCB 
y de la Universidad. Durante los 34 días que duró 
la movilización, los marchistas recibieron múlti- 
ples muestras de solidaridad y apoyo por parte de 
la población asentada en el camino. 

Los planteamientos de los indígenas se resu- 
mían en cuatro puntos fundamentales: dotación 
del bosque de Chimanes como territorio indíge- 
na en su integridad y salida de las empresas 
madereras; restitución a los Sirionó de 23 mil 
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hectáreas de El Ibiato; compromiso, por parte del 
gobierno, en sentido de considerar la participa- 
ción de las organizaciones indígenas en cualquier 
decisión que afectara al Parque Isiboro Sécure; y 
solución de las demandas del pueblo indígena de 
San Lorenzo de Mojos con relación a la dotación 
de territorio en su zona, además de la asignación 
de títulos ejecutoriales!*, 

Durante el desarrollo de la marcha tuvieron 
lugar dos reuniones entre representantes del go- 
bierno y dirigentes de los indígenas. La primera 
de ellas se llevó a cabo con una comisión del 
gobierno en la población de San Borja. La pro- 
puesta oficial había considerado las demandas 
indígenas relacionadas a El Ibiato y al Parque 
Nacional Isiboro Sécure, pero mantenía su de- 
cisión de rezonificar el bosque central para 
los chimanes, yuracarés y mojeños en el lapso de 
90 días”. 

La segunda se realizó en la población de Yolosa 
y fue presidida por el propio Presidente de la Re- 
pública, Jaime Paz Zamora, quien se trasladó has- 
ta allá junto con todo su gabinete ministerial, 
además de parlamentarios y jefes militares con la 
intención de concertar una solución con los in- 
dígenas antes de su arribo a La Paz. 

Como explicaron los indígenas posteriormen- 
te, esos encuentros sólo sirvieron “para abrir las 
puertas del diálogo”, ya que en ninguna de las 
negociaciones se pudo llegar a un acuerdo sobre 
los temas planteados'*. 

Efectivamente, los dos intentos de negocia- 
ción fueron un augurio de lo que posteriormente 
serían las negociaciones en La Paz, donde hasta 
el final prevalecieron posiciones absolutas e in- 
transigentes!”. 

El 22 de septiembre el gobierno firmó los de- 
cretos supremos mediante los cuales se declaraba 
“territorios indígenas” a las zonas en las que vi- 
ven las comunidades originarias, incluyendo el po- 
lémico Bosque Chimanes. 

Así concluyó un conflicto que se había pro- 
longado por más de un mes y que implicó 
la movilización de aproximadamente 700 
marchistas desde el oriente del país hasta la sede 
de gobierno”. 

Una vez más, una marcha, en este caso la de 
los pueblos indígenas del oriente, sirvió para ha- 
cer pública una protesta y para abrir espacios de 
diálogo y concertación con el gobierno. 

En síntesis, la marcha “Por el Territorio y la 
Dignidad” hacia la ciudad de La Paz permitió que 
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los pueblos originarios de la Amazonia y del Cha- 
co bolivianos “se dieran a conocer” frente a un 
país donde, hasta entonces, “hablar del indígena 
era referirse únicamente al hombre andino” [Cas- 
tro 1991). 


3. Las marchas de los productores de coca (1994 
y 1995) 

En menos de dos afios, los productores de coca 
del Chapare cochabambino han protagonizado 
dos movilizaciones de gran magnitud hacia la ciu- 
dad de La Paz. 

La primera marcha, realizada en el mes de sep- 
tiembre de 1994, demandaba la desmilitarización 
del Chapare —a raíz del operativo “Nuevo Ama- 
necer”— proclamando la defensa de la coca y la 
soberanía nacional”. 

Esta movilización se llevó a cabo con la parti- 
cipación de representantes de la Federación Sin- 
dical Unica de Trabajadores Campesinos de 
Cochabamba (FSUTCC) quienes incorporaron, 
al tema de la coca, reivindicaciones relacionadas 
a la cuestión agraria (reapertura del ex Ministe- 
rio de Asuntos Campesinos y Agropecuarios 
(MACA), el Consejo Nacional de Reforma Agra- 
ria (CNRA), el Banco Agrícola, etc.). 

La segunda marcha, realizada en el mes de di- 
ciembre de 1995 y protagonizada por las mujeres 
productoras de coca, demandaba fundamental- 
mente el respeto a los derechos humanos, volvien- 
do a incluir en la agenda de negociaciones con el 
gobierno un tema que, si bien ya había estado im- 
plícito en la anterior movilización, fue recién en 
esta oportunidad que se hizo patente a través del 
testimonio de las protagonistas. 

Las demandas relacionadas al respeto a la 
vida y a los derechos humanos, efectuadas frente 
a las primeras damas de la Nación, en un diálogo 
de “mujer a mujer”, estaban basadas en denun- 
cias concretas sobre violaciones a la dignidad 
humana”. 

Como veremos más adelante, en los capítulos 
Ill y IV, igual que en los dos casos anteriormente 
descritos, las marchas de los productores de coca 
fueron medidas extremas utilizadas para agudizar 
los antagonismos existentes, forzando así la aper- 
tura de negociaciones. 

Antes de continuar, sin embargo, en el acápite 
siguiente señalaremos algunas consideraciones 
fundamentales a partir de las cuales se ha de pre- 
cisar las particularidades del fenómeno que esta- 
mos analizando. 
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4. La marcha: del autosacrificio a la “publici- 
dad” y la negociación 

Hasta aquí hemos hecho referencia de manera 
muy resumida a movilizaciones anteriores que tu- 
vieron lugar en las últimas dos décadas y que im- 
plicaron la movilización de un grupo de población, 
desde un punto del territorio nacional, hasta la 
sede de gobierno. 

Así pues, como parte de la historia contem- 
poránea boliviana, a su turno, mineros, indíge- 
nas, campesinos y cocaleros han concebido a la 
marcha como un recurso “desesperado” de revela- 
ción de un grupo social, el cual, a través de esa 
acción social, pretende hacerse visible a la socie- 
dad, en tanto colectividad. 

Asimismo, el denominador común de esas 
movilizaciones ha sido el hecho de que, como me- 
canismos de presión, todas ellas estaban dirigidas 
a abrir la negociación con el gobierno y hacer 
“públicas” demandas y reivindicaciones que 
no habían logrado acceder a los canales 
institucionalizados”. 

Es importante señalar que al hablar de meca- 
nismo de presión estamos aludiendo a cualquier 
“procedimiento” que implica un nivel de coac- 
ción y que puede influir sobre alguna persona o 
sobre una determinada situación mientras ésta se 
mantenga. De esta manera, la marcha fue utiliza- 
da para confrontar al gobierno en torno a reivin- 
dicaciones concretas, obligándolo a negociar. 

Sin embargo, lo que nos interesa remarcar 
es que no cualquier mecanismo de presión (un 
bloqueo de caminos o una huelga de hambre, 
por ejemplo) puede llegar a tener los mismos 
efectos que se consiguen a través de una mar- 
cha. De hecho, existen algunas diferencias en- 
tre esos recursos y una medida extrema como 
una marcha. 

En primer lugar, una marcha implica una gran 
movilización de recursos humanos y materiales. 
De hecho, la “inversión” que implica la realiza- 
ción de una marcha de casi un mes de duración 
—y donde los marchistas tienen que recorrer casi 
500 kilómetros de distancia— es, sin duda, ma- 
yor que la inversión necesaria para realizar un blo- 
queo de caminos. 

Por otra parte, aunque un bloqueo de cami- 
nos pudiera prolongarse por más de una semana, 
su realización implicaría un nivel de perjuicio, el 
cual de por sí contribuiría a crear, en la opinión 
pública, un ambiente adverso hacia la moviliza- 
ción y sus promotores. 
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En esa dirección, lo que sucede con una mar- 
cha es justamente lo contrario. Circular por el país 
es un acto legalmente “permitido”’* que, además, 
no implica mayores perjuicios para la población, 
por lo menos aquellos relacionados a la paraliza- 
ción de las rutas camineras”. 

Por otra parte, en el caso de una huelga de 
hambre, el autosacrificio al que se someten los 
individuos tendría, para decirlo de alguna mane- 
ra, un efecto limitado. 

El mismo hecho de tratarse de un acto res- 
tringido a las “cuatro paredes” donde se lleva a 
cabo una huelga, determinaría que, sólo en con- 
textos muy particulares, lograra proyectarse a 
un ámbito público?” y mantenerse ahí mucho 
tiempo. 

Como veremos, lo que sucede con la marcha 
es que, por sus características, de por sí genera un 
tema de noticia, convirtiendo en agenda pública 
aquellos temas denunciados a través de la movili- 
zación. En otras palabras, serían los medios de 
comunicación los encargados de situar un deter- 
minado hecho en el primer lugar de la agenda 
pública nacional, a través de la cobertura y difu- 
sión del acontecimiento”, 

De esta forma, los temas propuestos a través 
de las movilizaciones (marchas por la vida, la paz, 
el territorio, etc.) se convertirían en agenda pú- 
blica, pasando de hechos individuales a hechos 
masivos. 

Siguiendo a Vidal [1986: 5] diríamos que en 
una marcha el autosacrificio de los marchistas sería 
parte integrante de una “poética de la no violen- 
cia activa” [citado por Sanjinés 1992: 161] y que 
haría uso del cuerpo humano para dar cumpli- 
miento a ceremonias rituales de congregación de 
la solidaridad ciudadana. La marcha se constitui- 
ría, entonces, en una forma de comunicación al- 
ternativa que emplearía el cuerpo humano, a 
través del sacrificio, para trascender de lo ético y 
personal a lo publicitario y colectivo”. 


' Cf. Miguel Castro Arze, “Puntos Cardinales” [P, 15-1- 
96]. 
? El asedio de que fue objeto ese centro estratégico don- 
de se encontraban los detentores del poder —tanto econó- 
mico como político y militar— mantuvo durante varios 
meses el equilibrio entre las fuerzas rebeldes indígenas y 
las fuerzas realistas, amenazando el control de la metrópoli 
sobre la colonia [véase Grondín 1975 y del Valle de Siles 
1980]. 

> [Cf. del Valle de Siles 1980]. 
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+ Aquíestamos haciendo extensivo el uso del término cam- 


po a todo aquello que se encuentra fuera de los límites de lo 
urbano o lo citadino. 

> La modificación unilateral del proyecto de Ley del Ins- 
tituto Nacional de Reforma Agraria (INRA) determinó la 
enérgica reacción de campesinos y empresarios del agro, quie- 
nes cuestionaron los cambios introducidos por el gobierno 
después de que ese documento había sido aceptado y 
consensuado por los diferentes sectores involucrados. El pro- 
yecto de borrador había sufrido cerca de 20 modificaciones 
respecto al enviado al Parlamento por el Ejecutivo. En esas 
circunstancias, a principios del mes de septiembre de 1996, y 
paralelamente a la realización de la X Cumbre del Grupo de 
Río en la ciudad de Cochabamba, campesinos, colonizadores 
e indígenas iniciaron la denominada marcha “Por la Vida, la 
Tierra y el Territorio”, desde distintos lugares del país hacia 
la sede de gobierno. La movilización concluyó 26 días des- 
pués, luego de que los campesinos caminaron alrededor de 
50 kilómetros por caminos de herradura y la carretera princi- 
pal. La marcha “Por la Vida, la Tierra y el Territorio” se rea- 
lizó en protesta por la forma como el gobierno manejó el tema, 
después de que en agosto de 1995, campesinos, empresarios 
del agro y gobierno habían llegado a un acuerdo sobre el pro- 
yecto de Ley que creaba el Instituto Nacional de Tierras, de- 
terminando, inclusive, el nombre de la nueva institución que 
reemplazaría al Consejo Nacional de Reforma Agraria y al 
Instituto Nacional de Colonización. 

% La Nueva Política Económica (NPE), cuyos principales 
lineamientos estaban expresados en el Decreto Supremo 
21060, se constituyó en la base fundamental de la política 
económica a partir de 1985. La NPE pretendía una econo- 
mía que ya no tendría al Estado como actor principal, sino 
que respondería a las fuerzas de oferta y demanda del merca- 
do y combinaría políticas dirigidas a controlar la 
hiperinflación y la estabilización [Cf. Calderón 1995]. 

7 Hay que aclarar que esta medida nunca llegó a 
efectivizarse. 

8 La contextualización de la situación en la que se encon- 
traban las minas antes de la realización de la marcha de los 
mineros, sus causas, el desarrollo de la misma y la posterior 
firma del convenio entre la FSTMB y el gobierno se encuen- 
tra en el texto editado conjuntamente por CEBIAE-CEDLA. 
La fuente principal de la cronología que se incluye en este 
trabajo es precisamente ese texto [1986]. 

% El Comité Cívico de Oruro, que respaldaba la moviliza- 
ción, también expresó su rechazo a la promulgación de ese 
Decreto Supremo, debido a que establecía el cierre de la 
mayoría de las minas y el despido de 14 mil trabajadores mi- 
neros. Una reunión convocada por el Comité Cívico de esa 
capital determinó adoptar otras medidas de presión hasta lo- 
grar que “la problemática minero-metalúrgica de Potosí y 
Oruro fuera discutida con la presencia de representantes de 
los distritos afectados, la Federación de Mineros y el gobier- 
no central, con la intención de llegar al consenso entre las 
instancias correspondientes [véase CEBIAE-CEDLA 1986]. 
'0 De acuerdo al convenio, el gobierno se comprometió a 
mantener las “unidades de producción y de servicios” de la 
minería nacionalizada, en correspondencia a lo establecido 
por la Constitución Política del Estado. Asimismo, se com- 
prometió a negociar y concertar la aplicación de los progra- 
mas de cooperativización de las minas con los sectores afec- 
tados y con entidades profesionales del país. En cuanto a la 
política de relocalización, se estableció que su ejecución im- 
plicaría necesariamente una acción promotora de parte del 
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Estado para la generación de nuevas fuentes de trabajo, espe- 
cialmente en los departamentos de Oruro y Potosí. Además, 
esa medida incluía el pago de indemnizaciones a aquellas fa- 
milias que accedieran a retirarse voluntariamente de los cen- 
tros mineros [CEBIAE-CEDLA: 1986]. 

!! Cabe aclarar, sin embargo, que el término “conflicto” no 
alude necesariamente a una contienda o un enfrentamiento 
de carácter violento entre dos o más partes. Una definición 
que se ajusta mejor al contexto en el que se plantea este tér- 
mino, es la de Maliandi [1984: 9]. “En la actualidad, conflic- 
to sirve para designar cualquier forma de encuentro violento 
entre fuerzas opuestas [...] no sólo alude a la consumación de 
la lucha entre opuestos, sino también a la mera tensión entre 
ellos [...] es un peculiar modo de relación [...] una relación de 
incompatibilidad o de mutua exclusión. Sin embargo, en el 
conflicto, las partes están verdaderamente relacionadas: no 
son mutuamente indiferentes; no están desconectadas entre 
sí”. Otro autor, Howard Ross [1995: 38], plantea: un conflic- 
to ocurre cuando las partes se hallan en desacuerdo con res- 
pecto a la distribución de recursos materiales o simbólicos y 
actúan movidas por la incompatibilidad de metas o por una 
profunda divergencia de intereses. En ese sentido, nos en- 
contraríamos con un conflicto social cuando dos o más par- 
tes “creen” que tienen objetivos incompatibles. Como vere- 
mos más adelante, estas definiciones se apoyan en las dife- 
rencias de objetivos o de percepciones existentes entre las 
partes involucradas. 

"Parte del resumen de la marcha “Por el Territorio y la 
Dignidad” ha sido elaborado en base al texto de Alex 
Contreras, Etapa de una larga marcha, [1991]. - 

1 Una característica que diferencia a las etnias selvicolas 
del oriente boliviano de los campesinos del área andina es la 
concepción que tienen acerca del medio físico o geográfico 
en el cual habitan. De acuerdo a su lógica de vida, prevalece 
el sentido de territorio más que el de tierra para trabajar. En 
otras palabras, entre las etnias orientales, se impone el con- 
cepto de “territorio para vivir” sobre el de “tierra para traba- 
jar”. Para las etnias selvícolas del oriente, el concepto de “te- 
rritorio” se extiende a todos los recursos naturales, sean éstos 
agrícolas, forestales, animales, hídricos, etc., e implica, ade- 
más, el uso racional y sostenido de los mismos [véase Albó 
1991). 

't Un mes más tarde, el VII Encuentro de Corregidores y 
representantes, realizado en la subcentral de San Ignacio de 
Moxos, determinó levantar todas las concesiones forestales 
del bosque de Chimanes, declarar como territorio indígena 
todo el bosque de Chimanes, y denunciar las explotaciones 
ilegales que se realizaban en el bosque de Chimanes [véase 
Contreras 1991]. 

15 Rescatamos el testimonio del líder indígena Marcial 
Fabricano, quien antes de la marcha declaraba: “No quere- 
mos enfrentamientos, pedimos lo justo [...] la marcha brota 
del cansancio de los indígenas por la marginación y la poster- 
gación” [Contreras 1991: 34]. 

16 [Véase Castro 1991]. 

!1 Un cabildo indigenal realizado después de la reunión con 
los representantes del gobierno decidió rechazar la propuesta 
del gobierno con relación a los chimanes y a la rezonificación, 
demandando una solución global a las demandas planteadas. 
En ese sentido, un segundo cabildo indigenal resolvió que 
una comisión de dirigentes se trasladara hasta la ciudad de 
La Paz para dialogar “directamente con el presidente de la 
República”. Sin embargo, en los cuatro días que duraron las 
negociaciones, no se llegó a ningún acuerdo con el gobierno, 
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debido a la determinación gubernamental de mantener la 
concesiones forestales para las empresas madereras en el Bos- 
que Chimanes [véase Contreras 1991]. 

'8 Al referirse a la marcha “Por la Dignidad y el Territorio”, 
el entonces Vicepresidente del país, Luis Ossio Sanjinés, de- 
cía que “los indígenas eran pueblos nómadas y aventureros 
que venían de paseo a conocer La Paz” [Contreras 1991]. 

° Ante la intención gubernamental de no afectar los inte- 
reses de las empresas madereras, los indígenas amenazaron, 
incluso, con ingresar a una huelga de hambre con el apoyo 
de la COB y la CSUTCB. 

20 El impacto generado por esta movilización se debió a que 
los marchistas —muchos de ellos mujeres con sus niños— 
habían abandonado sus comunidades de origen para sumarse 
a una marcha que, iniciada en el oriente, culminaba en ple- 
no altiplano boliviano. 

11 Aunque la noción de “soberanía nacional” ha sido 
redefinida por los procesos de globalización económica, polí- 
tica y cultural que se llevan a cabo en el mundo, la lucha 
antidrogas ha introducido rasgos particulares al debilitamiento 
de la soberanía [...] porque acentúa la vulnerabilidad del Es- 
tado boliviano frente a las presiones internacionales, con el 
consecuente debilitamiento de las relaciones entre el Estado 
y la sociedad [Laserna 1996: 151]. 

2 El cariz que adquirió la primera parte de las negociacio- 
nes, determinó que el rol de interlocutor se extendiera a todo 
el país, ya que —de manera inusual— la población tuvo la 
oportunidad de seguir el desarrollo de las negociaciones a tra- 
vés de una transmisión efectuada en vivo y en directo (por 
canal 7 y radio Illimani) desde el lugar donde éstas se desa- 
rrollaron. Asimismo, desde el inicio de la movilización hasta 
el final, la prensa escrita brindó amplia cobertura al aconte- 
cimiento incluyendo testimonios de sus protagonistas. 

Ə Al decir institucionalizados nos estamos refiriendo ex- 
plícitamente al hecho de que, en todos esos casos, la reivin- 
dicación central estaba relacionada con el tema de la nego- 
ciación y, en consecuencia, con la concertación. En el caso 
de la marcha de los mineros, por ejemplo, la demanda de 
negociación en torno al “Plan de Emergencia y Rehabilita- 
ción para la Comibol”, presentado por la FSTMB, constituía 
el núcleo de la marcha “Por la Vida y la Paz”. Así como lo fue 
el tema del reconocimiento de los derechos indígenas sobre 
el territorio en la marcha “Por el Territorio y la Dignidad”. 
14 A pesar del carácter legal de este tipo de movilizaciones, 
amparadas incluso por la Constitución Política del Estado 
-cuando ésta señala que todos los ciudadanos son libres de 
circular por todo el territorio nacional — hay que mencionar 
que otra característica común entre las movilizaciones estu- 
diadas ha sido la determinación gubernamental de no permi- 
tir su llegada a la ciudad de La Paz. Así, indistintamente, este 
intento ha sido patentizado a través de procesos de negocia- 
ción dirigidos a impedir la llegada a La Paz, en algunos casos, 
y a través del uso de la fuerza en otros. 

25 Recordemos que ninguna de las movilizaciones anterior- 
mente descritas presentó algún problema relacionado con la 
obstaculización de las rutas por las que transitaban los 
marchistas. De hecho, como veremos cuando nos toque ana- 
lizar las marchas de los productores de coca, con el objetivo 
de acortar camino o de “despistar” a las fuerzas policiales, los 
marchistas tuvieron que hacer un gran trecho del recorrido 
por caminos de herradura. 

2% En este caso, nos referimos a la huelga de hambre realiza- 
da por un grupo de mujeres mineras demandando la amnistía 
irrestricta en el país, durante la dictadura banzerista. Al 
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referirse a ésta, Javier Sanjinés señala: “[la huelga de hambre] 
hace uso del cuerpo humano para dar cumplimiento a cere- 
monias rituales de congregación de solidaridad ciudadana. 
Es, en el fondo, dice, una nueva experiencia de comunica- 
ción. En ella, se da un uso expresivo, casi teatral, a la mate- 
rialidad corporal, para celebrar la vida y mostrar que cuerpos 
inermes, no violentos, pueden usar su debilidad para desafiar 
y castigar moral y espiritualmente a los responsables de la 
fragmentación social” [1992: 161]. 

27 Ferry [1992: 19] señala: “Cuando [...] un grupo social 
—espontáneo o instituido— participa de una deliberación 
o manifestación respecto de temas de interés colectivo, tal 
expresión pública de la opinión no participa, sin embargo, 
del espacio público, si sólo los participantes constituyen el 
público. En cambio, desde el momento en que esa manifes- 
tación parcial de la opinión se refleja y se difunde a un pú- 
blico más amplio, virtualmente indefinido, gracias a un 
medio cualquiera —ondas u hojas (radio, televisión, prensa 
escrita o edición) —, participa del espacio público”. Vemos, 
pues, que el concepto de “público”, por consiguiente, es aquí 
un elemento importante para la definición del espacio 
público. Sobre el espacio público: “El “público” del que se 
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trata no está limitado en absoluto al cuerpo electoral de 
una Nación: más bien se trata de todos los que son capaces 
de percibir y comprender los mensajes difundidos en el 
mundo |...] es toda la humanidad y [...] el “espacio público” 
es el medio en el cual la humanidad se entrega a sí misma 
como espectáculo [: 19-20]. Sin embargo, como el mismo 
autor advierte, la palabra “espectáculo” no debe suscitar una 
mala interpretación, pues el espacio público no reduce sus 
medios a la imagen y a la palabra espectaculares: lo compo- 
nen también elementos del discurso, del comentario, de la 
discusión, con los más “racionales” fines de la elucidación 
[: 20}. 

28 Por otra parte, a través de una marcha se operan dos for- 
mas de interpelación. Una de ellas, apelando a los sentimien- 
tos humanitarios de la gente, a través de las “dramáticas” 
imágenes de la marcha (que muestran, por ejemplo, el dete- 
rioro de los marchistas después de x días de caminata o los 
enfrentamientos de éstos con las fuerzas policiales). La otra, 
apelando a sentimientos de solidaridad política o ideológica, 
por medio de la difusión de determinados discursos que iden- 
tificán a la movilización. 


2 [Ibid.: 161). 
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LA ACCIÓN COLECTIVA 
DE LOS PRODUCTORES DE COCA, 
ALGUNAS CONSIDERACIONES 
TEÓRICAS 


ï} partir de 1985, y como consecuencia de la 
E 


% política de recuperación económica llevada 
adelante por el gobierno del MNR?, los coloniza- 
dores del trópico adquirieron singular importan- 
cia en el ámbito nacional. 

En efecto, fortalecidos por “la expansión de la 
frontera agrícola, las migraciones hacia las zonas 
de colonización y la creciente demanda de hoja 
de coca” [Calderón y Laserna 1994: 50], los colo- 
nizadores —al empuje de los productores de 
coca— pasaron a ser uno de los sectores más 
combativos del campesinado?. 

La vigorosa emergencia del movimiento 
cocalero en el escenario político nacional lo ubi- 
có a la vanguardia del movimiento popular con 
proyección, incluso, a ocupar el vacío que había 
dejado el tradicional sector minero. 

Entre 1987 y 1993, período que corresponde a 
la institucionalización del Plan Trienal de Lucha 
contra el Narcotráfico?, más de una vez se ha pues- 
to en evidencia la capacidad de interpelación del 
movimiento cocalero en el ámbito nacional. En 
ese lapso los productores de coca han protagoni- 
zado una serie de movilizaciones en contra de la 
política antidrogas desarrollada por el gobierno 
en lo referente a la producción de la hoja de coca. 

Así, en lo que va de 1987 a 1990, en esa línea 
se inscriben: el bloqueo de cuatro carreteras 
troncales del país iniciado por los cocaleros con- 
tra el Plan Trienal y las políticas de interdicción 
(mayo de 1987 y febrero de 1988 respectivamen- 
te) y la huelga de hambre realizada por este sec- 
tor junto con representantes de la COB en 
protesta por la Ley 1008 (mayo de 1988). 
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Desde 1990, la Campaña organizada junta- 
mente con la COB, bajo el manifiesto de “Mili- 
tarización no, Desarrollo sí” (abril de 1990); la 
movilización realizada en Chimoré (noviembre 
de 1990); la marcha “Por la Soberanía y la Digni- 
dad Nacional”, organizada en protesta por la mi- 
litarización del Chapare (junio de 1991); el 
bloqueo de la carretera Cochabamba-Santa Cruz 
demandando la no erradicación forzosa de coca 
(mayo de 1994), además de otras acciones que 
culminaron con las marchas de 1994 y 1995. 

Esa capacidad de interpelación ha quedado 
expresada tanto en su habilidad para convocar a 
otros sectores populares del país como en el ca- 
rácter propositivo de sus reivindicaciones?. 

Efectivamente, en más de una ocasión, su con- 
vocatoria ha hecho que el “movimiento cocalero” 
se constituya en núcleo de convergencia de 
demandas y reivindicaciones de carácter 
popular, producto de la adhesión de otros grupos 
sociales (campesinos, fabriles, maestros, univer- 
sitarios, etc.). 

El surgimiento de este nuevo movimiento de 
colonos, constituido en torno a la defensa de las 
plantaciones de coca, generó un nuevo tipo de 
conflicto frente al Estado y frente al gobierno de 
los Estados Unidos’. 

La aplicación de la política antidrogas en el 
país, expresada fundamentalmente en la erradi- 
cación de las plantaciones de coca, ha determi- 
nado que los campesinos se movilicen en su 
contra, en procura de conseguir sus objetivos por 
medio de la presión ejercitada a través de sus 
movilizaciones'. 
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La adopción de medidas de presión con el ob- 
jetivo de hacer públicas sus reivindicaciones ha 
determinado no solamente la adhesión de otros 
grupos sociales, sino también la incorporación de 
sus propias demandas al pliego de la movilización. 

Más aún, como veremos más adelante, cuan- 
do nos toque analizar en detalle las dos 
movilizaciones objeto de este estudio, la capaci- 
dad de presión de los sindicatos campesinos ha 
sido lo bastante fuerte como para “lograr” el apo- 
yo de la opinión pública” (la cual en algunos ca- 
sos ha llegado, incluso, a movilizarse en su favor), 
y forzar al gobierno a abrir las negociaciones. 

En este contexto, estas acciones se inician en 
un marco en el cual el gobierno empieza desesti- 
mándolas, en un intento por negar la propia mo- 
vilización, para después desprestigiarla frente a los 
ojos de la opinión pública con la intención de 
atenuar su impacto, y, finalmente, ceder ante la 
presión ejercitada dando curso a las demandas 
propuestas a través de la firma de acuerdos de cir- 
cunstancia. 

Lo que sucede entonces es que, aunque la 
mayoría de las demandas propugnadas por la mo- 
vilización sea atendida favorablemente a través 
de los convenios firmados, en la práctica, su cum- 
plimiento no llega a efectivizarse debido a que la 
otra parte (en este caso el gobierno) ha sido in- 
ducida a aceptarlos a través de la presión. 

Siguiendo la dinámica descrita, las movi- 
lizaciones de los productores de coca han estado 
precedidas por una serie de convenios cuyo in- 
cumplimiento da pie a un nuevo conflicto con el 
gobierno, configurando así un círculo vicioso que 
desgasta sus relaciones, desacreditándolos mutua- 
mente y desvalorizando la negociación. 


1. De las demandas sociales a la acción política 
Una de las tentaciones más frecuentes cuando se 
hace referencia a la acción colectiva de los pro- 
ductores de coca ha sido analizarla a partir del 
concepto sociológico de movimiento social. Sin 
embargo, existen una serie de aspectos que es ne- 
cesario precisar en el análisis de la acción colecti- 
va de los productores de coca. 

En la diversidad conceptual existente sobre la 
noción de movimiento social en América Lati- 
na, hay conceptos que han sido construidos por 
algunos autores a partir de procesos sociales con- 
cretos. 

Así, entre las muchas definiciones que se han 
dado de los movimientos sociales, existen algu- 
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nas características que los tipifican: ser expresión 
de grupos sociales dominados en la sociedad, de 
carácter espontáneo y posiblemente discontinuo, 
y que presionan por reivindicaciones puntuales®. 

Siguiendo esa línea, como señalan Faxas y 
Mayorga: 


En América Latina, ha predominado una visión 
empírica de la noción de movimientos sociales. Ha 
sido más bien una categoría descriptiva que una 
categoría analítica. Bajo esta noción empírica se ha 
entendido cualquier forma de acción colectiva de 
carácter social o político llevada a cabo por 
cualesquiera tipo de actores sociales ubicados dentro 
del campo genérico de los sectores populares y 
subalternos. El uso común de este concepto empírico 
de movimientos sociales oscila entre una dimensión 
de ruptura de cuestionamientos globales de la sociedad 
y‘otra dimensión de movimientos (espontáneos y/o 
institucionales) que no trascienden el orden 
constituido [1986: 16]. 


Para el caso peruano, Pease y Ballón [sf: 3; cit. 
Faxas y Mayorga 1986: 17] diferencian la catego- 
ría de movimiento social de la de movimiento popu- 
lar. De acuerdo a ese planteamiento, la categoría 
de movimiento popular es “una categoría históri- 
ca que hace referencia a un sujeto social y políti- 
co, a una voluntad colectiva que sintetiza a las 
masas y que tiene a las clases como su principal 
determinación”. 

En contraposición al concepto de movimien- 
to popular, 


Los movimientos sociales estarían localizados 
fundamentalmente en la coyuntura, marcados por 
desarrollarse con pulsaciones discontinuas y 
desarticuladas entre sí; basados en contradicciones 
específicas [...] como defensa ante la tendencia a la 
explotación y marginación de los sectores populares 


[1986: 17]. 


Desde otro punto de vista, Evers [1984; cit. 
Faxas y Mayorga 1986: 18], quien construye 
su concepto de movimiento social desde la expe- 
riencia brasileña, sostiene: “los movimientos sur- 
gidos en este continente no deberían ser 
conceptualizados en un horizonte político que tie- 
ne como referencia fundamental el poder del 
Estado”. 


El potencial de los movimientos sociales radicaría no 
en la transformación de las estructuras de poder sino 
en la renovación de las pautas socioculturales y socio- 
psíquicas de la vida cotidiana, por lo tanto, en el 
ámbito de las “microestructuras” de la sociedad [...] 
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constituyen [los movimientos sociales] “fragmentos de 
una nueva subjetividad” o “aspectos embrionarios de 
una utopía social” que, frente a la alienación política 
apuntan a la construcción de nuevas formas de 
identidad colectiva autónoma y a la representación 
colectiva de la sociedad [1986: 18]. 


A pesar de que no existe una definición abso- 
luta en cuanto al concepto de movimiento social 
[en América Latina], Faxas y Mayorga [1986: 19] 
sostienen que la categoría de movimiento social 
correspondiente a sociedades postindustriales 
(construida por Touraine a partir de la experien- 
cia europea)? no es aplicable a América Latina. 


La teoría de Touraine construye una categoría analítica 
de movimientos sociales que responde a los problemas 
planteados por las sociedades postindustriales, y no 
coincide con formas empíricas de acción colectiva. 
Su núcleo central es un tipo específico de acción 
colectiva organizada [y] por la cual un actor de clase 
lucha por la dirección social de la historicidad en un 
campo de conflictos común. La dimensión esencial 
de esta categoría responde a una transformación de 
las orientaciones y pautas culturales, se ubica en un 
nivel sincrónico y su intención no es el paso de una 
sociedad a otra, sino proponer una alternativa del 
control del sistema de acción histórico (1986: 18]. 


De esta forma, en la concepción de Touraine, 
el movimiento de las sociedades postindustriales 
estaría compuesto por conductas conflictuales 
orientadas culturalmente que ponen en cuestión 
el modelo cultural, los modos de conocimiento y 
los tipos de inversión vigentes en la sociedad". 


El movimiento social [propio de las sociedades 
postindustriales] supondría, entonces, la elaboración 
de un contra-modelo societal, no estaría dirigido 
fundamentalmente contra el Estado ni su acción 
política tiene como objetivo central la conquista del 


poder [Mayorga 1985: 38]. 


En ese marco, en América Latina: política y so- 
ciedad de Touraine, en un análisis sobre los acto- 
res y las distintas formas de acción colectiva, el 
propio autor plantea la tridimensionalidad de la 
acción colectiva como una particularidad de este 
continente''. Sostiene que se han combinado lu- 
chas de clases y luchas nacionales asociándolas a 
la construcción de la integración social, cultural 
y política de cada país [1989: 133]. 


[...] en América Latina [...] la defensa de los intereses 
colectivos, la presión extrainstitucional, los 
movimientos sociales, es decir, los conflictos que 
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afectan a la gestión de los principales recursos 
económicos y culturales, son más interdependientes 
que en otra parte. En ninguna parte [de este 
continente] aparece una acción puramente económica 
o, a la inversa, un movimiento de liberación nacional, 
o incluso simples motivos, que se desarrollarían 
sin relaciones con otros tipos de acción, lo cual es 
una consecuencia directa de las ideas de 
tridimensionalidad y de desarticulación de la acción 
colectiva. Pero, sobre todo, la subordinación de los 
movimientos sociales a la acción del Estado constituye 
la limitación más grave de su capacidad de acción 
colectiva autónoma [Touraine 1989: 162]. 


Las sociedades dependientes de América La- 
tina, heterogéneas y desarticuladas'?, producirían 
un tipo de movimiento en el cual se confunden 
lo social y lo político, estableciéndose un predo- 
minio de lo político sobre lo social. 

A partir de una experiencia de investigación 
sobre el movimiento obrero y la crisis del sistema 
político boliviano en la coyuntura democrática 
del 82, René Antonio Mayorga propone un con- 
cepto de movimiento social que, para el caso bo- 
liviano recupera dimensiones de los conceptos de 
Alberto Mellucci” y Alain Touraine: 


En el caso de sociedades dependientes como la de 
Bolivia, los movimientos sociales responden a una 
lógica de conflictos que tienen su raíz en la lucha 
política por el control del sistema político y de los 
recursos estatales. La acción social es igualmente 
política por su oposición al Estado y se inserta en 
un campo de conflictos donde interesa funda- 
mentalmente el control de los procesos de cambio 
social y de los mecanismos de decisión [1985: 38]. 


Es por ello que los movimientos sociales ven 
en el Estado un actor central que es, a la vez, in- 
terlocutor y adversario!!. 


Nuestros movimientos sociales son de orientación 
eminentemente política y la historia de los conflictos 
con el sistema político y el Estado desde el 52 pone de 
manifiesto que, en particular, el movimiento obrero y 
el campesino (a partir de la década de los 70) han 
luchado por la democratización del poder estatal y por 
el control de los procesos económicos [Ibid.: 38-39]. 


Precisamente, la desarticulación social —a la 
que hacíamos referencia líneas atrás— se mani- 
fiesta en la relación de los movimientos sociales y 
el Estado. Relación que, como veremos, es de con- 
frontación, ya que los movimientos sociales se 
constituyen frente a éste. Hablaremos de esto en 
el subtítulo siguiente. 
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Se tienen algunos elementos sobre la noción 
de movimiento social y las particularidades que 
este concepto adquiere en sociedades como la 
boliviana. A continuación, definiremos con ma- 
yor claridad el contexto en el cual se inserta la 
acción colectiva de los productores de coca, toda 
vez que se han establecido los límites dentro de 
los cuales se enmarca este movimiento social. 


2. El “movimiento de los productores de coca”: 
entre la reivindicación y la defensa contra la 
exclusión 

Ya hemos dicho, siguiendo a René A. Mayorga, 
que los movimientos sociales en Bolivia tienen 
un marco de referencia de orientaciones vincula- 
das a la política y al Estado. 

Por otra parte, a lo anterior habría que añadir 
que en Bolivia los movimientos sociales han ju- 
gado un papel fundamental en el proceso de cons- 
titución de la sociedad. 

No sólo han estado presentes en los distintos 
momentos de crisis y de definición social, a tra- 
vés de los innumerables conflictos y luchas de los 
actores sociales, sino que tienen cierta presencia 
en la memoria colectiva de la sociedad, la cual 
permanentemente recrea las luchas pasadas en las 
prácticas actuales”. 

Ahora bien, dentro de lo que han sido los 
movimientos sociales en Bolivia, las luchas so- 
ciales campesinas siempre han tenido como de- 
manda central el tema de la participación social. 

En efecto, en el caso de los productores de 
coca, ese tema se ha constituido en una de las 
principales demandas del movimiento cocalero. 

Así, el conflicto entre los campesinos y el Es- 
tado no se ha limitado únicamente a la defensa 
de la coca, sino que ha puesto en evidencia “la 
condición del campesinado de sujeto subordina- 
do y excluido ante el Estado” [Arrueta 1994: 20]. 

Creemos que aquí se puede aplicar la afirma- 
ción de Touraine en sentido de que una gran par- 
te de las movilizaciones colectivas [en América 
Latina] se forman y se han formado en torno a esa 
frontera entre la reivindicación y la defensa con- 
tra la exclusión”. 

Reivindicación, en tanto se trata de defender 
la coca como su principal fuente de ingresos, de- 
mandando la gestión de su producción y 
reconversión. Y defensa contra la exclusión, en 
tanto se pone de manifiesto la condición del cam- 
pesinado como sujeto subordinado y excluido por 
el Estado y sus políticas de sustitución de coca. 
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Silvia Rivera [1985: 130], ha sostenido que, 
“a pesar de la profunda conmoción de todo el 
sistema de jerarquías vigentes que trajo consigo 
la revolución del 52”, ésta no implicó una trans- 
formación substancial en la condición del cam- 
pesino. 

Es decir que, 


a pesar de la profunda conmoción de todo el sistema 
de jerarquías sociales vigentes que trajo consigo la 
revolución, el orden postrevolucionario contribuyó a 
la recomposición estratégica del bloque oligárquico 
[...] Para el caso del campesinado-indio, esta reposición 
señorial [del bloque oligdrquico] supuso la 
reconstitución de formas de discriminación y exclusión 
coloniales, que pasaron por el tamiz de actitudes 
paternalistas a veces muy sutiles, pero que continuaron 
postergando su anhelo de una plena participación [el 
subrayado es nuestro] en la estructura de poder de la 
sociedad [1985: 131]. 


En este sentido, la constitución de un Estado 
patrimonialista corporativo continuó postergan- 
do sus demandas y aspiraciones de participación 
en la estructura de poder de la sociedad. 

Por otra parte, la existencia de “contradiccio- 
nes diacrónicas no resueltas”, producto de la in- 
completa e imperfecta subsunción de esas 
demandas en las nuevas prácticas sociales gene- 
radas a partir del 52, se expresa a través de un 
creciente pero atomizado movimiento social de 
descontento y oposición”. 

En cierta forma, los hechos que han tenido 
lugar en el país recientemente nos llevarían a 
aceptar esa hipótesis. No de otra forma se expli- 
caría la frecuencia de movilizaciones que, en los 
últimos dos años, han tenido como protagonistas 
a campesinos y colonizadores. 

La marcha sería, entonces, un recurso utiliza- 
do para hacerse “visible” ante una sociedad, como 
la boliviana, caracterizada por una débil capaci- 
dad de integración social y política, y donde al- 
gunos actores sociales tienen que recurrir a canales 
no institucionalizados para expresar sus deman- 
das y reivindicaciones. 


3. La cultura política: del ejercicio de la presión 
al juego de la negociación 

Hasta aquí cabe preguntarnos cuál es la razón que 
explica la frecuencia de este tipo de manifestacio- 
nes (recordemos que entre 1994 y 1996 se lleva- 
ron a cabo tres marchas hacia la sede de gobierno, 
teniendo como protagonistas a campesinos, indí- 
genas y colonizadores indistintamente). 
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En otras palabras, por qué recurrir a ese tipo 
de prácticas si ha quedado demostrado que la ma- 
yoría de las veces, la inversión de recursos (tanto 
humanos como materiales) que demanda una 
movilización de tales características es conside- 
rablemente superior a los resultados en términos 
de los productos conseguidos. 

Por una parte, su reincidencia podría indicar- 
nos aquello que ya habíamos mencionado, es de- 
cir, la débil capacidad de integración del sistema 
político boliviano. Y, por otra, la vigencia de una 
cultura política “de enfrentamiento” en los acto- 
res sociales, la cual, aparentemente, privilegiaría 
la presión frente a la negociación. 

Como punto de partida, se ha de tomar en 
cuenta la idea de la existencia de principios pro- 
fundos que subyacen a la práctica política de los 
actores sociales como un elemento inicial para 
entender el concepto de cultura política. 

Pero, ¿qué es cultura política? 

H.C.F Mansilla [1989] define a la cultura po- 
lítica en Bolivia como aquellos comportamientos 
colectivos determinados por elementos prove- 
nientes de las tradiciones precolombina e hispa- 
na (católica y musulmana). Los rasgos más 
importantes de ese legado serían: la propensión 
al irracionalismo, el machismo y el autoritarismo, 
fundamentalmente. 

Así, producto de ambas herencias, la cultura 
política boliviana estaría signada por “pautas de 
comportamiento” poco racionales que habrían 
entorpecido la posibilidad de modernización de 
la vida política boliviana!*. 

Vinculando el tema de los acuerdos con el de 
la cultura política, Salvador Romero [1987], en 
un análisis sobre el período 82-85, constata la 
existencia de ciertas pautas que habrían orienta- 
do las conductas de los actores sociales y políticos 
hacia el bloqueo de las posibilidades de la 
concertación social". 

Si bien es cierto que estas dos definiciones del 
concepto de “cultura política”, a partir de la ex- 
periencia boliviana, no permiten todavía hablar 
de una reconstrucción teórica del mismo redu- 
ciendo los márgenes de su ambigiiedad, sf nos da 
pie para lanzar una definición operativa con los 
objetivos de este trabajo. 

Entenderemos por “cultura política” a las pau- 
tas de comportamiento, orientaciones y actitu- 
des que han seguido los actores sociales con 
relación a la negociación y al acuerdo sobre el 
tema de la lucha contra las drogas en el país”. 
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En esa dirección, nos han sido muy útiles las 
argumentaciones que hace René A. Mayorga 
[1985: 35-36] sobre la “cultura política en Boli- 
via” y la predisposición de los actores sociales para 
convertir las diferencias y los conflictos en con- 
tradicciones antagónicas. 

Según ese planteamiento, ese hecho estaría 
determinado por la permanencia de ciertas pau- 
tas provenientes de la cultura política y de la tra- 
dición de luchas. Partiendo de esa premisa, 
Mayorga describe la[s] cultura[s] polfticals] o tra- 
diciones políticas prevalecientes en el país, las cua- 
les constituirían “principios profundos y reales, 
subyacentes a la práctica política del país” [: 36]. 

Plantea que en nuestro país no existiría una 
sola cultura política o tradición política. En Boli- 
via, dice, existen dos culturas o tradiciones polí- 
ticas que se contraponen entre sí, pero que 
constituyen principios profundos y reales que ha- 
cen a la práctica política del país. 


[...] por un lado, [existe] una cultura patrimonialista y 
personalista en la clase política de origen señorial que 
ha conservado sus pautas de comportamiento político 
a pesar del derrumbe del sistema oligárquico [...] 
Nuestros intelectuales y políticos defienden las 
ideologías de una manera acrítica y dogmática. Son 
hombres de “choque ideológico” y no hombres que 
cuestionan, dudan y plantean modelos revisables y 
mejorables; no admiten la tolerancia y la aceptación 
de ideas diversas y ajenas [...] Por el otro lado, existe 
una tradición y cultura política en las masas populares 
—de origen étnico-cultural indígena— en la cual 
predomina la movilización y la acción directa, la visión 
del poder como ocupación y control de espacios 
sociales y geográficos, la política como defensa e 
imposición de intereses transgredidos [Mayorga 1985: 
35-361. 


El proceso de consolidación de un sistema de- 
mocrático-representativo (que articule las tenden- 
cias profundas de nuestra sociedad) habría 
chocado con la pervivencia de esas culturas polí- 
ticas?!. 

En el contexto de nuestra investigación, esa 
cultura o tradición política (vigente en las masas 
populares de origen étnico-cultural indígena) de- 
terminaría que el diálogo y la concertación so- 
brevengan después de haber recurrido a otras 
instancias como: la huelga de hambre, el bloqueo 
de carreteras, la autocrucifixión y la propia movi- 
lización expresada a través de la marcha. 

Coincidente con esa cultura política, esos 
actores sociales (en este caso, los campesinos 
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productores de coca) privilegiarían ese tipo de 
conductas o procedimientos antes que otras vías 
como el diálogo, la negociación o la constitución 
de mecanismos políticos institucionalizados??. 

Creemos que es a partir del hecho de que esa 
cultura política, en la cual predomina la visión 
del poder “como ocupación y control de espacios 
sociales y geográficos”, que debe explicarse la im- 
portancia que tiene para estos actores sociales el 
hecho de trasladarse “en masa” hasta la ciudad de 
La Paz, en un acto simbólico de toma del princi- 
pal centro político y decisional del país”. 

Tal como hemos sostenido desde un princi- 
pio, este tipo de mecanismos, o para ser más pre- 
cisos, tácticas de presión, estarían dirigidos a 
agudizar los antagonismos existentes determinan- 
do la apertura de espacios de concertación y diá- 
logo para superar el conflicto?! 

Según esta lógica, el conflicto sería impres- 
cindible para resolver el problema; de hecho, 
como se verá en los capítulos siguientes, la nego- 
ciación propiamente dicha surge para superar un 
conflicto antes que para evitarlo”. En todo caso, 
una marcha sería la expresión de conflictos que 
no siempre son resueltos a través de mecanismos 
institucionales. 

La subsistencia de esas actitudes determinaría 
que los procesos de democratización tropiecen con 
pautas antidemocráticas profundamente arraiga- 
das como la imposición de posiciones absolutas y 
el desconocimiento de los adversarios, el 
faccionalismo en el tratamiento de cuestiones na- 
cionales y la débil predisposición a la negocia- 
ción y a la búsqueda de acuerdos””*, 


' Parte de la política del gobierno del Presidente Victor 


Paz Estenssoro fueron, precisamente, la aplicación del De- 
creto Supremo 21060 (que en esencia la condensaba) y la 
aprobación de la Ley del Régimen de la Coca y Sustancias 
Controladas o Ley 1008 [Albó 1990: 286]. 

? El desarrollo de la movilización de los productores de coca 
(en defensa de los cultivos de coca) determinó la ampliación 
de las protestas campesinas, las cuales incorporaron otro tipo 
de demandas a medida que el conflicto iba en aumento. Esta 
ampliación ilustra sobre el carácter contestatario de la orga- 
nización sindical que absorbe a otros actores sociales sobre la 
base de sus intereses y los extiende a todo el sector campesi- 
no [Arrueta 1994: 21]. 

3 El Plan Trienal de Lucha contra el Narcotráfico es el 
nombre que se le dio al documento presentado por el gobier- 
no del Presidente Víctor Paz Estenssoro en la Convención 
de Viena de 1987, donde se establecían las bases operativas, 
institucionales y jurídicas contra el tráfico de drogas, 


PRIMERA PARTE 


instituyéndose además las metas de erradicación de los culti- 
vos excedentarios de coca en el país. El plan, elaborado con 
asesoramiento del gobierno de los Estados Unidos, estaba 
constituido por los Programas Desarrollo e Interdicción. El 
primero tenía como objetivo la erradicación voluntaria de 
los cultivos excedentarios, minimizando los efectos sociales 
y económicos causados por la erradicación; mientras que el 
segundo establecía la reducción del precio de la coca y la 
erradicación forzosa de los cultivos [después de la erradica- 
ción voluntaria], además de la participación de la policía y 
las FEAA. en la lucha contra el narcotráfico [Véase Arrueta 
1994]. 

4 Arrueta [1997: 25] señala: “El sindicalismo cocalero in- 
tentó liderizar la lucha contra las políticas de ajuste de 1985 
y defendió la coca evocando la soberanía nacional, en clara 
alusión a la injerencia norteamericana. También intentó res- 
catar el valor étnico-cultural de la coca [...] Este esfuerzo del 
sindicalismo cocalero, de asumir un rol de centro conver- 
gente, tuvo como base la capacidad y fortaleza de las organi- 
zaciones sindicales del Chapare. 

5 Galderón y Laserna [1994: 50] señalan que esa situación 
ha dado pie a una gran “paradoja” y es que, si bien la emer- 
gencia del sindicalismo de los colonizadores del trópico de 
Cochabamba significó el fortalecimiento del movimiento 
campesino contemporáneo, el conflicto entablado con el go- 
bierno norteamericano ha representado (y representa) una 
de sus grandes debilidades, por el mismo hecho de tratarse de 
la primera potencia del mundo. 

6 De hecho, esto último ha determinado que los diferentes 
gobiernos bolivianos se encuentren permanentemente en una 
encrucijada frente a los intereses de ese país y frente a los 
intereses de los productores de coca, en lo que se refiere al 
cumplimiento de las metas de erradicación de cocales y a la 
tolerancia de los cultivos de coca. Por otra parte, la defensa 
de las plantaciones de coca ha colocado a los campesinos en 
franca relación de oposición frente al Estado, entablando un 
conflicto cuya intermitencia ha limitado las posibilidades de 
concertación a largo plazo. 

7 Hans Speier define a la opinión pública como “opinio- 
nes sobre asuntos de interés para la nación, libre y pública- 
mente expresadas por hombres ajenos al gobierno, pero que 
reclaman el derecho a que sus opiniones influyan o determi- 
nen las acciones, los integrantes o la estructura de su 
gobierno”[Speier 1950: 376; cit. en: V. O. Key 1967: 29]. A 
lo anterior, V. O. Key añade lo siguiente: “Esa opinión puede 
arrastrar a los gobiernos a la acción o a la inacción; en otros 
casos los gobiernos pueden ignorarla [...] alterarla, o quizá 
desviarla o apaciguarla [1967: 28-29]. “Cualquiera sea el ca- 
rácter o la distribución de la opinión, los gobiernos pueden 
necesitar estimar su naturaleza debido a su incidencia en 
muchas de sus acciones. Probablemente todos los regímenes 
pueden tener necesidad de escuchar por lo menos algunas 
opiniones ajenas al gobierno, pero el campo de las opiniones 
que entran en los cálculos de los gobernantes varía dentro de 
cada una de las sociedades de acuerdo con sus respectivas 
normas y costumbres políticas” [Ibid.: 29]. 

8 Asimismo, el accionar de éstos [los movimientos socia- 
les] ha estado marcado por su marginación, voluntaria o no, 
de las instituciones políticas —el Estado y los partidos—; sus 
acciones, de otro lado, proveen pautas para la construcción 
de la identidad de grupo [Cf. Barrig 1986]. 

2 — Según Giddens, “un movimiento social puede definirse 
como un intento colectivo de promover un interés común, o 
de asegurar un objetivo compartido, mediante la acción 
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colectiva en el exterior de la esfera de las instituciones esta- 
blecidas” [1995: 679]. 

'0 El concepto de movimiento social construido por Touraine, 
considera, además, la existencia de tres principios fundamen- 
tales. Según el autor, un movimiento social se define por: un 
principio de identidad, que es la definición del actor por sí mis- 
mo; un principio de oposición, un movimiento no se organiza si 
no se puede nombrar a su adversario, y por último, un principio 
de totalidad, ya que no existe movimiento social que se defina 
únicamente por el conflicto [Touraine sf: 12-20]. 

"Como advierte el propio Touraine, “hay que rechazar la 
idea de que la acción política y social en América Latina se 
organiza y se desarrolla de la misma manera que en los países 
europeos [...] hay que mantener el lugar central de [estos] tres 
principios de análisis: la subordinación de la acción social a 
la intervención del Estado, la combinación en toda acción 
política, de la defensa de los intereses económicos, de la lu- 
cha contra la dominación exterior y de la voluntad de inte- 
gración nacional, y de la desarticulación de la acción econó- 
mica, de la organización política y de las expresiones ideoló- 
gicas” [1989: 157]. 

2 Un fenómeno clave es el estudio de las sociedades de 
América Latina es la heterogeneidad estructural. Este concep- 
to, referido inicialmente al ámbito económico, ha sido am- 
pliado a la dimensión social y cultural. Hace referencia a la 
inexistencia o debilidad de una estructura económica cen- 
tral con capacidad de homogeneizar bajo su lógica los diver- 
sos modos productivos y sociales existentes. La heterogenei- 
dad implica, además, una dialéctica incompleta de unidad 
en la diversidad a través de la cual los factores de mediación 
y articulación nacional no logran imponerse a los elementos 
de separación y dispersión. Por otra parte, la desarticulación 
hace referencia a la no correspondencia entre los procesos 
económicos y las dimensiones política, social e ideológica. El 
sentido general de esta desarticulación sería que las posicio- 
nes en la estructura económica no se traducen en la consti- 
tución de actores políticos de clase [Cf. Faxas y Mayorga 1986]. 
D Según Mellucci, el movimiento social es una acción co- 
lectiva que manifiesta un conflicto e implica la ruptura de 
los límites de compatibilidad del sistema al cual la acción se 
refiere [Mellucci 1982; cit. en: Faxas y Mayorga 1986: 19]. 
14 Con estas consideraciones, la categoría de movimientos 
históricos, utilizada por Touraine [1978: 104-107; cit. Mayorga 
1985: 38], se ajusta más a este tipo de movimientos, que ge- 
neralmente se ubican en un campo de conflictos 
multidimensionales (modernización de clase, de nación y Es- 
tado) y que constituyen movimientos esencialmente 
sociopolíticos. 

15 “Las orientaciones para transformar las relaciones de cla- 
se, de las culturas y de las regiones se han constituido cues- 
tionando continuamente el poder del Estado y apelando a él. 
Por su parte, el Estado no séto ha sido el principal referente, 
sino también un interlocutor permanente [...] comportándo- 
se a veces como conservador del statu quo” [Calderón 1988: 
91-92]. 

16 [Cf. Touraine 1989b]. 

11 Si bien Rivera utiliza el concepto de “contradicciones 
diacrónicas no resueltas” para referirse a las movilizaciones 
campesinas realizadas entre 1982 y 1984, creemos que ese 
concepto se aplica a la situación actual, donde la ausencia de 
mecanismos reales de participación se manifiesta claramente 
en la movilización protagonizada, en 1996, por campesinos, 
colonizadores e indígenas, demandando la aprobación de una 
ley de tierras consensuada [1985: 132]. 
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Como señala España [1991: 36], Mansilla hace notar que 
estos rasgos culturales están más enraizados en el comporta- 
miento del movimiento sindical y de los partidos de izquier- 
da. Según Mansilla, el movimiento sindical seguiría desen- 
volviéndose con la percepción irracional y prelógica de la 
política como ámbito de la confrontación absoluta. “En sus 
manifestaciones programáticas, en su praxis política efectiva 
y en su interacción con otros partidos y grupos, el movimien- 
to sindical ha hecho gala de una simbiosis enrevesada de ra- 
dicalismo ideológico y autoritarismo convencional [...] Esta 
mixtura es evidentemente favorable a una sólida identidad 
colectiva, pero no es proclive ni al pluralismo de ideas y par- 
tidos, ni a soluciones negociadas entre actores más o menos 
equivalente [...], sino más bien a posiciones maximalistas en 
toda discusión, a postular y reclamar alternativas inviables 
de carácter radical-revolucionario y a percibir los conflictos 
en forma simplista como luchas sin merced en un juego de 
suma cero, donde sólo puede haber un ganador total frente a 
un perdedor absoluto” [Mansilla 1989a: 68]. 

19 Sin embargo, a pesar de que la subsistencia de esas “con- 
ductas” no contribuiría a la consolidación de un sistema de- 
mocrático-representativo que exprese y articule las tenden- 
cias de nuestra sociedad, Romero advierte que no se debe ver 
en toda acción el resultado exclusivo de elementos de 
culturals] anterior[es] a ella, sin considerar al actor dotado de 
intencionalidades y preferencias, capaz de desarrollar estra- 
tegias en las cuales se actualizan los elementos culturales de 
su marco de orientación, de acuerdo a las definiciones efec- 
tuadas sobre la naturaleza de la situación donde opera [Ro- 
mero 1987: 162]. 

10 Siguiendo a Almond y Verba, en su definición de cultu- 
ra política, España [1991: 19] anota “actitudes, orientaciones 
y representaciones referidas a determinados objetos políti- 
cos”, aludiendo a los componentes del sistema político: el 
parlamento, el gobierno, el Estado, las elecciones [...], los par- 
tidos políticos, las percepciones sobre la democracia, la legi- 
timación, el adversario y la misma política. 

21 A propósito, el mismo Mayorga, citando a Macpherson, 
dice: “Si nuestra cultura política conspira contra la concilia- 
ción de la democracia y los intereses colectivos, ¿merece la 
pena defender un sistema político que exige a los ciudadanos 
una racionalidad política mayor de la que posee? [Ibíd.]. 

22 Durante el segundo semestre de 1996, y como parte del 
ciclo de talleres programado dentro del proyecto “Ciencia So- 
cial y Concertación Política: el problema de la coca en Boli- 
via”, se realizó un seminario-taller sobre “Resolución y Mane- 
jo de Conflictos” que contó con la participación de dirigentes 
de los productores de coca de la Federación de Carrasco Tropi- 
cal. En esa oportunidad, se pidió a los participantes que identi- 
ficaran a los actores involucrados en el conflicto que los en- 
frenta con el gobierno, su POSICION (lo que afirman), su 
INTERES (lo que desean) y su NECESIDAD (lo que deben 
tener). En función de esas definiciones, se realizaron ejercicios 
en los cuales se determinó cuáles serían las acciones que la 
dirigencia cocalera llevaría a cabo para conseguir un determi- 
nado objetivo (respeto a los derechos humanos, industrializa- 
ción de la coca o participación en proyectos de desarrollo al- 
ternativo). Lo que se estableció, entonces, fue que, a la hora 
de evaluar una determinada acción, en una escala de tres ran- 
gos (Alto, Medio y Bajo), y con un interés estimado como 
positivo (+), negativo (-) o nulo (0), la “marcha” ocupa el pri- 
mer lugar, con un valor alto (A) y con un interés positivo (+); 
por encima incluso de otras acciones como la “demanda judi- 


cial” y la “búsqueda de socios o aliados” . 
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D Sobre el tema, es interesante rescatar una parte de la de- 


claración del dirigente de los productores de coca, Evo Mo- 
rales, durante la marcha “Por la Vida, la Tierra y el Territo- 
rio”. Morales decía: “Esta vez, no vamos a conformarnos sólo 
con llegar a la Plaza San Francisco, sino que vamos a llegar a 
la Plaza Murillo...”. Creemos que ese hecho no debe enten- 
derse sólo como un simple acto de transgresión, sino como 
una manifestación de esos elementos de la “tradición políti- 
ca”, donde la visión del poder se expresa a través de la ocupa- 
ción de espacios geográficos. Asimismo, es interesante la ana- 
logía que se presenta entre estas movilizaciones y el cerco de 
La Paz, encabezado por Tupaj Katari en 1781. 

2 Cabe remarcar que, aunque el término conflicto tiene la 
connotación de acontecimiento, es más útil concebirlo como 
un proceso que recoge la secuencia de respuestas o reaccio- 
nes que mutuamente experimentan las partes en liza. El con- 
flicto puede ser considerado como las diferencias más básicas 
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y difusas entre dos o más bandos, mientras que la disputa ven- 
dría ser una incidencia específica en la que toman acción las 
diversas partes contendientes [Véase Howard Ross 1995]. 

25 La relación gobierno-productores de coca se ha caracte- 
rizado por una dinámica en la cual las negociaciones se ha 
realizado en un clima caracterizado por la tensión y la des- 
confianza. Esto, lejos de contribuir a la solución del conflic- 
to, no ha hecho otra cosa que dificultar el proceso, de tal 
suerte que —más por cansancio que por convicción— las 
negociaciones han concluido con la firma de acuerdos que 
no siempre han llegado a cumplirse. 

26 Como apunta Mansilla: “El potencial antidemocrático 
resultante se evidencia en la regla práctica que iguala la ne- 
gociación a la imposición: la única concertación admisible 
sería la aceptación de todas las condiciones que uno mismo 
dicta a un enemigo básicamente derrotado” [Mansilla 1989: 
68; cit. en: España 1991: 37]. 
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[I] 

il 

MÁS DESENCUENTROS 
QUE COINCIDENCIAS 


1. Preámbulo a la marcha de 1994 

El año 1994 comenzó con la amenaza de los pro- 
ductores de coca de marchar hacia la ciudad de 
La Paz en demanda de la reanudación del diálogo 
con el gobierno, el cual había quedado interrum- 
pido el 21 de diciembre de 1993, 

En esa oportunidad, las negociaciones se ha- 
bían suspendido por la intransigencia del mi- 
nistro de Gobierno, Germán Quiroga, quien 
se rehusó a considerar la participación campe- 
sina en los proyectos de desarrollo alterna- 
tivo. Por otro lado, el tema de la participación 
en la ejecución de los planes y programas de 
desarrollo alternativo fue y es uno de los 
temas que tradicionalmente ha sido incorpo- 
rado como demanda en las movilizaciones rea- 
lizadas por los productores de coca a lo largo 
de 1994". 

El reinicio de las medidas de presión, anun- 
ciado por los dirigentes cocaleros durante los 
primeros meses de ese año, obedecía al incumpli- 
miento gubernamental de entregar una propues- 
ta respecto de la participación campesina en 
diferentes instancias relacionadas con el desa- 
rrollo alternativo. 

De acuerdo a un compromiso vigente, el go- 
bierno debía entregar a la COB un informe escri- 
to sobre la posibilidad de revisar la Ley 1008, la 
despenalización de la hoja de coca y la participa- 
ción campesina en organismos vinculados al de- 
sarrollo alternativo. Sin embargo, el gobierno 
todavía no se había pronunciado al respecto, 
motivando la protesta de las organizaciones sin- 
dicales de productores de coca. 
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Otro de los temas pendientes desde el año 
anterior había sido el de la dependencia del Fon- 
do Nacional de Desarrollo Alternativo (Fonadal) 
del Ministerio de Gobierno, como establecían las 
reformas del Poder Ejecutivo instauradas por el 
gobierno del MNR en 1993?. 

Durante el mes de enero, ante los anuncios de 
la aplicación de la “Opción Cero””, los producto- 
res de coca se declararon en “estado de emergen- 
cia” rechazando la erradicación forzosa de las 
plantaciones de coca. Asimismo, los campesinos 
demandaban la elaboración de los proyectos de 
reglamentación e industrialización de la hoja de 
coca, tal como se había convenido con el gobier- 
no en anteriores reuniones. 

En febrero, la situación permaneció invaria- 
ble, mientras dirigentes sindicales y de parlamen- 
tarios de la oposición denunciaban la intención 
gubernamental de “relocalizar” a los productores 
de coca a raíz de la aplicación de la Opción Cero, 
las organizaciones de productores de coca plan- 
teaban al gobierno la posibilidad de hacerse car- 
go de la gestión del “desarrollo integral de las zonas 
productoras de coca”, en reemplazo del Fonadal, 
instancia que había pasado a depender del Minis- 
terio de Gobierno. 

El mes de marzo se inició con la suspensión 
del diálogo entre el gobierno y los productores de 
coca y con la decisión de las federaciones de 
cocaleros de reactivar los “comités de autodefensa” 
para evitar cualquier acción dirigida a erradicar 
los cultivos de coca. 

Enfrentamientos entre productores de coca 
y agentes de la Unidad Móvil para el Patrullaje 
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Rural (Umopar), la Dirección de Reconversión 
Agrícola (Direco), la Dirección Nacional de la 
Coca (Dinaco) y la Drug Enforcement Agency 
(DEA), determinaron la organización de alrede- 
dor de 600 “comités de autodefensa”. 

Al término de varias rondas infructuosas de 
diálogo con el gobierno, el 24 de marzo se firmó 
un convenio que establecía una política de NO 
erradicación forzosa de los cultivos de coca. 

A mediados de ese mes, el anuncio oficial de 
que el Ministerio de Gobierno “erradicaría por la 
fuerza 35.200 hectáreas de coca excedentarias en 
el Chapare y los Yungas” confirmó la ruptura de 
conversaciones. 

La decisión gubernamental de aplicar la erra- 
dicación forzosa configuró un ambiente de tensión 
en el Chapare que se agravó con la incursión efec- 
tuada por agentes de Dinaco, Direco, Umopar y 
DEA al sindicato de Senda Bayer, de la Central 
Chipiriri, con el objetivo de erradicar por la fuerza 
cinco hectáreas de coca. Esa invasión derivó en un 
enfrentamiento entre policías y campesinos. 

En este contexto, el gobierno invitó a los 
cocaleros a reanudar negociaciones. El objetivo 
de ese diálogo, el primero en el año, era explicar 
las causas del inicio de las operaciones de erradi- 
cación de las plantaciones de coca en las zonas 
consideradas ilegales. 

Según anuncios oficiales, esa oportunidad ser- 
viría para dar a conocer los avances sobre la revi- 
sión de Ley 1008 y el decreto reglamentario de 
modificación del Fondo Nacional de Desarrollo 
Alternativo (Fonadal), que otorgaba participación 
activa a los campesinos en los planes y programas 
sustitutivos a la economía de la hoja de coca’. 

Por su parte, los productores de coca ratifica- 
ron su decisión de resistir la erradicación forzosa, 
aunque aceptaron la convocatoria del Ministro 
de Gobierno para dialogar en La Paz, con la con- 
dición de que se suspendieran las acciones de erra- 
dicación a cargo de funcionarios de Direco y 
efectivos de Umopar. 

El 2 de marzo, productores de coca y efectivos 
de Umopar se enfrentaron otra vez en la pobla- 
ción de Chipiriri, donde unos 150 efectivos 
antidroga encapuchados pretendieron erradicar 
plantaciones de coca. Aunque este hecho no 
modificó la decisión de asistir al diálogo, esta pri- 
mera ronda de negociaciones no se llevó a cabo 
por desinteligencias entre funcionarios de la Sub- 
secretaria de Desarrollo Social y dirigentes de las 
federaciones de los productores de coca. 
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El fracaso de la reunión fue entendido por los 
productores de coca como una muestra más de la 
falta de voluntad política de parte del gobierno 
para atender sus problemas. En consecuencia, un 
ampliado de las cinco federaciones productoras 
de coca del Chapare resolvió solicitar la media- 
ción de la Iglesia Católica, el Parlamento, Dere- 
chos Humanos y del movimiento Justicia y Paz 
para evitar enfrentamientos en el trópico 
cochabambino. La demanda de conformar una 
comisión mediadora, para evitar conflictos en el 
Chapare, evidencia la existencia de susceptibili- 
dades por parte de los productores de coca con 
respecto a la negociación con el gobierno. 

Por otra parte, en marzo, el gobierno inició una 
campaña de desprestigio en contra de los dirigen- 
tes sindicales acusándolos de actuar “con móviles 
políticos y con criterio subversivo” [P, 6-3-95]. 

El 6 de marzo, efectivos de Umopar, funcio- 
narios de Direco y productores de coca protago- 
nizaron un nuevo enfrentamiento en el Chapare. 
El hecho se produjo a raíz de la resistencia de las 
llamadas “rondas campesinas” a las acciones de 
las brigadas de erradicación de Direco, cuando 
éstas se disponían a erradicar los cultivos de coca 
en la zona de Ivirgarzama?. 

Al mismo tiempo, el secretario de Defensa 
Social, Mario Soliz, reiteró que el gobierno esta- 
ba abierto a iniciar conversaciones con las cinco 
federaciones de campesinos productores de hoja 
de coca del Chapare. 

En el plano del entendimiento, el 7 de marzo, 
el gobierno y los productores de coca acordaron 
reunirse una vez que el gobierno aceptara los 
condicionamientos impuestos por los producto- 
res de coca. Las demandas de los productores de 
coca eran las siguientes: 


1. Levantar la erradicación forzosa de plantacio- 
nes de coca o por lo menos suspenderla. 

2. Pedir garantías al gobierno para campesinos 
productores de coca y dirigentes que son mo- 
tivo de persecución. 

3. Pedir una nueva reunión con el gobierno para 
solucionar definitivamente el problema, sobre 
el primer planteamiento de levantar la erradi- 
cación forzosa. 


La posición de los productores de coca 
contrastaba con la del gobierno que había afir- 
mado, reiteradamente, que las negociaciones se 
iniciarían sin suspender la erradicación. 
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En este contexto, y con la intención de poner 
fin a los enfrentamientos que se estaban produ- 
ciendo en el Chapare, Umopar se comprometió a 
no brindar cobertura a las brigadas de reducción 
cocalera de Direco. 

A través de ese “pacto de no agresión”, los 
campesinos se comprometían a no interferir en la 
lucha contra el narcotráfico, mientras que los efec- 
tivos de Umopar acordaron no intervenir en la 
erradicación de cultivos llevada a cabo por 
Direco, mientras no se decidiera algo concreto en 
la próxima reunión entre el gobierno y dirigentes 
[LT, 7-3-94]. 

Por otra parte, este acercamiento se producía 
en un momento en el cual los productores de coca 
habían anunciado bloqueos en la carretera 
Cochabamba-Santa Cruz. 

Este acuerdo coyuntural garantizó que, por los 
menos hasta que el gobierno y los productores de 
coca no llegaran a un acuerdo formal, no se repe- 
tirían los hechos de violencia que se habían pro- 
ducido desde hacía tres semanas cuando se 
instruyó la reducción obligatoria de cocales. 

El 10 de marzo, los productores de coca y el 
gobierno se reunieron para tratar el tema de la 
erradicación y la situación de enfrentamiento del 
Chapare. Sin embargo, esas negociaciones termi- 
naron sin ningún acuerdo por la vigencia de posi- 
ciones absolutas e intransigentes de ambas partes 
donde, tanto el gobierno como los dirigentes, se 
acusaban mutuamente de entorpecer el diálogo. 

En esas negociaciones surgieron divergencias 
sobre el compromiso de no interferir la reducción 
voluntaria de cocales, debido a que los dirigentes 
condicionaron la aceptación de ese punto del 
borrador del convenio a la otorgación de garan- 
tías de parte del gobierno para la ejecución de 
proyectos de desarrollo alternativo [O, 11-3-94]. 

Según el documento en conflicto, “los diri- 
gentes de las federaciones, centrales y sindicatos 
de productores de coca se comprometían a no 
interferir en la reducción voluntaria de las plan- 
taciones de coca, de conformidad con los artícu- 
los 10, 14 y 24 de la Ley 1008”. 

Debido a que no se había llegado al consenso 
sobre ese tema, los dirigentes solicitaron un cuar- 
to intermedio, en el cual consultarían a sus bases 
sobre la aceptación o rechazo de esa propuesta’®. 

Las negociaciones se reanudaron el 14 de mar- 
20. De manera similar a lo sucedido en la primera 
ronda de negociaciones, el gobierno, representa- 
do por los ministros de Trabajo y de Gobierno, se 
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mostró intransigente en mantener el término “re- 
ducción voluntaria” de los cultivos excedentarios. 

En contrapartida, los dirigentes de los produc- 
tores de coca demandaron el uso de la palabra “sus- 
titución”, para que las plantaciones de coca 
excedentarias sólo pudieran ser “sustituidas en el 
marco de la aplicación de un desarrollo alternati- 
vo que garantice a los productores de coca nue- 
vas y permanentes fuentes de ingreso económico” 
[LT, 15-3-94]. 

El debate fue iniciado con la discusión de la 
nueva propuesta del Ministerio de Gobierno, la 
misma que sería consultada con las bases en un 
ampliado de los productores de coca. 

A mediados del mes, una asamblea de campe- 
sinos cocaleros resolvió rechazar el convenio ofre- 
cido por el gobierno a cambio de “reducir 
voluntariamente” los cultivos de coca. 

La dificultad de llegar al consenso se produjo 
debido a que, según los cocaleros, después de un 
cuarto intermedio, el gobierno insistió en incluir 
un punto referido al compromiso de los dirigen- 
tes de las federaciones, centrales y sindicatos de 
no interferir en la reducción voluntaria de plan- 
taciones de coca, de conformidad a lo estipulado 
por la Ley 1008. 

Al margen del fracaso del diálogo el gobierno 
y los productores cocaleros ratificaron su decisión 
de luchar conjuntamente contra el narcotráfico. 
Por su parte, el gobierno se comprometió a no 
ejecutar su política de erradicación forzosa en las 
zonas de producción excedentaria en transición. 

El 23 de marzo, el gobierno y los productores 
de coca suscribieron el primer acuerdo de 1994. 
A través de ese documento, el gobierno garanti- 
zaba la ejecución de un “verdadero y eficiente 
desarrollo alternativo en el trópico de 
Cochabamba”. 

El texto del documento firmado en esa opor- 
tunidad era el siguiente: 


1. Tanto el gobierno como los dirigentes y repre- 
sentantes de base de los productores de coca y 
la COB ratificaban su voluntad de lucha con- 
tra el narcotráfico. 

2. El gobierno ratificaba su voluntad política de 
NO erradicación forzosa de los cultivos de hoja 
de coca en las zonas de producción 
excedentaria en transición. El Ministro de Go- 
bierno dictaría, en un plazo máximo de 15 días, 
una resolución ministerial contemplando las 
instructivas para su cumplimiento. 
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3. El gobierno, cumpliendo sus específicas fun- 
ciones, continuaría buscando pozas de 
maceración y/o fábricas, sin destrozar las plan- 
tas de coca situadas en las zonas adyacentes 
a las mismas. Todos estos aspectos serían 
contemplados en la resolución ministerial 
mencionada en el punto segundo (el gobier- 
no y los cocaleros fijarán metas de sustitución 
voluntaria y programas de desarrollo alterna- 
tivo). 

4. El gobierno y los dirigentes de los productores 
de coca participarían en la aplicación de lo 
establecido en los artículos 10, 14 y 24 de la 
Ley 1008. Además, el gobierno se comprome- 
tía a ejecutar el proyecto de desarrollo alter- 
nativo en forma conjunta con los dirigentes 
de los productores de coca. 

5. Se acordaba la conformación de cuantas co- 
misiones mixtas fueran necesarias para tratar 
asuntos inherentes a la producción, 
comercialización, industrialización, desarrollo 
alternativo y aspectos legales e institucionales 
concernientes a la producción de la hoja de 


coca (reformas a la Ley 1008) [P, 24-3-94]. 


El mes de abril abrió paso a la serie de conflic- 
tos que caracterizaría al mes de mayo. En efecto, 
por el incumplimiento gubernamental de varios 
puntos del convenio del 24 de marzo, y en respal- 
do a la convocatoria de huelga de hambre realiza- 
da por la COB, la CSUTCB, la CSCB y las 
federaciones de productores de coca, declararon 
bloqueo nacional de caminos”. 

A esta medida se sumaron permanentes 
movilizaciones, las cuales, la mayoría de las ve- 
ces, desembocaron en enfrentamientos con orga- 
nismos de seguridad del Estado”. 

Uno de los puntos que había sido incumplido 
por el gobierno era el relacionado a la conforma- 
ción de las comisiones encargadas de analizar y 
discutir la comercialización, industrialización y los 
aspectos de reformas a la Ley 1008. Asimismo, 
hasta ese momento, tampoco se había aprobado 
la resolución suprema dirigida a regular la reduc- 
ción cocalera y evitar la violencia en la destruc- 
ción de los cultivos. 

El X Congreso Nacional de Colonizadores 
aprobó una resolución por la cual declaraba blo- 
queo general de caminos en todas las zonas de 
colonización del país, en protesta por la falta de 
voluntad política del gobierno para resolver sus 
problemas. 
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Después de mucho tiempo, las carreteras, ca- 
minos y vías férreas en varios lugares del país es- 
taban bloqueadas por miles de campesinos, 
armados de piedras y palos, y a pesar del instructi- 
vo gubernamental de “dejar expedita la libre cir- 
culación en todo el territorio nacional”, el bloqueo 
fue total en el trópico de Cochabamba’. 

Finalmente, el 29 de abril, fuerzas de Umopar 
reprimieron enérgicamente a los productores de 
coca en la localidad de Shinaota, cuando los 
campesinos procedían al bloqueo de caminos 
en cumplimiento a determinaciones de la 
CSUTCEB. Por fortuna este enfrentamiento no 
terminó en graves consecuencias debido a la in- 
tervención de autoridades cívicas, eclesiásticas 
y políticas. 

El mes de mayo fue uno de los de mayor efer- 
vescencia social en el país y, fundamentalmente, 
en la zona del trópico de Cochabamba. Este mes 
se inició con los bloqueos de la carretera 
Cochabamba-Santa Cruz, entre las zonas de Cris- 
tal Mayu y Bulo Bulo. La medida de protesta se 
prolongó por cinco días y mantuvo parados por 
casi una semana a más de un centenar de buses 
del servicio interdepartamental. Según los diri- 
gentes, la medida demandaba la aprobación de 
una resolución suprema que protegiera el cultivo 
de la coca y de los decretos para la industrializa- 
ción de la hoja y la participación campesina. 

En mayo también se produjo la controvertida 
declaración del dirigente cocalero Evo Morales, 
quien calificó al Presidente de “vagabundo”, he- 
cho que determinó la suspensión de las negocia- 
ciones hasta que el sindicalista se disculpara 
formalmente con el Presidente de la República. 
Por fin, el 6 de mayo, el gobierno firmó un con- 
venio con la Central Obrera Boliviana (COB) 
poniendo fin a un conflicto que se había iniciado 
a principios de año. 

Ese mes, el gobierno del presidente Gonzalo 
Sánchez de Lozada emitió el Decreto Supremo 
23772 que establecía la estructura orgánica del 
Consejo Nacional de Desarrollo Alternativo 
(Conadal) y el Fondo Nacional de Desarrollo 
Alternativo (Fonadal)". 

Por otra parte, a través del 23772 se ratificaba 
la vigencia del Decreto Supremo 22270, así como 
la definición de la política nacional de desarrollo 
alternativo convenida en el Decreto Supremo 
22794. Finalmente, según esta disposición, el 
Conadal no estaba subordinado a ningún minis- 
terio, secretaría o subsecretaría. 
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A mediados de este mes, el gobierno propuso 
firmar un documento de conclusiones que esta- 
blecía la creación de una comisión de seguimien- 
to y fiscalización, además de la erradicación de 5 
mil hectáreas de coca hasta diciembre de 1994, a 
cambio de 21 millones de dólares presupuestados 
para el plan operativo del desarrollo alternativo 
de ese año. 

La propuesta fue rechazada por las cinco fede- 
raciones de productores de coca, que exigieron al 
gobierno el inmediato funcionamiento del 
Conadal como instancia superior ejecutora de pro- 
yectos de desarrollo alternativo. Por otra parte, 
los productores de coca demandaban la ejecución 
de proyectos de desarrollo alternativo que com- 
pensaran los efectos de la reducción de coca. 

Paralelamente, a mediados de mayo —y en 
respuesta a una de las demandas que se ha mante- 
nido como una constante en el movimiento 
cocalero— el gobierno emitió el Decreto Supre- 
mo 23780, disponiendo la industrialización de la 
hoja de coca que provenía de las zonas tradicio- 
nales o lícitas, reproduciendo la concepción de la 
Ley 1008”. l 

Por otra parte, los anuncios del gobierno en 
sentido de la existencia de supuestos brotes 
“narco-guerrilleros” en el trópico, derivaron en 
patrullajes efectuados por efectivos del Ejército, 
quienes contribuyeron a crear, lo que la prensa 
calificó como una “guerra de nervios en el 
Chapare” [LR, 19-4-94]. 

Junio se inició con las denuncias sobre “ope- 
raciones sorpresa” que organismos de represión 
contra el narcotráfico estaban realizando a los 
mercados primarios de comercialización de coca 
en el Chapare. 

Como consecuencia de ello, las federaciones 
determinaron la reactivación de los “comités de 
autodefensa” y la resistencia a la amenaza perma- 
nente de militarizar el Chapare y a la intención 
gubernamental de erradicar tres mil hectáreas de 
coca hasta diciembre próximo". 

En julio, el gobierno inició el operativo “Nue- 
vo Amanecer” en el trópico cochabambino. “Nue- 
vo Amanecer” comenzó el 13 de julio, con el 
traslado de 800 efectivos de Umopar, la FELCN y 
la Policía Nacional al Chapare tropical. Aunque 
el operativo había sido concebido para luchar es- 
trictamente contra el narcotráfico, los hechos 
demostraron que algunas acciones de las fuerzas 
policiales se concentraron en agresiones hacia los 
productores de coca”. 
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En el plano sindical, en julio comenzaron de 
manera oficial los anuncios de la realización de 
una marcha “Por la Vida” en protesta por los abu- 
sos cometidos por las fuerzas policiales asentadas 
en el trópico cochabambino. 

Así, el 20 de julio, un ampliado de dirigentes 
cocaleros realizado en el Chapare determinó la 
movilización de los “Comités de Autodefensa 
Campesina”, el bloqueo de carreteras y una mar- 
cha por la vida desde el trópico hasta la ciudad de 
Cochabamba. 

Esas medidas habían sido adoptadas frente a 
los “atropellos” del gobierno y en protesta por la 
violenta intervención de que fue objeto un am- 
pliado de emergencia de los productores de coca!?. 

Agosto fue el mes de la marcha. El 8 de agos- 
to, un ampliado de productores de coca realizado 
en la localidad de Chimoré ratificó, para princi- 
pios de la segunda quincena de agosto, una mar- 
cha hacia las ciudades de Cochabamba y La Paz, 
en contra de la política antidrogas del Poder 
Ejecutivo. 

Por su parte, los productores de coca de los 
Yungas de La Paz bloquearon la plaza San Fran- 
cisco de la ciudad de La Paz en “solidaridad con 
los productores de coca del Chapare, demandan- 
do, además, el cumplimiento del convenio sus- 
crito con el gobierno en diciembre de 1993”. 

Tras el ultimátum lanzado al gobierno por los 
productores de coca del trópico de Cochabamba, 
el Ministro de Gobierno, Germán Quiroga, anun- 
ció que “el dislocamiento campesino sería permi- 
tido a condición de que fuera pacífico y no 
vulnerara los derechos y las garantías constitu- 
cionales de personas que nada tienen que ver 
con el problema de la producción de coca” [UH, 
10-8-94]. 

Sin embargo, el gobierno no cumplió su ofre- 
cimiento. La marcha campesina fue objeto de in- 
tervenciones policiales y se constituyó en blanco 
de acusaciones dirigidas a desprestigiar al movi- 
miento cocalero frente a los ojos del país. 


2. La marcha “Por la vida, la Coca y la Sobera- 
nía Nacional” (Septiembre de 1994) 

La marcha “Por la Vida, la Coca y la Soberanía 
Nacional” se inició el 29 de agosto y se prolongó 
por 22 días, recorriendo 600 kilómetros desde Villa 
Tunari hasta la ciudad de La Paz. Uno de los an- 
tecedentes inmediatos a esta movilización fue el 
operativo “Nuevo Amanecer”, iniciado el 13 de 
julio en el trópico de Cochabamba"®. 
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Además de las cinco federaciones de produc- 
tores de coca, también participaron la CSUTCB, 
la FSUTCC, la Confederación Sindical de Colo- 
nizadores de Bolivia, la Federación Nacional de 
Mujeres Campesinas de Bolivia y los productores 
de coca de los Yungas de La Paz. 

Los campesinos, encabezados por los produc- 
tores de coca del trópico de Cochabamba, deman- 
daban la desmilitarización del Chapare, la defensa 
de la coca y de la propiedad agraria frente a los 
intentos gubernamentales de aprobar el proyecto 
de Ley del Instituto Nacional de Tierras (INTI). 

Otras demandas eran: el cumplimiento de los 
convenios del 3 de marzo y el 5 de mayo (con la 
COB) para la modificación de la Ley 1008 y la 
industrialización de la coca; la aplicación del De- 
creto Supremo 23777 que permite la participa- 
ción de los cocaleros en el Fondo Nacional de 
Desarrollo Alternativo (Fonadal) y el Consejo 
Nacional de Desarrollo Alternativo (Conadal); 
y la revisión de las leyes de Participación Popular 
y Reforma Educativa. 

La marcha “Por la Vida, la Coca y la Sobera- 
nía Nacional” fue objeto de dos intervenciones 
policiales, lo que obligó a los marchistas a utilizar 
“caminos de herradura” para llegar a la sede de 
gobierno. 

Finalmente, el 15 de septiembre, la marcha 
hizo su ingreso triunfal por la Zona Sur de la ciu- 
dad de La Paz recibiendo muestras de simpatía de 
parte de la población paceña””. 

Con el objetivo de ofrecer una descripción 
analítica de esta movilización, hemos identifica- 
do cuatro momentos a lo largo de su desarrollo, 
desde su inicio hasta el momento de la firma del 
acuerdo que puso fin a este conflicto. 

El primero de ellos, denominado PRESION, 
se inicia el 20 de julio con los anuncios de la rea- 
lización de una marcha en protesta por los abusos 
cometidos por las fuerzas de lucha contra las dro- 
gas con asiento en el Chapare. 

Este primer momento se extiende hasta el 24 
de agosto, cuando el gobierno asume la dimen- 
sión de la marcha y, aprovechando una reunión 
del Consejo Nacional de Desarrollo Alternativo 
(Conadal), intenta persuadir a los productores de 
coca de desistir de su movilización. 

El segundo momento, de NEGACION, se ini- 
cia el 27 de agosto coincidiendo con la detención 
del dirigente cocalero Evo Morales!* y se prolon- 
ga hasta el 6 de septiembre. Comprende también, 
la marcha de protesta realizada en La Paz por los 
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trabajadores, además de los anuncios de la reanu- 
dación de la marcha en la ciudad de Cochabamba. 
Durante este periodo, el diálogo continuaba sus- 
pendido. 

Esta etapa se caracteriza por las dos interven- 
ciones policiales realizadas a la marcha “Por la 
Vida, la Coca y la Soberanía Nacional” (parale- 
lamente a las invitaciones de diálogo) y por la 
campaña de desprestigio que el gobierno del MNR 
emprendió en contra de los dirigentes cocaleros, 
de la propia marcha y de la prensa. A esta etapa 
corresponden, por ejemplo, declaraciones de mi- 
nistros de Estado en sentido de que la marcha sólo 
existía en los informes periodísticos. 

El tercer momento, de ACERCAMIENTO, 
se inicia el 7 de septiembre cuando el gobierno 
cede.en sus posiciones al instruir el repliegue pau- 
latino de los efectivos militares del Chapare. Com- 
prende la etapa previa al inicio del diálogo entre 
el gobierno y la Central Obrera Boliviana, hasta 
el momento en el que el gobierno libera á los di- 
rigentes Evo Morales y David Herrada, luego de 
11 días de detención en las celdas de la PTJ. 

Finalmente, el último momento de NEGO- 
CIACION, comienza el 8 de septiembre con el 
anuncio del inicio del diálogo entre el gobierno y 
dirigentes de la Central Obrera Boliviana. Inclu- 
ye toda la etapa de negociaciones, desde las re- 
uniones efectuadas paralelamente a la marcha, 
pasando por aquellas reuniones realizadas después 
de la llegada de los marchistas a la ciudad de La 
Paz, hasta la firma de los cuatro convenios que 
pusieron fin a esta movilización nacional. 


2.1. Momento 1. Presión 

Esta etapa se caracteriza por una serie de denun- 
cias sobre violaciones a los derechos humanos a 
raíz de la aplicación del operativo “Nuevo Ama- 
necer”. Además de las reiteradas amenazas por parte 
de los productores de coca de llevar a cabo medi- 
das de presión entre las cuales sobresalía la marcha 
desde el Chapare hasta la ciudad de La Paz. 

Al mismo tiempo, frente a esos “atropellos”, 
los campesinos resolvieron reactivar sus “comités 
de autodefensa”, además de solicitar la presencia 
de las comisiones de Derechos Humanos y de la 
Mujer del Parlamento, además de la Iglesia y otras 
instancias para constatar las denuncias sobre vio- 
laciones a los derechos humanos”. 

Precisamente, como consecuencia de un ope- 
rativo antidroga realizado el 18 de agosto en la 
central San Pablo, de la federación de Carrasco 
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Tropical, resultó muerto el campesino Felipe Pérez 
Ortiz. El gobierno intentó encubrir el hecho ale- 
gando que la muerte del campesino se había pro- 
ducido en un enfrentamiento entre fuerzas 
policiales y narcotraficantes. 

El 10 de agosto, los productores de coca del 
trópico de Cochabamba dieron un ultimátum al 
gobierno, en el cual amenazaban con iniciar una 
masiva caminata hacia la ciudad de La Paz, en 
protesta por los atropellos cometidos por los or- 
ganismos de interdicción al narcotráfico durante 
la ejecución del operativo “Nuevo Amanecer”. 

Además, según el Ministro de Gobierno, 
Germán Quiroga, el operativo se había concen- 
trado en la lucha contra el narcotráfico, afirma- 
ción con la que intentaba desmentir las denuncias 
de los productores de coca sobre irregularidades 
cometidas en contra de la población civil del 
trópico. 

Las declaraciones, en las cuales se acusaba a 
algunos dirigentes cocaleros de tener vinculacio- 
nes con el narcotráfico, inauguraron un período 
que se caracterizaría por el inicio de una campa- 
ña de desprestigio de la dirigencia y la anunciada 
marcha “Por la Vida, la Coca y la Soberanía Na- 
cional”. En la misma línea se inscriben las decla- 
raciones oficiales que acusaban a la marcha de 
tener vinculaciones con la narcoguerrilla. 

Un segundo rasgo de este momento es la 
masificación de la marcha “Por la Vida, la Coca y 
la Soberanía Nacional”, con la inclusión de otras 
demandas como la modificación a las leyes de Par- 
ticipación Popular y Reforma Educativa”. 

Las partes más sobresalientes del pliego pre- 
sentado por el Comité de Coordinación de las 
cinco federaciones del trópico de Cochabamba 


(FETCT, FCCT, FYCH, FECCH, FUCU) eran: 


1. Cumplimiento de los convenios suscritos el 
23 de marzo y el 5 de mayo del año en curso”. 

2. Desocupación del trópico de Cochabamba por 

parte de las fuerzas militares y policiales. 

Retiro de los efectivos de la DEA. 

4. Garantías para los dirigentes sindicales en el 
ejercicio de sus funciones y derechos. 

5. Levantamiento de los condicienamientos para 
la ejecución de proyectos de desarrollo alter- 
nativo. 

6. Enmienda del artículo segundo de industriali- 
zación de la hoja de coca, para que se incorpo- 
re la hoja del trópico de Cochabamba en la 
industria legal. 


~ 
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7. Que las plantas agroindustriales y centros de 
acopio de frutas construidas por el desarrollo 
alternativo pasen a propiedad campesina. 

8. Devolución de los objetos y dineros sustraídos 
ilegalmente por los efectivos de Umopar, con 
motivo de operativos contra el narcotráfico. 

9. Rechazo a los programas privatizadores de la 
tierra y a la instauración del Instituto Nacio- 
nal de Tierras (INTI). Planteamos en cambio, 
el reconocimiento y la vigencia de la Ley Agra- 
ria Fundamental”. 


El 23 de agosto, y en respuesta a la inminen- 
cia de la marcha “Por la Vida, la Coca y la Sobe- 
ranía Nacional”, el gobierno aprovechó una 
reunión del Conadal para tratar de evitar esa 
movilización. Sin embargo, esa reunión no fruc- 
tificó en ningún acuerdo, toda vez que los cam- 
pesinos ratificaron las medidas de presión 
anunciadas. Así quedó demostrado, una vez más, 
que el diálogo y la negociación son instancias que 
sobrevienen con la intención de superar situacio- 
nes conflictivas. 

Por otra parte, las declaraciones de autorida- 
des de gobierno en sentido de que la situación en 
el Chapare “estaba bajo control”, eran intentos 
de negar un estado que se había revertido en su 
contra y que era reforzado por las denuncias so- 
bre violaciones a los derechos humanos a raíz del 
operativo “Nuevo Amanecer”. 


2.2. Momento 2. Negación 

Este segundo momento se inicia el 27 de agosto, 
con la detención del dirigente de los productores 
de coca, Evo Morales, quien fue acusado de orga- 
nizar grupos “parapoliciales” bajo el nombre de 
policía sindical. 

La detención del dirigente determinó que la 
COB condicionara la reanudación de las nego- 
ciaciones con el gobierno a la libertad del diri- 
gente sindical y ratificara la realización de la 
marcha programada para el 29 de agosto. 

Por su parte, y ante la negativa de los diri- 
gentes sindicales de reanudar las negociaciones 
con el gobierno, un día antes del inicio de la 
movilización, el Ministerio de Comunicación 
Social emitió un comunicado en el cual nega- 
ba cualquier acusación en su contra y declara- 
ba que “la marcha cocalera no tenía un motivo 
valedero, lo que abría profundas interrogantes 


sobre sus verdaderos inspiradores” [UH, 
28-8-94]. 


NATALIA CAMACHO 


El 29 de agosto, en medio de un estricto con- 
trol de las fuerzas del orden, se inició la marcha 
de los cocaleros en Villa Tunari. Dos horas des- 
pués, efectivos antidroga, militares y policías dis- 
persaron a los cocaleros que iniciaron la 
manifestación. 

La marcha no impidió el tráfico vehicular, pero 
el transporte interdepartamental suspendió sus 
servicios por precaución. Cuando los marchistas, 
armados de palos, lanzas y machetes habían lo- 
grado completar el primer tramo, las fuerzas del 
orden iniciaron la “operación disuasión”. Desde 
los helicópteros, la policía antidroga lanzó gases 
lacrimógenos para dispersar a los campesinos. 
Sin embargo, poco después los cocaleros se reagru- 
paron. 

Esta actitud provocó la intervención de los 
militares y policías que estaban en tierra. Desde 
20 camionetas dispararon gases y persiguieron a 
los campesinos, quienes huyeron al monte o in- 
gresaron a las casas cercanas [LR, 3-8-94]. 

A pesar de esta intervención, los campesinos 
decidieron continuar con la movilización por ca- 
minos de herradura. Ñ 

Después de la acción policial-militar, el secre- 
tario de Sustancias Controladas, Víctor Hugo Ca- 
nelas, dijo que los detenidos estaban acusados de 
interrumpir el tráfico y que serían investigados 
por sus probables vínculos con el narcotráfico y 
actos subversivos. Por su parte, el secretario de 
Régimen Interno y Policía Judicial, Hugo San 
Martín, aseguró que el gobierno no permitiría que 
la marcha continúe. 

En medio de esta situación, el gobierno y la 
COB reafirmaron su voluntad de dialogar, pero 
ninguno se mostró dispuesto a hacer concesiones 
para viabilizar la negociación. La organización sin- 
dical demandó la suspensión de las acciones re- 
presivas y la libertad de los detenidos, mientras 
que el gobierno aclaró que esa decisión era de es- 
tricta competencia del Poder Judicial”. 

Por otra parte, el gobierno volvió a insistir en 
su invitación al diálogo; sin embargo, a tres kiló- 
metros de la ciudad de Cochabamba reprimió a 
los cocaleros que se reunieron para marchar. El 
saldo de este enfrentamiento fue de cuatro heri- 
dos y varios detenidos. 

Como consecuencia de esa intervención, la 
COB instruyó a sus organizaciones afiliadas a con- 
tinuar con las manifestaciones de protesta hasta 
llegar al paro general indefinido y al bloqueo na- 
cional de caminos. 
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En resumen, este período se caracterizó por el 
constante afán del gobierno de negar la moviliza- 
ción, no sólo a través de las dos intervenciones 
realizadas, sino también a través de declaraciones 
y comunicados en los cuales se descalificaba el 
sentido de la movilización. 


2.3. Momento 3. Acercamiento 

En una actitud de “acercamiento” a la dirigencia 
sindical, el 2 de septiembre, el gobierno instruyó 
el “repliegue parcial” de las unidades militares de 
las zonas productoras de coca de Cochabamba. 
De este modo, el Ejecutivo daba el primer paso 
hacia la apertura de las negociaciones con los pro- 
ductores de coca. 

Sin embargo, uno de los hechos que estuvo a 
punto de truncar el proceso de negociaciones fue 
la declaratoria de improcedencia que la Corte 
Superior de Distrito declaró en contra del recur- 
so de Habeas Corpus que pedía la libertad del di- 
rigente cocalero Evo Morales que había sido 
acusado de sedición y organización de la policía 
sindical. 

El 3 de septiembre, como resultado de un aná- 
lisis de gabinete ministerial, el gobierno invitó a 
todas las organizaciones sociales del país a deba- 
tir sobre la situación social del Chapare con el 
objetivo de diseñar una política nacional de lu- 
cha contra las drogas. Esta invitación fue recha- 
zada por los productores de coca, quienes 
demandaron la libertad de los dirigentes deteni- 
dos como condición para el inicio de cualquier 
diálogo. 

En el plano sindical, los cocaleros de los Yungas 
de La Paz determinaron sumarse a la marcha “de 
la dignidad” iniciada por los productores de coca 
del Chapare con el objetivo de exigir al gobierno 
el cumplimiento del convenio del 13 de diciem- 
bre de 1993, y la libertad de todos los detenidos. 

El 5 de septiembre, el gobierno y la COB se 
reunieron en el Ministerio de Trabajo, pero no 
llegaron a ningún acuerdo porque los dirigentes 
demandaron que, inicialmente, el Ejecutivo libe- 
rara al dirigente Evo Morales. 

La convocatoria al debate nacional se produ- 
jo en momentos en que el gobierno estaba pro- 
fundamente desacreditado con respecto al diálogo 
y a la concertación, y con la circunstancia agra- 
vante de que, mientras éste se empeñaba en lle- 
var adelante el diálogo nacional, los productores 
de coca habían condicionado de reanudación de 
las negociaciones a la libertad de los detenidos. 


CarfTuLO III: MÁS DESENCUENTROS QUE COINCIDENCIAS 


34 


Por último, la firme posición de los producto- 
res de coca de no negociar con el gobierno sin la 
libertad de sus dirigentes, fue uno de los factores 
que contribuyó a mantener un clima adverso para 
el entendimiento y la concertación. Sin mencio- 
nar, claro está, que desde el principio la apertura 
de negociaciones había estado mediatizada por la 
presión. 


2.4. Momento 4. Negociación 

El diálogo entre el gobierno y los dirigentes de la 
COB y de las federaciones de los productores de 
coca se inició formalmente el 8 de septiembre, 
después de que un ampliado extraordinario de la 
COB autorizó a sus dirigentes a “contactarse” con 
el gobierno para reanudar el diálogo sobre el pro- 
blema de los productores de coca y la situación 
del Chapare. 

El Ministro de Trabajo, Reynaldo Peters, pro- 
puso la conformación de tres comisiones de tra- 
bajo encargadas de discutir la cuestión del 
Chapare, del Magisterio —ligada al fuero sindi- 
cal— y las demandas contenidas en el pliego 
petitorio de la COB. : 

Segtin esa autoridad, la apertura sindical al 
diálogo comprendía la suspensión total de medi- 
das de presión, incluida la marcha nacional cam- 
pesina sobre La Paz. Sin embargo, Oscar Salas, a 
nombre del movimiento sindical, anunció que el 
inicio de las negociaciones no implicaba, de nin- 
guna manera, la suspensión de la marcha nacio- 
nal campesina, y que cualquier negociación con 
el gobierno se llevaría a cabo sin suspensión de 
las medidas de presión. 

El 11 de septiembre, a su retorno de la Cum- 
bre de Rio, el mandatario boliviano afirmó que 
las marchas cocaleras eran “de fantasmas porque 
nadie las veía, mucho menos los servicios de se- 
guridad” de su gobierno. 

El 12 de septiembre, efectivos policiales y mi- 
litares reprimieron violentamente la marcha de 
los cocaleros de los Yungas con el objetivo de 
impedir su ingreso a la ciudad de La Paz. Los pro- 
ductores de coca de esa región habían iniciado 
una movilización hacia la sede de gobierno en apo- 
yo a la marcha promovida desde el Chapare y 
demandando el cumplimiento de convenios 
sectoriales que había firmado con el gobierno 
en 1993. 

El hecho fue conceptuado como una tácita 
ruptura del Poder Ejecutivo al diálogo que difícil- 
mente se había restablecido con la COB. 
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El dirigente de la COB, Oscar Salas, afirmó 
que “en tales condiciones era imposible proseguir 
con el diálogo que se había convenido con el go- 
bierno y que mientras esta situación no cambiara 
radicalmente, poniendo en libertad a todos los 
detenidos en los últimos acontecimientos y otor- 
gando plenas garantías a la población, la COB 
no retornaría a la mesa de negociaciones” [LR, 
13-9-94]. 

En respuesta a esas acciones, la oposición par- 
lamentaria anunció que plantearía la instauración 
de un juicio de responsabilidades contra el Mi- 
nistro de Gobierno, Germán Quiroga, “por ins- 
truir una brutal represión policial” contra 
cocaleros de los Yungas, en la zona de villa San 
Antonio de la ciudad de La Paz. 

El 15 de septiembre, el gobierno y los producto- 
res sentaron las bases para reanudar el diálogo. 
Con la garantía de que las fuerzas policiales y mili- 
tares no reprimirían a los productores de coca y que 
éstos marcharían pacíficamente a La Paz, además 
del compromiso gubernamental de liberar a los de- 
tenidos, el gobierno y la COB acordaron restable- 
cer el diálogo roto, previa autorización sindical. 

En esa primera reunión, el gobierno y la COB 
acordaron reanudar las negociaciones sobre la base 
de los siguientes puntos: 


1. Repliegue de tropas militares y policiales en- 
viadas de refuerzo al Chapare. 

2. Garantías para las marchas y manifestaciones 

pacíficas. 

Liberación de detenidos. 

4. Nombramiento de una comisión interins- 

titucional de defensa de los derechos huma- 

nos en el Chapare. 

Respeto al fuero sindical. 

6. Evaluación de daños en el mercado de la coca 
de La Paz. 

7. Estudio de la situación de los detenidos remi- 
tidos a la justicia ordinaria [H, 15-9-94]. 


w 


A] 


Además de reanudar las negociaciones, los pro- 
ductores de coca confirmaron su participación en 
el “Gran Debate sobre la Coca”, convocado por 
el Presidente de la República?*. 

Mientras tanto, un ampliado nacional de diri- 
gentes sindicales rechazó la propuesta guberna- 
mental de establecer una tregua social y, por el 
contrario, declaró un paro nacional de 48 horas. 
El ampliado acordó la búsqueda de diálogo sin 
levantar las medidas de presión. 
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Paralelamente a las negociaciones entre el 
gobierno y los dirigentes de la COB, los marchistas 
aprobaron el siguiente manifiesto: 


Primero.- La inmediata solución de los plan- 
teamientos de los campesinos de Bolivia so- 
bre la base de un diálogo serio y responsable al 
más alto nivel del gobierno, a través del Presi- 
dente, Vicepresidente y el gabinete de minis- 
tros, sin hacer uso de la represión ni medidas 
de presión como el estado de sitio. 

Segundo.- La anulación del proyecto de Ley 
que pretende crear el Instituto Nacional de 
Tierras. 

Tercero.- Rechazo a las últimas leyes aproba- 
das por el Parlamento y dictadas por el gobier- 
no, como las Leyes de Participación Popular, 
Capitalización, Reforma Educativa y otras. 
Cuarto.- Cumplimiento de los convenios del 
23 de marzo y del 5 de mayo, donde manifes- 
tamos nuestro rechazo a la desmilitarización 
de las zonas productoras de coca, y revisión de 
la Ley 1008. 

Quinto.- Ante la falta de garantías humanas y 
ciudadanas, solicitan presencia en el Chapare 
de la Iglesia Católica y las instituciones de 
Derechos Humanos. 

Sexto.- Pese a las dificultades la marcha con- 
tinuará a la sede de gobierno por el respeto a 
la dignidad nacional, en defensa de la coca y 


de la soberanía [P, 15-9-94]. 


El 18 de septiembre, la muerte accidental de 
un marchista estuvo a punto de provocar la rup- 
tura del diálogo entre el gobierno y la COB, a raíz 
de un manejo poco claro que el Poder Ejecutivo 
hizo del caso”. 

Como resultado de las negociaciones gobier- 
no-COB, ambas partes llegaron a un acuerdo pre- 
liminar de 21 puntos que debería ser consultado a 
las bases para su posterior aprobación. 

Entre los puntos contenidos en el acuerdo 
estaban los temas referidos a la aplicación del de- 
sarrollo alternativo, la modificación de la Ley 
1008 y la conformación de una comisión 
interinstitucional para dar vigencia real a los de- 
rechos humanos en el Chapare. 

Con respecto al fuero sindical, ambas partes 
acordaron realizar un estudio para que se levan- 
taran los cargos contra los dirigentes Evo Mora- 
les y David Herrada, sindicados de agitación 
política y de organizar una policía sindical”, 
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Asimismo, se elaboraría un reglamento de 
comercialización de la coca, además del traspaso 
del mercado de coca de Sacaba para beneficio de 
los cocaleros del Chapare, conviniéndose en que 
no habría condicionamiento económico para la 
erradicación excedentaria. 

El punto de mayor discusión fue el relaciona- 
do al repliegue de tropas policiales que ingresa- 
ron al Chapare para reforzar el operativo “Nuevo 
Amanecer”. Sobre la presencia de la DEA, se pi- 
dió que su comportamiento respete los convenios 
internacionales. 

El 20 de septiembre, 2 mil campesinos de 
Cochabamba llegaron a la ciudad de La Paz luego 
de 22 días de caminata en la marcha “Por la Vida, 
la Coca y la Soberanía Nacional”. 

Su ingreso se produjo por la Zona Sur de esa 
ciudad y, contrariamente a lo que se esperaba, los 
marchistas recibieron una cálida acogida por par- 
te de la gente asentada en esos barrios, general- 
mente apática frente a este tipo de manifes- 
taciones. 

Después de dos intervenciones y del persistente 
afán gubernamental de negarla, la marcha llegó a 
la ciudad de La Paz, y puso en evidencia, una vez 
más, la falta de capacidad gubernamental de crear 
espacios para el diálogo y la concertación, en es- 
pecial en el tema de la lucha contra las drogas, 
donde la presión externa ha reducido la posibili- 
dad de llegar al consenso nacional. 

La marcha de los cocaleros fue un intento de 
replantear las relaciones entre el Estado y las or- 
ganizaciones. Más aún, diríamos que constituyó 
un intento por replantear esas negociaciones, pero 
desde la vía del conflicto. 

Como resultado de la marcha, la COB, 
los productores de hoja de coca, la CSUTCB, 
la CSCB y el gobierno nacional firmaron 
cuatro convenios con los que se puso fin a la 
marcha “Por la Vida, la Coca y la Soberanía 
Nacional”. 

Los puntos sobresalientes del convenio 
firmado con los productores de coca fueron los 
siguientes: 


1. Se acordó la necesidad de introducir modifi- 
caciones en la Ley 1008 en el curso de la pre- 
sente legislatura”. 

2. El gobierno se comprometió a efectuar una 
efectiva racionalización de la policía que in- 
gresó al Chapare con el denominado operati- 
vo “Nuevo Amanecer”. 
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3. Se determinó conformar una Comisión 
Interinstitucional encargada de evitar atrope- 
llos a los derechos humanos. 

4. El gobierno se comprometió a aplicar el De- 
creto Supremo 23777 mediante el cual se es- 
tablecía la estructura orgánica del Conadal y 
el Fonadal. 

5. El gobierno se comprometió a realizar los 
esfuerzos necesarios para viabilizar la 
despenalización de la hoja de coca en el ám- 
bito internacional. 


El segundo convenio fue firmado con la Aso- 
ciación de Productores de Coca de los Yungas de 
La Paz (Adepcoca), conteniendo temas inheren- 
tes a la problemática de esa región. El tercero, fir- 
mado con la CSUTCB, se centró en el problema 
de la tierra y del territorio, estableciéndose que 
los ajustes institucionales y jurídicos serían resuel- 
tos tomando en cuenta los principios contenidos 
en la Constitución Política del Estado y la Ley de 
Reforma Agraria. 

Finalmente, en el convenio con los represen- 
tantes de los maestros, el gobierno reconoció la 
vigencia de las organizaciones sindicales del ma- 
gisterio urbano y rural. La COB y las confedera- 
ciones de maestros ratificaron, además, su rechazo 
a la Ley de Reforma Educativa y reiteraron la ne- 
cesidad de modificar sustancialmente su conteni- 
do y esencia. Similar actitud asumió la CSUTCB 
y los colonizadores respecto de la Ley de Partici- 
pación Popular. 

Una vez más quedó demostrado que, si bien la 
incorporación de otras demandas “externas” a la 
problemática central —como consecuencia de la 
adhesión de otros grupos sociales a la moviliza- 
ción— contribuye a fortalecer el conflicto, ésta 
debilita la capacidad de negociar sobre los puntos 
inherentes al conflicto. 


' Aunque el Plan Integral de Desarrollo y Sustitución 


(PIDYS) recogió la demanda de participación campesina, en 
la gestión del desarrollo, ésta todavía persiste como reivindi- 
cación debido a que la oferta de institucionalizarla no llegó a 
hacerse efectiva. 

? A partir de las reformas instauradas por el gobierno del 
Presidente Sánchez de Lozada, los mecanismos técnicos y eco- 
nómicos del desarrollo alternativo pasaron a depender del 
Ministerio de Gobierno, mediante la Secretaría Nacional de 
Defensa Social. 

> La “Opción Cero” fue la denominación con la que se 
hizo pública una idea del Presidente Gonzalo Sánchez de 
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Lozada, según la cual debía realizarse una masiva 
“cuantificación” de recursos económicos internacionales para 
erradicar la coca totalmente y en el corto plazo, ya que los 
procedimientos graduales y con escasos recursos no habían 
dado resultados hasta entonces. La propuesta no tuvo acogi- 
da en la comunidad internacional y fue interpretada de di- 
versas maneras a nivel nacional, provocando, por lo general, 
reacciones adversas y de repudio, muchas de las cuales se ba- 
saban en rumores y prejuicios acerca de una “Opción Cero” 
que nunca llegó a ser formulada en detalle. Este documento 
había sido presentado al Grupo Consultivo de París, en no- 
viembre de 1994. Fue después de que éste fue difundido por 
toda la prensa nacional, cuando se desencadenó una reac- 
ción de rechazo en diversos sectores de la población, incluso 
de políticos del sector oficialista. 

1 En medio de esa convocatoria al diálogo, funcionarios 
de Direco, apoyados por efectivos de Umopar, lograron redu- 
cir por la fuerza dos hectáreas y media de cocales, en la colo- 
nia San Pablo, a pesar de la resistencia de unos 150 cocaleros 
que fueron dispersados con gases lacrimógenos. 

5 Esos hechos, obligaron a los campesinos a convocar a una 
reunión de emergencia en lvirgarzama y, en represalia, quema- 
ron las oficinas de Direco. Sin embargo, la versión del gobier- 
no contradijo las denuncias de los dirigentes campesinos y 
sindicó a los productores de coca de haber sido los directos 
culpables de los enfrentamientos producidos [LT, 6-3-94]. 

$ Esa actitud fue interpretada por el gobierno como una 
falta de voluntad de parte de los dirigentes para coadyuvar 
con el proceso de erradicación voluntaria. Al mismo tiempo, 
anunció que, en lo sucesivo, aplicaría la Ley 1008 y llevaría 
adelante los procesos de reducción voluntaria de la coca, tal 
como lo establecían los artículos 10, 14 y 24, “firmaran o no 
firmaran el convenio los dirigentes cocaleros”. 

7 El punto fundamental de negociación gobierno-COB era 
el referido al incremento de salarios. El gobierno había esta- 
blecido un 7,5%, mientras que la organización de trabajado- 
res demandaba el cumplimiento de un pliego petitorio don- 
de exigía un salario mínimo de 500 Bs. y un incremento ge- 
neral de sueldos en base a una canasta familiar de 1.800 Bs. 
El Poder Ejecutivo calificó el pliego como político, pero anun- 
ció su predisposición de dialogar con la COB. 

8. Después de unas semanas de tensa calma, a fines de abril, 
los productores de coca decidieron iniciar un bloqueo de ca- 
minos para exigir el cumplimiento de los convenios firmados 
con el gobierno. Miles de campesinos del trópico de 
Cochabamba se enfrentaron a las fuerzas de la policía 
antidroga, Umopar, dejando sin paso a centenares de pasaje- 
ros y causando impacto a nivel nacional. 

% [Véase Contreras 1995]. 

10 Esta norma legal instituía la participación activa de los 
campesinos en los directorios de ambas instituciones, otor- 
gando amplias responsabilidades decisionales para la ejecu- 
ción de planes, programas y proyectos de desarrollo alterna- 
tivo en el Chapare y los Yungas. 

"En la práctica, el decreto dejaba fuera del beneficio de la 
industrialización parte de los cultivos de los Yungas de La Paz 
y la totalidad de los cultivos del Chapare, lo que determinó 
el rechazo de las federaciones de productores de coca del tró- 
pico de Cochabamba. 

12 El 16 de junio, el gobierno boliviano, mediante la canci- 
lleria de la República y la Embajada de los Estados Unidos, 
suscribieron un convenio que establecía plazos para la erra- 
dicación de cocales. Precisamente, la declaratoria de estado 
de emergencia y las protestas campesinas se fundaban en el 
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hecho de que el compromiso gubernamental de reducir los 
cultivos de coca se había llevado a cabo sin haber logrado un 
acuerdo previo con el sector. De este modo, el gobierno defi- 
nió una vez más los lineamientos de su política contra las 
drogas, prescindiendo del diálogo y la concertación con las 
federaciones de productores de coca. 

D Por otra parte, paralelamente a la realización del opera- 
tivo, el gobierno inició una campaña de desprestigio en con- 
tra de los dirigentes cocaleros, la misma que fue interpretada 
como parte un operativo destinado a “descabezar” a las orga- 
nizaciones sindicales. 

14 El decimotercer congreso de la Federación Especial de 
Trabajadores Campesinos de Trópico de Cochabamba 
(FETCTC) resolvió pedir al gobierno la expulsión de la DEA 
norteamericana; la salida de los efectivos de Umopar; la de- 
rogatoria de la Ley 1008; la conformación de una Comisión 
Investigadora para verificar las denuncias de los productores 
de coca y la legalización y despenalización de la coca a nivel 
nacional e internacional, además de expresar su rechazo a las 
Leyes de Participación Popular y Reforma Educativa. 

15 Enel mes de diciembre de 1993, los productores de coca 
de los Yungas de La Paz realizaron una marcha hacia la ciu- 
dad de La Paz. Como resultado de esa movilización, el go- 
bierno firmó un convenio de 12 puntos con ese sector, com- 
prometiéndose, entre otras cosas, a revisar de la Ley 1008. La 
discusión incluía también a los productores de coca del 
Chapare. 

t6 Este operativo, implicó la movilización de más de 800 
efectivos de la FELCN, Umopar, la Policía Nacional y uni- 
dades de tránsito al Chapare con el objetivo de luchar contra 
el narcotráfico. Sin embargo, las denuncias realizadas por los 
campesinos, apuntaron a señalar que el operativo también 
había concentrado sus acciones en la represión a los produc- 
tores de coca. 

"Cuando los marchistas hicieron su ingreso por la Zona 
Sur de la ciudad de La Paz recibieron diversas muestras de 
solidaridad de parte de los habitantes de esos barrios, contra- 
diciendo cualquier pronóstico al respecto tratándose de gen- 
te de “clase media y alta”, la cual por lo general se ha mante- 
nido al margen de este tipo de conflictos. 

18. El 28 de agosto, un día antes del inicio de la marcha, y 
luego del fracaso de la reunión que se había llevado a cabo 
con la presencia del presidente, Gonzalo Sánchez de Lozada, 
para evitar la realización de la marcha cocalera, Evo Morales 
fue detenido en Sacaba por agentes civiles del gobierno. El 
dirigente estuvo preso en las celdas del Centro Especial de 
Investigación Policial (CEIP) y de la Policía Técnica Judi- 
cial (PTJ), acusado de sedición y organización de grupos 
parapoliciales. Sin embargo, esas acusaciones nunca fueron 
comprobadas. 

19 Según denuncias realizadas por los dirigentes cocaleros, 
en el Chapare se vivía una situación de convulsión social, 
desde la aplicación del operativo “Nuevo Amanecer”, el cual 
era calificado como el inicio de una política antidroga desti- 
nada a “descabezar y destruir a las organizaciones sindicales” 
[LT, 22-7-94]. De acuerdo a esas versiones, ese operativo im- 
plicó la represión de campesinos y población civil de las z0- 
nas cocaleras del trópico cochabambino, lo que habría con- 
vertido a esa región en el principal centro de violaciones a 
los derechos humanos individuales y colectivos del campesi- 
nado. 
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A sugerencia de la CSUTCB, se determinó que la mar- 
cha tuviera carácter nacional, lo que significaba que comu- 
nidades campesinas del interior del país debían realizar mar- 
chas similares hacia la ciudad sede de gobierno. Sus dirigen- 
tes anunciaron que, ante cualquier forma de represión a la 
marcha por parte del gobierno, los campesinos asumirían in- 
mediatamente el bloqueo nacional de caminos, además de 
otras medidas de presión. 

11 Según el convenio del 23 de marzo, el gobierno se com- 
prometía a suspender la erradicación forzosa de plantaciones 
de coca, mientras que el convenio firmado el 5 de mayo daba 
curso favorablemente a las demandas de la COB contenidas 
en un pliego petitorio presentado al Poder Ejecutivo en el 
mes de enero de 1994. 

2 [Véase Contreras 1994]. 

23 El 31 de agosto, una comisión interinstitucional viajó al 
Chapare para determinar si en esa región hubo excesos por 
parte de las fuerzas del orden, e investigar la veracidad de las 
denuncias de violaciones de derechos humanos. 

14 El debate se llevó a cabo los días 15 y 16 de septiembre 
de 1994 con la participación de: la Central Obrera Bolivia- 
na, Confederación de Empresarios Privados de Bolivia, Con- 
federación Nacional de Medios de Comunicación, Coordi- 
nadora de las cinco Federaciones del Trópico, Asociación de 
Periodistas de La Paz y Cochabamba, Federación de Trabaja- 
dores de la Prensa de Bolivia, Confederación Sindical Unica 
de Trabajadores Campesinos de Bolivia, Fuerzas Armadas, 
Asociación de Productores de Coca de La Paz, etc. El docu- 
mento, consensuado por las principales instituciones nacio- 
nales, reiteró la voluntad del país de luchar contra el 
narcotráfico y la drogadicción, en ejercicio de su soberanía y 
atendiendo al interés nacional. Asimismo, se acordó la nece- 
sidad de formular un plan de desarrollo integral en las zonas 
productoras de coca, introducir modificaciones a la Ley 1008 
y solicitar cooperación internacional para verificar las cuali- 
dades y naturaleza de la coca, como primer paso para iniciar 
una campaña de despenalización de la hoja a nivel interna- 
cional. 

25 Durante la marcha resultó muerto el profesor rural Ro- 
berto Sixto Mamani debido al impacto de una piedra en la 
cabeza. Posteriormente, el traslado del cadáver al Chapare, 
por parte del gobierno —acto que fue calificado por los 
marchistas como un “secuestro”— estuvo a punto de frustrar 
la reanudación de las negociaciones con la dirigencia de la 
COB y de los productores de coca. 

2% Dentro del estatuto orgánico de las organizaciones sindi- 
cales, la “policía sindical” es un organismo creado para res- 
guardar el orden en congresos, ampliados o marchas. La “po- 
licía sindical”, que tiene cierta autoridad, se encarga de evi- 
tar desórdenes durante la realización de cualesquiera de estos 
eventos y durante el tiempo que éstos duren. Por lo tanto, 
como afirmaban los dirigentes, esa acusación del gobierno 
no tenía fundamento. 

211 Las modificaciones tomarían en cuenta el consenso al- 
canzado en el “Gran Debate Nacional” sobre coca-cocaína, 
los diversos convenios suscritos entre el gobierno y la COB 
y los productores de hoja de coca, los proyectos de Ley de 
los productores de coca y de la Comisión de Narcóticos de 
la H. Cámara de Diputados, en el marco de la Constitución 
Política del Estado (CPE) y la Convención de Viena de 
1988. 
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IV 


ENTRE RUBRICAS 
Y DESAVENENCIAS 


1. Preámbulo a la marcha de 1995 

El año 1995 se inició con los anuncios oficiales 
en sentido de que este año el gobierno del Presi- 
dente Gonzalo Sánchez de Lozada no permitiría 
un solo sembradío ilegal en la región del trópico 
de Cochabamba, en estricta aplicación de lo esti- 
pulado en la Ley del Régimen de Coca y Sustan- 
cias Controladas 1008. 

Asimismo, por lo menos en el primer período 
de este año, todas las declaraciones oficiales apun- 
taban a remarcar la intención del gobierno de erra- 
dicar los cultivos excedentarios del Chapare en 
el marco del consenso y la concertación. 

Por otra parte, este año se inició también con 
la reiterada advertencia de las federaciones de pro- 
ductores de coca de no tolerar la aplicación de la 
“Opción Cero”, presentada por el gobierno del 
MNR al Grupo Consultivo de París, solamente 
como idea, en el mes de noviembre de 1994. 

En contraposición, los cocaleros demandaron 
al gobierno la puesta en marcha del Plan Maestro 
de Desarrollo del Trópico!, el mismo que fue con- 
certado entre autoridades y dirigentes sindicales, 
para superar las deficier.cias y la poca efectividad 
de los proyectos de desarrollo alternativo ejecu- 
tados en la región tropical de Cochabamba 
(Chapare, Carrasco, Tiraque). 

De la misma manera, con la aplicación del 
mencionado plan, no sólo se atendía una de las 
principales demandas del movimiento cocalero, 
a lo largo de casi 10 años de lucha sindical, 
sino que también se otorgaba a los campesinos la 
oportunidad de reorientar su economía, hacia 
otras áreas, de manera tal que éstos pudieran 
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tener nuevas posibilidades de sobrevivencia. Sin 
embargo, hasta ahora el Plan del Trópico, pro- 
yectado en 1993, todavía no ha entrado en vi- 
gencia por la falta de apoyo político de parte de 
las autoridades?. 

Precisamente, producto de esa política de 
concertación a la cual nos referíamos más arriba, 
el 3 de febrero de 1995, el Ministro de Gobierno, 
Carlos Sánchez Berzaín, invitó a los productores 
de coca a conformar una “alianza contra el 
narcotráfico”. 

Según la autoridad, la aceptación de esa pro- 
puesta debía ir acompañada de la erradicación de 
por lo menos cuarto de hectárea de coca por fa- 
milia, en el entendido de que tanto el gobierno 
como los productores de coca reconocían la ne- 


cesidad de: 


- Conformar una alianza contra el narcotráfico. 

- No politizar el tema de la lucha contra el 
narcotráfico. 

- Conformar una comisión que verificara los 
abusos de los derechos humanos. 

- Consensuar respecto a que el desarrollo del 
Chapare es una opción real para desterrar la 
droga y cimentar el respeto a los derechos hu- 
manos. 


La propuesta gubernamental de conformar una 
alianza contra el narcotráfico fue rechazada por 
los productores de coca, quienes expresaron su 
desconfianza frente a la postura del gobierno, ra- 
tificando su desacuerdo con la erradicación for- 
zosa y/o voluntaria sin que antes no exista un 
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desarrollo integral en las zonas productoras 
de coca. 

De la misma forma, exigieron el cumplimien- 
to de los convenios firmados en marzo, mayo y 
septiembre de 1994, respectivamente. 

Durante el mes de febrero, siguiendo los 
lineamientos trazados para este año, el gobierno 
encaminó todos sus esfuerzos a la reducción de 
las plantaciones de coca excedentarias. De hecho, 
como parte de esos esfuerzos, el Ministro de Go- 
bierno solicitó la mediación de la Iglesia Católi- 
ca para que esta institución coadyuvase en las 
tareas de erradicación a través de un diálogo con 
la dirigencia cocalera. En ese marco se inscriben 
también las reiteradas visitas que esa autoridad 
efectuó durante los primeros meses de 1995 al tró- 
pico cochabambino con la intención de concer- 
tar la erradicación voluntaria de coca con los 
sindicatos de productores de coca, desconocien- 
do el rol de las federaciones?. 

La contraparte cocalera a ese ofrecimiento 
tuvo su expresión en los reiterados anuncios, por 
parte de los dirigentes, de fortalecer los “Comités 
de Autodefensa Campesina”, con la intención de 
rechazar la erradicación de la coca. 

Un ampliado de dirigentes cocaleros, realiza- 
do el 17 de febrero, ratificó la decisión de las 
mujeres cocaleras de realizar una marcha junto a 
sus hijos, por la vida, la coca y la soberanía hasta 
la ciudad de La Paz si acaso el gobierno mantenía 
su determinación de erradicar los cultivos de ma- 
nera forzosa. El anuncio de realizar una marcha 
de mujeres hacia la ciudad de La Paz había sido 
hecho, por primera vez, en el mes de enero, al 
término del X encuentro de productores de coca. 

Frente a esa situación, el 21 de febrero, el Mi- 
nistro de Gobierno advirtió que, ante el fracaso 
del diálogo con las organizaciones sindicales, el 
gobierno se vería obligado a recurrir a la violen- 
cia para erradicar cultivos excedentarios de coca 
en el Chapare, con el objetivo de evitar que los 
Estados Unidos suspendiera la ayuda económica 
de 250 millones de dólares destinados a la balan- 
za de pagos [P, 2-12-94]. 

Asimismo, Sánchez Berzaín anunció que, ante 
la negativa de los productores de coca de confor- 
mar una “alianza contra el narcotráfico”, el gobier- 
no había resuelto insistir con la erradicación 
voluntaria de coca solamente hasta el mes de abril, 
pasado el cual, con el argumento de que los 
cocaleros rechazan el diálogo, “utilizaría la violen- 
cia para erradicar cultivos excedentarios de coca”. 
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El mes de marzo se inició con la noticia de 
que el gobierno de los Estados Unidos determinó 
que Bolivia “no había cumplido satisfactoriamente 
sus compromisos, motivo por el cual recibía una 
certificación parcial, por razones de seguridad 
nacional y de estabilidad democrática”*, 

De manera complementaria a esa noticia, el 8 
de marzo, el país recibió un ultimátum para que 
hasta el 30 de junio erradicara 1.750 hectáreas de 
cultivos de coca en el Chapare, desarrollara en la 
región un plan de erradicación a corto, mediano 
y largo plazo, y suscribiera con los Estados Uni- 
dos un nuevo Tratado de Extradición, sustitutivo 
al de 1905”. 

Por su parte, los productores de hoja de coca 
calificaron de “chantajista y de abierta injerencia 
en asuntos internos” la certificación del gobierno 
estadounidense. Al mismo tiempo, criticaron du- 
ramente al vicepresidente Víctor Hugo Cárdenas, 
quien había expresado: “hay que erradicar por las 
buenas o por las malas” [LT, 20-3-95]. 

Por otra parte, en este mes, las señales de una 
eventual militarización en las zonas productoras 
de la hoja de coca eran cada vez más evidentes y 
las denuncias de una posible dictación de un es- 
tado de sitio, para proceder a la erradicación 
forzosa de cultivos excedentarios, no hacían otra 
cosa que contribuir a crear una atmósfera de ten- 
sión e incertidumbre entre las organizaciones cam- 
pesinas. 

Finalmente, además de los anuncios de mili- 
tarizar el trópico de Cochabamba, uno de los he- 
chos sobresalientes ocurridos en marzo fue la 
convocatoria hecha por el Presidente de la Repú- 
blica a los jefes de oposición para realizar una cum- 
bre política dirigida a analizar la problemática 
coca-cocaína y elaborar una estrategia nacional 
de lucha contra las drogas!. 

En el mes de abril se inició el “Plan Boliviano 
de Erradicación a Corto Plazo” con el objetivo de 
erradicar 600 hectáreas al mes y 5.400 hasta fin 
de año. El plan determinaba “la cancelación de 
2.500 dólares a aquellos campesinos que hubie- 
ran erradicado las primeras 100 hectáreas de coca”. 
Inicialmente, el plan fue rechazado por los pro- 
ductores de coca, quienes lo calificaron como un 
simple “anzuelo del gobierno al no plantear una 
verdadera sustitución de cultivos”. 

La autoridad gubernamental justificó esa de- 
terminación afirmando que el país estaba en la 
necesidad de cumplir con los compromisos inter- 
nacionales, argumentando que se debía cumplir 
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la ley y con los preceptos de la lucha contra el 
narcotráfico. A lo anterior se sumó la campaña 
desarrollada por el gobierno, durante este mes, 
destinada a culpabilizar a los productores de coca 
de una eventual descertificación por parte de los 
Estados Unidos’. 

En este ámbito, la situación social en el 
Chapare se convulsionó con la incursión de efec- 
tivos del CITE? y el inicio de labores de 
catastración de la coca a cargo de militares del 
Instituto Geográfico Militar (IGM), dando lugar 
a enfrentamientos en Villa 14 de Septiembre, 
Izarsama y del Valle de Sajta. La acción de los 
sindicatos campesinos tuvo su expresión en la 
reactivación de los “comités de autodefensa”, en 
respuesta a la anunciada movilización de policías 
y efectivos militares, y en la declaratoria de “esta- 
do de emergencia” en las filas campesinas. 

El 17 de abril, un ampliado de productores de 
coca de las cinco federaciones del trópico de 
Cochabamba determinó aceptar la erradicación vo- 
luntaria de 1.750 hectáreas de coca hasta junio de 
este año, siempre y cuando el gobierno se compro- 
metiera a aceptar cuatro condicionamientos que se- 
rían presentados oficialmente en la reunión del 18 
de abril. Esos condicionamientos eran los siguientes: 


1. Creación de un fondo económico que sería ma- 
nejado por las familias del trópico, bajo la ad- 
ministración del Estado. 

2. Aplicación de un verdadero e integral desa- 
rrollo alternativo. 

3. Cese de la militarización y el levantamiento 
inmediato del catastro de cocales, efectuado 
por el IGM. 

4. Cumplimiento de los convenios del 22 de sep- 
tiembre de 1994”. 


Por otra parte, debido a que las reformas del 
Poder Ejecutivo habían desarticulado al Ministe- 
rio de Asuntos Campesinos, los productores de 
coca exigían su reposición, para atender al 
Chapare y a las otras zonas rurales del país, ame- 
nazando con asumir medidas de presión. 

En el ámbito nacional, el 18 de abril, el go- 
bierno del presidente Gonzalo Sánchez de Lozada 
dictó el estado de sitio, hecho que fue interpreta- 
do por las federaciones de productores de coca, 
parlamentarios de la oposición y otros sectores del 
país, como una medida destinada a viabilizar la 
erradicación forzosa de coca ilegal y excedentaria 
en el trópico de Cochabamba. 
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En la localidad de Copacabana fue detenido 
el dirigente de la Coordinadora de las cinco Fe- 
deraciones de Productores de Coca del Trópico 
de Cochabamba, Evo Morales, junto con otros 
dirigentes del Perú, cuando éstos realizaban una 
reunión para coordinar acciones conjuntas diri- 
gidas a promover la despenalización de la hoja de 
coca a nivel internacional”. 

Mientras el Ministro de Gobierno aseguraba 
que “reinaba absoluta tranquilidad en el pafs”, la 
región del Chapare fue escenario de acciones vio- 
lentas que terminaron con heridos y detenidos. 

El 22 de abril, el gobierno inició la mensura 
de plantaciones de coca. En la región de Villa 14 
de Septiembre, efectivos de Umopar y funciona- 
rios de Dinaco ingresaron a los sindicatos Senda 
Bayer y 23 de Octubre de la central Chipiriri para 
iniciar la mensura de las plantaciones de coca, en 
medio de fuertes protestas campesinas. En esa 
oportunidad, un grupo de mujeres campesinas, 
portando palos, machetes, flechas y picotas, em- 
prendieron acciones de resistencia para desalojar 
a las fuerzas militares que invadieron chacos para 
proceder a la inventariación de cocales. 

Un día después, efectivos del Instituto Geo- 
grafico Militar (IGM) ingresaron a Izarsama para 
iniciar la medición de los cultivos de coca que 
habían sido erradicados voluntariamente en los 
últimos días, y uniformados de Umopar intervi- 
nieron la reunión de los campesinos del lugar. Esta 
acción dejó un saldo de cuatro campesinos heri- 
dos de bala, un vehículo destruido de la ONU y 
más de un centenar de detenidos. 

En los días siguientes, los campesinos del tró- 
pico cochabambino realizaron bloqueos relámpa- 
go de sendas y caminos en el Chapare a fin de 
resistir el estado de sitio y acatando las disposi- 
ciones de la Confederación Sindical Unica de 
Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB). 

Como consecuencia de los bloqueos se regis- 
tró otro enfrentamiento entre cocaleros y el Ejér- 
cito en Sajta, dejando un saldo de heridos y 
detenidos. Frente a la acción de los productores 
de coca, efectivos que se encontraban patrullan- 
do la zona desbarataron los bloqueos con gases 
lacrimógenos. 

Las permanentes presiones de los productores 
del trópico, los bloqueos y la mediación de dos 
comisiones multipartidarias de la Cámara de Di- 
putados posibilitó, más tarde, la liberación de 119 
cocaleros de un total de 125 detenidos en dife- 
rentes Operativos. 
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En lo que respecta al diálogo y a la 
concertación, el 28 de abril se firmó el primer 
acuerdo de este año. El “Acta de Entendimien- 
to”, firmada por el gobierno y los productores de 
coca, sirvió para poner fin, aunque sólo haya sido 
temporalmente, a la serie de enfrentamientos que 
se iban produciendo en el Chapare entre efecti- 
vos de las fuerzas de interdicción al narcotráfico 
y los “Comités de Autodefensa Campesina” y que 
habían terminado con un saldo de heridos y dete- 
nidos. 

La suscripción del acta de entendimiento ra- 
tificó una vez más una constante que ha caracte- 
rizado las relaciones entre el gobierno y los 
productores de coca desde hace 10 años. Y es 
que, la negociación ha surgido siempre para supe- 
rar una situación de conflicto, antes que para evi- 
tarla. 

El contenido del “Acta de Entendimiento”, 
hecho público recién el 5 de mayo, era el siguiente: 


1. Los campesinos se comprometen a suspender 
toda medida de presión, bloqueo o acción de 
hecho, y el gobierno a liberar a los presos con- 
finados. 

2. Los productores ratifican su decisión de redu- 
cir sus cocales las 1.750 hectáreas señaladas 
hasta el 30 de junio, “e instruyen su cumpli- 
miento a partir de la fecha”. Por su parte, el 
gobierno se compromete a sentar las bases de 
una auténtica participación en el marco del 
desarrollo alternativo contenido en el Plan 
Integral de Desarrollo y Sustitución (PIDYS). 

3. Se establece que, “ejecutada y cumplida esta 
acta de entendimiento, tanto el gobierno como 
los cocaleros se comprometen a iniciar nego- 
ciaciones en los próximos cinco días, de acuer- 
do a la modalidad anterior y según la agenda 
de negociaciones acordada” [LT, 5-5-95]. 


Sobre la libertad de Evo Morales, quien había 
sido acusado de sedición, el gobierno remarcó 
que su libertad no era competencia del Ejecutivo 
y que esta demanda mo debería ser un 
“condicionamiento” para reanudar el diálogo con 
las federaciones de productores de coca. 

A pesar del acuerdo, el confinamiento de Evo 
Morales y la susceptibilidad de que el gobierno 
no cumpliera los compromisos trazados, determi- 
nó que los cocaleros mantuvieran su amenaza de 


realizar una marcha de mujeres cocaleras hacia 
La Paz. 
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En mayo, los acontecimientos del Isiboro 
Sécure presentaron al parque como el protago- 
nista del mes. El hecho de identificar al Chapare 
como “una gran factoría de cocaína” [UH, 6-5- 
95] y al Isiboro Sécure como el “imperio de 
narcotráfico” (FELCN) muestra la estrategia gu- 
bernamental de focalizar al parque como el esce- 
nario adecuado para la erradicación forzosa, con 
el objetivo de cumplir el “ultimátum” y evitar la 
descertificación estadounidense. 

A un mes del vencimiento del plazo otorgado 
por los Estados Unidos, para la erradicación de 
1.750 hectáreas de coca, el gobierno no alcanzó a 
cumplir las metas que se había fijado para la re- 
ducción de los cocales y buscó su tabla de salva- 
ción en el Isiboro Sécure. 

Al terminar la primera semana de mayo, el 
rastrillaje efectuado por Umopar en la zona del 
parque permitió “descubrir por primera vez 16 
pozas de maceración y la existencia de innumera- 
bles plantaciones de coca”. Esta noticia y otras 
posteriores contribuyeron a preparar las condicio- 
nes para una eventual intervención militar en la 
región. 

Durante este mes, en reiteradas oportunida- 
des, los productores de coca acusaron al gobierno 
de entorpecer el proceso de erradicación a causa 
de la vigencia del estado de sitio y de la existen- 
cia de fallas de logística en las fuerzas operativas, 
encargadas de esas tareas. En contraposición a 
estas declaraciones, en más de una ocasión el 
Ministro de Gobierno expresó su preocupación 
porque los dirigentes cocaleros no estarían cum- 
pliendo con su compromiso de erradicar cocales 
excedentarios, a pesar de la existencia de un acta 
de entendimiento. 

El 30 de junio, se cumplió el “ultimátum” im- 
puesto el 7 de marzo por Estados Unidos al go- 
bierno boliviano, y de manera similar a lo sucedido 
el mes pasado, la prensa registraba nuevas señales 
de militarización de la “lucha contra las drogas”. 

De hecho, el 3 de junio, en una declaración 
oficial, el Presidente de la República, Gonzalo 
Sánchez de Lozada, afirmó que si no se aceleraba 
la erradicación optaría por la “militarización”. La 
advertencia fue hecha por el Jefe de Estado al 
expresar su preocupación por la proximidad del 
vencimiento del ultimátum norteamericano que 
fijó el 30 de junio como fecha límite para respon- 
der a esas presiones [H, 3-6-95]. 

Esta afirmación, parte de una “guerra de anun- 
cios” iniciada desde el mes anterior, contribuyó a 
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tensionar aún más la situación que se vivía en 
el Chapare tropical y, en especial, en el par- 
que Isiboro Sécure a raíz del ingreso de regimien- 
tos militares y de la Policía Ecológica “para 
garantizar la eliminación de las plantaciones 
excedentarias de coca” y para salvaguardar el me- 
dio ambiente. 

De hecho, los productores de coca determi- 
naron rechazar la erradicación de 600 hectáreas 
de coca por mes, propuesta por el gobierno, y 
reactivar sus “Comités de Autodefensa” deman- 
dando la aplicación de planes de desarrollo alter- 
nativo. 

Por otra parte, el inicio del plan “nacional” a 
mediano plazo para lograr la erradicación de 3.600 
hectáreas, a partir del 23 de junio hasta el mes de 
diciembre próximo, confirmó la actitud unilate- 
ral por parte del gobierno en el tema de la erradi- 
cación. Como bien sostenían los productores de 
coca, no existía ningún compromiso firmado en- 
tre el gobierno y los cocaleros sobre la erradica- 
ción de 5.400 hectáreas [LT, P, 20-6-95]. 

Durante el mes de julio, el gobierno continuó 
con la ejecución del “Plan a Mediano Plazo”, ini- 
ciado el mes anterior, en la perspectiva de erradi- 
car hasta fines de 1995 3.600 hectáreas 

Como objetivo geográfico, el Parque 
Nacional Isiboro Sécure se constituyó en blanco 
de la estrategia erradicatoria del gobierno del 
MNR y, por ende, en la principal zona de 
conflictos a raíz de la producción de coca y su 
erradicación forzosa. 

Por otro lado, en julio, el gobierno intensificó 
su propaganda dirigida a crear un ambiente hostil 
en el país y entre la población boliviana frente a 
la hoja de coca y a la problemática coca-cocaína. 
Las amenazas de desalojar a los colonizadores del 
Parque eran cada vez más directas y menos encu- 
biertas. La “Opción Cero” estaba latente y era 
nuevamente denunciada por la prensa bajo la for- 
ma de un “Plan de Acción Inmediata”. 

La detención de los dirigentes y su posterior 
confinamiento agravó aún más la situación en el 
trópico cochabambino”. El Isiboro Sécure se 
puso al rojo vivo cuando se produjeron los 
enfrentamientos en Villa Bolívar, Aroma y otros 
sindicatos y centrales, a raíz de las acciones re- 
presivas desatadas contra los productores de la 
hoja de coca, quienes reaccionaron mediante el 
bloqueos de caminos contra la denominada “erra- 
dicación neta” y la detención de sus dirigentes. 
El resultado fue centenares de detenidos, heridos, 


Em PUJANDO LA CONCERTACIÓN 


desaparecidos y la muerte de un cocalero [LR, LT, 
18-7-95]. 

Las negociaciones del 28 de julio, que habían 
sido propiciadas por el Comité Cívico de 
Cochabamba, fructificaron en un acuerdo expre- 
sado en la firma de un “Acta de Entendimiento” 
entre las partes en conflicto. 

Según el “Acta de Entendimiento” suscrita 
entre el gobierno y los productores de coca: 


1. Ambos expresaban su acuerdo con los conve- 
nios suscritos hasta el presente y fijaban la con- 
sideración de planteamientos del Isiboro 
Sécure. 

2. En cuanto a la liberación de los confinados, el 
gobierno se comprometió a liberar de modo 
inmediato a todos los confinados. 

3. Ambas partes garantizaban la tranquilidad de 
la zona del Chapare [LT, 29-7-95]. 


Tal como lo registra la prensa, la liberación de 
los dirigentes cocaleros confinados, como parte 
del acuerdo suscrito entre el gobierno y las fede- 
raciones de productores de coca, fue el primer paso 
para lograr la pacificación del trópico. 

En agosto, la posibilidad del endurecimiento 
de la “lucha contra las drogas” se materializó a 
través de la erradicación forzosa de cultivos de 
coca, proceso en el cual, el gobierno pasó de las 
amenazas e intimidaciones al terreno de la acción. 

Todas las medidas implantadas por el gobierno 
estaban orientadas en esa dirección, desde la per- 
sistente campaña anticoca desatada por la televi- 
sión, la radio y la prensa escrita contra la coca, hasta 
la ejecución del operativo “Aguas Claras 11”. 

El 8 de agosto, efectivos de Umopar ingresa- 
ron violentamente en el sindicato Ayopaya, de la 
Central Ichoa de la Federación de Carrasco tro- 
pical, sustrayendo dinero, golpeando mujeres y 
causando la muerte del cocalero Juan Ortiz Díaz, 
según denunciaron los dirigentes de los produc- 
tores de coca. 

Frente a la denuncia hecha por los cocaleros 
sobre la muerte de un campesino en una incur- 
sión policial, el secretario de Defensa Social, 
Víctor Hugo Canelas, desmintió el hecho seña- 
lando que los efectivos de Umopar habían reali- 
zado una operación antidroga sin consecuencias 
fatales como las que hacían referencia los diri- 
gentes cocaleros. 

A mediados del mes, 400 efectivos de Umopar, 
apoyados por helicópteros y aviones de combate, 
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incursionaron en las zonas de Ayopaya y 6 de 
Agosto erradicando las plantaciones de coca. 

El operativo realizado fue seguido de la denun- 
cia del secretario de Defensa Social, Víctor Hugo 
Canelas, en sentido de que se había establecido 
que directa o indirectamente, más de un cente- 
nar de familias de productores de coca de las cen- 
trales campesinas de Ayopaya y 6 de Agosto 
estaban vinculadas a las bandas que efectúan ac- 
tividades del narcotráfico en la región tropical del 
Chapare. 

En el frente sindical, Juan Chávez, secretario 
general de la COB, denunció que en las localida- 
des de Ayopaya y 6 de Agosto, efectivos de 
Umopar comenzaron una ofensiva contra los cul- 
tivos de coca y que en esas acciones detuvieron a 
más de 20 campesinos. 

El 17 de agosto, a 20 kilómetros de la locali- 
dad de Villa Tunari, en la zona de La Boca San 
Gabriel, 50 efectivos de Umopar que se dispo- 
nían a cruzar el río con el propósito de erradicar 
cocales de manera violenta fueron resistidos por 
los productores de coca de los sindicatos 12 de 
Mayo, Senda Nueva, Libertador y 26 de Agosto. 
En el enfrentamiento, el campesino José Mejía 
disparó su fusil Máuser contra los uniformados, 
cayendo herido y, posteriormente, según testimo- 
nios, siendo rematado por una ametralladora 
M-16 reglamentaria. 

En el plano del entendimiento, los producto- 
res de coca se reunieron con el gobierno sin lo- 
grar ningún acuerdo sobre el tema de la 
erradicación. El 23 de agosto, con la presencia de 
representantes de la Iglesia Católica y Derechos 
Humanos, se reanudaron las negociaciones que 
habían sido suspendidas desde el 3 de agosto. 

Mientras las autoridades insistían en que el 
tema de la erradicación “era un problema que te- 
nía que ver con el cumplimiento de la ley”, los 
productores remarcaban que se trataba de una 
cuestión estrechamente vinculada con los dere- 
chos humanos y la sobrevivencia”. En ese con- 
texto, la reunión concluyó con la determinación 
de continuar con la erradicación de la coca y con 
la emisión de un documento preliminar por parte 
del gobierno. 


Ante la negativa de los dirigentes cocaleros de dar 
cumplimiento a la erradicación de almácigos y de la 
coca nueva, y la solicitud de ellos mismos y de la 
dirigencia de la COB de abrir un segundo cuarto 
intermedio similar al planteado el 3 de agosto, el 


Conalid" declara: 
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l. Aceptar el pedido de cuarto intermedio hasta el 
31 de agosto, fecha en la cual se reabrirán las 
conversaciones. 

2. Entretanto, las acciones de erradicación de 
almácigos, coca nueva e interdicción contra el 
narcotráfico continuarán conforme a ley. 


El comunicado estaba firmado por los seis mi- 
nistros componentes del Conalid [UH, 25-8-95]. 

La visita del Director de la Oficina de Policía 
Nacional contra las Drogas de Estados Unidos, 
Lee Brown, sirvió para ratificar la perspectiva de 
la erradicación forzosa, cuando afirmaba que 
“Bolivia no podría contar con mayores recursos 
económicos para la lucha contra el narcotráfico” 
[LT, 15-8-95]. 

El mes de septiembre se inició con la denun- 
cia de un nuevo enfrentamiento en la región del 
Chapare entre efectivos de Umopar y producto- 
res de coca. Según las declaraciones hechas por 
los dirigentes, esa acción había dejado un saldo 
de un campesino muerto y 13 heridos. — 

De acuerdo a la versión de los dirigentes 
cocaleros, los hechos se produjeron en la región 
denominada La Chancadora, donde efectivos de 
Umopar y personal de la Policía Ecológica y de 
la Dirección de Reconversión Agrícola (Direco) 
procedieron a la erradicación de almácigos y 
coca nueva. Aunque inicialmente el gobierno 
negó la existencia de un muerto en el Chapare, 
horas después, el Secretario de Defensa Social, 
Víctor Hugo Canelas, admitió el hecho, 
remarcando que el gobierno desconocía las cau- 
sas de ese deceso. 

A pesar de ese incidente, en el mes de sep- 
tiembre se llevó a cabo uno de los esfuerzos de 
concertación más significativos del año, promo- 
vido por la Iglesia Católica y la Asamblea Perma- 
nente de Derechos Humanos de Cochabamba. 

Como resultado de esas negociaciones, el go- 
bierno y los productores de coca, bajo el arbitrio 
de las principales organizaciones sindicales del 
país, determinaron crear una comisión encarga- 
da de “posibilitar” el proceso de erradicación por 
la vía del consenso y el acuerdo con los sindica- 
tos cocaleros. 

El 5 de septiembre, a través de la suscripción 
de un documento denominado “Acta de 
Reunión”, aprobado por representantes de la 
COB, CSUTCB, federaciones de cocaleros y 
miembros del Conalid, se llegó a un acuerdo so- 
bre el tema de la erradicación y de los derechos 
humanos. 
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El contenido del documento era el siguiente: 


1. El gobierno y los productores acuerdan la crea- 
ción de una “Comisión Interinstitucional de 
Erradicación Concertada”, la misma que esta- 
ría integrada por delegados del Conalid, 
Direco, la Iglesia Católica —que sería invita- 
da—, la COB, la CSUTCEB, las federaciones 
de productores de coca y la Asamblea de De- 
rechos Humanos. 

2. Esta comisión entraría en funcionamiento el 
10 de septiembre y tendría la misión de reali- 
zar consultas a los sindicatos y centrales, so- 
bre su aceptación o rechazo a la erradicación, 
considerando que ésta debería ser concertada 
y voluntaria. 

3. El gobierno, a través del Ministerio de Justi- 
cia, se compromete a crear oficinas de Dere- 
chos Humanos que funcionarán perma- 
nentemente en las principales poblaciones del 
trópico de Cochabamba y garantizarán el res- 
peto a los derechos humanos. 


Sobre los productores de coca detenidos, el 
gobierno se comprometió a intervenir entre las 
autoridades competentes para su liberación y para 
la devolución del dinero incautado, conforme a 
lo que estipula la Ley [EM, 13-9-94]. 

Se trataba, sin embargo, de un acuerdo pasa- 
jero. El 13 de septiembre, el Conalid determinó 
“suspender” el diálogo y reanudar los operativos 
de erradicación de almácigos y coca nueva en el 
trópico de Cochabamba. 

La decisión se produjo después de que las auto- 
ridades del Conalid rechazaron la petición de apla- 
zar la erradicación voluntaria y sin compensación 
de coca nueva y almácigos, solicitada por los diri- 
gentes, argumentando que el gobierno debía cum- 
plir la ley y los compromisos internacionales. 

Los productores de coca habían solicitado 15 
días más para consultar a sus bases sobre la erradi- 
cación de coca nueva y almácigos, de acuerdo a 
lo estipulado en el compromiso del acuerdo del 5 
de septiembre. El dirigente de las cinco federa- 
ciones del trópico, Evo Morales, trató de persua- 
dir a las autoridades que necesitaba al menos unos 
quince días más para consultar a las bases y 
concientizarlas sobre la erradicación voluntaria 
no compensada de la coca plantada después del 1 
de abril y los almácigos. 

La respuesta del presidente del Conalid y del 
Ministro de Gobierno fue que no encontraban un 
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problema de tiempo sino de voluntad real del cum- 
plimiento de un acuerdo concertado hace una 
semana. 

En respuesta a esas afirmaciones, el dirigente 
de los productores de coca, Evo Morales, insistió 
en que los dirigentes dependían de las bases y que 
cualquier intento de imposición del contenido del 
acta del 5 de septiembre implicaría grandes con- 
flictos, ya que, ante la ausencia de desarrollo al- 
ternativo, las bases rechazaban la erradicación. 

De cualquier manera, las bases del acuerdo del 
5 de septiembre tampoco habían sido cumplidas 
en su integridad porque hasta esa fecha la comi- 
sión interinstitucional de “erradicación concer- 
tada” no había entrado en funcionamiento, a pesar 
de que éste había sido establecido para el 10 de 
septiembre. 

Así se produjo una vez más la ruptura de las 
negociaciones entre el gobierno y los producto- 
res de coca, con el agravante del anuncio de con- 
tinuar con la erradicación forzosa de coca ilegal y 
excedentaria en el Chapare y en el Isiboro Sécure. 
Por otra parte, las declaraciones del Secretario de 
Defensa Social, Víctor Hugo Canelas, en torno a 
un posible ingreso de las Fuerzas Armadas a las 
tareas de lucha contra el narcotráfico, además de 
los anuncios de los cocaleros de conformar “co- 
mités de autodefensa” para evitar la erradicación 
forzosa de coca, contribuyeron a configurar un 
intrincado panorama social para los siguientes 
meses. 

En octubre, el Conalid hizo conocer una reso- 
lución que establecía que, a partir del 16 de no- 
viembre, se iniciaría en el trópico cochabambino 
la “erradicación forzosa”, pero compensada, de 
todas las extensiones de ese vegetal que estuvie- 
ran por encima de las dos hectáreas por unidad 
familiar. Ello, con miras a cumplir la meta guber- 
namental de reducción de 5.400 hectáreas de hoja 
de coca hasta diciembre de este año. 

La disposición del Conalid no utilizaba el tér- 
mino de “erradicación forzosa”, sino que señalaba 
que los cultivos de hoja de coca superiores a las dos 
hectáreas, que no hayan sido sustituidos volunta- 
riamente, serían erradicados en forma “automáti- 
ca y compensada” con el pago de 2.500 dólares. 

El 30 de octubre, representantes del gobierno 
y dirigentes de los productores de coca, como pri- 
mer paso en las negociaciones, resolvieron con- 
formar dos “comisiones interinstitucionales”. 

La primera comisión, integrada por el Minis- 
terio de Justicia, Derechos Humanos, Iglesia, 
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productores de coca y COB, tendría la misión de 
gestionar ante el Poder Judicial la libertad de los 
cocaleros que habían sido detenidos". 

La segunda comisión, integrada por el Conalid, 
Direco, la Iglesia, Derechos Humanos, COB, 
CSUTCB y productores de coca, estaría encarga- 
da de realizar la respectiva verificación de 
almácigos y coca nueva que iban a ser erradicados. 

Al final de la negociación se declaró un cuar- 
to intermedio hasta el 3 de noviembre, fecha en 
la que el gobierno y los productores de coca acor- 
daron reunirse nuevamente para considerar la 
erradicación de cultivos de coca y el plan de de- 
sarrollo alternativo a mediano plazo, con miras a 
erradicar voluntariamente cinco mil hectáreas 
excedentarias de hoja de coca en el Chapare has- 
ta el próximo 31 de diciembre. 

En noviembre, la existencia de posiciones 
prácticamente irreconciliables acerca del desarro- 
llo alternativo y de la erradicación de coca derivó 
en el “empantanamiento” del diálogo iniciado el 
mes anterior con la presencia de la Iglesia Católi- 
ca, la COB y la Asamblea Permanente de Dere- 
chos Humanos. Efectivamente, el 3 de noviembre, 
las partes en conflicto declararon un cuarto in- 
termedio hasta el 9 de ese mes, expresando su 
voluntad de continuar con las negociaciones. 

La exigencia del Conalid de erradicar cocales 
a cambio de planes, programas y proyectos de sus- 
titución y desarrollo fue el mayor problema, al 
margen de conceptos, cifras, acusaciones, 
contraacusaciones y hasta ásperos y estériles 
enfrentamientos verbales que, una vez más, no 
permitieron avance alguno en las negociaciones. 

De este modo, autoridades del gobierno y cam- 
pesinos volvieron a poner en evidencia la exis- 
tencia de criterios totalmente divergentes sobre 
el tema del desarrollo alternativo y de la erradi- 
cación de coca, además de demostrar la voluntad 
de imponerlos sobre los intereses del otro. 

Por otra parte, el rechazo al ultimátum del 
Conalid, los anuncios de los productores de coca 
de “resistir” a la erradicación automática, obliga- 
toria y compensada de coca, y la determinación 
de continuar las negociaciones con el gobierno a 
condición de que éste se comprometiera a liberar 
a los seis cocaleros detenidos, condujo a un nue- 
vo rompimiento del diálogo gobierno-producto- 
res de coca. 

En la reunión del 10 de noviembre, inicial- 
mente, el presidente de la “Comisión 
Tramitadora” de la libertad de los seis detenidos!® 
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ofreció un informe detallado sobre las labores 
cumplidas hasta esa fecha, sin resultados alenta- 
dores para los productores de coca. Luego de es- 
cuchar el informe, Evo Morales, en representación 
de los productores de coca, denunció que el go- 
bierno no tenía la “voluntad política” de conce- 
der la libertad a los seis detenidos, motivo por el 
cual los cocaleros no estaban de acuerdo en con- 
tinuar las conversaciones bajo esas circunstancias. 

Por su parte, el Presidente del Conalid, Anto- 
nio Araníbar, dijo que la solución de ese proble- 
ma no dependía del Poder Ejecutivo sino del 
Poder Judicial, cuya jurisdicción y competencia 
era respetada. 

La reunión debía centrarse en el desarrollo 
alternativo y la revisión de los convenios ya fir- 
mados, además de la reducción voluntaria y com- 
pensada de cocales, y concluyó con el 
rompimiento del diálogo, debido a la insistencia 
de los productores de coca en la liberación de sus 
compañeros y a pesar de las invocaciones de la 
Iglesia Católica que, hasta el último momento, 
hizo lo posible por mantener reunidas a las partes 
en conflicto. 

El 15 de noviembre se produjeron violentos 
enfrentamientos entre campesinos y efectivos de 
Umopar en las localidades de Shinahota y Entre 
Ríos, provocando la muerte de un niño de seis 
meses asfixiado por los gases lacrimógenos utili- 
zados en esa operación. Día antes, se había regis- 
trado la muerte de una niña de 13 años por 
impacto de bala. 

Posteriormente, estos hechos fueron confirma- 
dos por la Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Diputados en un informe sobre los 
hechos acaecidos en el Chapare, donde se ponía 
en evidencia una permanente violación a los de- 
rechos humanos de la población. 

En materia de entendimiento, casi al término 
de este mes, y bajo los auspicios de la Iglesia Ca- 
tólica, los productores de coca y el gobierno sos- 
tuvieron una “Reunión de Acercamiento”. En esta 
oportunidad, los dirigentes campesinos reafirma- 
ron su disposición de reanudar el diálogo, siem- 
pre que en las reuniones negociadoras estuvieran 
presentes el Ministro de Justicia y representantes 
de organizaciones sociales. Otras condiciones fue- 
ron: la libertad para todos los dirigentes y cocaleros 
de base detenidos, y el cese de la erradicación for- 
zosa de cocales. 

Luego de una semana de reuniones prelimi- 
nares, el 23 de noviembre, el gobierno y los 


CapiTuLo IV: ENTRE RÚBRICAS Y DESAVENENCIAS 


45 


cocaleros iniciaron el diálogo para poner fin al 
conflicto social iniciado desde que el gobierno 
había determinado llevar a cabo la “erradicación 
forzosa de coca”. 

Sin embargo, esa reunión sólo sirvió para de- 
finir la agenda que se discutiría a partir del 27 en 
la ciudad de La Paz. 

El dirigente de los productores de coca, Evo 
Morales, confirmó que una de las principales de- 
mandas de los productores de coca es la desinte- 
gración del Conalid como condición para que 
prevalezca la tranquilidad social en el Chapare. 
Asimismo, los cocaleros pidieron “la libertad de 
todos sus detenidos en los últimos disturbios, la 
tramitación conjunta de la libertad de los 
cocaleros procesados por la justicia antidrogas, la 
suspensión de los operativos de erradicación 
automática y el repliegue de las tropas guberna- 
mentales”. 

Por su parte, el gobierno, a través de las auto- 
ridades, afirmó que continuaría la erradicación vo- 
luntaria y compensada a fin de cumplir con el 
programa a mediano plazo que incluye la destruc- 
ción de 5.400 hectáreas del arbusto hasta el 31 de 
diciembre, para evitar una descertificación en la 
lucha antidrogas por parte de los Estados Unidos, 
que implicaría el bloqueo de los créditos interna- 
cionales. 

El 27 de ese mismo mes, el gobierno y los pro- 
ductores de coca llegaron a un acuerdo a través 
del cual, el primero se comprometía a suspender 
la erradicación “automática” y liberar a los 
cocaleros detenidos, mientras que los cocaleros 
ratificaban su voluntad de erradicar voluntaria y 
pacíficamente los cultivos de coca excedentarios. 

El Acta de Entendimiento entre el gobierno y 
los productores de coca establecía: 


- Se dispone la creación de una comisión para 
agilizar los trámites de libertad de los campe- 
sinos detenidos. 

- El Ministerio de Gobierno dispone la suspen- 
sión de operativos de erradicación automáti- 
ca y compensada de coca y repliegue de tropas 
policiales extraordinarias asignadas a la zona 
de erradicación en cumplimiento de resolu- 
ciones del Conalid. En reemplazo a este pro- 
cedimiento se pone en vigencia la reducción 
voluntaria y compensada de coca en coordi- 
nación y consenso con dirigentes cocaleros del 
trópico, que permitirá al país alcanzar metas 
fijadas hasta diciembre próximo. 


46 EMPUJANDO LA CONCERTACIÓN 


- La reducción de coca se hará con desarrollo 
alternativo de impacto inmediato, de acuerdo 
a convenios existentes (comprometiéndose) 
el gobierno a cumplir todos los convenios de 
obras de impacto inmediato firmados este año 


{LT, 21-10-95]. 


Sin embargo, un día después se produjo la rup- 
tura de las negociaciones, debido a que, a tiempo 
de firmar el preacuerdo, las autoridades habían 
planteado la modificación del borrador en el que 
el gobierno se comprometía a suspender los 
operativos de erradicación automática y compen- 
sada con el repliegue de tropas policiales extraor- 
dinarias. 

De acuerdo a las modificaciones introducidas 

. por el Ejecutivo, el gobierno se comprometía a 
“suspender la erradicación forzosa, con repliegue 
de tropas, solamente en aquellas zonas donde se 
suscribieran o se hubieran suscrito convenios de 
reducción de coca”. Este hecho erá considerado 
por los dirigentes sindicales como “totalmente 
desventajoso ya que en los hechos no representa- 
ba ningún avance en la negociación”. 

En contraposición a lo anterior, la versión 
gubernamental de los hechos señalaba que, ini- 
cialmente, se había acordado la suspensión de la 
erradicación automática y compensada en todos 
aquellos sindicatos, centrales y comunidades que 
hubiesen firmado o que firmarían convenios de 
erradicación voluntaria. 

La existencia de posiciones irreconciliables y 
la voluntad de ambos de hacer prevalecer intere- 
ses y objetivos a cualquier precio determinaron 
el rompimiento del diálogo gobierno-producto- 
res de coca. 

Este hecho fue corroborado por los dirigentes 
sindicales, quienes anunciaron que en lo sucesi- 
vo, sólo dialogarían con el Presidente o con el 
Vicepresidente, descartando cualquier intento de 
conversación con el ministro de Gobierno, Car- 
los Sánchez Berzaín. 

Por su parte, el gobierno confirmó la “suspen- 
sión” del diálogo con ese sector porque los 
productores habían solicitado el cese de la erradi- 
cación automática sin proponer nada a cambio. 

La disposición del Conalid (de iniciar la erra- 
dicación automática y compensada de coca a par- 
tir del 15 de noviembre), además de las 
declaraciones del Ministro de Gobierno sobre los 
avances de la erradicación —en las cuales, con 
frecuencia, responsabilizaba a los productores de 
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coca de una eventual descertificación del país— 
configuraron un panorama social intrincado para 
el próximo mes. 

Como consecuencia de esa ruptura, las orga- 
nizaciones sindicales de productores de coca anun- 
ciaron la definición de medidas de presión (como 
una huelga de hambre, un bloqueo de caminos y 
una marcha de mujeres hacia la ciudad de La Paz) 
demandando: el cese de erradicación forzosa de 
coca, la libertad de los dirigentes detenidos y en 
defensa de la soberanía nacional y el respeto a la 
vida en la zona del Chapare tropical. 

Simultáneamente, sus dirigentes reiteraron la 
voluntad de su sector de reanudar negociaciones 
sobre el tema de la erradicación de plantaciones 
de coca con el Vicepresidente de la República, 
Víctor Hugo Cárdenas, descartando, en lo suce- 
sivo, cualquier posibilidad de diálogo con el Mi- 
nistro de Gobierno. 


2. La marcha “Por la Vida y la Soberanía Nacio- 
nal” (diciembre de 1995) 

La marcha “Por la Vida y la Soberanía Nacional”, 
fue iniciada oficialmente el 18 de diciembre en la 
ciudad de Cochabamba por un grupo de aproxi- 
madamente 50 mujeres cocaleras, después de un 
intento frustrado que había tenido lugar días an- 
tes cuando fuerzas policiales desbarataron una 
concentración de productores de coca en la loca- 
lidad de Villa Tunari. 

La marcha de las mujeres productoras de coca 
surgió demandando la reanudación de las conver- 
saciones con el gobierno con el objetivo de bus- 
car una solución a los problemas relacionados al 
cese de la erradicación forzosa y el respeto a los 
derechos humanos en el Chapare. 

Asimismo, esta movilización demandaba la 
aprobación de la Ley INRA, la Ley Forestal y las 
modificaciones a la reglamentación de las Leyes 
de Participación Popular y de Reforma Educati- 
va, demandas que ya habían sido gestionadas an- 
teriormente por la CSUTCB sin lograr ninguna 
respuesta favorable de parte del gobierno. 

Por otra parte, la inclusión de demandas tales 
como el rechazo a la capitalización de YPFB y la 
modificación de las Leyes de Participación Popu- 
lar y Reforma Educativa, como consecuencia de la 
incorporación de otros grupos sociales a la movili- 
zación, determinó que trascendiera el plano de lo 
corporativo para adquirir un carácter nacional". 

La marcha se constituyó en el primer conflic- 
to serio que enfrentaba el gobierno del MNR con 
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los campesinos en 1995 y el segundo en menos de 
dos años de gestión, después de que la marcha “Por 
la Vida, la Coca y la Soberanía Nacional” ingre- 
sara a la ciudad de La Paz en septiembre de 1994. 

La marcha “Por la Vida y la Soberanía Nacio- 
nal” llegó a la ciudad de La Paz después de 31 días 
de caminata y fue objeto de tres intervenciones 
policiales, lo que obligó a las marchistas a realizar 
la mayor parte de su recorrido por caminos de 
herradura. 

Participaron también productores de coca de 
los Yungas de La Paz, quienes se incorporaron en 
solidaridad con los planteamientos de las cocaleras 
del Chapare y en protesta por el inicio de la erra- 
dicación forzosa. 

De manera similar a lo sucedido en 1994, la 
marcha hizo su ingreso a la ciudad de La Paz por 
la Zona Sur de esa capital, recibiendo múltiples 
muestras de solidaridad de parte de la población 
paceña. 

El 4 de febrero, las cocaleras abandonaron la 
ciudad de La Paz, después de la suscripción de un 
convenio entre el gobierno, la COB y los produc- 
tores de coca, poniendo así fin a un conflicto que 
se había prolongado por casi 45 días, desde el ini- 
cio de la marcha en la ciudad de Cochabamba. 

En la perspectiva de realizar una descripción 
analítica de esta movilización, hemos identifica- 
do cinco momentos a lo largo de su desarrollo, 
desde su inicio hasta el momento de la negocia- 
ción con el gobierno y la firma de los acuerdos 
respectivos que pusieron fin a este conflicto. 

El primero de ellos, al cual hemos denomina- 
do PRESION, se inicia el 7 de diciembre con los 
anuncios, cada vez más insistentes, de la realiza- 
ción de una marcha de mujeres hacia la ciudad 
de La Paz por parte de las organizaciones sindica- 
les de productores de coca. Asimismo, compren- 
de las declaraciones de autoridades guberna- 
mentales en sentido de no permitir ninguna mo- 
vilización hacia la ciudad de La Paz. 

Este momento se extiende hasta el 11 de di- 
ciembre, después del fracaso del diálogo propicia- 
do por el gobierno con la intención de evitar la 
marcha y el bloqueo de caminos que había sido 
anunciado por la CSUTCB. 

El segundo, de NEGACION, se extiende des- 
de el 11 de diciembre hasta el 28 del mismo mes. 
Cubre un período caracterizado por el constante 
afán gubernamental de deslegitimar la marcha 
frente a la opinión pública, menospreciándola a 
través de una serie de argumentos dirigidos a crear 
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corrientes de opinión contrarias a la movilización 
de las cocaleras y sus objetivos. Corresponden a 
esta etapa declaraciones que acusaban a la mar- 
cha de “no ser representativa del Chapare” y otras 
en las cuales el gobierno la relacionaba con inte- 
reses del narcotráfico. 

Esta “negación”, expresada a través de esa cam- 
paña difamante, vino a complementar lo que en 
la práctica fueron las tres intervenciones policiales 
realizadas a la marcha. La del 11 de diciembre, 
cuando fuerzas combinadas disolvieron la concen- 
tración convocada por las organizaciones campe- 
sinas de productores de coca para iniciar la 
marcha, y las dos represiones del 20 y del 27 de 
diciembre, en Suticollo y Caracollo, respectiva- 
mente. 

De este modo, de una campaña encaminada a 
“descalificar” a la movilización cocalera, el gobier- 
no pasa a otra caracterizada por un persistente afán 
de evitar la llegada de la marcha cocalera a la ciu- 
dad de La Paz. 

El tercer momento, denominado de RECO- 
NOCIMIENTO, se prolonga desde el 28 de di- 
ciembre hasta el 12 de enero. Se inicia con el 
anuncio oficial del Secretario de Defensa Social, 
Víctor Hugo Canelas, de que el gobierno estaría 
dispuesto a dialogar con las marchistas, siempre y 
cuando ese diálogo se llevara a cabo en el lugar 
donde éstas se encontraban. 

Este anuncio se verificó posteriormente a tra- 
vés del encuentro sostenido entre el Ministro de 
Justicia, René Blatmann, y las marchistas en la 
región de Pasto Grande. 

La característica de este momento es precisa- 
mente el reconocimiento explícito del gobierno 
de una movilización que, desde su inicio, había 
negado sistemáticamente, no sólo a través de de- 
claraciones, sino también por medio de las dos 
represiones policiales a la marcha. 

Este “reconocimiento” se patentiza en la de- 
cisión gubernamental de enviar un representante 
del Ejecutivo al encuentro de las marchistas con 
el objetivo de conocer sus planteamientos. De esta 
manera, aunque el gobierno continuó intentan- 
do desprestigiar la marcha de las mujeres cocaleras, 
ese hecho constituyó la prueba de que había ce- 
dido ante la presión de una movilización que es- 
taba cuestionando su incapacidad de crear 
espacios de diálogo y concertación. 

El cuarto momento, al cual llamamos de 
ACERCAMIENTO, se inicia el 12 de enero y 
se extiende hasta el 18 del mismo mes, 
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constituyéndose en antesala de lo que sería la 
negociación con las primeras damas en la ciudad 
de La Paz. 

La característica fundamental de esta etapa es 
el cambio de estrategia gubernamental con res- 
pecto al tratamiento de la marcha cocalera. Este 
viraje se manifiesta en la solicitud de garantías a 
la COB para que el ingreso de la movilización a 
la sede de gobierno sea pacífico. Hasta entonces 
esa demanda sólo había correspondido a las 
organizaciones sindicales, a través de esa entidad 
matriz. 

Esta etapa comprende también los dos 
preacuerdos suscritos entre el gobierno y la COB, 
mediante los cuales se establecieron los 
lineamientos sobre los que se desarrollarían las 
conversaciones en la ciudad de La Paz. Concluye 
con la llegada de la marcha el 18 de enero. 

Finalmente, el último momento, de la NEGO- 
CIACION propiamente dicha, se extiende des- 
de el inicio de las conversaciones entre las 
productoras de coca y las primeras damas de la 
nación, hasta el momento de la firma del conve- 
nio con el que se puso fin a la movilización 
cocalera. Comprende también la ruptura de las 
conversaciones y la huelga de hambre realizada 
por las mujeres cocaleras demandando una res- 
puesta del gobierno al convenio que habían ela- 


borado. 


2.1. Momento 1. Presión 

Esta etapa se inicia el 7 de diciembre con los anun- 
cios, de parte de los dirigentes de los productores 
de coca, de la realización de una marcha de muje- 
res hacia la ciudad de La Paz en protesta por la 
erradicación forzosa de coca en el Chapare tropi- 
cal. Esa medida de presión propugnaba la vigen- 
cia de los derechos humanos y el fin de la 
militarización del trópico cochabambino. 

Estas declaraciones fueron corroboradas por 
dirigentes de la CSUTCB, quienes anunciaron 
que, de forma paralela a la marcha de las mujeres 
cocaleras, el 10 de diciembre, se realizaría un blo- 
queo de caminos a nivel nacional demandando 
la atención del gobierno en lo que respecta a las 
Leyes de Tierras, Agua, Forestal y contra la capi- 
talización de YPFB. 

Frente a estas declaraciones, el 8 de diciem- 
bre, el prefecto del departamento de Cochabamba, 
Alberto Gasser, en nombre del gobierno, advir- 
tió que “no permitiría el bloqueo de carreteras 
anunciado por los campesinos para el 11 de 
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diciembre y que evitaría la marcha de las mujeres 
cocaleras hacia la ciudad de La Paz”. Según esa 
autoridad, ambas medidas “constituían una vio- 
lación a las normas legales vigentes en el país, 
motivo por el cual no se descartaba la moviliza- 
ción de efectivos militares y policiales con el ob- 
jetivo de detenerlas” [LT, 8-12-95]. 

Como consecuencia de los anuncios de la rea- 
lización de una marcha de mujeres hacia la ciu- 
dad de La Paz, el 8 de diciembre, el gobierno 
convocó al diálogo a las organizaciones sindica- 
les del país con el objetivo de persuadir a la COB, 
CSUTCB y a las federaciones de productores de 
coca de llevar adelante esa medida de presión. 

Sin embargo, esa reunión fracasó debido a que 
los dirigentes sindicales no aceptaron reunirse con 
el Ministro de Gobierno, argumentado que “su 
actitud autoritaria e impositiva no contribuía en 
nada a la búsqueda de soluciones”. 

Después de la ruptura del diálogo con el go- 
bierno, los productores de coca ratificaron para 
el 11 de diciembre la marcha de mujeres campe- 
sinas desde Villa Tunari a la ciudad de La Paz, en 
protesta por la erradicación forzosa y para sensi- 
bilizar a la opinión pública de la necesidad de 
pacificar el trópico. Por su parte, la CSUTCB 
decidió ampliar el plazo del bloqueo de caminos 
hasta el 15 de diciembre y ratificó el estado de 
emergencia y movilización permanente entre los 
campesinos. 

Así se demostró una vez más que en la rela- 
ción gobierno-productores de coca el diálogo es 
una instancia que sobreviene después de haber 
recurrido a la presión, la cual, en este caso, se ex- 
presó en los anuncios de la realización de una 
marcha a la ciudad de La Paz y un bloqueo de 
caminos en todo el territorio nacional. 

La inminencia de una movilización de carac- 
terísticas similares a la marcha “Por la Vida, la 
Coca y la Soberanía Nacional” de 1994, determi- 
nó que el gobierno recurriera al diálogo, en un 
intento por superar un conflicto que se había 
agudizado con el anuncio del Conalid de aplicar 
la erradicación automática y compensada desde 
mediados del mes de noviembre. 

Ese anuncio no hizo otra cosa que confirmar el 
carácter unilateral en la formulación y el diseño de 
políticas antinarcóticos en Bolivia, poniendo en 
evidencia la ausencia de una verdadera política 
participativa y de concertación a nivel nacional. 

En este sentido, la convocatoria al diálogo rea- 
lizada por el gobierno con el objetivo de llegar a 
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un acuerdo con los productores de coca se produ- 
jo después de que éste asumiera la magnitud de la 
movilización anunciada, en un intento por per- 
suadir a los dirigentes de su marcha. 

El 11 de diciembre se inició la marcha “Por el 
respeto a la Vida y la Soberanía Nacional”, en 
demanda de tres puntos que hasta ese momento 
no habían sido concertados en las negociaciones 
realizadas con el gobierno: cese de la erradicación 
forzosa, automática y compensada, respeto a los 
derechos humanos, y libertad de los dirigentes 
detenidos. 

Otras demandas de la marcha de las mujeres 
cocaleras eran: la modificación de la Ley de Par- 
ticipación Popular, atención al pliego de peticio- 
nes referido a la dotación de tierras y el fin de la 
intervención al Consejo de Reforma Agraria, 
puntos éstos que ya habían sido convenidos ante- 
riormente entre el gobierno y la CSUTCR. Asi- 
mismo, dirigentes de esta organización campesina 
anunciaron la realización de otras marchas en 
apoyo a la movilización de las productoras de coca 
del Chapare. 

En este contexto, e inaugurando un período 
caracterizado por el permanente afán guberna- 
mental de descalificar la marcha de las mujeres 
cocaleras, el Secretario de Defensa Social, Víctor 
Hugo Canelas, aseguró que la marcha de las mu- 
jeres cocaleras no se llevaría a cabo “debido a que 
no existía un ambiente favorable en el Chapare, 
donde continuaba la erradicación concertada y 
voluntaria con los sindicatos campesinos” [LT, 11- 
12-95]. 

Esta afirmación constituyó la primera de una 
serie de declaraciones dirigidas a deslegitimar 
la marcha de las cocaleras frente al país, con la 
intención de crear un ambiente adverso a la 
movilización y a sus objetivos. Precisamente, 
la siguiente etapa se caracteriza por el inicio de 
una campaña gubernamental cuyo rasgo 
principal es la sistemática negación de la 
marcha, tanto a través del discurso como de la 
represión. 


2.2. Momento 2. Negación 

Este segundo momento, al cual hemos denomi- 
nado de NEGACION, se inició el 11 de diciem- 
bre, cuando fuerzas policiales interrumpieron 
violentamente la marcha que habían iniciado las 
mujeres cocaleras del Chapare, exigiendo el res- 
peto a los derechos humanos y el cese de la erra- 
dicación forzosa de coca. 
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En una reunión de emergencia las cocaleras 
emitieron el siguiente comunicado a la opinión 
pública: 


Las federaciones de mujeres del trópico de 
Cochabamba denunciamos a la opinión pú- 
blica nacional e internacional que el 11 de 
diciembre, efectivos del Grupo Especial de 
Seguridad han impedido de manera violenta 
el desarrollo de nuestra pacífica marcha, 
trancando los accesos a Villa Tunari, hacien- 
do retornar a las compañeras y deteniendo 
momentáneamente a algunos dirigentes 
[...] Frente a este hecho, resolvimos dar un 
ultimátum al gobierno hasta el 16 de diciem- 
bre para que atienda los siguientes plantea- 
mientos: 


l. Cese de la erradicación forzosa de nuestros 
cocales. 

2. Respeto a la vida y a los derechos humanos. 

3. Libertad de todos los compañeros detenidos. 

4. Indemnización a los familiares de los heridos 
e inválidos. 

5. Cumplimiento de los convenios firmados por 
el gobierno el año pasado. 


En caso de que el gobierno no atendiera esos 
planteamientos, las productoras de coca inicia- 
rían la marcha hacia la ciudad de La Paz. 

Frente a las denuncias de los dirigentes en sen- 
tido de que en la intervención se habrían regis- 
trado abusos en contra de las mujeres cocaleras, 
el gobierno negó esas acusaciones afirmando que 
la marcha había sido suspendida debido a la esca- 
sa capacidad de convocatoria del movimiento 
cocalero. 

Ante la falta de respuesta del gobierno las 
cocaleras ratificaron el inicio de la marcha “Por 
la Vida y la Soberanía Nacional” desde la ciudad 
de Cochabamba, para evitar cualquier interven- 
ción policial y militar. 

El 18 de diciembre, vencido el plazo otorgado 
al gobierno, las mujeres cocaleras se concentra- 
ron en las inmediaciones de la Universidad Ma- 
yor de San Simón (UMSS) para luego realizar una 
manifestación por las principales calles de la ciu- 
dad de Cochabamba. Antes de llegar a la plaza 
principal fueron gasificadas con el objetivo de 
impedir su ingreso, lo que determinó que las 
cocaleras regresaran a la universidad donde reali- 
zaron un pijcheo de protesta. 
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Por su parte, desde el principio, el gobierno 
desarrolló una serie de estrategias dirigidas a de- 
tener la movilización. Inicialmente, en una acti- 
tud similar a la de 1994 —cuando el entonces 
Ministro de Gobierno calificó a esa movilización 
como una “marcha de fantasmas”— emprendió 
una campaña de declaraciones a la prensa nega- 
do la existencia de la marcha. 

Ese afán de negar la movilización se manifes- 
tó también en la serie de declaraciones oficiales 
dirigidas a deslegitimar a la marcha de las cocaleras 
frente a la opinión pública. 

Finalmente, las tres intervenciones policiales 
a la marcha de las cocaleras constituyeron tam- 
bién un esfuerzo desesperado de negar una movi- 
lización que, en el fondo, había puesto en 
evidencia la incapacidad gubernamental de crear 
espacios de concertación con el movimiento 
cocalero. 

El 20 de diciembre, la marcha de las cocaleras 
fue intervenida violentamente por agentes uni- 
formados, civiles y perros policías en Suticollo y 
algunas marchistas fueron trasladadas en buses 
hasta el cuartel de Chimoré. La intervención se 
produjo después de que el gobierno, a través del 
prefecto del departamento de Cochabamba, Al- 
berto Gasser, había garantizado su realización. 

Pese a las denuncias por parte de los dirigen- 
tes de los productores de coca, en sentido de que 
se habían cometido abusos en contra de las muje- 
res cocaleras, el Ministro de Gobierno, Carlos 
Sánchez Berzaín, aseguró que el operativo se ha- 
bía llevado a cabo de manera “pacífica” y que las 
marchistas no ofrecieron resistencia alguna. 

Siguiendo esa misma línea, el prefecto del de- 
partamento sostuvo que esa medida había sido 
tomada por razones humanitarias con el único 
objetivo de evitar desgracias personales. Además 
advirtió que en lo sucesivo el gobierno no permi- 
tiría ninguna marcha. 

El 23 de diciembre, las cocaleras ratificaron 
su decisión de llegar a la sede de gobierno para 
dialogar con el Presidente de la República y con 
la Primera Dama de la Nación. De hecho, bus- 
cando una suerte de solidaridad de género y de- 
mandando un diálogo “de mujer a mujer” 
solicitaron a las primeras damas Ximena Iturralde 
y Lidia Catari, una reunión con el objetivo de 
analizar sus demandas. Anunciaron además, la 
realización de una huelga de hambre en la ciudad 
de La Paz hasta que las autoridades atendieran 
todas sus solicitudes. 
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El 28 de diciembre, por órdenes del 
Ministerio de Gobierno, la marcha fue 
interceptada nuevamente por fuerzas policiales 
en la localidad de Caracollo (entre los 
departamentos de Oruro y Cochabamba). Sin 
embargo, dirigentes de los productores de coca 
confirmaron que dos grupos de marchistas 
continuaban su recorrido hacia la ciudad de La 
Paz, por caminos de herradura, con el objetivo 
de denunciar las violaciones a los derechos 
humanos que habían tenido lugar en el Chapare 
como consecuencia de la aplicación de la 
erradicación forzosa de coca. 

En contraposición a esta declaración, el Mi- 
nistro de Gobierno, Carlos Sánchez Berzaín, ase- 
guró que la marcha había terminado. Por otra 
parte, la autoridad justificó esa determinación 
señalando que “la gente se encontraba muy dete- 
riorada” y que la marcha había sido interrumpida 
por “razones de humanidad”. 

El ministro convocó al diálogo a los dirigen- 
tes cocaleros para discutir sus demandas, asegu- 
rando que el gobierno desconocía las razones por 
las cuales la marcha se estaba realizando. _ 

Todos esos argumentos, en los cuales se me- 
nospreciaba a la marcha cocalera, formaban par- 
te de una campaña gubernamental que, junto con 
las tres intervenciones realizadas, estaba dirigida 
a negar la legitimidad de esa movilización frente 
a la opinión pública. 

Todas esas declaraciones fueron una caracte- 
rística a lo largo de esta segunda etapa. 

De esta forma, la negación a la que hacemos 
referencia se expresaba principalmente en el es- 
fuerzo desplegado por el gobierno para 
deslegitimar al movimiento cocalero, a la movili- 
zación de mujeres y sus objetivos, a través de de- 
claraciones en las cuales se relacionaba a los 
productores de coca con el narcotráfico. 

En contrapartida, la siguiente etapa se carac- 
terizó por el cambio de actitud del gobierno que 
se manifestó en la determinación gubernamental 
de enviar una comisión al encuentro de las 
marchistas. 


2.3. Momento 3. Reconocimiento 

Esta tercera etapa se inició con los anuncios de 
que el gobierno no permitiría la llegada de la 
marcha de las cocaleras a la ciudad de La Paz, 
además de las advertencias de que utilizaría todos 
los medios permitidos por la ley para lograr ese 
objetivo. 
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El 28 de diciembre, el Secretario de Defensa 
Social, Víctor Hugo Canelas, advirtió que la mar- 
cha de las cocaleras sería suspendida “por la vía 
de la fuerza o por la del diálogo” [LR, 29-12-95]. 

Canelas comunicó la determinación guberna- 
mental de trasladarse hasta el lugar donde se en- 
contraban las marchistas con el objetivo de 
conocer sus reivindicaciones. Según esa autori- 
dad, la inclusión de la demanda relacionada al 
cese de la erradicación no hacía otra cosa que co- 
rroborar el carácter externo de esa protesta, debi- 
do a que en el Chapare no se estaba ejecutando 
esa medida. 

Si bien la anterior etapa se caracterizó por el 
constante afán gubernamental de negar la movi- 
lización, a través de la deslegitimación de sus ob- 
jetivos, en este tercer momento el gobierno 
canalizó todos sus esfuerzos en tratar de impedir 
la llegada de la marcha cocalera a la ciudad de 
La Paz. 

De esta manera, esos esfuerzos se expresaron 
tanto en la “guerra” de declaraciones, en las cua- 
les se anunciaba que la marcha sería suspendida 
“por las buenas o por las malas”, como en el 
condicionamiento gubernamental de dialogar con 
las cocaleras en el sitio donde se encontraba la 
movilización. 

Se trataba, por consiguiente, de una 
conminatoria en la cual el gobierno condiciona- 
ba la intervención de la marcha cocalera a la acep- 
tación del diálogo en el sitio donde se encontraba 
la movilización. 

En esa misma dirección, el Presidente de la 
República, Gonzalo Sánchez de Lozada, confir- 
mó la disposición de diálogo de su esposa Ximena 
Iturralde, así como de la esposa del Vicepresiden- 
te, Lidia Catari, aunque sostuvo que las conver- 
saciones deberían llevarse a cabo en el Chapare. 

Esa propuesta fue rechazada por las marchistas, 
quienes ratificaron su determinación de llegar a 
la ciudad de La Paz y solicitaron garantías para el 
desarrollo de la movilización. Asimismo, hicie- 
ron conocer su disposición de reanudar negocia- 
ciones a través de la COB y con la garantía de la 
Iglesia Católica. 

El 5 de enero, los Subsecretarios de Defensa 
Social y de Régimen Interno se comprometieron 
a no interferir la movilización mientras intervi- 
niera la Comisión parlamentaria de Derechos Hu- 
manos. Dirigentes de los productores de coca, sin 
embargo, informaron que 15 productores de coca, 
que acompañaban a las mujeres en su marcha a 
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La Paz, fueron detenidos por efectivos policiales 
en la localidad de Quime. 

Las cocaleras, por su parte, aceptaron la pro- 
puesta del gobierno de iniciar el diálogo, pero con 
la condición de que las conversaciones con las 
autoridades se desarrollaran en la ciudad de La 
Paz y con la mediación de la Iglesia Católica y los 
organismos representativos de la prensa nacional. 

El 8 de enero, en un intento más por propiciar 
el diálogo entre las cocaleras y el gobierno, el pre- 
sidente de la Comisión de Derechos Humanos de 
la Cámara de Diputados, Juan del Granado, con- 
vocó a los secretarios de Defensa Social, Víctor 
Hugo Canelas y de Régimen Interior, Hugo San 
Martín, con el objetivo de arribar a un acuerdo 
sobre el tema de la marcha cocalera. 

Como resultado de esa reunión, los represen- 
tantes del gobierno se comprometieron a analizar 
la posibilidad de permitir la llegada de las pro- 
ductoras de coca a la ciudad de La Paz, aunque no 
descartaron una posible “intervención policial” a 
la marcha cocalera. 

En este contexto, el gobierno anunció que 
analizaría la posibilidad de permitir el arribo de 
la marcha de las cocaleras a la ciudad de La 
Paz y expresó su preocupación por el hecho de 
que la marcha había sido desvirtuada debido a 
que sus planteamientos iniciales se habían mo- 
dificado. 

Precisamente, en lo que parecía ser uno de los 
últimos esfuerzos antes de interferir la marcha 
(hecho que parecía inminente por las declaracio- 
nes gubernamentales), el gobierno decidió enviar 
una comisión encabezada por el Ministro de Jus- 
ticia al encuentro de las marchistas con el objeti- 
vo de conocer sus planteamientos. 

El 10 de enero, la comisión gubernamental 
presidida por el Ministro de Justicia, René 
Blattmann, fracasó en su intento por convencer 
a las mujeres cocaleras de suspender la marcha 
hacia la ciudad de La Paz. En la reunión efectua- 
da en la localidad yungueña de Pasto Grande, las 
cocaleras rechazaron la oferta gubernamental de 
trasladarse en vehículos hasta la ciudad de La Paz 
y exigieron garantías para llegar a la sede de go- 
bierno y entregaron un pliego de peticiones de 
doce puntos al Ministro de Justicia. 

De acuerdo con esa autoridad, el pliego era un 
rechazo a la política antinarcóticos, social y eco- 
nómica del gobierno del Presidente Gonzalo 
Sánchez de Lozada, lo que demandaba un análi- 
sis en el marco de otras instancias superiores. 
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Los planteamientos presentados por las 
cocaleras al Ministro Blattmann fueron los si- 
guientes: 


1. Reuniones de diálogo con participación de di- 
rigentes de entidades matrices como la COB 
y la CSUTCB. 

2. Garantías para la gran marcha de la Sobera- 
nía Nacional. 

3. Respeto a los derechos humanos con interven- 
ción de la Iglesia Católica y la COB. 

4. Cese de la erradicación forzosa. 

5. Libertad de dirigentes detenidos en Oruro por 
cargos de narcotráfico: David Herrera, 
Estanislao Chila y Francisco Vallejos. 

6. Indemnización a las familias de las personas 

que resultaron muertas o heridas en el 

Chapare. 

Cumplimiento del desarrollo alternativo. 

No capitalización de YPFB. 

Garantías para los dirigentes. 

0. Despenalización de la hoja de coca a nivel na- 

cional e internacional. 

11. Cumplimiento de convenios firmados en 1994, 
cuando se realizó la marcha de los cocaleros 
hacia La Paz. 

12.Preocupación sobre las personas que 
erradicaron de sus propiedades la hoja de coca. 


do 
8 
9 
l 


Como punto adicional, la cocaleras plantea- 
ron la división de la Ley 1008 en dos cuerpos, 
uno sobre el narcotráfico y otro sobre la coca [EM, 
11-1-96]. 

En contraste con el fracaso de las gestiones 
emprendidas por el Ministro Blattmann, el 11 de 
enero, el vicepresidente Victor Hugo Cardenas 
asumió, a nombre del gobierno, el compromiso 
de permitir el ingreso de las productoras de coca 
a La Paz, siempre que este hecho no generara dis- 
turbios. 

En este contexto, y ante la imposibilidad de 
las autoridades de proporcionar las garantías ne- 
cesarias para que las mujeres llegaran a la ciudad 
de La Paz, tres marchistas fueron delegadas para 
adelantarse y dar a conocer la posición de las 
cocaleras. 

Por su parte, el gobierno llegó a condicionar 
la reunión entre las cocaleras y las primeras da- 
mas a la exclusión de la demanda relacionada con 
la capitalización de YPFB, restringiendo las ne- 
gociaciones únicamente al tema de los derechos 
humanos. De hecho, ese condicionamiento fue 
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uno de los parámetros que guió las negociaciones 
con las primeras de las damas en la ciudad de 
La Paz. 

Según las autoridades gubernamentales, aque- 
llos planteamientos de tipo político o demandas 
que exigían modificaciones a las leyes de la Re- 
pública (despenalización de la coca y división 
de la Ley 1008 en dos cuerpos) deberían ser trata- 
dos en el marco del Conalid, con los dirigentes 
cocaleros. 

No obstante, el gobierno ratificó su decisión 
de permitir la llegada de las cocaleras a La Paz y 
determinó que sean las esposas de los jefes de Es- 
tado, Ximena Iturralde y Lidia Catari, quienes las 
reciban y negocien con ellas. De esta manera se 
fue preparando el terreno para lo que sería la si- 
guiente etapa, en la cual, con la intención de 
“cambiar” su imagen frente a la opinión pública, 
el gobierno iniciaría un proceso de acercamiento 
con las organizaciones sindicales del país. 

Ante la inminencia de la movilización y ante 
el fracaso de su política refractaria —de la cual 
formaban parte las tres intervenciones a la mar- 
cha y la campaña “anticocalera”— el gobierno 
optó por el diálogo, aunque permaneció firme en 
su objetivo de no permitir la llegada de las 
marchistas a la ciudad de La Paz. 

De hecho, fue recién en esta etapa que el go- 
bierno “reconoció” los objetivos de esta movili- 
zación —por decirlo de algún modo—, a través 
de la determinación de enviar un representante 
al encuentro de las marchistas para “conocer” sus 
planteamientos. Y aunque persistió en el afán de 
impedir la llegada de la marcha de las cocaleras a 
la ciudad de La Paz, esa actitud constituyó un in- 
tento por “amortiguar” los efectos que una movi- 
lización de esas características podría tener frente 
al país. Más aún si se consideraba el hecho de que, 
a pesar de todos los pronósticos gubernamenta- 
les, esa movilización había sobrevivido a tres in- 
tervenciones y a una campaña de declaraciones 
en su contra. 

Aunque esa determinación no descartó la in- 
tervención de la marcha de las mujeres cocaleras 
—posibilidad que se mantuvo latente a lo largo 
del desarrollo de la movilización— significó la 
aceptación explícita, por parte del gobierno, de 
la magnitud que había alcanzado la movilización. 


2.4. Momento 4. Acercamiento 


Esta cuarta etapa se caracterizó fundamentalmente 
por el cambio de estrategia gubernamental frente 
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a la marcha cocalera. El proceso de acercamiento 
iniciado por el gobierno en la anterior etapa se 
consolidó a través del convenio firmado con la 
COB. 

De este modo, en un cambio de papeles y ad- 
mitiendo implícitamente una especie de derrota 
por la llegada de las marchistas, el gobierno 
exigió a la COB que otorgara las garantías res- 
pectivas para que la movilización ingresara pací- 
ficamente a la sede de gobierno. 

El 13 de enero, el gobierno y los representan- 
tes de la COB firmaron un convenio para garan- 
tizar la llegada de las cocaleras a la ciudad de La 
Paz. De acuerdo con ese documento, el gobierno 
se comprometía a no reprimir la marcha, mien- 
tras que las organizaciones sindicales garantiza- 
ron que las marchistas no ocasionarían ningún 
desorden al llegar a la ciudad de La Paz. 

Sin embargo, a pesar de esa intención, el go- 
bierno emitió un comunicado oficial en el que 
reiteraba el carácter “político” de la marcha 
cocalera ratificando que sólo atendería aquellas 
demandas que estuvieran enmarcadas dentro de 
lo establecido por las leyes del país. En esta etapa 
todavía se evidencia cierta resistencia por parte 
del gobierno a admitir una realidad (la marcha) 
que, a esas alturas, ya era prácticamente innega- 
ble. Es así que, en un retroceso táctico, el gobier- 
no emprendió nuevamente una campaña de 
desprestigio en contra de la movilización a través 
de declaraciones en las cuales se acusaba a la mar- 
cha de las mujeres cocaleras de estar promovida 
por intereses del narcotráfico”. 

De cualquier manera, de acuerdo con el com- 
promiso establecido, el gobierno confirmó la rea- 
lización de la reunión entre las cocaleras y las 
primeras damas, señalando que la primera parte 
de las negociaciones sería transmitida en directo 
por el Canal 7 y Radio Illimani". 

Así, el 17 de enero, en lo que fuera calificado 
por una autoridad como un “empate” entre el go- 
bierno y los productores de coca, la marcha de las 
mujeres cocaleras ingresó a la ciudad de La Paz 
por la Zona Sur de esa capital. Igual que en 1994, 
las cocaleras recibieron la solidaridad de la po- 
blación paceña. 

La llegada de las cocaleras a la ciudad de La 
Paz y el acto de homenaje a las marchistas que 
tuvo en lugar en la Plaza San Francisco, sirvió de 
antesala de lo que serían las negociaciones con 
las primeras damas de la Nación, Ximena Iturralde 


y Lidia Catari. 
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2.5. Momento 5. Negociación 

Esta quinta y última etapa se inició con los anun- 
cios del dirigente de los productores de coca, Evo 
Morales, de que no habría diálogo mientras el go- 
bierno no liberara a las 150 personas detenidas 
durante la intervención a los mercados primarios 
de coca. 

De hecho, como veremos a continuación, la 
demanda de libertad de los detenidos y el respeto 
a los mercados primarios de coca se convirtieron 
en el primer punto de la agenda de negociaciones 
con las primeras damas de la Nación”. 

Los registros de la prensa, en esas circunstan- 
cias, dan cuenta de la determinación de las 
cocaleras de ingresar en una huelga de hambre si 
acaso el gobierno no atendía favorablemente to- 
das sus demandas. 

En ese marco, la esposa del Presidente de la 
República, Ximena Iturralde, dejó establecido 
que, dada su condición, ella y la esposa del Vice- 
presidente, Lidia Catari, sólo oficiarían como “in- 
termediarias” durante las negociaciones, sin 
ninguna posibilidad de decisión. 

Por otra parte, en respuesta a la demanda en 
sentido de que la primera reunión debería desa- 
rrollarse con la presencia de todas las mujeres, la 
Primera Dama de la Nación comunicó que se ha- 
bía previsto la realización de dos reuniones: la 
primera, con el total de las cocaleras marchistas, 
donde se realizaría la presentación “oficial” de las 
demandas, y la segunda, con las dirigentes para 
lograr acuerdos en beneficio de ese sector. 

También reiteró que la capitalización de las 
empresas estatales no sería debatida durante el 
diálogo “de mujer a mujer”, lo mismo que las de- 
mandas relacionadas con la modificación de la 
Ley 1008 y la despenalización de la coca, cuya 
discusión se llevaría a cabo en el marco del 
Conalid. 

De esta forma, el gobierno circunscribió el 
ámbito de las negociaciones con las primeras da- 
mas, exclusivamente, al tema de los derechos 
humanos. 

Las negociaciones entre las cocaleras y las es- 
posas del Presidente y del Vicepresidente se ini- 
ciaron el 18 de enero con una sucesión de 
testimonios, por parte de las cocaleras, sobre las 
violaciones a los derechos humanos que tenían 
lugar en el Chapare. 

Los temas que se trataron en esa oportunidad 
fueron: el respeto a los derechos humanos, con 
intervención de la Iglesia Católica y la COB, la 


EMPUJANDO LA CONCERTACIÓN 


indemnización a las familias de las personas que 
resultaron muertas en el Chapare, las garantías 
para los dirigentes cocaleros, la situación econó- 
mica de las personas que erradicaron la coca y la 
liberación de los cocaleros recientemente dete- 
nidos?!. 

Desde el principio, como antesala de lo que 
sucedería después, el encuentro corrió el riesgo 
de no encontrar soluciones estructurales a los pro- 
blemas que afrontaban las cocaleras en el Chapare, 
ya que ellas consideraban que mientras prosiguiera 
la erradicación continuarían los atropellos por 
parte de Umopar. 

Sin embargo, lo único que las primeras damas 
pudieron ofrecer a las cocaleras fueron solucio- 
nes puntuales como mejorar el servicio que pres- 
tan las oficinas de derechos humanos y de la ex 
Organización Nacional de la Mujer y la Familia 
(Onamfa) en el trópico cochabambino, además 
de establecer oficinas de la Subsecretaría de Gé- 
nero para la ejecución de proyectos de asistencia 
familiar. 

El rechazo a esos ofrecimientos por parte de 
las productoras de coca significó también el re- 
chazo al “documento de avance” propuesto por 
las esposas del Presidente y del Vicepresidente de 
la República. 

Durante esta ronda de negociaciones la agen- 
da del diálogo gobierno-cocaleras sólo incluyó 
cinco puntos para su tratamiento: la situación de 
los detenidos en los operativos antidroga, 
reapertura de los mercados primarios, derechos 
humanos, erradicación forzosa y cumplimiento de 
los convenios anteriores. 

De esta agenda, el punto cuarto, fue el que 
generó una dura polémica respecto a los alcances 
de la erradicación forzosa de cocales en la zona 
del Chapare”. 

En el segundo punto, las cocaleras exigieron 
que se les permitiera comercializar su coca en los 
mercados primarios del Chapare. Frente a ello, 
las primeras damas se comprometieron a garanti- 
zar el traslado de la coca hasta los centros de aco- 
pio de Sacaba y Villa Fátima. 

Finalmente, para verificar los abusos de la fuer- 
za antidrogas que habían sido denunciados por las 
cocaleras, la Primera Dama se comprometió a 
viabilizar la conformación de una comisión 
pluriinstitucional, en la que participaría la Iglesia 
Católica y Derechos Humanos. 

A pesar de esas coincidencias, las esposas 
del Presidente y Vicepresidente no quisieron 
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comprometer una indemnización monetaria a las 
familias damnificadas con la muerte de alguno de 
sus familiares, aunque aseguraron la cooperación 
del gobierno para buscarles una forma de 
sobrevivencia. 

Así, las esposas de los jefes de Estado simple- 
mente ratificaron los conceptos que utiliza el go- 
bierno en relación a la coca excedentaria, 
mientras que las cocaleras reiteraron que mien- 
tras se mantuviera la erradicación forzosa conti- 
nuarían las violaciones a los derechos humanos. 

Con todo, tres puntos del temario fueron so- 
lucionados parcialmente. 

El 20 de enero, Ximena Iturralde y Lidia Catari 
presentaron a las marchistas un acuerdo de siete 
puntos, en el que se establecía la posición guber- 
namental que, según las autoridades, cumplía las 
demandas de las cocaleras. 

Este documento no convenció a las cocaleras 
debido a que, según ellas, no reflejaba consenso 
sobre la erradicación forzosa, la indemnización a 
las familias y la revisión del convenio de 1994, y 
tampoco contaba con las garantías necesarias para 
su suscripción. En ese sentido, comunicaron la ela- 
boración de una contrapropuesta al documento 
gubernamental, el cual debería ser analizado por 
las primeras damas. 

Sin embargo, la contrapropuesta presentada 
por las mujeres cocaleras —que había sido plan- 
teada con base a la propuesta gubernamental, pero 
ofreciendo respuestas concretas a sus demandas— 
no recibió ninguna respuesta oficial, motivo por 
el cual las marchistas se declararon en huelga de 
hambre hasta que el gobierno atendiera sus de- 
mandas. 

A los diez días de ayuno voluntario, la Univer- 
sidad Mayor de San Andrés, la Asamblea Perma- 
nente de Derechos Humanos y otras instituciones 
presionaron para que el gobierno y la COB 
reanudaran conversaciones con el objetivo de so- 
lucionar el conflicto con los productores de coca. 

Recién el 3 de febrero, después de 48 días des- 
de el inicio de la marcha, las mujeres cocaleras 
firmaron un convenio con representantes del go- 
bierno. 

Los puntos más sobresalientes del acuerdo fir- 
mado entre el gobierno, la COB y los producto- 
res de coca fueron los siguiente: 


1. Sobre los detenidos 
- Los tres productores de hoja de coca, deteni- 
dos y procesados por la Ley 1008, que al 
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presente han sido absueltos, obtendrán su li- 
bertad concluidos los trámites correspondien- 
tes una vez que la Fianza Juratoria ya haya sido 
promulgada. El gobierno se compromete a ges- 
tionar mediante Defensa Pública, los trámites 
para su puesta en libertad. 

Respecto a los detenidos durante los bloqueos 
de caminos, serán puestos en libertad en su 
totalidad. 


. Respeto a los derechos humanos 


El gobierno, mediante el Ministerio de Justi- 
cia, ha instalado una oficina de Derechos Hu- 
manos en el trópico de Cochabamba, en 
cumplimiento de actas y acuerdos; al mismo 
tiempo funcionan los defensores públicos 
como garantía para investigar cualquier abuso 
o violación a los derechos humanos. 

Se dará ayuda a las personas que, sin estar 
involucradas en actividades ilegales, hubiesen 
sufrido daños físicos en los operativos anitidroga. 
En caso de existir denuncias concretas sobre 
abusos del personal de Umopar, se procederá a 
la instauración del proceso legal correspondien- 
te para establecer grados de responsabilidad. 


. Erradicación y desarrollo alternativo 


No existe ni existirá erradicación forzosa de 
la hoja de coca sujeta a reducción voluntaria. 
Toda coca en producción que haya sido redu- 
cida será cancelada. 


. Del tema del Isiboro Sécure 


Una Comisión Mixta, compuesta por dirigen- 
tes del Parque Isiboro Sécure y representantes 
del gobierno, analizarán y estudiarán la pro- 
blemática de dicha zona, en la búsqueda de 
soluciones consensuadas en el marco de la Ley. 


. Productores de hoja de coca en La Paz 


Con relación a los productores de coca del de- 
partamento de La Paz, los puntos señalados 
en los convenios anteriores y observados por 
los dirigentes merecerán una respuesta del 
gobierno, por escrito. 


. Suspensión de medidas de presión 


En el marco de este entendimiento, los 
cocaleros del Chapare y de los Yungas, a la 
firma del presente convenio levantan todas sus 
medidas de presión, retornando a sus lugares 
de origen. 
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7. De la comisión permanente 

- Para facilitar la existencia de un escenario per- 
manente de diálogo y concertación, se acuer- 
da crear una Comisión, que se reunirá a 
solicitud de cualesquiera de las partes y que 
estará compuesta por cinco representantes del 
gobierno, a la cabeza del Ministerio de Go- 
bierno, y otros representantes de la COB y el 
sector cocalero?”. 


En resumen, este nuevo conflicto, vino a con- 
firmar otra vez el hecho de que, en la relación 
gobierno-cocaleros, la negociación sobreviene 
para superar una situación de conflicto antes que 
para evitarla. 





' Tal como su nombre lo indica, el Plan de Desarrollo del 


Trópico estaba dirigido a implantar un desarrollo integral en 
esa zona del departamento, convirtiendo a los campesinos 
en actores de su propio desarrollo. Así, se conseguiría superar 
uno de los temas centrales en la negociación entre el gobier- 
no y los productores de coca: el de la participación campesi- 
na en las instancias de ejecución de los proyectos de desarro- 
llo alternativo. 3 

? El Plan Maestro de Desarrollo del Trópico fue concluido 
durante la primera fase del proyecto, financiado por la co- 
operación alemana GTZ, entre junio de 1993 y julio de 1994. 
La segunda fase se inició en agosto de 1994, con el propósito 
de profundizar y complementar el plan para promover su apli- 
cación. Algunas de las deficiencias internas del Plan Maes- 
tro estaban relacionadas al aspecto institucional y adminis- 
trativo del mismo. 

* Desde un principio, la actitud del Ministro de Gobierno, 
fue calificada por los productores de coca como un “show”, 
ya que la experiencia pasada de negociación con el gobierno 
había demostrado la falta de voluntad gubernamental para 
cumplir los compromisos adquiridos con la dirigencia cocalera. 
+ La“certificacién” es un proceso, mediante el cual, el pre- 
sidente estadounidense califica anualmente el estado de lu- 
cha contra la producción y la comercialización de narcóti- 
cos de diversos países. De los 29 países que deben pasar la 
inspección, 12 son latinoamericanos, entre ellos están con- 
dicionados: Colombia, Perú, Paraguay y Bolivia. 

5 El incumplimiento de los condicionamientos no sólo sig- 
nificaría para el país la pérdida de la certificación parcial, so- 
bre la lucha antidroga desarrollada en 1994, sino que también 
implicaría la pérdida del respaldo de los Estados Unidos ante 
organismos internacionales de crédito como el Banco Mun- 
dial (BM) y el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 

$ Sin embargo, tal como lo demuestran las declaraciones 
de políticos y parlamentarios de la oposición y del oficialismo, 
además de las de dirigentes sindicales, esta invitación se pro- 
dujo en un momento en el cual el Poder Ejecutivo estaba 
profundamente desacreditado frente a la sociedad civil res- 
pecto al diálogo y a la concertación. Además, estaba el ante- 
cedente de lo que había sucedido en 1994, cuando la coali- 
ción gubernamental MNR-MRTKL-MBL no planteó ante 
las Naciones Unidas las resoluciones adoptadas entre el 
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Poder Ejecutivo y las organizaciones sindicales del país para 
iniciar una campaña internacional de despenalización de la 
hoja de coca. 

7 Sobre este punto habría que decir, además, que la “con- 
vivencia con el delito” y su adscripción a la lógica del capi- 
tal del tráfico de cocaína han determinado que los producto- 
res de coca sean víctimas de una suerte de “estigmatización 
social”. Así, el discurso gubernamental erigido en torno al 
proyecto de “reincorporarlos a la sociedad” combina el des- 
precio con la compasión. Este discurso es la versión oficial de 
la percepción social diferenciada de que son objeto los culti- 
vadores de coca. En algunos casos se admira su poder de in- 
terpelación sindical y política, mientras que, en otros, se los 
responsabiliza del “flagelo” de las drogas, acusándolos, como 
en este caso, de la responsabilidad de una posible 
“descertificación” del país [Véase Quiroga 1990: 46]. 

8 Centro de Instrucción de Tropas Especiales. 

En ese documento el gobierno se había comprometido a 
realizar las gestiones correspondientes para viabilizar la 
despenalización de la hoja de coca en el ámbito internacio- 
nal y a revisar la Ley 1008. 

10 La dictación de la medida de excepción y la detención 
de los principales dirigentes de las federaciones de producto- 
res de coca fue interpretado por los cocaleros como el rompi- 
miento de facto del diálogo. Inclusive, la Coordinadora de 
las cinco Federaciones del trópico determinó dejar sin efecto 
el anuncio de erradicación de las 1.750 hectáreas, así como 
la medición de los cultivos de coca, mientras el gobierno no 
levantara el estado de sitio y no liberara a Evo Morales. 
"La Policía Ecológica fue creada dentro de los objetivos 
del curso “Garras del Valor” (policías especializados en 
interdicción y lucha contra el narcotráfico) debiendo 
cumplir sus tareas en la jurisdicción del Parque Nacional 
Isiboro Sécure. Inicialmente, las actividades de esa unidad 
policial no iban a estar vinculadas a la lucha contra el 
narcotráfico, reduciéndose únicamente a garantizar la 
eliminación de las plantaciones excedentarias de coca y a 
salvaguardar el medio ambiente, a través del control de la 
depredación de especies forestales, caza y pesca de especies 
silvestres, y a evitar la contaminación de los ríos. Sin 
embargo, el inicio del operativo denominado “por el bien 
de todos”, en el mes de junio de 1995, en la zona del Isiboro 
Sécure, determinó la incorporación de los ecológicos en 
tareas de erradicación (forzosa) de plantaciones ilegales de 
coca e, incluso, interdicción al narcotráfico, en estrecha 
coordinación con Umopar. 

"Los esfuerzos gubernamentales de pacificar el trópico 
cochabambino se vieron limitados por las detenciones de los 
dirigentes, incluido Evo Morales, acusados de violar el esta- 
do de sitio, por lo cual el gobierno se vio obligado a liberar a 
los cocaleros confinados para iniciar las negociaciones. 

D Este operativo tenía por objetivo la llamada “erradica- 
ción neta” de la hoja de coca, a través de la destrucción de 
coca nueva y almácigos. 

14 Consejo Nacional contra el Uso Indebido de las Drogas. 
El 17 de septiembre fueron detenidos: el dirigente del 
Parque Nacional Isiboro Sécure, David Herrada Tenorio, y 
los campesinos Estanislao Chile y Francisco Vallejos, acusa- 
dos de actividades relacionadas con el narcotráfico. 

16 Además de los tres dirigentes detenidos por supuestos 
delitos de narcotráfico, que continuaban presos en Oruro, el 
gobierno detuvo también a otros tres campesinos acusados 
de ser los autores de la explosión de dinamita que cobró la 
vida de un cocalero. 
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1" Paralelamente a los anuncios de la marcha cocalera, la 


COB, la Confederación Sindical de Colonizadores y la 
CSUTCB convocaron a un bloqueo de caminos en protesta 
por la falta de arención gubernamental a sus demandas. Así, 
el 23 de diciembre, esas organizaciones sindicales ratificaron 
esa medida demandando los siguientes puntos: aprobación 
de la Ley del Instituto Nacional de Reforma Agraria; modifi- 
cación de la Ley de Participación Popular; modificación a la 
Ley de Reforma Educativa; aprobación de la Ley Forestal; 
cumplimiento de los convenios firmados y atención al pliego 
único de la COB; modificación de la Ley 1008, cese de la 
represión y respeto a los DD.HH. 

18 En uno de los últimos intentos por desvirtuar el carácter 
y los objetivos de la marcha, el Secretario de Defensa Social, 
Víctor Hugo Canelas, denunció que algunos dirigentes y cam- 
pesinos habían sido trasladados hasta la zona donde se en- 
contraban las marchistas (sin haber realizado caminata algu- 
na), con el único objetivo de mostrar una movilización más 
numerosa. 

19° Dirigentes de los cocaleros denunciaron la intervención 
de cuatro mercados primarios de coca en el Chapare, además 
de la detención de 142 personas, por parte de fuerzas combi- 
nadas de Umopar y Dinaco. El hecho, considerado por los 
dirigentes sindicales como una “provocación”, complicó el 
panorama de negociaciones con el gobierno, a tal punto que, 
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inclusive, dirigentes de los productores de coca llegaron a 
condicionar la realización de las negociaciones a la libertad 
de los detenidos. 

20 Unquinto mercado de coca fue intervenido por efectivos 
el 17 de enero. La noticia fue conocida cuando se estaban 
preparando los últimos detalles de la reunión entre las 
cocaleras y las esposas del Presidente y del Vicepresidente. 
21 Ni los dirigentes ni el Ministro de Trabajo, Reynaldo 
Peters, pudieron ingresar al encuentro; sin embargo, este úl- 
timo supervisó la reunión desde una sala adyacente, hacien- 
do llegar por escrito sus instrucciones a las Primeras Damas. 
R Conrelación a la solicitud de libertad de los dirigentes y 
campesinos de base detenidos por efectivos de Umopar, Da- 
vid Herrera, Francisco Callejas y Estanislao Chila, Ximena 
Iturralde y Lidia Catari explicaron que los tres habían sido 
absueltos y que sólo quedaba pendiente que la Corte Supe- 
rior de Distrito ratificara el fallo del juez que llevó su causa. 
Asimismo, ambas se comprometieron a acelerar la aproba- 
ción de la Ley de Fianza Juratoria en el Congreso. En cuanto 
alos 165 detenidos de Chipiriri, Shinaota y Villa 14 de Sep- 
tiembre, cuando tomó el control de los mercados primarios 
de coca, el gobierno informó que la mayoría habían sido libe- 
rados y que el resto estaba sometido a una investigación por 
presunta relación con el narcotráfico. 
d [véase Agreda, et al. 1996]. 
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CONCLUSIONES 
EL RECURSO “MARCHA” 
EN EL MOVIMIENTO COCALERO 





de aplicación de la política antidrogas en Boli- 
via se ha caracterizado por un alto grado de 
conflictividad. De ahí pues que, en más de una 
ocasión, la voluntad gubernamental de ejecutar- 
la, prescindiendo del consenso con los producto- 
res de coca, haya desembocado en: múltiples 
conflictos sociales. 

Sin embargo, es importante señalar que esa 
“actitud” se explica, en parte, por la existencia de 
compromisos internacionales, los cuales restrin- 
gen al mínimo la autonomía gubernamental en 
el diseño y la formulación de estrategias políticas 
de lucha contra las drogas en Bolivia. 

Mientras, por un lado, el gobierno debe hacer 
frente a la presión internacional', también ha te- 
nido que lidiar con presiones internas ejercitadas 
por grupos sociales, como las federaciones de pro- 
ductores de coca, partidos políticos y organizacio- 
nes laborales. Estas fuerzas sociales han constituido 
permanentemente una importante fuente de con- 
tención, aunque, en última instancia, su influen- 
cia no se haya visto reflejada en las políticas 
antinarcóticos. 

En ese marco, los gobiernos bolivianos han 
dado prioridad a las demandas de los Estados Uni- 
dos, eludiendo la negociación con los sindicatos 
de productores de coca, reprimiendo a los cam- 
pesinos o simplemente ignorando las demandas 
de los grupos internos. 

Aunque el gobierno boliviano hubiera sido 
partidario de ejecutar una política menos represi- 
va (en relación a los productores de coca), su única 
opción para recibir ayuda económica y otros be- 
neficios (como obtener la ansiada certificación 
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del gobierno de los Estados Unidos) es, y ha sido, 
ajustarse a las iniciativas norteamericanas. 

Una vez establecidas las políticas antinar- 
cóticos, el gobierno boliviano negoció acuerdos 
por separado, los cuales fueron respetados sólo en 
la medida en que no creaban conflicto con las 
demandas externas’. 

En el último periodo analizado, por ejemplo, 
se destaca el énfasis que ponen las autoridades 
gubernamentales (a través de declaraciones a la 
prensa) en remarcar la voluntad estatal de erradi- 
car la hoja de coca, porque en medio se encuen- 
tran muy serios compromisos internacionales. 

El reducido espacio de que dispone el gobier- 
no para diseñar una política antidrogas “nacio- 
nal” —producto de la extrema dependencia del 
país de la ayuda de los Estados Unidos— limita 
tenazmente cualquier posibilidad de llegar al con- 
senso sobre el tema de la producción de coca en 
el país. 

Las presiones externas dejan espacios cada 
vez más reducidos para el disenso, motivo por el 
cual, y en la perspectiva de canalizar sus deman- 
das y reivindicaciones, los productores de coca 
del trópico de Cochabamba se han visto obliga- 
dos a recurrir a una serie de mecanismos de pre- 
sión como son, precisamente, las marchas, 
bloqueos, huelgas, etc. 

Las movilizaciones promovidas por los sindi- 
catos campesinos de productores de coca encon- 
trarían justificación en la medida en que el 
gobierno no asume una posición abierta 
de concertación frente a las demandas de ese sec- 
tor. Se trataría, por consiguiente, de un círculo 
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vicioso donde, frente a la postura gubernamental 
insistente en la erradicación, la respuesta de los 
productores se traduciría en la determinación de 
movilizarse para conseguir sus objetivos. 

Por otra parte, más de una vez ha quedado es- 
tablecido que cualquier intento de negociación 
dirigido a alcanzar el consenso o la concertación 
social sobre el tema de la coca ha surgido, más 
bien, para superar una situación de conflicto an- 
tes que para evitarla. A lo largo de casi dos déca- 
das de experiencia sindical, ese hecho se ha 
mantenido como una constante en la relación 
entre el gobierno y los sindicatos campesinos del 
Chapare. 

En el caso de las dos marchas cocaleras, la fir- 
ma del acuerdo entre el gobierno y los campesi- 
nos sobrevino después de la negociación 
propiciada con la llegada de los marchistas a la 
ciudad de La Paz, poniendo así fin a un conflicto 
que se prolongó por más de tres semanas’. 

De esa manera, quedó demostrado una vez más 
que, tanto el diálogo como la negociación, sobre- 
vienen después de haber recurrido a otras instan- 
cias como: la huelga de hambre, el bloqueo de 
carreteras, la autocrucifixión y, en este caso, la 
propia movilización expresada a través de una 
marcha. 

Este tipo de acontecimientos ha demostrado 
que la cultura política de los actores sociales de- 
termina que la solución de un conflicto dependa 
de la ejecución de una serie de mecanismos de 
presión antes que del acuerdo y del consenso, cir- 
cunstancias ambas que devienen del proceso de 
negociación. Por lo menos eso es lo que ha que- 
dado establecido en la relación gobierno-produc- 
tores de coca. 

La idea que hemos sostenido desde un princi- 
pio, es que sería la propia experiencia política de 
los actores sociales la que determinaría que éstos 
tengan que optar, necesariamente, por una serie 
de mecanismos de presión para solucionar los con- 
flictos. Es precisamente ahí donde encontraría 
asidero nuestra hipótesis, al sostener que estas 
acciones (en este caso las marchas) estarían diri- 
gidas a agudizar los antagonismos existentes, de- 
terminando la urgencia de arribar a un acuerdo 
en la perspectiva de superar el conflicto. 

Este hecho de presionar para negociar se 
explica por la permanencia de una “lógica de 
confrontación” que no ha podido ser borrada en 
años de encuentros y procesos de integración 
social. 
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Por otra parte, las marchas fueron utilizadas 
como una forma de comunicación, no sólo con el 
gobierno sino, inclusive, con la opinión pública. 

Con el gobierno —ya lo hemos dicho— en 
sentido de presionarlo para negociar. Es evidente 
que desde la perspectiva campesina ambas 
movilizaciones propiciaron un “encuentro” de alto 
valor simbólico con el gobierno. No de otra for- 
ma puede interpretarse la recreación de una prác- 
tica que, a nuestro entender, alude necesariamente 
a la rebelión indígena de 1781, que desembocó 
en el cerco de la estratégica ciudad de La Paz, man- 
teniendo temporalmente el equilibrio entre las 
fuerzas rebeldes indígenas y las fuerzas realistas de 
esa época. 

Pero, no sólo por la importancia del hecho de 
moyilizarse en masa hasta la sede de gobierno sino 
fundamentalmente porque esas movilizaciones 
fueron una respuesta que surgió ante la incapaci- 
dad gubernamental de ofrecer espacios de 
concertación con el movimiento cocalero a tra- 
vés de una política definida de participación. 

Con la opinión pública, a través del impacto 
generado por una marcha de casi un mes de dura- 
ción, hasta el punto de llegar, incluso, a movili- 
zarla en favor de sus demandas. Prueba de lo 
anterior ha sido el recibimiento de que fueron 
objeto ambas movilizaciones a su llegada a la sede 
de gobierno, recibiendo diversas muestras de 
solidaridad por parte de la población urbana de 
esa ciudad!, 

Es evidente que los medios de comunicación 
cumplieron un rol fundamental en la creación de 
lo que hemos venido a denominar “espacio pú- 
blico de negociación”, a través de la difusión de 
imágenes de la marcha, declaraciones de dirigen- 
tes y autoridades del gobierno, testimonios de los 
protagonistas, artículos y editoriales —tanto a 
favor como en contra de la movilización—, etc. 

Toda esa cobertura permitió hacer partícipe 
de ese acontecimiento a la población urbana del 
país —aunque sólo haya sido temporalmente y 
por el tiempo que duró la movilización—, para 
quien hasta ese momento el conflicto gobierno- 
cocaleros (en torno a los temas de erradicación 
de cocales, violación de los derechos humanos, 
desarrollo alternativo, etc.) había sido totalmen- 
te ajeno a su realidad. 

En otras palabras, fueron los medios de comu- 
nicación los que, a través de la generación de 
una “agenda pública”, convirtieron un hecho in- 
dividual —como habían sido hasta antes de la 
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marcha las violaciones a los derechos humanos 
que tenían lugar en el Chapare, por ejemplo— 
en un hecho masivo. 

Parte importante de esta “estrategia 
comunicacional simbólica”, desarrollada a través 
de la marcha, fue el hecho de que esta medida de 
presión estaba dirigida a producir un determina- 
do efecto en la opinión pública —en el mejor de 
los casos, “movilizarla” en favor de sus demandas 
y objetivos—, ganar aliados y, fundamentalmen- 
te, Obligar al gobierno a negociar, presionado no 
sólo por los sindicatos campesinos, sino por otras 
fuerzas sociales externas al conflicto. 

Corroborando la hipótesis planteada, podemos 
decir que el recurso “marcha” es, y ha sido utiliza- 
do, con la intención de crear lo que hemos deno- 
minado “espacios comunicacionales” donde no 
sólo se hacen públicas demandas y reivindicacio- 
nes sectoriales, sino que también se pone de ma- 
nifiesto la demanda campesina de negociación. 

La “publicidad” que se genera alrededor de una 
movilización de las características de una marcha, 
a través de la labor que desarrollan los medios de 
comunicación, contribuye ampliamente a la crea- 
ción de esos “espacios” públicos. Así, una marcha 
constituiría un mecanismo que permitiría el paso 
de lo individual a lo publicitario y colectivo por 
medio, claro está, de la labor de difusión llevada 
a cabo por los medios de comunicación. 

Resumiendo, del análisis de las dos marchas 
cocaleras se desprenden varios elementos que vale 
la pena remarcar. 

1. Para el movimiento cocalero, el recurso 
marcha sería una táctica de presión dirigida a ge- 
nerar “espacios públicos” de negociación y discu- 
sión de sus demandas y reivindicaciones. La 
generación de estos espacios, por lo tanto, con- 
llevaría a la negociación y en algún caso a la 
concertación, aunque, como ya dijimos, produc- 
to de esa improvisación, a la larga y por la fuerza 
de las circunstancias, muchos de los términos de 
ese acuerdo sean infringidos por cualquiera de las 
partes (en este caso, por el gobierno dado que la 
presión estuvo a cargo de los sindicatos campesi- 
nos obligando al primero a ceder en su posición). 

2. Estos espacios públicos, creados a través de 
las marchas, no estarían restringidos solamente 
al ámbito “oficial” (entiéndase de las negociacio- 
nes con el gobierno) sino que, por el contrario, se 
proyectarían a otros ámbitos de la sociedad lle- 
gando incluso a movilizar a la opinión pública en 
su favor. De esta manera, la necesidad de llegar a 
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la concertación social no es solamente una de- 
manda de los sectores directamente involucrados 
en el conflicto. 

Fue así que, durante el tiempo de duración de 
las marchas, sectores de la sociedad que, en con- 
diciones normales, se habían mantenido al mar- 
gen del conflicto gobierno-productores de coca, 
adhirieron a la movilización, incorporando sus 
propias demandas (tal es el caso de las demandas 
relacionadas con la revisión de las Leyes de Parti- 
cipación Popular, Reforma Educativa, etc.), o asu- 
miendo el rol de “árbitros” que presionan al 
gobierno para la apertura de negociaciones. 

3. Además de constituirse en mecanismos de 
presión, encaminados a reabrir la negociación con 
el gobierno, las dos marchas respondían directa- 
mente a una demanda de participación campesi- 
na. Participación, tanto en el diseño y ejecución 
de la política antidrogas como en la gestión de su 
propio desarrollo, a través de la ejecución de los 
proyectos del desarrollo alternativo. 

Podríamos decir incluso que en ambas ocasio- 
nes “era el campo recurriendo a la ciudad” para 
hacerse visible, propiciando la apertura de una 
negociación y planteando demandas que no ha- 
bían sido canalizadas por las vías institucionales 
formales. 

Como hemos visto, la existencia de un siste- 
ma político excluyente ha determinado que algu- 
nos sectores sociales del país tengan que recurrir 
a esos mecanismos de presión con el objetivo de 
canalizar sus demandas y reivindicaciones frente 
al Estado. 

Así pues, el intento por constituir un partido 
político campesino —con bases eminentemente 
corporativistas en el inicio— constituye una ten- 
tativa por acceder a un espacio de representación 
en el sistema político boliviano, tentativa que, 
por lo que se ha visto, ofrece interesantes pers- 
pectivas para el movimiento cocalero y campesi- 
no en general’. 

4. Resulta evidente la desconfianza que existe 
con respecto a la negociación, no sólo por parte de 
los sindicatos campesinos sino también por parte 
del gobierno. El paulatino incumplimiento de con- 
venios y compromisos firmados con las autorida- 
des gubernamentales ha contribuido a desprestigiar 
de tal forma a la negociación que los productores 
de coca prefieren recurrir a otro tipo de estrategias 
o tácticas para conseguir sus objetivos. 

5. En una marcha estaría implícita, entonces, 
una doble lógica de presión. Además de forzar la 
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apertura de negociaciones, a través de la agudiza- 
ción del conflicto, su ejecución dependería direc- 
tamente del cumplimiento de los acuerdos 
firmados con el gobierno. 

Consecuentemente, la reanudación del con- 
flicto (expresado a través de una marcha, un blo- 
queo, o una huelga) sería una posibilidad 
“latente”. En ese contexto, aunque la mayoría de 
los puntos incluidos en el pliego petitorio presen- 
tado por las federaciones de productores de coca 
al gobierno (en el caso de las dos marchas) sean 
atendidos favorablemente en los convenios fir- 
mados, en la práctica su cumplimiento muchas 
veces no se concreta, debido a que su aceptación 
(por parte del gobierno) ha estado mediatizada 
por la presión. 

Lo que ha sucedido hasta el momento —y va 
a continuar sucediendo— es que cuando una de 
las partes en conflicto cree que la presión puede 
incidir favorablemente en la consecución de sus 
objetivos, los “acuerdos” se construyen sobre ba- 
ses poco sólidas y son proclives a ser infringidos. 

Esta situación se mantendrá invariable, mien- 
tras en la negociación una de las partes se vea 
obligada, a través de la presión ejercida por la otra, 
a aceptar un acuerdo cuyo contenido contradice 
sus intereses y sus objetivos. 

6. Finalmente, cabe preguntarse, ¿por qué 
marchar?, si en más de una ocasión ha quedado 
demostrado que los resultados obtenidos con la 
marcha no compensan, para decirlo de alguna 
manera, todo el esfuerzo desplegado a través de la 
movilización. 

Creemos, sin embargo, que este tipo de 
movilizaciones no debe ser analizado en térmi- 
nos de los resultados conseguidos, a partir de las 
reivindicaciones planteadas por los actores socia- 
les (sean éstos productores de coca, colonizado- 
res, campesinos, etc.), sino más bien desde la 
perspectiva de que son intentos por replantear la 
negociación con el gobierno y su propia relación 
con el Estado. 

Como ya dijimos, el conflicto entre los pro- 
ductores de coca y el Estado constituye la expre- 
sión de la oposición a un poder, oposición ésta 
que cuestiona la relación excluyente que éste (el 
Estado) ha establecido con el campesinado. 

De ahí que, según un balance de ambas 
movilizaciones, realizado por los propios prota- 
gonistas, más que los logros inmediatos, lo positi- 
vo de ambas marchas se habría traducido en 
una mayor cohesión de sus organizaciones y en el 
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fortalecimiento del movimiento campesino 
cocalero. Esta afirmación, sin embargo, se 
circunscribe solamente al período analizado y a 
los dos hechos objeto de nuestro estudio, ya que 
los acontecimientos actuales dan cuenta de pro- 
cesos distintos en un contexto también distinto. 


' Esta presión no se reduce solamente al gobierno de los 


Estados Unidos, a través de las instancias gubernamentales 
competentes, sino que inclusive se extiende a los organismos 
internacionales de financiamiento como el Banco Mundial 
(BM) y el Fondo Monetario Internacional (FMI), de los cua- 
les ese país es miembro mayoritario. Como integrante, Boli- 
via puede acudir a esas instituciones para obtener asistencia 
financiera y consultiva; sin embargo, la “descertificación” nor- 
teamericana del país, en el tema de la lucha contra las dro- 
gas, significaría también el “veto” para acceder a esos servi- 
cios internacionales. 

2 [Véase Gamarra 1994]. 

> Decimos “propiciada” porque, desde la perspectiva cam- 
pesina, la realización de las marchas implicó, como vere- 
mos más adelante, la creación de un espacio “comu- 
nicacional” simbólico que, en otras circunstancias, no hu- 
biera sido creado. Esa situación fue posible en la medida en 
que ambas movilizaciones significaron un intento por ha- 
cer públicas las demandas de los productores de coca. Por lo 
tanto, siempre, desde esa óptica, las marchas concitaron el 
respaldo de otros sectores sociales, los cuales, en algunos 
casos, incorporaron sus propias demandas a la movilización 
y, en otros, presionaron para la apertura de negociaciones 
con el gobierno. 

+ — Destacamos, en las dos marchas, el intento por involu- 
crar a la opinión pública a través de la utilización de un dis- 
curso estratégico. Así, en 1994, los productores de coca vol- 
vieron a apelar al tema de la “soberanía nacional”, introdu- 
ciéndolo como parte esencial de su discurso. Desde el princi- 
pio, la utilización del slogan “Por la Vida y la Soberanía Na- 
cional” procuró interpelar al resto de la sociedad, intentando 
que el movimiento trascendiera más allá de lo puramente 
corporativo. De ahí que se hablara de defender la soberanía 
del país, en directa alusión a la injerencia norteamericana en 
el diseño de la política antidrogas y en los asuntos internos 
del país. En 1995, en cambio, ese tema, presente de manera 
implícita a través de la inclusión del rechazo a la capitaliza- 
ción de YPFB en el pliego de peticiones de las marchistas, 
fue reemplazado por el de “la vida y los derechos humanos”. 
Ese discurso cumplió, entonces, el mismo rol interpelatorio 
que había tenido un año antes el de la soberanía. Finalmen- 
te, hay que mencionar que la eficacia de esa interpelación 
pudo haber estado mediada por la solidaridad que despertó 
en la población urbana una movilización de esas característi- 
cas, donde hombres, mujeres, ancianos e incluso niños mar- 
charon a pie desde el Chapare hasta la sede de gobierno con 
la finalidad de negociar directamente con el Ejecutivo temas 
inherentes a su sector. 

5 Enun contexto más amplio, las elecciones nacionales de 
este año, ratificaron la “hegemonía” política que la IU había 
conseguido en las elecciones municipales de 1995 en las po- 
blaciones del trópico cochabambino, con la obtención de 
casi el 70% de la votación plurinominal y más del 85% de la 
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votación para diputaciones uninominales. De hecho, esta úl- 
tima permitió que, en las nueve jurisdicciones uninominales 
del departamento de Cochabamba, cuatro diputados 
uninominales (entre ellos tres sindicalistas) fueran elegidos 
por la Asamblea por la Soberanía de los Pueblos. Entre los 
sindicalistas electos, el más exitosc ha sido precisamente el 
Secretarlo Ejecutivo de la Federación del Trópico de 
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Cochabamba, Evo Morales, elegido diputado uninominal por 
la Izquierda Unida (1U) en la circunscripción 27, pertene- 
ciente al trópico de Cochabamba. Esos resultados determi- 
naron que sorpresivamente la IU pasara a ser la sexta fuerza 
política más importante del país, desplazando de ese lugar al 
Movimiento Bolivia Libre (MBL). 


NATALIA CAMACHO 
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EDUARDO CÓRDOVA 


INTRODUCCIÓN 


™ | enfrentamiento de los problemas que per- 
on mite plantear la democracia (en este caso, el 
llamado complejo coca-cocaína), además de pro- 
poner soluciones técnicamente adecuadas, debe 
contar con un sustento de la sociedad —a través 
de los grupos interesados y en última instancia de 
la población en general— que garantice su ejecu- 
ción!. En este texto se presenta un examen de la 
opinión pública sobre el problema de la coca y la 
concertación de su solución. La investigación, 
realizada en 1996, pretendió dar cuenta de las 
principales orientaciones de la población de las 
ciudades de Cochabamba y La Paz (las más cerca- 
nas a los polos del problema) y las opiniones pre- 
sentes en diversos grupos de la sociedad que de 
una u otra manera se vinculan con el tema. 
Tomando en cuenta los ritmos y densidades 
que pueden discriminarse clara y alternativamente 
en la dinámica del problema, el trabajo consta de 
dos partes: una se refiere a su tempo más lento, en 
el que pareciera no suceder nada, y la otra al más 
veloz, el de las movilizaciones de las organizacio- 
nes de cocaleros o el de las acciones de represión. 
En la primera, que contiene seis capítulos, se exa- 
mina la opinión pública sobre el problema de la 
coca en momentos no críticos. Se incluyen en ella 
los resultados de una encuesta que se hizo entre 
junio y octubre de 1996 con la población adulta 
de las ciudades de La Paz y Cochabamba y con 
periodistas de esta última?. La presentación de esta 
información se complementa con referencias de 
otros estudios de opinión que corresponden a 
empresarios, dirigentes políticos y sindicales, 
académicos y periodistas. 
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En el primer capítulo se hacen algunas preci- 
siones —válidas para las partes primera y segun- 
da— sobre el concepto de opinión pública, se 
define una forma de entender la formación de 
opiniones en el caso y se muestra el lugar subal- 
terno que el problema de la coca tiene en el te- 
mario de la población. El segundo se dedica a las 
definiciones del problema por parte de los grupos 
interesados y la gente; muestra cuán pequeña 
aceptación tiene la percepción del complejo coca- 
cocaína como un hecho meramente delictivo; 
incluye además actitudes y opiniones acerca de 
los cocaleros, la producción y el consumo de la 
hoja de coca. En el tercer capítulo —que trata 
del narcotráfico y la cocaína— se ve cómo este 
“flagelo” sufre una condena pública que promue- 
ve acciones de fuerza para enfrentarlo. 

El cuarto capítulo contiene referencias de los 
componentes principales de la política oficial de 
la coca (relativos a la demanda y oferta de coca y 
cocaína). Se examina qué piensa la población que 
debe hacerse para solucionar el problema. El quinto 
se dedica a la concertación, y encuentra que la 
negociación y el diálogo son percibidos positiva- 
mente por los actores involucrados y la población 
en general. El sexto capítulo trata de la formación 
de opiniones, tomando en cuenta dos perspecti- 
vas: las conexiones entre los grupos interesados y 
la población y las características generales (sexo, 
edad, empleo) de los entrevistados. Para terminar 
la primera parte, se ofrece una breve conclusión 
relativa a la precariedad de la formulación del pro- 
blema de la coca —como problema— en momen- 
tos normales o de “ritmo lento”. 
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La segunda parte es el estudio de la circula- 
ción y formación de opiniones en una situación 
crítica. Se ha tomado como objeto la marcha de 
las mujeres cocaleras a la sede del gobierno. 
Consta de tres capítulos. Cada uno pretende res- 
ponder cuestiones referidas a la manera en que 
se manifiesta públicamente el problema de la 
coca; respectivamente: los objetivos de la movi- 
lización, la movilización misma y las estrategias 
publicitarias de los principales participantes. En 
esta parte se observa cómo los participantes pre- 
tenden atribuir a la movilización objetivos dis- 
tintos, cómo se pone en duda su misma existencia 
y qué recursos usan para presentarse ante la 
“opinión pública” en relación a los demás. Fina- 
liza con conclusiones parciales referidas a la efi- 
cacia de los reclamos públicos de cada 
participante. 

El trabajo termina con una breve reflexión que 
toma en cuenta las situaciones “normales” y las 
“anormales”. 
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Se incluyen posteriormente anexos referidos 
a la encuesta. 


' En ello radica, según Malloy, el problema de la 
gobernabilidad, que “tiene dos aspectos que deben ser en- 
frentados por todas las jóvenes democracias de la subregión 
(andina). El primero es una tarea de ingeniería constitucio- 
nal (...) En segundo lugar, los gobiernos democráticos (...) 
deben resolver la necesidad tanto táctica como estratégica 
de conformar coaliciones entre los grupos de la sociedad ci- 
vil” (1992: 134). Igualmente, René Mayorga encuentra que 
“las dimensiones subyacentes a la problemática de la 
gobernabilidad (son): el fortalecimiento de la legitimidad del 
sistema político y de las instituciones estatales; y el desarro- 
llo de la eficacia de las políticas públicas diseñadas e 
instrumentadas por el Estado” (1992: 41). 

2 Se tomaron en cuenta tres grupos de edades: los “jóvenes” 
(de 20 a 34 años), los “adultos” (de 35 a 44 años) y los “ma- 
duros” (de 45 a 64 años). Para un detalle de los aspectos 
metodológicos de la investigación, véase el Anexo No. 3, 
“De las encuestas sobre el problema de la coca”. 
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ENCUESTAS DE LA OPINIÓN PÚBLICA 
SOBRE LA COCA Y LA COCAÍNA 





ANTECEDENTES 


E n este capítulo del trabajo se verán inicial- 
mente algunos conceptos de opinión públi- 
ca; se hará énfasis en el doble sentido de la pala- 
bra “público” y se adoptará una manera de 
entender la formación de opinión en torno al pro- 
blema de la coca a través de la definición de los 
grupos interesados que discuten alrededor de él. 
Posteriormente se verá el lugar que el tema ha 
ocupado en la opinión —tanto de la población 
como de los grupos mencionados— durante estos 
últimos diez años. 


1. Opinión pública 

No hay una definición aceptada unánimemente 
de la opinión pública. Se dice incluso que “la opi- 
nión pública no es el nombre de algo sino una 
clasificación de una serie de algos” (Childs 1965; 
cit. Davison 1975: 454). A pesar de distinguirse 
con claridad de nociones como la vox populi, el 
Volksgeist o la “voluntad general”, los expertos han 
producido varias definiciones diferentes. 

Y es que la idea remite a cosas distintas; en 
palabras de Jiirgen Habermas, el concepto con- 
voca a la vez a “una instancia crítica en relación 
a la notoriedad pública normativamente licitada 
del ejercicio del poder político y social (... y a una) 
instancia receptiva en relación a la notoriedad 
pública ‘representativa’ o manipulativamente di- 
vulgada, de personas e instituciones, de bienes 
de consumo y de programas” (1986: 261). Para 
Tónnies (1902: cit Monzón s.f.: 136), se trata de 
un “conglomerado de puntos de vista, deseos y 
propósitos diversos y contradictorios ( ... y de una) 
potencia unitaria, expresión de la voluntad 
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común”. Lippmann, por su parte, señala que las 
“imágenes que se hallan dentro de las cabezas (...) 
de los seres humanos, las imágenes de sí mismos, 
de los demás, de sus necesidades, propósitos y re- 
laciones son sus opiniones públicas” (1922: 29; 
cit. Monzón s.f.: 136). 

A pesar de esta diversidad (que se muestra en 
los referentes: imágenes en las cabezas, voluntad 
común, instancia crítica), la mayoría de los auto- 
res coinciden en dos ideas básicas que tienen que 
ver con el adjetivo “público” (que la opinión se 
hace en público y sobre asuntos de interés públi- 
co). Por ejemplo, para Monzón (s.f.: 137) la opi- 
nión pública es “La discusión y expresión de los 
puntos de vista del público (o los públicos) sobre los 
asuntos de interés general, dirigidos al resto de la so- 
ciedad y, sobre todo, al poder” (las cursivas están 
en el original). Speier (1950: 102; cit. Monzón 
s.f.: 136) habla, a su vez, de “las opiniones sobre 
cuestiones de interés para toda la nación expre- 
sadas libre y públicamente por gentes ajenas al 
gobierno, que pretenden tener el derecho de que 
sus opiniones influyen o determinan las acciones, 
el personal o la estructuras del gobierno”. 

Giovanni Sartori ha resumido esto adecuada- 
mente, al indicar que “una opinión se denomina 
‘pública’ (...) cuando se dan conjuntamente dos 
características: la difusión entre públicos y la re- 
ferencia a la cosa pública” (1992: 150). 

Los estudios de la opinión pública suelen to- 
mar algunos de los cuatro enfoques siguientes: 


la medición cuantitativa de la distribución de la 
opinión; la investigación sobre las relaciones internas 
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entre las opiniones individuales que conforman la 
opinión pública; la descripción o el análisis del papel 
político de la opinión pública; y el estudio tanto de 
los medios de comunicación que difunden las ideas 
en que se basan las opiniones como de los usos que 
hacen de estos medios los bropagandistas y otros 
manipuladores (Davison 1975- 454)". 


Ya que “la formación de las opiniones es el 
objeto principal de las investigaciones de opinión 
pública” (Lipset 1974: 133), una comprensión 
íntegra del fenómeno debe tomar en cuenta los 
referentes de los cuatro enfoques que comúnmente 
se han usado. 

Las ciencias sociales han propuesto varios 
modelos para entender la formación de opinio- 
nes públicas; aquí se toma en cuenta el de la cas- 
cada, propuesto por Karl W. Deutsch (1968) en 
un estudio sobre relaciones internacionales. Se- 
gún él, la opinión se forma como una cascada en 
la cual hay cinco niveles o contenedores que trans- 
miten la opinión; son: 


1) las élites económicas y sociales, 

2) los políticos y autoridades estatales, 

3) los medios de comunicación y su personal, 
4) los líderes locales de opinión, y 

5) la población. 


En cada nivel, los elementos que forman las 
opiniones se mezclan y pasan al siguiente; en oca- 
siones la mezcla es tan fuerte que rebalsa y sube al 
contenedor o depósito de arriba. Ha de entender- 
se, con Sartori, que no puede decirse a priori de 
dónde sale la opinión, lo cual depende de la si- 
tuación específica de cada caso. 

Por otra parte, el concepto de opinión públi- 
ca tiene que ver con las raíces profundas de la 
democracia y está íntimamente ligado al de esfe- 
ra pública. Esfera pública es, de acuerdo con 
Nancy Fraser, 


un teatro en las socied:des modernas en el cual la 
participación política se realiza por medio del habla. 
Esel espacio en el cual los ciudadanos deliberan acerca 
de sus asuntos comunes; es decir que es una arena de 
la interacción discursiva (...) un lugar para la 
producción y circulación de discursos que en principio 
pueden ser críticos del Estado (1990: 57; la traducción 
es nuestra).? 


Hasta este punto se vio que la opinión públi- 
ca involucra “publicidad” del objeto y “publici- 
dad” de la emisión o de la transmisión de la 
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opinión. También se hizo notar que la formación 
de las opiniones, dependiendo de los casos, pue- 
de suceder de arriba abajo o viceversa y, finalmen- 
te, que las opiniones públicas se realizan en esferas 
públicas. En el siguiente apartado se verá el lugar 
que el problema de la coca ha adoptado en la opi- 
nión pública boliviana. 


2. La coca en la opinión pública 

No se pretende explicar cómo se forma la opi- 
nión pública en Bolivia. El problema de la coca 
es singular y se hará énfasis en los rasgos que defi- 
nen esa singularidad. La idea de la cascada de 
Deutsch ayudará en ello. Deben identificarse en- 
tonces los “contenedores” de opinión cuyas refe- 
rencias son pertinentes para el caso. Dadas las 
complejidades propias del país, se hablará funda- 
mentalmente de un nivel élites? y, en los casos 
importantes, se distinguirán los niveles de las frac- 
ciones de las élites; éstas serán las élites empresaria- 
lest, los funcionarios estatales y los políticos, los 
intelectuales y los medios de comunicación y su per- 
sonal. Por las características del problema, tam- 
bién se incluyen, en un nivel aparte, los dirigentes 
de las organizaciones de campesinos cocaleros y, en 
otro, la población’. La imagen de una cascada con- 
nota relaciones de transferencia de información 
vertical (y no sólo de transferencia, porque, de 
alguna manera, refleja las posibilidades de acceso 
al ejercicio de un poder e insinúa una jerarquía 
de poderes: económico, político, “cuarto poder”..., 
según la cual se ordenarían los contenedores de 
arriba abajo) e interdependencia más o menos rí- 
gida entre los niveles vecinos. Nuestra definición 
difusa de élites y la consideración de los campesi- 
nos cocaleros alteran en algo esa idea, dándole 
flexibilidad. Los campesinos operan en más de un 
nivel. El más importante es el político (en el que 
se hallan las autoridades del gobierno y los demás 
miembros de la “clase política”), donde avivan 
las de por sí turbulentas aguas del encuentro de 
opiniones. 

Después de haber especificado los “contene- 
dores” de opinión, en el caso de la coca, se harán 
breves referencias a algunos grupos que forman 
parte de ellos y al lugar que han otorgado en sus 
temarios al problema de la coca. 


2.1. Las élites 

Obviamente, un empresario puede ser, al mismo 
tiempo, político y, necesariamente, forma también 
parte de la población. Por esta difusión de las 
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fronteras, se incluye aquí, con el denominador co- 
mún de élites, a los siguientes grupos: los restos de 
la aristocracia terrateniente, los altos funcionarios 
de la burocracia estatal, la jerarquía eclesiástica, 
los jefes militares, los empresarios y la clase políti- 
ca (Mansilla 1995: 38-39). Posteriormente las re- 
ferencias se harán específicamente a cada uno de 
los grupos que, según las definiciones anteriores, 
arman niveles de la cascada de opinión. 

Mansilla destaca que no se ha hecho un estu- 
dio histórico riguroso y ambicioso de las élites pero 
señala cuatro rasgos de ellas: 1) no presentan “una 
continuidad histórica aceptable” en términos de 
grupos y familias; 2) sus características culturales 
combinan pautas tradicionales de comportamien- 
to con su reproducción en grupos raciales de piel 
clara, provincianismo, “falta de valores cristianos 
en el tratamiento de los otros estratos”, inexis- 
tencia —hasta hace pocos años— de vocación 
democrática y confianza en el uso de la violencia 
en la resolución de conflictos; 3) ya que “no han 
sabido o no han podido elaborar modelos real- 
mente originales en los campos técnico-econó- 
mico, político-administrativo y gerencial y 
padrones propios de consumo, comportamiento 
y distracción”, imitan, sobre todo a las capas me- 
dias norteamericanas de origen provinciano; 4) no 
han tenido proyecto histórico propio (: 18-20). 


Fracciones de las élites 
El nacionalismo revolucionario quería moder- 
nizarlo todo. En términos de élites, esto significó 
“la separación entre las élites económica, social, 
política e intelectual”, la modernización desigual 
y la fragmentación de estos sectores y, en las últi- 
mas décadas, “la asunción de algunas funciones 
políticas por la élite empresarial” en vez de la cla- 
se política clásica, incapaz administrativamente 
y atrasada culturalmente (: 30). “Es probable que 
la segmentación de fracciones (...) haya produci- 
do una variedad de concepciones éticas, bastante 
diferentes unas de otras.” Así, probablemente los 
empresarios y los intelectuales sean más moder- 
nos y posmodernos que los políticos (: 32-33). 
Es que “la clase política combina (...) 1) una 
concepción premoderna en torno a pautas colec- 
tivas de comportamiento con 2) una visión 
tecnicista del manejo de las políticas públicas”, 
sintetizando lo negativo de ambas corrientes 
socioculturales (: 43). 

Con respecto al complejo coca-cocaína, pue- 
de hacerse una aproximación a la relación de las 


SEGUNDA PARTE 


élites con el consumo de drogas a través de los 
fines que estos grupos buscan: “Si se puede hablar 
de una meta normativa compartida por todos los 
sectores elitarios bolivianos, entonces se trata se- 
guramente de la ideología de la modernización, el 
crecimiento y el desarrollo” (: 43), que tiene que 
ver con la expansión de la frontera agrícola, ur- 
banización y pretensiones de vida iguales a las de 
las sociedades del norte. Perseguir eso es también 
perseguir sin querer los vicios del norte y sus pro- 
blemas; entre ellos está el tráfico y el consumo de 


drogas (: 44). 


Los políticos 

Cabe señalar que los políticos, en tanto que “hom- 
bres públicos”, no tienen opiniones que no sean 
públicas. Tomando en cuenta que actúan estraté- 
gicamente con relación al poder y que el ejercicio 
del poder, en Bolivia, no se separa del problema 
de la coca —que se ha hecho fundamental en re- 
lación a la sociedad nacional y a otros países—, 
esto implica que, frente a temas relacionados con 
la coca y el narcotráfico, no pueden abstenerse 
de contribuir a la opinión pública. Sus opiniones 
están normalmente determinadas al menos en 
modo parcial por la pertenencia a uno u otro par- 
tido: si se está en la oposición, se atacan los vín- 
culos del actual gobierno con el narcotráfico y su 
ineficiencia O incapacidad; si se está en el poder, 
al tiempo que se da relieve a las virtudes propias 
se ataca la ineficiencia e incapacidad del 
gobierno anterior y sus relaciones con los 
narcotraficantes. 

De acuerdo con un “Cuadro de posiciones del 
debate coca-cocaína”, publicado en 1994 (Últi- 
ma Hora, 18.09.94), la mayoría de los partidos 
políticos están de acuerdo en que la hoja de coca 
no puede ser considerada como cocaína (se insi- 
núa ahí el recuerdo de la declaración de Jaime 
Paz de que la coca es nuestra y buena, y la cocaí- 
na, foránea y mala) y en que debe “despenalizarse”. 
Por otro lado, debe recordarse la satisfacción ma- 
nifestada por algunas autoridades después de cum- 
plir con planes de erradicación de cocales. Ante 
el problema de la coca, una frase puede definir las 
opiniones que circulan entre los políticos: “la coca 
tiene cocaína”; o, según la ecuación de Juan del 
Granado: “coca + precursores = cocaína”. 


Los “intelectuales” 
Una de las señales de “madurez” del problema de 
la coca —o madurez de la sociedad frente a él — 
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es la existencia de individuos y grupos especiali- 
zados en su conocimiento. Los investigadores so- 
ciales (miembros de centros de estudios, 
universidades), vinculados más o menos fuerte- 
mente a los productores de coca o ligados más o 
menos al gobierno y ligados entre sí, han armado, 
junto a otros especialistas, esferas de discusión 
que exceden, en algunos casos, los marcos nacio- 
nales, de manera similar a cómo la realidad de 
la producción y tráfico de drogas desborda las 
fronteras. 


Considerando el lugar desde donde hablan, las 


opiniones de los especialistas se refieren 1) al con-' 


sumo y tráfico y reducción de la oferta y demanda 
de drogas, y se plasman en la polémica de la “le- 
galización” o “despenalización” (si se habla desde 
las sociedades del norte, que importan diversas 
drogas de diversos países); o se ocupan 2) de los 
problemas sociales más locales que tienen que ver 
con las organizaciones de campesinos producto- 
res de coca y con la presión de los Estados Uni- 
dos, entre otros factores, y se condensan en las 
respuestas a las preguntas ¿qué hacer con la coca? 
y ¿qué hacer con el Chapare? f 

Ya que no es intención de este trabajo exami- 
nar las opiniones de los intelectuales que se dedi- 
can a pensar el problema de la coca de manera 
especializada, aquí se tomarán en cuenta las opi- 
niones de aquellos a quienes Mansilla (1995) ha 
denominado “académicos”, individuos dedicados 
al estudio y a la enseñanza superior, que sin duda 
tienen una guía en los estudiosos especializados. 


Los cocaleros 

Gran parte de los campesinos cocaleros del 
Chapare son migrantes!. El siguiente párrafo re- 
sume el planteamiento del problema por parte de 
los productores de coca “activos” (que defienden 
manifiestamente sus cocales): 


El cultivo de la hoja de coca, sobre todo para los 
campesinos y no solamente para el productor de coca, 
es de vital importancia en el aspecto económico. 
Frente a la provocación extranjera, frente a la 
arremetida de este problema de la privatización, de la 
política neoliberal, la coca para el productor y para 
otros sectores relocalizados de sus fuentes de trabajo, 
se ha convertido en un elemento de salvación nacional 
(...) frente a la arremetida de la DEA norteamericana, 
frente a la arremetida del gobierno de los Estados 
Unidos para acabar con la hoja de coca, frente a las 
decisiones de las Naciones Unidas de acabar en 25 
años la hoja de coca y el acullico, pues hay la posición 
de los compañeros de asumir la defensa de la hoja de 
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coca desde un punto de vista cultural e ideológico (un 
dirigente cocalero en: Mansilla y Blanes 1994: 62). 


Se conjugan defensas económica, cultural e ideo- 
lógica, a las que hay que sumar, por la forma en 
que se han realizado operativos policiales, la de- 
fensa de los derechos humanos. La frase que define 
la posición de los cocaleros es: “Coca no es cocaí- 
na”. Y su estrategia publicitaria consiste en apo- 
yarse en otros “sectores populares” y reclamar la 
simpatía de la población en nombre de su sufri- 
miento, la tradición, la soberanía y el sustento 
económico; porque el sustento económico es fun- 
damental: 


Yo creo que éste es un problema económico. Primero 
decía que hay una agresión extranjera y segundo la 
falta de trabajo, la falta de empleo ha generado más 
cultivos de coca como lo estamos viendo. Entonces 
es un problema del modelo de desarrollo, es decir del 
modelo económico que ha implementado, que se tiene 
que cambiar (un dirigente cocalero en: Mansilla y 


Blanes 1994: 76). 


Los medios de comunicación 

Se han hecho algunas breves referencias de las 
élites bolivianas contemporáneas y el complejo 
coca-cocaína. Los periodistas, que pueden ser con- 
siderados también entre estos grupos, serán toma- 
dos en cuenta aparte, por su papel de difusión de 
informaciones y canalización de opiniones”. La 
encuesta que se hizo con periodistas de la ciudad 
de Cochabamba produjo resultados distintos de 
los que se obtuvieron con la población “normal” 
(en la que, por otra parte, están también inclui- 
dos los periodistas y los líderes de opinión). Los 
problemas a los que mayor importancia otorga- 
ron los periodistas fueron los económicos (con un 
porcentaje de 31,6%)", seguidos del desempleo 
(16,2%), drogas y narcotráfico (14,2%) y corrup- 
ción (8,9%) (véanse el Cuadro No. 1., más ade- 
lante, y los Cuadros 1.1.a. y 1.1.b. del Anexo No. 
1., “Los cuadros de la encuesta”). 


2.2. Las encuestas con la población y el proble- 
ma de la coca? 

Según se dijo líneas arriba, los sondeos y encues- 
tas de opinión no pueden considerarse precisa- 
mente como la opinión pública; y, se diría, su 
publicación sirve para generar o reforzar opinión 
más que para mostrarla. No obstante, sí pueden 
revelar qué porción de la gente entrevistada 
es capaz de plantearse las preguntas de manera 
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política o, con más “competencia política”, se- 
gún expresión de Bourdieu; mostrar quiénes son 
los que realmente tienen opinión y se preocupan 
por los asuntos de interés común. En el caso del 
“complejo coca-cocaína”, indican además el lu- 
gar que éste ocupa en la problemática del país. 

A diferencia de los problemas económicos, el 
desempleo y la educación —cuyas valoraciones 
relativas por parte de la población son permanen- 
tes y hacen algo similar a una estructura o temario 
problemático estable—, el de la coca no es cons- 
tante: a veces es uno de los tres principales pro- 
blemas y a veces no aparece entre los cinco 
primeros. Oscila mucho y su valoración depende 
de la coyuntura momentánea”. 

En nuestra encuesta, los principales problemas 
de “los bolivianos” resultaron ser, para los entre- 
vistados en La Paz y Cochabamba, 1) los econó- 
micos (falta de dinero, crisis, salarios, pobreza, 
nivel de vida), con un porcentaje de 32,6% en 
Cochabamba y 28,8% en La Paz, seguidos de 2) 
el desempleo, 3) la educación (atención, analfa- 
betismo) y 4) el de “drogas y narcotráfico”, con 
un puntaje igual al de la educación. En 
Cochabamba, probablemente por la cercanía del 
Chapare, las drogas adquieren más importancia 
que en La Paz (9,7% frente a 5,5%)'!. Las cifras 
se hallan en el Cuadro No. 1. 

En el común de las encuestas, son los jóvenes 
los que más importancia atribuyen al problema 
del narcotráfico y las drogas (lo cual quiere decir 
que se aprende la tolerancia con los años o que 
dentro de algún tiempo va a haber una condena 
generalizada de aquello que se relacione con las 
drogas). Es por eso que los resultados obtenidos 
por SEAMOS difieren de los de ILDIS y los que 


se presentan aquí, ya que aquéllos corresponden 
a una población cuyo límite mínimo de edad son 
los quince años. De todas maneras, el valor que 
se da al problema “drogas/narcotráfico” oscila, para 
la opinión de la gente, más que el de otros; no es 
absoluto ni constante"?. 

Pero estos números muestran solamente 
cómo perciben las poblaciones entrevistadas los 
problemas que se viven en el país; no dan señas 
de si el complejo coca-cocaína ocupa realmen- 
te a la gente; no se ve en ellos quiénes son los 
que realmente tienen una opinión sobre el 
tema. En la encuesta que se hizo como parte de 
este trabajo, se buscó una aproximación lateral 
a esto pidiendo a los entrevistados comentarios 
voluntarios sobre las acciones del gobierno con 
respecto a la coca (que es uno de los polos agen- 
tes del problema). Una proporción muy alta, 
alrededor de un tercio de los “encuestados” 
(41% en Cochabamba y 29% en La Paz, que 
hicieron comentarios)”, mostraron que sí se 
ocupan, sea potencialmente y en el nivel 
cognoscitivo, del problema de la coca. Esto, no 
obstante, no quiere decir que estas personas se 
movilizarían para defender sus opiniones en el 
nivel práctico. 

Se ha visto que el problema de la coca no es el 
principal ni del país ni de las familias bolivianas. Esto 
puede atribuirse, según se dijo arriba, a que la 
valoración que se le da realmente varía o a que 
tan débil es su naturaleza de problema para la 
población que ésta cambia de respuesta de acuer- 
do a cambios en la formulación de la pregunta. 
En el siguiente capítulo se verá cuáles son las 
dimensiones que le reconocen distintos grupos 
sociales. 


Cuadro No. 1 
Los principales problemas de los bolivianos 
(Población adulta de Cochabamba y La Paz y periodistas de Cochabamba) 





Datos en porcentajes 5 
Principales Cochabamba La Paz Periodistas 
problemas de Cochabamba 
Económicos 32,6 28,8 31.6 
Desempleo 21,3 21,2 16,2 
Drogas, narcotráfico 9,7 5,5 14,2 
Educación 6,4 8,8 3,6 
Acciones del gobiemo 6,8 6,1 4,9 





Fuente: PIEB-CERES, Encuesta de opinión sobre coca/cocaina. 
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' El más controvertido de esos enfoques es, sin duda, el pri- 
mero. Aunque algunos “especialistas (...) coinciden en afir- 
mar que ésta (la opinión pública) es la suma de opiniones 
individuales sobre una cuestión de interés público, y suelen 
señalar que estas opiniones pueden ejercer cierta influencia 
sobre el comportamiento de un gobierno” (: 454), puede de- 
cirse, tal como señala Pierre Bourdieu (1990: 241), que la 
agregación de opiniones individuales (especialmente en los 
sondeos de opinión) no es opinión pública sino un instru- 
mento político que impone la ilusión de que existe una “opi- 
nión media”. Además, no todos tienen una opinión sobre un 
tema determinado; no todas las opiniones tienen el mismo 
valor ni hay un acuerdo básico inicial sobre las preguntas que 
deben plantearse a la población (: 239). 

Al igual que Bourdieu, Habermas explica cómo el concepto 
de opinión pública se disolvió en las definiciones de los “es- 
tudios de opinión” y “estudios de actitudes”, que le quitaron 
el adjetivo “público” y el sentido crítico de formación, circu- 
lación, encuentro y actuación de argumentos racionales —y 
en democracia— sobre asuntos del interés común de la po- 
blación. La validez de los sondeos en tanto que suma de opi- 
niones individuales es menos discutible en épocas electora- 
les, pues las elecciones democráticas se basan en el mismo 
mecanismo de expresión de la voluntad a través de la agrega- 
ción aritmética de votos. No se trata en este caso de encuen- 
tro de argumentos sino de manifestación de voluntades. 
(Sobre los conceptos de opinión y actitud.) Algunos autores 
remiten el concepto de opinión al de actitud, que es “una 
organización relativamente duradera de creencias en torno a 
un objeto o situación, que predispone a reaccionar preferen- 
temente de una manera determinada” (Rokeach 1976:15). 
La opinión individual sería “la expresión verbal de alguna 
creencia, actitud o valor” (Idem). Más prosaicamente, “‘una 
opinión es una’ respuesta ‘que se da a una’ pregunta ‘en una 
determinada situación'” (Lane y Sears s.f. cit. Sartori 1992: 
164). El adjetivo “público” comporta cinco elementos que 
distinguen las opiniones actitudes individuales o grupales de 
las públicas: los miembros del público son conscientes de que 
forman parte de un todo; no se ven cara a cara; comparten 
sentimientos e ideas que arman corrientes de opinión; al 
menos en el nivel cognoscitivo, tienen participación activa 
en procesos públicos o colectivos; sus opiniones se encuen- 
tran entre ellas o con el poder (Monzón s.f.: 143). Estos 
elementos no siempre son considerados por los sondeos de 
opinión. 

? Esta idea de esfera pública, que parte de Habermas, permite 
eludir los errores conceptuales (que han tenido consecuen- 
cias prácticas) que confunden la esfera pública con el Estado 
(según creyó el ala dominante del marxismo) y con todo lo 
que está fuera del umbral de la casa (como creen algunos 
feminismos, lo cual impone una misma y única denomina- 
ción a tres objetos distintos: “el Estado, la economía oficial 
del empleo pagado y las arenas de discurso público”) (: 56- 
57). 

3 “En sentido amplio se denomina élite un estrato cualquiera 
de individuos que constituyen una fracción numéricamente 
restringida de la población total de un sistema social, los cua- 
les poseen en medida marcadamente más elevada que el res- 
to de la población una o más características que ésta valora 
positivamente” (Gallino 1995: 357). 

* Aparte de que los empresarios influyan o no directamente 
en el problema, uno de los principales foros de discusión 
del complejo coca-cocaína (la fundación SEAMOS) ha sido 
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promovido precisamente por la Confederación de Empresa- 
rios Privados de Bolivia (CEPB). 

> Sólo se puede señalar la existencia de diversos (y dispersos) 
líderes de opinión locales porque no se dispone de datos acerca 
de sus opiniones del problema de la coca ni sobre su influen- 
cia en los “miembros” de los otros “contenedores”. 

$ De acuerdo con los resultados del Censo de 1992 (véase 
CORDECO-GTZ 1994), de los 107.536 habitantes del tró- 
pico de Cochabamba, 70% eran migrantes (74% de ellos pro- 
venían de Cochabamba). Más específicamente sobre los cam- 
pesinos, Mansilla (1994: 65) indica que, de acuerdo a una 
encuesta realizada en el Chapare en 1994, 30% de ellos eran 
migrantes provenientes del departamento de Potosí; 54% 
provenían de los valles de Cochabamba, y sólo 16% eran 
originarios del Chapare. Las causas identificadas de su mi- 
gración eran la carencia de tierras laborables en el lugar de 
origen (46% de los casos), poca productividad de la tierra 
(31%), “relocalización” (5%). 

7 Si bien es importante la comunicación interpersonal y 
directa en la formación de opiniones, en una sociedad con 
millones de personas los medios y su personal son un elemento 
indispensable para la información y circulación de las mismas. 
8 La encuesta no obtuvo directamente porcentajes; se hizo 
un arreglo para facilitar la lectura de los datos. 

? Debe hacerse notar que los estudios que se usaron para ela- 
borar esta parte del trabajo tienen objetos y metodologías 
que se distinguen entre sí muy notablemente. Las poblacio- 
nes que se estudian son distintas, así como la forma de obte- 
ner muestras de ellas; sus objetivos también difieren con cla- 
ridad, y sucede lo mismo con las preguntas formuladas y la 
forma de leer las respuestas. Esto impide hacer aseveraciones 
comparativas concluyentes; las diferencias de los datos pue- 
den deberse tanto al objeto que se estudia como a la forma de 
aproximarse al él o a la forma de procesar la información. Por 
ese motivo, para complementar nuestra encuesta, se han pre- 
ferido trabajos institucionales (los de PREID-PROINCO y 
SEAMOS), en los que presumiblemente se ha tratado de 
construir series respetando las mismas premisas metodológicas 
básicas. 

10 En setiembre del año 1991, de acuerdo con datos de la 
encuesta sobre “Democracia y sistema político” del ILDIS 
(1992a; 1992b), los cinco principales problemas del país eran, 
para la población urbana y en orden de importancia descen- 
dente, el desempleo (puntaje de 51 en una base 300), la eco- 
nomía y los salarios (47), el narcotráfico (27), la educación 
(23) y la salud (20). Para mayo de 1992 (ILDIS 1992a), el 
problema “droga/narcotráfico” descendió en importancia de 
un puntaje de 27 a uno de 5,5 y salió del grupo de los cinco 
problemas que los entrevistados (esta vez adultos habitantes 
únicamente de La Paz y El Alto) consideraban principales 
— desempleo (58), “economía-sueldos” (55), educación (35), 
corrupción (24) y salud (17) — para ocupar un noveno lugar. 
En noviembre de 1992 (ILDIS 1992b), su importancia “su- 
bió” en puntaje (a 8,4), mientras los cinco primeros proble- 
mas del mes de mayo no alteraron su orden. En octubre de 
1994 (SEAMOS 1996a: 292), el problema de “alcohol y dro- 
gas” (más claramente referido al consumo) ocupaba, para “la 
familia boliviana”, el tercer lugar, después de los problemas 
económicos y de falta de comunicación y antes de la violen- 
cia. En diciembre del mismo año (SEAMOS 1996b: 301), 
entre “los problemas más serios que tiene el país”, el 
“narcotráfico y consumo de drogas” era el segundo, 
después de los económicos y antes de los políticos y sociales. 
Un año más tarde (SEAMOS 1996c: 318), la lista de “los 
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problemas más serios que vive el país” era la siguiente: eco- 
nómicos, sociales, drogas, políticos; y en la que correspon- 
día a los “problemas actuales de la familia boliviana”, el 
alcohol y las drogas estaban en tercer lugar, después de los 
problemas económicos y la falta de comunicación (: 329). 
En el cuestionario del ILDIS, se formuló la pregunta con la 
frase “los tres principales problemas que enfrenta Bolivia”. 
Esto difiere de las encuestas de SEAMOS (1996c), que dice 
“problemas de la familia boliviana”, y de la nuestra, que se 
refiere a “los bolivianos” o “la gente”. Evidentemente, “la 
familia boliviana” no es un objeto tan público como “los 
bolivianos” o “Bolivia”. Unir una droga lícita, el alcohol, 
con las drogas ilícitas distorsiona un poco el fondo del pro- 
blema, que, en la discusión sobre la “descriminalización”, 
incluye precisamente esta diferencia. Además de la pregun- 
ta y de la población preguntada, la propia forma de calificar 
los problemas, siempre arbitraria, distorsiona la información 
procedente de los entrevistados, en tanto que, si se habla 
de tres problemas, no se sabe precisar si, para la gente que 
responde, el segundo está más cerca del primero o del terce- 
ro. Para los norteamericanos el problema de las drogas tam- 
bién cambia de importancia según la circunstancia. En una 
encuesta hecha en setiembre de 1989, “el 63 por ciento del 
público (estadounidense) identificó al tema de las drogas 
como el problema más importante para Estados Unidos. Sin 
embargo, en mayo del mismo año, el 27 por ciento lo iden- 
tificaba con esa prioridad” (Rocabado 1994: 183; el autor 
se remite a The Gallup Report, No. 288). Las partes altas de 
las oscilaciones tienen que ver con crímenes, acciones 
policiales espectaculares y con tragedias debidas al uso ex- 
cesivo de drogas. 

11 Si se agrupan de la misma manera los problemas conside- 
rados en las encuestas del ILDIS, los resultados serían, para 
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1991, los siguientes: economía (57), desempleo (51), 
narcotráfico y drogas (27) y educación (23). Para mayo de 
1992, economía (62), desempleo (58), educación (35) y co- 
rrupción (24). Para noviembre del mismo año, economía (93), 
desempleo (68), educación (36) y corrupción (34). La simi- 
litud de esta información con la obtenida en la encuesta rea- 
lizada por nosotros muestra una constancia notable en la con- 
sideración que la población hace de la economía, el desem- 
pleo y la educación como problemas. Por otra parte, el ILDIS 
(1992b) también encontró que en Cochabamba se ve el pro- 
blema “drogas/narcotráfico” como más serio que en La Paz 
(13 frente a 8, respectivamente). 

12 “Como anotó Gustavo Castellanos, ‘el tema del 
narcotráfico no parece interesar a la población boliviana (...) 
más bien es un tema secundario dentro de la agenda de sus 
inquietudes” (cit. Mansilla y Blanes 1994: 48). 

13 Los comentarios muestran también que en Cochabamba 
se asigna más importancia al tema de la coca y la cocaína. 
10% de los entrevistados proponen que el gobierno endurez- 
ca la lucha contra el narcotráfico (estan de acuerdo con 2,7% 
de los paceños); 6% proponen (el porcentaje es idéntico en 
La Paz y Cochabamba) que se dé alguna alternativa econó- 
mica a los campesinos; 9,3% de los cochabambinos y 2,7% 
de los paceños indican que se debe recurrir al diálogo para 
enfrentar el problema. Esto involucra, como las cifras han 
insinuado, también una mayor identificación de los pobla- 
dores de Cochabamba con los cocaleros: 6% los apoyan y 
piden que se los respete (1,3% de los de La Paz opinan lo 
mismo); 4% se refieren a la corrupción y a las malas acciones 
de las autoridades estatales (cuando 1,3% de los paceños pien- 
san igual). Por otra parte, un porcentaje de 4% en 
Cochabamba y 4,7% en La Paz señalan que deben respetarse 
los derechos humanos. 
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I] 


LA COCA 


ste capítulo se dedicará primero a ver cómo 

los distintos sectores perciben el problema de 
la coca. Luego se hará referencia de las opiniones 
que se han expresado sobre la producción 
excedentaria de hoja y sobre los productores. 


1. El problema de la coca 

De acuerdo con los resultados de nuestra encues- 
ta, son tres las ideas básicas en torno al “proble- 
ma de la coca”: 1) un promedio de 49% de los 
entrevistados (57% de Cochabamba y 41% de La 
Paz)' coincidieron en afirmar que el “problema 
de la coca” es la fabricación de cocaína; 2) 26% 
indicaron que tiene que ver con exceso de produc- 
ción y erradicación de cultivos. 3) 18% dijeron que 
la coca, en tanto que coca, no es problema; esto se 
detalla en el Cuadro No. 2. En realidad, los plan- 
teamientos no son excluyentes y se funden entre 
sí; la combinación más frecuente (17,3% de los 
casos en Cochabamba y 8,7% en La Paz) es: “la 
coca es buena pero (los gringos) la usan mal” . En 
todo caso, se delata que la población tiene concien- 
cia de que existe un problema en el país (aunque no 
todos los entrevistados lo plantean de la misma 
manera). 

Más allá de las cifras, las opiniones revelan 
los siguientes elementos que están en la base del 
planteamiento del problema de la coca. En La 
Paz y Cochabamba se piensa que los cocaleros son 
inocentes (“Los campesinos producen para bien, 
pero los narcotraficantes hacen que se vea mal”, 
señala un asalariado joven de La Paz); después 
se identifica a los campesinos con el país: 
Bolivia es inocente. Luego, los “culpables” son los 
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extranjeros, sobre todo los norteamericanos (“para 
nosotros no hay problema. Los que hacen proble- 
ma son los americanos”, según dice'un trabajador 
por cuenta propia de Cochabamba)?; los deman- 
dantes de coca y cocaína —narcotraficantes y 
adictos, ya que “la demanda obliga a la produc- 
ción” (un asalariado maduro de La Paz; las cursi- 
vas son nuestras)— generan el problema, y 
también las autoridades de otros países (pues aquél 
es “causado por los gobiernos extranjeros que pre- 
sionan por erradicar”, de acuerdo con un ama de 
casa joven de Cochabamba). Esta simpatía ini- 
cial con los cocaleros se hace más evidente cuan- 
do se ven las opiniones referentes a otros aspectos 
del tema (Cf. Infra)? 

Los periodistas de Cochabamba opinan algo 
distinto: para ellos el problema es, sobre todo, 
económico (40%). En este sentido, los producto- 
res de coca son aislados de la “maléfica” produc- 
ción de cocaína y persiste la tendencia a 
considerarlos inocentes. Así, un periodista seña- 
la que el problema consiste “en que unos cultivan 
la hoja en un marco de constante terror y repre- 
sión, sin alternativas reales de sobrevivencia al 
margen de esta economía”. El relativismo cultu- 
ral de otro arraiga la inocencia; el problema sería 
“un choque de culturas, una occidental y otra 
andina”; lo que es malo para una no lo es necesa- 
riamente para la otra. Del mismo modo que para 
la población, entonces, el país (la cultura andina) 
es atacado por los extranjeros (occidentales); se- 
gún otro periodista, el problema de la coca se fun- 
daría “en la imposición de la política de EE.UU.”. 
Sin embargo, los comunicadores no llegan a 
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Cuadro No. 2 
Definiciones más comunes del problema de la coca 
Población adulta de La Paz y Cochabamba 


(datos en porcentaje de definiciones no excluyentes) 


Fabricación de drogas 56,5 


Definiciones Cochabamba 
del problema 

Exceso de producción 22 

y erradicación 

La coca como coca 19,3 


no es problema 


La Paz Promedio 
40,7 48,6 
30 26 i 
16 17,7 





Fuente: PIEB-CERES, Encuesta de opinión sobre coca/cocaína. 


Opinar que no existe un problema y dispersan más 
sus comentarios; hay, por ejemplo, quienes se opo- 
nen a separar la producción de coca de la cadena 
de la droga e insinúan la existencia de una inmo- 
ralidad o irresponsabilidad en los cocaleros (“lo 
que es peor, el consumo tradicional es mínimo 
con relación a la producción”, señala uno) y de 
hipocresía en la sociedad. Por otra parte, la pro- 
porción de periodistas que centran la definición 
del problema en la fabricación de drogas es me- 
nor que la de quienes creen que se trata de exceso 
de producción y erradicación de la hoja (24 y 32%, 
respectivamente). 

Respecto del planteamiento del problema por 
parte de empresarios, políticos y otras élites, 
Mansilla (1995: 57,92) señala que reconocen las 
dimensiones sociales que adopta. Sólo una quinta 
parte (20%) de los empresarios han señalado que 
es un problema penal y que su manejo correspon- 
de a “los Órganos de represión como UMOPAR y 
FELCN” (frente a 80% que opinan que se trata de 
un problema social cuyo tratamiento debe hacerse 
por toda la sociedad y en ámbitos entre los que se 
incluyen el Parlamento y la familia). Sucede algo 
similar con las opiniones de los políticos (entre los 
que 9% manifiestan que es un problema policial, 
contra 83% que lo califican como problema so- 
cial), periodistas (0 y 96%) y académicos (8% y 
89%, respectivamente)?. 

Los cocaleros, como se vio anteriormente vi- 
ven el problema de la coca y lo plantean en cua- 
tro dimensiones: la económica, la cultural, la 
ideológica y la de derechos humanos. Proponen 
defender la coca en los cuatro frentes. 
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2. La producción y el consumo 

En una encuesta de actitudes hecha en La Paz y 
publicada en la década pasada (Roth y Bóhrt 
1987), los “reactivos positivos”? sobre la produc- 
ción 


descubrieron un 58,54 por ciento de la población con 
una actitud favorable a la producción; un 21,94 por 
ciento en contra y un 19,84 por ciento de indecisos 
(... Los reactivos negativos) corroboraron la tendencia 
encontrada al poner de manifiesto un 58,43 por ciento 
de la población a favor y un 23,14 por ciento en contra 
de la producción de coca. La proporción de indecisión 
se expresó con un 17,75 por ciento. La actitud total 
fue, por lo tanto de 58,52 por ciento, mientras que la 
contraria ascendió apenas al 22,66 por ciento de la 
muestra (...) la población indecisa no sobrepasó los 


18,15 por ciento (1987: 36). 


Sobre el consumo, hablando de los “reactivos” 
que usaron en su investigación, formulados en 
formas positiva y negativa, señalan que, en 1987, 


En el primer caso, la actitud a favor concentró la 
respuesta del 68,43 por ciento de la población; la 
actitud en contra el 9,53 por ciento de la misma, 
mientras que el 21,61 por ciento, no permitió (sic) 
definir su postura. 


En lo que respecta a la forma negativa de los reactivos, 
éstos arrojaron un 48,48 por ciento a favor del 
consumo de coca y un 18,51 en contra. En este 
segundo caso, la indecisión alcanzó el 32,06 por ciento 
de la muestra. Los totales (...) arrojaron los siguientes 
datos: 61,08 por ciento a favor del consumo; el 12,78 
por ciento en contra y el 25,43 por ciento de 
indecisión. Entre los reactivos que en lo positivo 
inclinaron la balanza en favor del consumo, están el 9 
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(sobre la necesidad de preservar el consumo 
tradicional de la hoja de coca en Bolivia) que aglutinó 
a 578 personas de los 682 encuestados; el 13 (sobre 
las ventajas medicinales del consumo de coca) 
acaparando 582 acuerdos; y el 25 (sobre la 
independencia del consumo de coca del uso de la 
cocaína), obteniendo, entre muy de acuerdo y de 
acuerdo, 454 adeptos (1987: 38). 


2.1. La producción y el daño al medio ambiente 
Según una investigación en el área rural, realiza- 
da en 1995, para la mayoría de la población la 
producción de coca no daña la tierra. Alrededor 
de un tercio de los entrevistados (35,7%) respon- 
dieron que sí la daña; la mitad (50,2%) respon- 
dieron que no (y 14,1% señalaron que no sabían) 
(Alcaraz, Flores et al. 1996b: 40). Por otra parte, 
el primer estudio de opinión de SEAMOS (1996b: 
281) se refiere a los daños al medio ambiente por 
cultivos excedentarios. Más de la mitad (53%) 
de las respuestas indican que ocurre mucho daño; 
y relativamente pequeños porcentajes, que “al- 
gún daño” y ningún daño (15% en ambos casos; y 
17% no respondieron o no sabían). La diferencia 
principal radica en que las poblaciones entrevis- 
tadas son del área rural, en un caso, y urbana, en 
el otro. 

Los empresarios también se distinguen de las 
demás élites en este tema: menos de la mitad (sólo 
40%) de ellos (frente a 56%, 60% y 67% de los 
políticos, periodistas y académicos, respectiva- 
mente) creen que “la destrucción del medio am- 
biente a causa del monocultivo de la coca es una 
responsabilidad mayor que desborda el libre mer- 
cado”. Un 27% opina que la coca, por ser 
autóctona, no daña mucho el medio ambiente 
(junto a 20, 17 y 16% de los otros grupos elitarios, 
respectivamente); y 16% creen que debe dejarse 
la protección del medio ambiente al mercado 
(mientras 9, 8 y 4% de los demás opinan lo mis- 
mo) (1995: 115).* 

Los campesinos cocaleros (en un 62%) no 
admiten que ocurran problemas medio ambien- 
tales debidos a la mano del hombre en el Chapare. 
Los que creen que los hay no representan porcen- 
tajes considerables (14% creen que los problemas 
que hay no deben preocupar a nadie y apenas 1% 
tiene conciencia de problemas graves). Hay más 
cocaleros que creen que los árboles son obstácu- 
los para el progreso que los que ven en ellos re- 
cursos que protegen la tierra de la erosión (54% 
frente a 15%) (Mansilla 1994: 68-69). Esto indi- 


ca una carencia de educación ambiental entre los 
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productores de coca y la necesidad de introducir 
entre ellos una “conciencia forestal”. 


3. Los cocaleros 

Las personas entrevistadas en La Paz y 
Cochabamba reconocen la importancia del pa- 
pel de los cocaleros en el problema y su solución 
(lo cual no quiere decir que les asignen responsa- 
bilidad en sus causas): un promedio de 4% creen 
que ellos deciden en última instancia la política 
sobre la coca; un promedio de 79% opinan que 
deben participar en la concertación de un acuer- 
do nacional sobre el problema. Sienten además 
mucha simpatía por ellos (un promedio de 79,3% 
les dan la razón en la defensa que hacen de la 
hoja de coca). Esa defensa se fundamenta, para 


. los entrevistados, en causas económicas (en un 


promedio del 73% de los casos), en que es tradi- 
cional (17,3% en Cochabamba y 8,7% en La Paz) 
y en sus cualidades medicinales (en un promedio 
del 14,6% de los casos). La simpatía se expresa 
también en que se opina que el gobierno no debe 
ser más duro en la erradicación de los cocales 
(80,7%, en Cochabamba; 78,7%, en La Paz). Esto 
mismo opinan los periodistas de Cochabamba en 
un 84% de los casos.’ 

En el estudio que se hizo en PROINCO en 
1992 (Alcaraz, Flores et al. 1992a, 1993), se en- 
contraron las siguientes actitudes en la población 
urbana de Bolivia: la mayoría (53%) de los 
encuestados expresaron que, de ser en ese momen- 
to productores de coca, no cambiarían nunca sus 
cultivos; un tercio (35,3%) mostraron su desacuer- 
do con esa afirmación (y 11,7% no respondieron) 


(1993: 236). 


' Se han promediado los resultados arrojados por las mues- 
tras entrevistadas en La Paz y Cochabamba; no se han pon- 
derado las diferencias poblacionales porque interesan las opi- 
niones de las poblaciones de cada una de las ciudades y no de 
la población reunida de ambas, que, por otra parte, no coexiste 
en la realidad. 

? “Lacocase produce en abundancia; la exportamos y ellos 
la convierten en cocaína y culpan a los productores”, dijo un 
asalariado entrevistado en Cochabamba, connotando que en 
el país no se fabrican drogas (el énfasis fue añadido). Otro, de 
La Paz, señaló que “La mafia del narcotráfico domina el mo- 
vimiento campesino”, que estaría obligado por los delincuen- 
tes a cultivar y defender la coca. 

? La tendencia que considera que la coca es buena 
permanece desde hace años. Roth y Bóhrt (1987) hallaron 
que la población de La Paz tenía actitudes favorables tanto a 
la producción como al consumo de la hoja de coca (56,6%, 
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mientras 18,6% de los entrevistados manifestaron actitudes 
contrarias y 25% mostraron indecisión). 

1 Hay un dato incomprensible en los datos de esa encues- 
ta. Los periodistas, en promedio, están en total desacuerdo 
con planteamientos y soluciones de índole represiva (0%, en 
La Paz, Cochabamba y Santa Cruz) pero 16% de los 
comunicadores cochabambinos manifiestan su preferencia 
por ese tipo de estrategias. En ese caso, el promedio no puede 
ser cero, a menos que se trate (cosa que no se aclara) de los 
entrevistados en La Paz. 

> En esa investigación, los “reactivos” son frases que in- 
tentan provocar y registrar la reacción de los entrevistados 
con relación a algún tema. Los reactivos positivos son los 
que están planteados afirmativamente. El entrevistado debe 
manifestar su mayor o menor acuerdo con esas afirmaciones. 
6 Esta pregunta establece la relación causal del problema; 
en tanto que se habla de “Las posibles similitudes entre los 
problemas del medio ambiente y los derivados del consumo de 
drogas” (las cursivas son nuestras). Por otra parte, debe seña- 
larse que en esta pregunta hubo una abstención media del 15%. 
1 Los políticos y funcionarios estatales están conscientes 
de la popularidad de los cocaleros. Según el ex ministro José 
Guillermo Justiniano, “estudios realizados en Bolivia a nivel 
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de encuestas, muestran con absoluta claridad, que la socie- 
dad boliviana considera que los productores de coca son esen- 
cialmente agricultores pobres, con todo el derecho y la legi- 
timidad de producir coca y otros cultivos”. “La ciudadanía 
no comprende ni distingue, que la coca es materia prima para 
la cocaína y sus simpatías se orientan hacia el campesino pobre 
porque es atropellado por el Gobierno, por el único delito de 
producir un producto agrícola que es la coca. Los delincuen- 
tes son los narcotraficantes y los culpables son los consumi- 
dores” (Justiniano 1994: 19). No se trata del respaldo a los 
cocaleros en la producción irresponsable de la materia 
prima de una droga ilícita sino de la creencia en su genuina 
inocencia. 

Igualmente, Gonzalo Sánchez de Lozada, cuando era pre- 
sidente de la República, señaló que vencer al narcotráfico 
“no será posible si seguimos en la dinámica que reflejan las 
encuestas: pobrecito el campesino pero estamos en contra 
del narcotráfico. Esa dicotomía nos impide ver que ambos 
forman parte del mismo problema”. El ex ministro de Go- 
bierno, Carlos Sánchez, dijo a su vez, cuando fungía en ese 
cargo público, que “la primera batalla en la lucha contra las 
drogas hay que ganarla en el campo de la opinión pública” 
(Presencia, 15.12.95). 
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II 


COCAÍNA 
Y NARCOTRÁFICO 


1. La amenaza del narcotráfico 

De acuerdo con la encuesta de seguridad humana 
realizada en los meses finales de 1995 por el INE 
y el ILDIS, la mayoría de los bolivianos piensan 
que el narcotráfico afecta su seguridad personal: 
cerca de la mitad (45,7%) consideran que la per- 
judica, y uno de cada diez (10,1%) piensan que 
terminará con ella. Para la opinión de la gente, la 
amenaza del narcotráfico extiende sus impactos 
sobre la economía, sobre el Estado y sobre la cul- 
tura y la familia boliviana. Según datos del pri- 
mer estudio de opinión de SEAMOS, dos tercios 
(66%) de los pobladores urbanos de Bolivia opi- 
naban en 1994 que el efecto del narcotráfico en 
la economía del país es negativo; uno de cada 
cuatro (25%) pensaban que es favorable (SEA- 
MOS 1996a: 282). 

En 1995, más de la mitad (55,4%) de los 
encuestados afirmaron que el narcotráfico es una 
amenaza real sobre el Estado (frente a tan sólo el 
17% que opinaron lo contrario; y 24% lo vieron 
sólo como una posibilidad (SEAMOS 1996c: 
319). Meses antes (1996c: 303), se mostró pre- 
ocupación en relación a los efectos que pueda te- 
ner el narcotráfico a nivel social y cultural (el 73% 
de los entrevistados expresaron que el narcotráfico 
destruye nuestra cultura e identidad nacional, el 
19% opinaron que los efectos son mínimos, y el 
3% no observaron ninguna repercusión). En la 
misma vena, más del 60% de la población expuso 
que consideraba que las drogas eran una amenaza 
virtual en su círculo familiar: el 41% admitió una 
probable influencia, y el 23% respondió que esa 
influencia tal vez existiría, frente al 34% que 


EMPUJANDO LA CONCERTACIÓN 


opinó que la familia no es vulnerable a las drogas 


(:311). 


2. Bolivia, país productor, país consumidor 

Se vio anteriormente que en las opiniones de la po- 
blación conviven la idea de que Bolivia no tiene 
ninguna responsabilidad en el narcotráfico —ya que 
aquí sólo se produciría coca— con la de que los 
cocaleros están inmiscuidos en el narcotráfico. En 
este punto se verá qué se piensa acerca de los lugares 
que adopta el país en las cadenas que vinculan la 
producción y el consumo de drogas. 

Como concluye Mansilla, 


En general se puede decir que existe en el seno de las 
élites funcionales modernas una clara conciencia del 
consumo de drogas en el país y de su probable aumento 
en los últimos años y en círculos juveniles. Parece que 
los intelectuales tienen un criterio más optimista 
acerca de este fenómeno, mientras que los empresarios 
lo observan con un espíritu más escéptico y 


preocupado (1995: 59-60). 


En efecto, una pequeña porción de los empre- 
sarios privados (16%) opinan que a “pesar de una 
gran producción de coca en Bolivia, aquí se con- 
sume poca cocaína” (Mansilla 1995: 97) (frente 
a 80% que creen lo contrario). Y sólo muy pocos 
(4%) de ellos creen que el consumo juvenil no 
amerita preocupación, mientras una mayoría in- 
contrastable (92%) opinan que sí es preocupante 
(: 98). En el polo opuesto, más de la mitad de los 
académicos (un promedio de 51%) indican que 
el consumo de cocaína en el país es todavía muy 
reducido; 41% opinan lo contrario (: 97)". 
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La opinión de la población muestra una cre- 
ciente conciencia de que el consumo de drogas 
ilícitas en Bolivia es un problema. Entre otros 
datos notables, alrededor de la mitad de los boli- 
vianos opinan que en el país se producen y con- 
sumen drogas. Los siguientes cuadros reflejan esas 
opiniones. Las siguientes cifras (que son datos en 
porcentajes) revelan la opinión de la población 
sobre si el consumo de drogas es un problema de 
Bolivia o de los países desarrollados. 

Existe una porción importante de gente que 
piensa que el consumo de drogas es un asunto de 
ámbitos desarrollados (los países del norte, para 
los habitantes de las ciudades; las ciudades de 
Bolivia y de los países del norte, para los habitan- 
tes del campo). Eso explica que sean los citadinos 
quienes menos consumo vean en el país. Es pro- 
bable, por otra parte, que la población urbana 
opine así por estar más expuesta a la propaganda 


emitida a través de los medios de comunicación 
acerca de la pureza de la sociedad y del creciente 
peligro del narcotráfico. 

En todo caso, existe la conciencia, en la ma- 
yoría de la población, de que en Bolivia se produ- 
ce y consume drogas. Y esta conciencia involucra 
también el crecimiento de su consumo, en la 
cantidad de droga consumida?, en la cantidad 
de consumidores (Cuadro No. 5) y en la facilidad 
de conseguirlas?. 


3. Narcotráfico y corrupción 

En 1992, poco más de la mitad (54,5%) de la po- 
blación opinaba que el narcotráfico jugaba un 
papel primordial en la corrupción de funciona- 
rios e instituciones; un tercio de los entrevistados 
atribuían este fenómeno a otras causas (y el 11% 
no respondieron a la pregunta) (Alcaraz, Flores 


et al. 1993: 266). En 1995 hay un considerable 


Cuadro No. 3 
Opinión de la población urbana y rural respecto a si el consumo 
de drogas es un problema de Bolivia o de los países desarrollados 


(datos en porcentajes) 
¿El consumo de drogas es un problema Población Población 

de los países desarrollados o es igual urbana rural 
de serio en Bolivia? 1995 1995 

Países desarrollados 33,9 22,1 

Igual de serio en Bolivia 42 11,2 

Ambos 17,7 62,4 

No sabe 6,4 4,3 





(Elaboración propia con base en Alcaraz, Flores et al. 1996a: 24-25; 1996b: 23.)* 


Cuadro No. 4 
Opiniones de la población urbana y rural sobre si 
Bolivia es un país consumidor de drogas 
(datos en porcentajes) 


¿Bolivia, al ser un país productor 
de cocaína es también un país 
consumidor de cocaína?” 


Productor y consumidor 
Produce para otros países 
Ambas 

No sabe, no responde 


Población Población Población 
urbana urbana rural 
1992 1995 1995* 
28,3 27,2 34,7 
45,1 44.6 48,7 
15,8 : 22,5 15,8 
107 5 5,7 10,7 


* 7,4% de los entrevistados indicaron que “el consumo local no es importante”. 
(Elaboración propia con base en Alcaraz, Flores et al. 1993: 256; Alcaraz, Flores et al. 1996a: 34; 


Alcaraz, Flores el al. 1996b: 34.) 
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Cuadro No. 5 
Opiniones de la población urbana sobre 
la cantidad de gente que consume drogas en Bolivia 


(datos en porcentajes) 





¿Cuánta gente cree Ud. Población Población 
que consume drogas?’ urbana urbana 
1992 1995 
Mucha 33,5 44,4 
Alguna 18 21,7 
Poca 34 26,5 
Nadie 24 0,8 
No sabe 12,1 6,5 


(Elaboración propia con base en datos de Alcaraz, Flores et 


al. 1993: 258; 1996a: 26.) 


cambio de opinión en relación a este tema; así se 
tiene que son relativamente.menos los que consi- 
deran el narcotráfico como principal fuente de 
corrupción (38,8%; el 27,9% lo fundan en otras 
causas y el 27,9% piensan que pueden ser ambos 
factores) (Alcaraz, Flores et al. 1996a: 35). 

Para las élites, la relación entre el narcotráfico 
y la corrupción es fuerte, en tanto que “se puede 
establecer que existe una considerable inclinación 
a percibir en la despenalización (...) un remedio 
para desestimular (la...) corrupción” (Mansilla 
1995: 78). 

Se vio en este tercer capítulo que la población 
boliviana tiene la certidumbre de que el 
narcotráfico es una verdadera amenaza que impo- 
ne diversos riesgos al país y a la familia; aunque, 
sobre todo en lo que respecta a la economía, existe 
la ambigúedad de que tiene una influencia a la vez 
benéfica y maléfica. Se vio también que tanto las 
élites como la población en general admiten que 
en Bolivia se produce y se consume drogas. El si- 
guiente capítulo se dedica a las opiniones sobre las 
políticas relativas al problema de la coca. 


' Los políticos y los periodistas que opinan que en Bolivia 


se consume poca cocaína alcanzan el 40 y 36%, respectiva- 
mente, en tanto que 44 y 48% manifiestan lo contrario. Con 
relación al consumo de droga en la población juvenil, pocos 
políticos y gobernantes (9%), periodistas (8%) y académicos 
(17%) piensan que el consumo en nuestro país es aún muy 
reducido, por lo que no debería ser motivo de preocupación. 
Estos datos representan una pequeña proporción frente al 81% 
de políticos y gobernantes, 76% de periodistas y el 79% de 
académicos que piensan que el consumo de drogas en el país 
ha aumentado en niños y jóvenes (: 98). 
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2 Nose sabe qué formulación tuvo la pregunta en el cues- 
tionario. En una parte (Alcaraz, Flores et al. 1996a: 24) se 
hace así: “¿El consumo de drogas es un problema de los paí- 
ses desarrollados?” En otras: “¿Las drogas son problema en 
los países desarrollados, en Bolivia o en ambos?” (Alcaraz, 
Flores et al. 1996b: 23) y: “¿El consumo de drogas es un pro- 
blema de los países desarrollados o es igual de serio en Boli- 
via?” (Alcaraz, Flores et al. 1996a: 51.) Por otra parte, las 
opciones dadas a los entrevistados no se definen clara y 
distintamente; hay confusión sobre todo entre “Ambos” e 
“Igual de serio en Bolivia” (que aquí se leerán conjunta- 
mente), en tanto que igual implica que el consumo es simi- 
lar en ambos lugares (Bolivia y los países desarrollados). 
Además, la alta proporción de pobladores rurales que 
respondieron “ambos” parece indicar que resolvieron la 
duda de la respuesta eligiendo la opción más fácil, que es la 
última. 

> Nuevamente hay confusión en las opciones que enfren- 
tan al entrevistado durante la encuesta. 

* — Para el año 1992, “aunque la mayoría de los encuestados 
no están dispuestos a clasificar a Bolivia como un país consu- 
midor, muchos (56,3% de los que creen que somos un país 
consumidor de drogas y 46,7% de los que creen que no) opi- 
nan que el problema del uso de la droga está aumentando en 
sus ciudades. Relativamente pocas (13,6% y 13,3% de los 
que creen que somos un país consumidor y que creen que no 
respectivamente) piensan que el problema disminuyó. De ma- 
nera que, aunque muchos de los entrevistados no ven a Boli- 
via como país consumidor, les preocupa sin embargo el con- 
sumo creciente en su propia ciudad” (Alcaraz, Flores et al. 
1993: 258-59). Para 1995, la población urbana piensa que el 
consumo aumentó durante los últimos años (62,8%), el 17,4% 
piensa que se mantuvo igual, el 11,1% no responde o no sabe 
y tan sólo el 8,7% afirma que ha habido una disminución 
(Alcaraz, Flores et al. 1996a:31). Debe recordarse que duran- 
te esos años se realizaron campañas de prevención del uso de 
drogas. La propaganda de estas campañas intentaba conven- 
cer a la población que el problema del consumo realmente 
existía, y que iba en aumento sostenido. 

5 En 1992, se decía: “Acerca de la percepción de disponi- 
bilidad de drogas en su ciudad (una condición necesaria 
para que haya consumo), los entrevistados que responden a 
esta pregunta están divididos en grupos casi iguales: 37,9% 
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piensan que es fácil o muy fácil conseguir drogas ilícitas, mien- 
tras 41,6% piensan que es difícil o muy difícil. Llama la aten- 
ción el hecho de que hay un grupo considerable de 
encuestados que no sabe (alrededor de 20,5%)” (Alcaraz, Flo- 
res et al. 1993: 256).Tres años más tarde, en 1995 (Alcaraz, 
Flores et al. 1996a :27; 1996b: 24), la población urbana opinó 
en un 49,6% que la obtención de drogas era fácil; el 32,7%, 
que era difícil o muy difícil. En el área rural, los resultados 
difieren notoriamente: un 12,5% de la población afirma que 
es fácil, frente al 53,2% que ve difícil obtener drogas. Hay 
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que reparar en que, según los pobladores del campo —para 
los cuales conseguir drogas es difícil—, el consumo de drogas 
en Bolivia es más alto que para los de las ciudades. Esto refuerza 
la idea según la cual que se considera que los problemas de 
uso y abuso de drogas se corresponden con los niveles de “de- 
sarrollo” de los lugares (Cf. Supra). 

$ No interesa aquí saber el número exacto de personas que 
representan “mucha” o “alguna” gente, pues se trata de ave- 
riguar y reflejar las percepciones de la gente. 
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IV 


LAS POLITICAS SOBRE 
EL PROBLEMA DE LA COCA 


n este capítulo se expondrán las opiniones re- 

lativas a lo que los gobiernos hacen y podrían 
hacer con el problema de la coca. Se tomarán en 
cuenta cuatro elementos genéricos de políticas 
sobre el tema. Tres corresponden a la oferta de 
drogas: el control y la sustitución de los cultivos de 
coca, la represión del narcotráfico y el control de ac- 
tividades no directamente ligadas con la coca, como 
el lavado de dinero y el control de precursores. 
Uno corresponde a la demanda: comprende la 
educación, la prevención del consumo y la rehabilita- 
ción de adictos. Además, se dedican apartados a la 
legalización de la coca y las drogas y a quién deci- 
de en última instancia las políticas. 

La población de La Paz y Cochabamba tiene 
una idea algo inconsistente de la política que debe 
ejecutarse para dar solución al problema. Ubica 
el problema en el lado de la producción (de coca 
excedente, de cocaína) y ubica la acción que 
apunta a la solución en el lado del consumo (de 
cocaína)'. El gobierno debería dar la mayor im- 
portancia a la prevención y a la educación de los 
jóvenes (respuesta que se halla en dos tercios de 
los casos), y debería dedicarse menos al control y 
sustitución de coca (que, según un promedio de 
43% de los entrevistados, es lo que más hace), a 
la represión del narcotráfico y al control del lava- 
do de dinero y del ingreso de precursores?. 

Los periodistas cochabambinos dispersan más 
sus opiniones: lo que más hace el gobierno es re- 
primir el narcotráfico (40% de los casos); lo que 
menos hace son labores de prevención (de acuer- 
do a 48%), que es, a la vez, lo que más debería 
hacerse (33,% opinan así); lo que menos debería 
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hacerse (según 28% de los periodistas consulta- 
dos) es, también, educar y prevenir. Hay, además, 
mayor dispersión y mayor abstinentia de contes- 
tar entre los comunicadores. 

La encuesta revela sin equívocos que la pobla- 
ción se opone a una política gubernamental que es 
percibida como esencialmente represiva. El Gráfi- 
co No. 1 muestra claramente esa oposición. 


1. Sustitución y erradicación de coca 

Como se señaló anteriormente, de acuerdo a la po- 
blación de Cochabamba y La Paz, a lo que más de- 
dica sus esfuerzos el gobierno en el enfrentamiento 
del problema de la coca es, precisamente, a contro- 
lar y sustituir el cultivo de la hoja (proporciones de 
42,1% y 43,3%, respectivamente); y es a este com- 
ponente al que menos importancia debería dar (pro- 
medio de 32,7%). Ante la pregunta de si el gobierno 
debería ser más duro en la erradicación de cocales, 
la población de La Paz y Cochabamba respondió 
mayoritariamente que no (promedio del 79,7%). 
Esto condice con la actitud de simpatía hacia los 
cocaleros. Sin embargo, alrededor de la mitad de la 
población admite que la coca debe erradicarse vo- 
luntariamente. Hay datos diferentes sobre si debe 
erradicarse por cualquier medio o no; el Cuadro 
No. 6 presenta esas diferencias. 

De acuerdo con el Cuadro No. 7 debe 
erradicarse porque la producción excedentaria 
ocasiona perjuicios. Los perjuicios son (SEAMOS 
1996b: 307): narcotráfico y consumo de drogas 
(respuesta dada en 57% de los casos), violencia y 
conflicto (12%), mala imagen internacional 
(7%), incremento de la corrupción (7%). 
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Gráfico No. 1 
Opinión sobre las políticas de enfrentamiento del problema de la coca 


¿A qué componente de la política debería dar más importancia el gobierno? 
¿A qué componente de la política da más importancia? 





80 70 60 50 40 30 20 10 o 10 20 30 40 50 


Prevención 


Control de coca 


Represión del 
narcotráfico 
Control de precurs. 
y lavado 


Otro 





No respuesta 


| E Cochabamba [E LaPaz [F] Periodistas 


Fuente: PIEB-CERES, Encuesta de opinión sobre coca/cocaína. 








Cuadro No. 6 
Opiniones de la población sobre la necesidad 
de erradicar la coca excedentaria 


¿Qué opina de la coca que se cultiva Pob. Pob. ESH 
en forma excedentaria? urbana rural 1995 
(1995) (1995) 
Debe erradicarse voluntariamente 56,8 55,9 46,59 
Debe erradicarse por cualquier medio 25,3 12,3 17,06 
No debe eliminarse 17,9 195 34,40 
No hay respuesta 0 8,9 0,86 





Elaboración propia con datos de Alcaraz et al. 1996a: 37, 1996b: 39; Encues- 
ta de Seguridad Humana (hay un porcentaje de 1,08 de datos perdidos en 
- esta encuesta). 


Cuadro No. 7 
Opinión de la población urbana (1994, 1995) sobre 
beneficios o perjuicios de la producción 
excedentaria de coca 


¿La coca excedentaria 1994 1995 
trae beneficios? 

Perjuicios 70 70 

Beneficios ¡148 10 

Ni uno ni otro 10 16 

No respuesta 3 4 


(Elaboración propia con base en SEAMOS 1996a: 
284; 1996c: 322.) 
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La segunda encuesta de SEAMOS (1996b: 
310) señala que la mayoría de la población está 
en desacuerdo con que se compense la erradica- 
ción de cocales (53%, frente a 25% que opinan 
que debe compensarse y 18% que dicen que tal 
vez)’. 

Al igual que en el caso de la erradicación, algo 
más de la mitad de la población coincide en que 
la coca debe sustituirse. (El Cuadro No. 8 mues- 
tra esta opinión). Probablemente la cercanía de 
la marcha de los cocaleros de setiembre de 1994 
haya influido en que no existan opiniones “más o 
menos de acuerdo” y que éstas se decanten por el 
“deben sustituirse”. 

De acuerdo con Alcaraz (et al. 1996b: 37), para 
la población urbana, el cultivo alternativo podría 
ser solución al problema que plantea la produc- 
ción excedentaria de coca (36,4% de los entre- 
vistados dijeron que sí es solución, y 16,9% que 
sería si se modifica)? 


Con relación a los esfuerzos del gobierno para 
solucionar el problema, el estudio (de 1992) indagó 
(...) acerca de la opinión de los entrevistados sobre la 
política de sustitución de cultivos de coca en Bolivia. 
Hay gente que piensa que el gobierno está realmente 
comprometido en realizar tareas de desarrollo 
socioeconómico y social en las zonas productoras de 
coca. Otros dicen que solamente está tratando de 
sustituir los cultivos de coca por otros productos (...) 
la mayoría opina que sólo se está sustituyendo 
(55,8%). El segundo grupo (23%) opina que el 
gobierno está incluyendo tareas de desarrollo; y el resto 
no sabe o no responde (21,2%) (Alcaraz, Flores et al. 
1993: 263-64). s 


En cuanto a los empresarios, según Mansilla 
(1995: 116), la mayor porción (64%) de ellos 
opinan que, ante el fracaso del desarrollo 


. 


alternativo, “hay que intentar con la ayuda del 
Estado y la cooperación internacional que los 
campesinos se dediquen a otros tipos de cultivos” 
(frente a 24% que respondieron que “es mejor 
desistir de toda intervención estatal y dejar el tipo 
de cultivo librado a la ley de la oferta y la demanda 
en un mercado desregulado totalmente” y 12% 
que se abstuvieron de contestar”). 

Los políticos y funcionarios del gobierno res- 
pondieron de manera similar (60% opinaron que 
debe intervenirse con ayuda internacional, 25% 
que el mercado libre es la mejor salida, y 12% se 
abstuvieron de opinar). Los periodistas y los aca- 
démicos, por su parte, se mostraron más conser- 
vadores (ningún periodista se mostró partidario 
de desistir de la intervención estatal y sólo 9% de 
los académicos optaron por esta respuesta; frente 
a 80 y 75%, respectivamente, que propusieron 
seguir con ella con el apoyo internacional); y, por 
otra parte, son los que más se abstuvieron de opi- 
nar (20 y 16%, respectivamente). * 


2. Bolivia contra las drogas 
Así como hay aprecio por los cocaleros, la conde- 
na al narcotráfico es mayoritaria. Casi la totali- 
dad de los entrevistados en La Paz y Cochabamba 
(95%) indicaron que la lucha contra el 
narcotráfico debe hacerse más intensa (un por- 
centaje muy similar al 96% de los periodistas).° 
Esta tendencia al endurecimiento involucra una 
peligrosa disposición a renunciar (en el 30,3% de 
los casos) a derechos y libertades individuales (dis- 
posición que no se encuentra en los periodistas 
cochabambinos).’ 

Sin embargo, en comparación con otros com- 
ponentes de una política sobre el problema de la 
coca, la represión de la producción y el tráfico de 


Cuadro No. 8 
Opinión de la población urbana sobre la necesidad de 
sustituir la coca excedentaria 
¿Los cultivos excedentarios Oct.94 Dic. 94 1995 


deben sustituirse? 





Deben sustituirse 

Más o menos de acuerdo 
No deben sustituirse 

No respuesta/indecisión 


67 48 55 

0 24 17 
16 24 26 
17 4 2 





(Elaboración propia con base en SEAMOS 1996a: 285; 1996b: 308; 


1996c: 322.) 


EMPUJANDO LA CONCERTACIÓN 


EDUARDO CÓRDOVA 


drogas no es la labor que más importancia debe 
merecer por parte del gobierno (sólo un prome- 
dio de 6,7% de los entrevistados en nuestra en- 
cuesta señalan esto, frente a 26,3% que proponen 
darle la menor prioridad). 

De acuerdo con el primer estudio de opinión 
de SEAMOS, hay un relativo optimismo en lo 
que se refiere a la lucha contra el narcotráfico: la 
mayoría (62%) de los bolivianos piensan que es 
posible derrotarlo y el resto, que hacen un grupo 
también muy importante (38%), ven cerradas 
todas la posibilidades de lograrlo (SEAMOS 
1996a: 283). Estas cifras revelan que (en 1994, 
después de la marcha de los cocaleros) para la po- 
blación no había indecisiones: o “perder” o “triun- 
far” del narcotráfico. Para vencer, dos meses 
después, se proponen medidas de fuerza y control 
(48%), el empleo y desarrollo alternativo (11%), 
concientización y educación (7%), otras medi- 
das (4%; el 30% no respondieron) (1996c: 304). 
Es importante destacar en este punto que las me- 
didas de fuerza parecen ser las más confiables para 
la población por su inmediatez y su contunden- 
cia; no así los programas de empleo y desarrollo 
ni las campañas de educación, que podrían tomar 
o llevar más tiempo’. 


3. Encubrimiento, lavado de dinero 

Este es el componente menos fundamental de la 
política sobre la coca según los entrevistados en 
Cochabamba y La Paz: un promedio de apenas 
4,4% de ellos opinan que el gobierno le da la 
mayor prioridad y 28% que debería otorgarle la 
menor importancia. Según los estudios de SEA- 
MOS’, respecto a las acciones que deben tomarse 
contra encubridores y narcopoliticos'’, las opinio- 
nes son diversas: enjuiciarlos (25%), eliminarlos 
(10%), extraditarlos (8%), muerte civil (3%), y 
otros (10%) (SEAMOS 1996c: 321). En todo 
caso, si bien el lavado de dinero, el tráfico de pre- 
cursores y el encubrimiento no hacen un elemento 
clave en el narcotráfico (ni, por tanto, en el ma- 
nejo del problema de la coca), no dejan de ser, 
para la población, faltas graves. 


4. Enfrentar el consumo de drogas" 

La población se inclina a considerar este compo- 
nente como el más importante dentro de una po- 
lítica relativa a la coca'’, aquél al que menos 
esfuerzos dedica el gobierno (de acuerdo con 
61,3% de los entrevistados cochabambinos y 50% 
de los paceños) y en el que más empeño debería 
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emplear (según 72% de los cochabambinos y 
63,3% de los paceños)'”. 

Los resultados de algunas encuestas que inclu- 
yen población adolescente y joven son de una 
relativa intolerancia contra el consumo y los con- 
sumidores de drogas: en una de ellas (SEAMOS 
1996c: 324), de entre las acciones que tendrían 
que tomarse para enfrentar el consumo de drogas, 
un tercio (33,5%) sugiere la represión; una pro- 
porción menor (28%) propone la prevención; se 
habla también de mayor control por parte de los 
padres (8%) y otro tipo de medidas (10%; el 19% 
no sabe o no responde). En otra (Alcaraz, Flores 
et al. 1993: 238), los entrevistados mostraron su 
desacuerdo con permitir que sus familiares prue- 
ben drogas (78%, frente a 17%, que están de 
acuerdo). De la misma manera, no asistirían a fies- 
tas donde se consumen drogas (78,2% de los ca- 
sos; el 18,6% sí lo harían) (: 239). Esta conciencia 
punitiva frente al grupo de consumidores se mues- 
tra más claramente cuando la mayoría (63,3%) 
de los encuestados encarcelarían a los consumido- 
res si fueran autoridades (el 31,8% se apartan de 
esta idea y el 4,9% no responden o no saben qué 
actitud tomarían). 

Las élites, por su parte, consideran que una 
manera de prevenir el uso indebido de drogas es 
la discusión de los temas referidos al narcotráfico 
y al consumo sustancias prohibidas entre la po- 
blación infantil y juvenil. Así opinan los empre- 
sarios (en una proporción de 68%), políticos y 
autoridades estatales (87%), periodistas (88%), y 
académicos (83%; mientras tan sólo el 20% de 
los empresarios, 5% de los políticos y gobierno y 
8% de periodistas piensan que jóvenes y niños 
deben quedar al margen de las discusiones por- 
que de lo contrario podrían interesarse 
morbosamente en las drogas) (Mansilla 1995:90). 
De acuerdo con Mansilla, “se puede inferir que 
una clara mayoría de las élites funcionales mo- 
dernas favorece las funciones de prevención (vía 
esclarecimiento) que realizan las instituciones 
pertinentes y que sólo una pequeña minoría se 
opone a esas actividades” (:58)"*. 


5. Legalización 

Sólo uno de los entrevistados de las poblaciones 
de La Paz y Cochabamba (un profesional inde- 
pendiente paceño) señaló que “mientras no se 
legalicen el consumo y la producción (de drogas, 
la solución del problema ...) es imposible”. (Pue- 
de tratarse de un miembro de las élites). Es que, 
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en los marcos del planteamiento del problema 
(Cf. Supra), la legalización posible y esperada es 
la de la coca y no de sus derivados. El caso de 
las élites es distinto. Entre ellas sí circula la alter- 
nativa de la legalización o Jescriminalización, 
pero no a partir del problema de la coca sino a 
partir de un debate internacional de la 
descriminalización de las drogas. 

La población no piensa en la legalización del 
consumo y venta de drogas; pero, cuando se le 
pregunta, se manifiesta mayoritariamente en con- 
tra (83,9%, en el caso de la población urbana de 
1995, frente al 8,8%, que se muestra a favor; el 
7,3% restante no sabe o no responde). (Alcaraz, 
Flores et al. 1996b: 31-32.) La valoración negati- 
va de la producción, el tráfico y el consumo de 
drogas!* no está sujeta a dudas. 

Las élites, aunque no tan radicalmente, tam- 
bién se oponen a la legalización (64% de los em- 
presarios, 55% de políticos y gobernantes, 60% 
de periodistas y el 57% rechazan esta posibilidad; 
sólo el 24% de empresarios, 25% de políticos y 
gobernantes!*, 20% de periodistas y el 31% de los 
académicos piensan, por el contrario, que las dro- 
gas deberían quedar expuestas a la ley de la oferta 
y la demanda (Mansilla 1995: 100)). Para los pe- 
riodistas (en un 56% de los casos), el levantamien- 
to de la prohibición determinaría un aumento en 
la corrupción en las instituciones. En esto difie- 
ren del resto de los grupos elitarios, en tanto son 
menores las proporciones de empresarios, políti- 
cos y académicos que piensan de manera similar 
(36%, 24% y 29%, respectivamente) (:113)". 

Mansilla aclara que 


En lo referente a los argumentos en favor de la 
legalización como mecanismo para hacer bajar el 
precio de la droga y desestimular su producción, existe 
evidentemente un espíritu más conservador en 
Cochabamba y más liberal en Santa Cruz, mientras 
La Paz mantiene un puesto intermedio (: 65). 


Los periodistas se oponen a considerar un pa- 
rangón entre la prohibición de la década de 1920 
en los Estados Unidos con la lucha contra el 
narcotráfico actual, a diferencia de 


algunos altos funcionarios estatales (que) creen que 
una legalización de la producción de coca excedentaria 
contribuiría a conformar mercados legales para la 
sobreproducción de coca, la cual, a su vez, podría ser 
industrializada en gran escala. Algunos intelectuales 
se pliegan irrestricta y con entusiasmo a este parecer. 
Entre estos mismos grupos han surgido comentarios 
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que establecen un paralelismo entre la producción y 
el consumo de bebidas alcohólicas en los Estados 
Unidos (Ley Seca) de 1920 a 1932; todo tipo de 
interdicción sería a la larga inútil y a la corta 
contraproducente (: 65-66). 


El “Cuadro de posiciones del debate coca-co- 
caína” (Última Hora, 18.09.94) indica que las 
opiniones de los partidos políticos se oponen 
mayoritariamente a la legalización, aduciendo 
principalmente que Bolivia no tiene la capaci- 
dad de sustentar esa política. El gobierno se ma- 
nifiesta “definitivamente contrario (...) por falta 
de consenso a nivel mundial”; el Movimiento 
Nacionalista Revolucionario (MNR) señala: “El 
país no está capacitado para asumir una medida 
de ese tipo”; Unidad Cívica Solidaridad (UCS): 
“Traería una serie de dificultades al país, en el 
orden social, principalmente”; el Movimiento 
Bolivia Libre (MBL): “Bolivia no está en condi- 
ciones de aceptar socioeconómicamente el 
tema”. El Movimiento de la Izquierda Revolu- 
cionaria es el único que aceptaría la legalización: 
“Sí. Pero con un estudio serio para crear una es- 
tructura que no quiebre los moldes morales y 
económicos”. 

La población, tácitamente, y los funcionarios 
estatales, más explícitamente, suponen que lo que 
debe legalizarse es la coca. La descriminalización 
de la droga no es considerada por la población y 
recibe rechazo de las élites. 


6. Quién decide la política sobre la coca 
Sobre las políticas, señala un dirigente cocalero: 


Primero que no hay un plan, un programa integral de 
desarrollo campesino, no hay un proyecto de desarrollo 
integral para el trópico cochabambino y eso es una 
muestra de cómo el gobierno de los Estados Unidos, y 
menos el gobierno boliviano, no quieren hacer un 
verdadero desarrollo en el trópico (Cit.: Mansilla y 
Blanes 1994: 65). 


Esta queja involucra que es el gobierno esta- 
dounidense el más activo en el desarrollo de polí- 
ticas de manejo del problema de la coca. A 
continuación se hablará de quién decide esas po- 
líticas en Bolivia. 

En el Gráfico No. 2 se observa que las pobla- 
ciones de La Paz y Cochabamba no se definen 
claramente sobre quién decide en última instan- 
cia la política boliviana sobre la coca; similares 
proporciones se decantaron en la encuesta por el 
gobierno boliviano por sí solo (un promedio de 
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37,1%) y por el gobierno de los Estados Unidos 
(un promedio de 41%)'*. 

Estos resultados son muy diferentes de los que 
se lograron en la encuesta de los periodistas de 
Cochabamba, que sólo en 4% de los casos opinan 
que decide el gobierno por sí solo, mientras 44% 
creen que quien lo hace son los Estados Unidos. 
No debe dejar de tomarse en cuenta la abruma- 
dora certeza, entre los periodistas, de que Bolivia 
no ejerce soberanía en el tema de la coca. A ese 
respecto, en el Cuadro No. 9 se muestra que los 
países consumidores de drogas (es decir: los Esta- 
dos Unidos) deben solucionar el problema de las 


drogas más que los productores. La información 
debe leerse: “solucionar el problema en su propio 
territorio”. 

En el seno de las élites funcionales existe una 
conciencia del papel que Bolivia tiene como país 
productor de coca en el problema de la droga. Más 
de la mitad de los miembros de los grupos que las 
forman opinan que existe una responsabilidad 
moral; pero alrededor de un tercio (36% de los 
empresarios, 31% de los políticos, 28% de los pe- 
riodistas y 43% de los académicos) piensan que 
la responsabilidad, en última instancia, es de los 
consumidores de drogas. 


Gráfico No. 2. 
Opinión sobre quién decide la política sobre la coca 
(datos en porcentajes) 
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Fuente: PIEB-CERES, Encuesta sobre coca/cocaína. 


Cuadro No. 9 
Opiniones de la población urbana y rural sobre 
quiénes deben resolver el problema de las drogas 
(datos en porcentajes) 


¿Los problemas de drogas deben Población Población Población 


resolver los países productores 
o los consumidores? 


Productores 
Consumidores 
Ambos 

No sabe 


urbana urbana rural 
1992 1995 1995 
23 _ 24,2 113 
35,6 32,6 28 
32,6 37,8 54,9 
2,8 5,4 Di 





(Elaboración propia con base en Alcaraz, Flores et al. 1996a: 57, 29; 1996b: 27.) 
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Además, están conscientes también de que la 
soberanía del país está involucrada en el proble- 
ma. A ese respecto, son los políticos y los acadé- 
micos los que más se oponen a todo tipo de 
vulneraciones de la soberanía por parte de los Es- 
tados Unidos porque “no tiene autoridad moral 
ya que la demanda se origina en su territorio” (en 
67% y 81% de los casos, respectivamente; mien- 
tras, los empresarios que opinan igual alcanzan 
36%, y los periodistas, 44%) (Mansilla 1995: 99). 
Los empresarios y los periodistas, evidentemente, 
viven la globalización más que los políticos y aca- 
démicos. Los que piensan que “no se puede evitar 
la intervención de los EE.UU. porque sin esta pre- 
sión Bolivia no reducirá efectivamente la coca 
excedentaria” son, respectivamente, 19%, 11%, 
44% y 40%. “Sintomáticamente un alto funcio- 
nario de Estado aseveró que no existe algo así 
como la soberanía estatal y que, por lo tanto, no 
hay que preocuparse por el ingreso o no de tropas 
extranjeras en el país” (: 62). 


' Esta inconsistencia por parte de la población en el plan- 


teamiento del problema —probable efecto de la propaganda 
de las campañas de prevención— revela, nuevamente, que 
no se da mucha importancia a la coca. 

? “Viendo de otra manera la estrategia para enfrentar el 
problema, por ejemplo a través de las alternativas de sustitu- 
ción de la producción de la hoja de coca por medio del desa- 
rrollo socioeconómico de las zonas productoras, o a través de 
la participación de las fuerzas armadas en las tareas de inter- 
dicción, el grupo más grande (46%) prefiere el desarrollo 
socioeconómico. El grupo que favorece el uso de las fuerzas 
armadas (38%) también representa un número considerable 
de encuestados” (Alcaraz, Flores et al. 1993: 262). 

' Las muestras de población que SEAMOS entrevista se 
distinguen por su radical oposición al narcotráfico y a todo lo 
que tenga que ver con él (incluidos los productores de coca). 
Probablemente la presentación de los encuestadores y el or- 
den y la formulación de las preguntas influyan en las perso- 
nas que las conforman. Una de esas preguntas fue: “¿Cuándo 
es preferible intervenir en los cultivos excedentarios del 
Chapare?” Las mayoría de las respuestas fueron “Ahora” 
(51%), seguidas de “Esperar mejores condiciones” (37%) y 
“No hacer nada” y “No sabe, no responde” (sendos 6%) 
(1996c:309; las cursivas son nuestras). 

+ No se explicita qué modificaciones deberían hacerse. 
Además, 25,6% opinaron que no es solución y 21,2% no su- 
pieron responder. Debe notarse que el estado actual de las 
cosas no recibe aprobación ni reprobación mayoritaria. 

5 Se advierte una posición más liberal en Santa Cruz, ciu- 
dad en la que 35% de los empresarios consultados opinaron 
que es preferible dejarlo todo en manos del mercado (: 116). 
6 Sobre el accionar de los operativos policiales no existen 
en las opiniones de la población unanimidad ni mayoría cla- 
ra: el 40% están de acuerdo y aprueban las medidas policiales 


96 EMPUJANDO LA CONCERTACIÓN 


y de represión, mientras que el 34% se muestran en desacuer- 
do; el 7% no se manifiestan (SEAMOS 1996b: 306). 

7 Existe la inclinación a pensar que a uno no le va a tocar 
sufrir, por ejemplo, la presunción de culpabilidad porque uno 
es puro, honesto. Así, con relación a los medios o factores 
que podrían contrarrestar mejor con problemas emergentes 
del narcotráfico, el 54% de los entrevistados piensan que “los 
bolivianos honestos podemos más que los narcotraficantes 
corruptos”; que “nuestras tradiciones y valores pueden más 
que el poder del narcotráfico y las drogas”, opinan un 27%; el 
11% no se inclinan por ninguno de estos enunciados (SEA- 
MOS 1996a: 291). Los norteamericanos renunciarían más 
que los bolivianos: “en septiembre de 1989 (unos días des- 
pués que el presidente Bush presentara su primera estrategia 
nacional de control de drogas), el 62 por ciento del público 
norteamericano dijo estar dispuesto a ceder algunas de sus 
libertades si ello contribuye a un mejor ataque contra los 
narcóticos; el 55 por ciento apoyó realizar pruebas obligato- 
rias de consumo de estupefacientes para todos los norteame- 
ricanos; el 52 por ciento alentó la búsqueda de drogas en su 
domicilio sobre la base de una sospecha y sin una orden de la 
corte para el allanamiento; el 67 por ciento estuvo de acuer- 
do con la revisión al azar de su automóvil; el 71 por ciento 
respaldó que se prohíba la proyección, en cines comerciales, 
de películas que muestran uso ilegal de enervantes; y el 83 
por ciento favoreció reportar a la policía a los sospechosos de 
consumo de drogas, aun si éstos fueran miembros de sus pro- 
pias familias” (Rocabado 1994: 155; los datos son de un son- 
deo realizado por el Washington Post). 

$ Las principales opciones gubernamentales en la lucha 
contra el narcotráfico, identificadas en la encuesta de SEA- 
MOS son: desarrollo alternativo (50%), acciones militares 
y/o policiales (28%), opción cero (7%), legalización (8%) 
(: 305). Meses más tarde, las acciones gubernamentales para 
enfrentar y derrotar al narcotráfico, según la población 
encuestada, son: fuerza y represión (54%), prevención y edu- 
cación (13%), desarrollo alternativo (8%) (no responden a 
la pregunta 19%) (1996c: 320). No debe olvidarse que en los 
estudios de SEAMOS el narcotráfico goza de una valoración 
previa absolutamente negativa. 

Sobre lo que debe hacerse con los delincuentes culpables del 
problema de las drogas, encuestas realizadas en el área urba- 
na en 1992 reflejan una cierta confianza en el sistema judi- 
cial boliviano, un cierto respeto por los narcotraficantes bo- 
livianos (en tanto que sus actividades delictuosas no les des- 
pojan de su nacionalidad boliviana) y un rechazo de las 
intromisiones de los Estados Unidos: una proporción cerca- 
na a dos tercios de la población opina que los narcotraficantes 
deben ser juzgados en Bolivia (65,1%), el 25% menciona a 
Estados Unidos (y el 9,9% no responde) (Alcaraz, Flores et 
al. 1993: 265-266). 

2 — En ellos se observa, como ya se hizo notar, una fuerte 
inclinación a reforzar los elementos represivos en el plantea- 
miento de los problemas —y de las soluciones de éstos— re- 
lacionados con la coca. 

10 Los encubridores y los narcopolíticos han sido incorpo- 
rados en este apartado por su relación necesariamente indi- 
recta con la producción y tráfico de drogas ilícitas. 

11 Debe aclararse, en este punto, que los programas de edu- 
cación, prevención y rehabilitación no se refieren exclusiva- 
mente a la cocaína, que, por otra parte, no es la droga más 
consumida en Bolivia (Cf. Laserna 1996: 37). 

1 Sin embargo, sólo 6% de los cochabambinos y 3,3% de 
los paceños consideran que el problema de la coca tiene que 
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ver con el consumo de drogas. (Esta oscilación de la opinión 
sobre el consumo y la que se refiere a la intensificación de la 
lucha contra el narcotráfico (Cf. Supra) connotan mecanis- 
mos parecidos: en términos “absolutos”, la represión debe 
endurecerse; en términos “relativos” —en comparación con 
otros componentes de posibles políticas—, la represión es uno 
de los elementos a los que menos importancia debe otorgar 
el gobierno). 

1% Hay diferencias con relación al siguiente dato correspon- 
diente a 1992: “Aunque los entrevistados no creen que el 
consumo de drogas en el país es un gran problema, están di- 
vididos casi en partes iguales sobre si el gobierno está hacien- 
do lo posible para prevenir el consumo de drogas. Alrededor 
del 45% opinan que el gobierno está haciendo lo posible, 
mientras 42% dicen que no lo está haciendo y 12% no lo 
saben” (Alcaraz, Flores et al. 1993:260). 

Probablemente influyen, por una parte, la diferencia entre 
los límites de edad de las poblaciones estudiadas ((Cf. Apén- 
dice No. 1. “De las encuestas y el problema de la coca”): en la 
investigación de 1992 se incluyen niños, jóvenes y adultos; 
en la nuestra, adultos) y, por otra, la formulación de las pre- 
guntas (en 1992 sólo se habló de prevención). En todo caso, 
un grupo importante de la población opina que debe hacerse 
más en el control de la demanda de drogas. 

" “Los comentarios adicionales insisten en ampliar el ra- 
dio de acción de la prevención mediante campañas más acti- 
vas y llamativas, intentando llegar a los sectores más 
desprotegidos y menos educados de la población” (: 58). 

15 No obstante de que no se piensa en la legalización, se 
constata un aumento leve (que puede deberse simplemente a 
las características de las encuestas) en el número de personas 
que aceptarían este tipo de política. En 1992, el 89,6% de la 
población se oponía a la legalización del consumo de drogas 
como la cocaína o la marihuana, frente a tan sólo el 5,8% 
que opinaba lo contrario (Alcaraz, Flores et al. 1993: 222). 
Estas opiniones son —al menos levemente— inconsistentes 
(y probablemente fueron hechas bajo la presión de la en- 
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cuesta): según los resultados, hay en el país personas que es- 
tán en contra de la legalización y que piensan que legalizan- 
do la venta el consumo de drogas se eliminaría. Un 55,9% de 
los entrevistados piensan que, de legalizarse la venta de dro- 
gas, habría un aumento de consumo de las mismas; el 16,7% 
piensan que se eliminaría; el 10,1% que ocurrirían ambos 
fenómenos (: 261). En cuanto a la opinión pública norte- 
americana, la política prohibicionista está muy arraigada en 
la población. Según encuestas de Gallup, en enero de 1990, 
“ocho de cada diez estadounidenses (80 por ciento) manifes- 
taron que (la legalización) es una mala idea, el 14 por 
ciento opinó que es una buena idea, el 2 por ciento dijo que 
algunas drogas deberían legalizarse y otras no, y el 4 por cien- 
to no opinó al respecto (...) En una encuesta realizada en 
septiembre de 1989 (unos días después de que el presidente 
Bush presentara oficialmente su primera estrategia), los 
indicadores de opinión fueron 74 por ciento contra la idea, 
16 por ciento a favor, 4 por ciento apoyó la legalización de 
algunas drogas y no de otras, y el 6 por ciento no opinó” 
(Cit.: Rocabado 1994: 183). 

16 Sobre el impacto de la legalización, un político señaló: “La 
sociedad boliviana es un cuerpo básicamente sano y de una moral 
irreprochable. Cualquier medida en pro de la despenalización 
de las drogas, aun en una versión radical, no podría destruir nues- 
tras enraizadas concepciones sobre el bien y el mal. Nuestra sana 
moral ancestral está por encima de estatutos legales que ocasio- 
nalmente apruebe el Parlamento” (: 77). 

17 Los porcentajes que opinan que la legalización disminui- 
ría la corrupción son los siguientes: 40% de los empresarios, 
47% de políticos y gobernantes, 16% de los periodistas y 41% 
de los académicos (: 113). 

18 Probablemente la lejanía de la sede de gobierno influye 
en que los entrevistados en Cochabamba opinen que es el 
gobierno el que decide (40,7%: 2,7% por encima de la pro- 
porción de opiniones que señalan que deciden los Estados 
Unidos). Esto tiene que ver con la certidumbre necesaria de 
que el gobierno realmente gobierna. 
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# an sido varios los intentos de diálogo que 
i # han fracasado. Es probable que las condi- 
ciones de presión que siempre han existido ha- 
yan contribuido decisivamente a ese fracaso. 

La opinión de la población es ambigua y mu- 
dable. En nuestra encuesta los entrevistados ex- 
pusieron su preferencia por un acuerdo nacional 
sobre el “problema de la coca” (con porcentajes 
de 97% en Cochabamba y 95% en La Paz); a la 
vez, un importante porcentaje de ellos (17% en 
ambas ciudades) se refirieron a la imposibilidad 
de llegar a ese acuerdo por incumplimientos del 
gobierno (promedio de 6%) o de los cocaleros 
(promedio de 4%), porque hay elementos que no 
están bajo el dominio de quienes dialoguen (4%), 
por intromisión extranjera (promedio de 3%) o 
por posiciones que se representarían en las nego- 
ciaciones (3%)'. (Según la gente, los actores del 
problema, o los que deberían concertar, son los 
sindicatos cocaleros y el gobierno —elegidos con- 
juntamente en 77% de los casos en Cochabamba y 
en 71% de los de La Paz. También se menciona al 
gobierno de los Estados Unidos y a “otros gobier- 
nos.”) En el Cuadro No. 9 se muestran las cifras 
de la opinión sobre los participantes en la 
negociación de un acuerdo sobre el problema 
de la coca. 

Un año antes, una proporción de 43% de la 
población urbana del país mostraba ideas contra- 
rias a un acuerdo en relación a la erradicación de 
los cocales excedentarios (25% preferían 
erradicarlos por cualquier medio no voluntario y 
18% que no se eliminen por ningún medio) 
(Alcaraz, Flores et al. 1996a: 37). Más de la mitad 
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de los entrevistados por SEAMOS a fines de 
1994 (1996b: 309) proponían intervenir ya en el 
Chapare (Cf. Supra), mientras la discusión por 
la Opción Cero todavía continuaba?. En 1992 
(ILDIS 1992b), los habitantes de seis ciudades 
bolivianas mostraron que, si bien se considera- 
ba la democracia como el marco adecuado 
para resolver problemas, el del narcotráfico no 
era de los más importantes (ocupaba el octavo 
lugar). 

En el caso de los empresarios, políticos, perio- 
distas y académicos, 


se puede afirmar que (...) desconfían de las medidas 
basadas únicamente en la represión de la producción 
de coca y del narcotráfico; se constata una fuerte 
predisposición a un dilatado debate nacional a muy 
diversos niveles, que irían desde la familia hasta la 
prensa. Entre los empresarios se percibe, en términos 
estrictamente relativos, una mayor confianza en 
soluciones basadas en los órganos de fuerza (Mansilla 


1995: 56-57). 


Debe señalarse que, en el caso de los políti- 
cos, en la última década han estado viviendo un 
proceso de aprendizaje de acuerdos interparti- 
darios. La “lógica de guerra” de la política ha sido 
remplazada por la “democracia pactada”. Sin em- 
bargo, el tema de la coca es frecuentemente 
“politizado” (ya que, como se señaló antes, los 
políticos, suponiendo la reprobación pública del 
narcotráfico, se acusan mutuamente de corrup- 
ción ligada a esta “lacra”) y no ha habido un in- 
tento serio de diseñar una política sobre la coca a 
través de un consenso interpartidario. 
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Cuadro No. 10 
Opinión de la población adulta de Cochabamba 
y La Paz y de periodistas de Cochabamba 
sobre quiénes deben participar en un acuerdo sobre la coca 


(Datos en porcentajes) 

Quiénes deben participar Cochabamba La Paz Periodistas 
Gobierno central 88 87,3 72 
Sindicatos cocaleros 82 84,7 64 
Policía y Fuerzas Armadas +3 2 12 
Iglesia 4,7 3,3 8 
COB y CSUTCB 10 2 20 
Partidos políticos 3.3 2 16 
Gobiernos extranjeros 12 12,7 40 
Estados Unidos 12 12 40 
Las Naciones Unidas 6,7 2,7 40 
Pueblo, opinión pública 4 5,3 0 
No respuesta 2,7 4,7 4 


Fuente: PIEB-CERES, Encuesta de opinión sobre coca/cocaina. 


Los cocaleros manifiestan asimismo su predis- 
posición a dialogar: “tal vez podamos llegar a un 
entendimiento, a una coordinación total como 
bolivianos, nosotros como actores como produc- 
tores de coca y por otro lado el gobierno central” 
(un dirigente citado en Mansilla y Blanes 1994: 
64). 

Los periodistas de Cochabamba, en nuestra en- 
cuesta, mostraron también su adhesión al acuer- 
do y a la concertación: 92% opinaron que sí es 
posible y que se debería buscar un acuerdo nacio- 
nal sobre el tema de la coca. (Uno solo señaló 
que un diálogo es imposible porque “es ilícito” 
decidir algo que ya está consagrado por el orde- 
namiento jurídico del país). Sin embargo, sólo 
52% de ellos reconocieron en los cocaleros y el 
gobierno son los que deben dialogar (una respuesta 
decía: los “campesinos sin sindicatos”, ya que los 
dirigentes sindicales estarían “politizados” e in- 
troducirían en las negociaciones elementos aje- 
nos al problema estrictamente). 

Es que, a pesar de que la población reconoce 
la falta de comunicación como uno de los princi- 
pales problemas “de la familia boliviana” (Supra), 
y que el diálogo debe cultivarse en el seno del 
hogar (de acuerdo a 28% de la población urbana; 
SEAMOS 1996a: 294), esto no pasa de ser un 
beneficio privado, ya que los mismos entrevista- 
dos no ponen ni en las virtudes ni en los defectos 
nacionales explícitamente algo referido a la co- 


municación, que sí, se opina, debe existir en la 
familia (: 293, 296)*. 
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En resumen, si bien los distintos sectores so- 
ciales manifiestan su preferencia por las solucio- 
nes concertadas, no todos están dispuestos a 
movilizarse por el problema de la coca, ya que para 
ellos no es el más importante y por tanto no se 
sienten involucrados en él. 


' La suma de los porcentajes de los motivos a los que se 


atribuye la imposibilidad de acuerdos es mayor de 17% debi- 
do a que los entrevistados usaron varios argumentos de ma- 
nera no mutuamente excluyente. 

? Opción Cero fue la idea de una política, expresada por el 
gobierno en 1994, que involucraba la erradicación total de 
los cocales excedentarios, la expulsión de la población de las 
zonas cocaleras y el establecimiento de economías alternati- 
vas en otras regiones. 

A nivel político, los acuerdos entre partidos han de- 
mostrado su utilidad, no sólo cuando se definen los titula- 
res del poder después de una elección popular sino también 
cuando se decide realizar reformas estatales; se han conver- 
tido en una necesidad y se han ido fortaleciendo. Cosa dis- 
tinta ocurre cuando se trata de acuerdos entre organizacio- 
nes sindicales y el gobierno. Y esto tiene que ver con la 
forma en que en estos casos se llega a la mesa de negocia- 
ción (con presión o desconfianza), con el objeto mismo de 
las negociaciones, que son demandas (un panorama en el 
que la cooperación mutua está excluida en tanto que se su- 
pone que hay pérdidas y ganancias), y con que las organiza- 
ciones no juegan ya el papel político que desempeñaban 
hace décadas. Los resultados son largas listas inconsistentes 
de compromisos que no tienen que ver unos con otros y que 
no siempre deciden algo. 

+ — Implicitamente sí lo hacen: entre los defectos de los bo- 
livianos, el primero es (con 23% de “preferencias”) el de ser 
desunidos y regionalistas (: 296). 
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LA FORMACIÓN DE LA OPINIÓN 
SOBRE EL TEMA DE LA COCA 


ye 


7 n la formación se han de definir dos entradas. 

bh. Una es más “estática” y se refiere a 1) las ca- 
racterísticas que comparten los públicos que opi- 
nan (edad, sexo, empleo); la otra es más dinámica 
y trata de 2) las conexiones que en cada caso se 
establecen entre los “contenedores” de opinión. 
Llegar a la primera es relativamente fácil. Con la 
segunda hay dificultades que nacen de la comple- 
jidad del fenómeno. Sin embargo, se pueden ha- 
cer algunas precisiones importantes. 


1. Características de la población 

Este apartado se referirá casi exclusivamente a 
nuestra encuesta y al análisis de las diferencias en 
las respuestas que los “grupos” entrevistados die- 
ron al cuestionario. De entre los varios factores 
que se trenzan para formar las opiniones se toma- 
rán en cuenta el sexo, la edad y el empleo de los 
entrevistados. Esto, necesaria e inevitablemente, 
da indicaciones muy generales. 

El comportamiento de las mujeres difiere según 
se trate de Cochabamba o de La Paz. Hay, sin 
embargo, algunas constantes a las que debe darse 
relieve. Por ejemplo, las mujeres creen, más que los 
hombres, en el gobierno boliviano: 67,5% de las 
cochabambinas (contra 58,6% de los hombres) 
opinan que quien decide en última instancia la 
política sobre la coca es el gobierno. De la misma 
manera, sólo 32,5% de las paceñas (frente a 44,2% 
de los hombres) creen que lo es el gobierno de los 
Estados Unidos (los porcentajes en Cochabamba son 
de 40%, para las mujeres, y 50%, para los hombres). 

Esta atribución de poder a los gobernantes 
bolivianos se combina con una conciencia de 
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menor información con respecto al problema de 
la coca (los hombres que se creen mal informados 
alcanzan un porcentaje promedio de 62,9%, las 
mujeres, un promedio de 72,5%) y con un mayor 
respeto por las libertades constitucionales que los 
hombres (idénticos porcentajes de 72,5% en La 
Paz y Cochabamba de mujeres en desacuerdo con 
renunciar a derechos para luchar contra el 
narcotráfico, frente a 65,7 y 60% de los hombres 
de ambas ciudades). 

Acerca del mismo aspecto, son los ciudada- 
nos “maduros” (de 45 a 64 años) los que más re- 
nunciarían con tal de intensificar la lucha contra 
el narcotráfico (promedio de 40,4%, frente a 
30,4% de los “adultos” y 25,8% de los jóvenes). 
Por otra parte, los jóvenes son quienes más im- 
portancia asignan al problema del narcotráfico 
considerándolo como el primero que aqueja a los 
bolivianos (promedio de 81,8% de los que pien- 
san así, cuando los jóvenes representan el 54% 
de la población entrevistada). Igualmente, son 
ellos los que más entienden el problema de la 
coca como consumo de cocaína (promedio de 
7,3%, frente a 5,8 de los “adultos” y 3% de los 
“maduros”). 

En el caso del empleo’, los asalariados son los 
que más se plantean el problema críticamente, los 
que más comentarios hacen y definen de alguna 
manera la opinión de los otros grupos. En el lado 
opuesto, se distinguen del resto de los grupos las 
amas de casa: son las que menos se plantean los 
problemas relativos a la coca (las que menos co- 
mentarios hacen y las que más se abstienen de 
responder). 
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2. Las conexiones 

En esta parte del trabajo no se estudia la forma- 
ción de opinión en un caso específico; se quiere 
señalar simplemente el “contenido de los conte- 
nedores” y algunas relaciones que se establecen 
entre éstos. El dato más importante, más allá de 
las diferencias existentes entre las encuestas que 
se revisaron, es que la población no repite exac- 
tamente la opinión de los grupos de los otros ni- 
veles de opinión. En el caso de los periodistas y la 
población de Cochabamba es claro; difieren no- 
tablemente en cuestiones importantes?. Los gru- 
pos a los que pertenecen los entrevistados filtran 
de alguna manera las opiniones. 

Es que los elementos que hacen la opinión son, 
además de las informaciones, la opiniones y las 
identidades, lo cual tiene que ver con los grupos 
face-to-face que forma la población y con los líde- 
res de opinión de esos grupos. Un dato muy im- 
portante que relaciona la opinión individual con 
los grupos pequeños a los cuales los ciudadanos 
pertenecen es el que sale de la pregunta sobre las 
fuentes de información a las cuales recurren los 
entrevistados aparte de los medios de comunica- 
ción?. Un promedio de 39,3% señalaron a sus 
compañeros de trabajo o de estudio; un promedio 
de 33,7%, a su familia; 6,7%, a sus profesores o 
jefes. Al parecer, los hombres recogen parte de 
sus opiniones de sus centros de trabajo y las di- 
funden en sus familias. La mitad (50%) de los 
hombres nombraron como fuentes a sus compa- 
ñeros de trabajo (frente a 30% de las mujeres); 
43,1% de las mujeres nombraron a sus familias 
(frente a 23,6% de los hombres). 

Las élites opinan que hay mucha información 
sobre el complejo coca-cocaína. Pero, como es 
de mala calidad, se necesitan estudios rigurosos. 
En eso están de acuerdo los empresarios (84%), 
los funcionarios estatales y los políticos (69%), 
los periodistas (88%) y los académicos e intelec- 
tuales (83%). (Los que creen que hay mucha 
información alcanzan, respectivamente, 16, 18, 
8 y 17%.) 

En nuestra encuesta sólo 8% de los entrevis- 
tados (y 4% de los periodistas) opinan que la in- 
formación que hay sobre el problema de la coca 
está bien (un promedio de 38,7% creen que hay 
mucha información de mala calidad, coincidien- 
do con 36% de los periodistas; 52,7% respondie- 
ron que hay muchas opiniones pero poca 
información, al igual que 60% de los periodistas). 
Alrededor de 30% (24% en Cochabamba y 
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33,3% en La Paz) señalan que se encuentran bien 
informados sobre el problema (cifra que está bas- 
tante alejada del 56% de los comunicadores), y 
un promedio de 70% admiten que no es así (mien- 
tras 44% de los periodistas opinan de manera si- 
milar). 

Los medios de comunicación preferidos por los 
entrevistados son redes de televisión? ATB (pro- 
medio de 25,7%) y Bolivisión (promedio de 
10,3%); luego están la Radio Fides (promedio de 
9,7%), la Red Uno (7%), la Televisión Boliviana 
(6,7%) y la radio Panamericana (6,3%)*. Los mo- 
tivos por los que la gente los prefiere son: carac- 
terísticas de las actividades de los entrevistados 
en relación al consumo del medio —por ejem- 
plo, la radio permite trabajar sin dejar de obser- 
var-lo que se hace— (promedio de 21,2%), 
características formales del medio —la televisión, 
por ejemplo, emite a la vez imágenes y sonidos; 
los periódicos, por su parte, no tienen la fugaci- 
dad de otros medios; se pueden releer y también 
se pueden guardar— (promedio de 20,7%), obje- 
tividad (19%), detalle y profundidad de la infor- 
mación (12%). Los periodistas cochabambinos 
no manifiestan tener un medio preferido; y 72% 
de ellos dicen informarse a través de investiga- 
ciones personales. 

Las personas que, según los cochabambinos y 
los paceños, opinan mejor sobre el tema de la coca 
son Carlos Mesa (promedio de 17,7%), Evo Mo- 
rales (promedio de 15%), Eduardo Pérez Iribarne 
(8,3%) y Carlos Sánchez Berzaín (2,3%). Hubo 
en esta pregunta una abstención de 24% y 11% 
de los entrevistados dijeron que nadie opina bien. 
(Los periodistas de Cochabamba, por razones éti- 
cas, se abstuvieron de responder en una muy alta 
proporción —32%; 20% señalaron que nadie opi- 
na bien—; uno llegó a decir que, como “el debate 
no ha concluido”, no puede saberse quién opina 
bien o mal; y los criterios según los cuales las opi- 
niones son buenas son muy dispersos.) Las virtu- 
des de los “opinadores” son: conocimiento, 
preparación y experiencia (19,7%), objetividad 
(18,3%), saber ubicarse (tomar partido o ser im- 
parcial en el debido momento; 15,7%) y el enfo- 
que y la forma de los análisis (4,7%)*. A diferencia 
de lo que ocurre con los medios, existe una con- 
sistencia relativa entre los “opinadores” preferi- 
dos y las opiniones de la población?. 

El aporte de las élites a la formación de opi- 
nión ocurre porque, de acuerdo con Mansilla 
(1995: 11), se trata de 
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grupos en los cuales estos fenómenos socio-culturales 
(Mansilla se refiere a las propuestas de legalización de 
las drogas) surgen con notable ímpetu y con clara 
anticipación frente a los otros estratos sociales, que, 
en el fondo, tienden a reproducir con algún retraso 
padrones de comportamiento y modas ideológicas que 
han echado raíces en aquellas capas que tienen un 
acceso directo y continuo a las fuentes supranacionales 
de poder político, financiero y cultural. 


Sin embargo, a pesar de la adhesión de un 
importante grupo de notables a la legalización de 
las drogas'®, a pesar de que La Razón, uno de los 
periódicos más importantes del país, ha tomado 
partido por esta solución de mal menor y a pesar 
incluso de las opiniones del Presidente de la Re- 
pública!!, esta idea no se ha difundido entre la 
población; no circula en ella la posibilidad de 
“descriminalizar” las drogas.'? 

Un ejemplo fundamental de la conexión en- 
tre los contenedores de opinión (que no vale sim- 
plemente para el problema de la coca) es que hay 
medios de comunicación que se corresponden con 
sectores sociales definidos. Tal es el caso del siste- 
ma de Radio y Televisión Popular, del extinto 
Carlos Palenque, que arma una sui generis esfera 
pública con la población aymara de la urbe”; 
igualmente, hay periódicos para las élites. Los pro- 
pietarios de los periódicos son, en algunos casos, 
miembros de las élites empresariales y políticas. 
Por otra parte, algunas autoridades controlan de 
alguna manera el contenido del temario de los 
medios de comunicación. 

Entre los “contenedores” de opinión hay algu- 
nos que son a la vez verdaderas esferas públicas en 
las que se discute racionalmente. El caso de los in- 
telectuales es el más notable. Y es notable también 
por la poca resonancia que tienen con la sociedad. 
Se ligan a las élites pero la sociedad no resuena 
con ellos. Por un lado, el agua de la cascada se de- 
tiene en algún contenedor cercano a la población, 
que filtra tanto las posiciones radicales de los pe- 
riodistas como las propuestas de los intelectuales; 
por otro, los ámbitos de difusión de éstas son real- 
mente restringidos a los grupos interesados. 

Indudablemente, nadie recibe las informacio- 
nes exactamente como se envían; existen ruidos 
y tamices que modifican los que serían los mate- 
riales de la opinión. Entre esos tamices, aquí se 
quiere destacar el papel de los grupos (la familia, 
para las mujeres, el centro de trabajo, para los 
hombres) a los que pertenecen los entrevistados 
(cuyo peso no se puede ponderar desde aquí). 
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En situaciones no conflictivas, como se vio, el 
problema de la coca no es tan problema y el fon- 
do prohibicionista de la política no recibe 
cuestionamientos racionales respaldados por gru- 
pos sociales amplios porque, entre otras causas, 
no hay una comunicación fluida que lleve las dis- 
cusiones entre las élites a la población. 


! Considerando el tamaño de la muestra y el número de 


categorías ocupacionales que se tomaron en cuenta, el uso de 
cifras en las referencias de “empleo” es muy delicado; por eso 
se hacen afirmaciones globales. 

? El puntaje que los periodistas cochabambinos otorgan al 
problema “drogas, narcotráfico” es, inicialmente, un poco más 
alto que el que le da la población en general (4,1 y 2,98, 
respectivamente). El 56,5% de los cochabambinos opinan 
que el problema de la coca tiene que ver con la elaboración 
de cocaína, y coinciden en ello con 24% de los periodistas. 
40,7% de la población cree que el gobierno decide por sí solo 
la política de la coca, mientras sólo 4% de los periodistas 
opinan así. Los que renunciarían a libertades individuales con 
tal de intensificar la lucha contra el narcotráfico alcanzan en 
la población una proporción de 30,7%, y en los periodistas 
12%. Estas son algunas diferencias. Existen también simili- 
tudes. Por ejemplo, los problemas económicos alcanzan un 
puntaje de 10 en el temario de la población y 9,7 entre los 
periodistas. De la misma manera, la opinión de que el gobier- 
no se dedica mayormente a la represión del narcotráfico es 
compartida por 43,3% y 40%, respectivamente. 

> Estos grupos filtran las opiniones que la gente recibe de 
los medios de comunicación. Por esa razón hay algunas dife- 
rencias entre las respuestas dadas por los periodistas de 
Cochabamba y la población. La principal se refiere a quién 
decide la política de la coca. Los periodistas se decantaron 
mayoritariamente por el gobierno de los Estados Unidos; y la 
población, no tan mayoritariamente, sin embargo, por el go- 
bierno boliviano. 

Los estudios de opinión con individuos no pueden eludir 
la presunción de que las respuestas serían distintas si el en- 
trevistado pudiera consultar con su grupo antes de realizar- 
las. Se supone que hay una orfandad que aqueja a los 
encuestados en el momento de enfrentar la situación artifi- 
cial de una entrevista. Eso también, sin embargo, permite 
detectar que éstos no han pensado sobre el problema, que no 
tienen una opinión sobre él, y que en sus grupos tampoco se 
ha discutido hasta la definición de una opinión. 

* En 1992 (Alcaraz, Flores et al. 1993: 282-83) la “fuente 
principal de donde (la población) obtuvo información sobre 
drogas” fue la televisión (50%), seguida por la radio (13,2%), 
los familiares (9,9%), los periódicos (9,5%), los seminarios 
(7,5%), las revistas (2,4%) y otros (4,4%). “Es de hacer no- 
tar que diferenciando a los entrevistados por sexo, son las 
mujeres las que en mayor proporción se enteran del tema a 
través de la televisión; a ellas, les siguen los estudiantes cuya 
mayor fuente (sic) de información resulta ser también la TV, 
seguida por la radio”. 

> Los periódicos en los que más se informan los entrevista- 
dos de nuestra encuesta son, en La Paz, El Diario, y en 
Cochabamba, Los Tiempos. Las radios más escuchadas, Fides, 
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Centro (ésta sólo en Cochabamba) y Panamericana. Los ca- 
nales de televisión que más se ven son ATB, Bolivisión y la 
Red Uno (con promedios de 43,3%, 27,3% y 18,3%, respecti- 
vamente). Debe aclararse que no se tuvo en ningún momen- 
to la intención de realizar un sondeo de audiencia o de mer- 
cado de la comunicación masiva. Las preguntas de la encues- 
ta se refieren exclusivamente a las informaciones sobre la 
realidad del país. 

® La red ATB es vista sobre todo por ser televisión (prome- 
dio de 31,2% de las personas que forman su audiencia), por 
su objetividad (27,3%; entre otras cosas, en los informativos 
de la red, “no comentan”) y porque permite “hacer otras co- 
sas” (24,7%). No debe olvidarse, por una parte, que ATB debe 
gran parte de su rating a las telenovelas y, por otra, que el 
informativo central de la red es emitido entre dos de las no- 
velas más vistas; de la misma manera, debe tomarse en cuen- 
ta el alto porcentaje de televidentes que prefieren ATB por- 
que no les perjudica en “hacer otras cosas” (y que por ello 
probablemente no suelen cambiar de canal). La red Bolivisión 
es vista principalmente por su objetividad (32,3%) y porque 
“se ve y se escucha” (igualmente 32,3%). La Radio Fides es 
preferida porque no perjudica las labores cotidianas (34,5%) 
y por el detalle y la profundidad de sus informaciones (13,8%). 
La Red Uno, por su objetividad (23,8%) y por la actualidad 
de sus noticias (23,8%). 

7 Tomando en cuenta solamente periodistas, la lista, en- 
cabezada por Mesa y Pérez Iribarne, se completaría con Amalia 
Pando (1,7%) y José Nogales Nogales (1%). Una encuesta 
de Nueva Economía (1995) sobre “¿Quién es el periodista más 
confiable?” encontró lo siguiente: el primero es Carlós Mesa 
(que tendría en La Paz y Cochabamba un promedio de 
29,5%), Eduardo Pérez Iribarne (6,5%), Amalia Pando (4,8%) 
y José Nogales Nogales (2,4%). 

* Debe repararse en que Carlos Mesa es el preferido de 
27,5% de las mujeres de La Paz (y sólo de 18,6% de los hom- 
bres). Las razones por las que se considera que opina bien 
son: sus cualidades de preparación e inteligencia (41,5% de 
su público), su objetividad (32%) y su imparcialidad (18,9%). 
Evo Morales fue elegido sobre todo porque ha tomado el par- 
tido de los cocaleros (62%). Eduardo Pérez lo fue por su obje- 
tividad (40%) y porque es imparcial (16%); Carlos Sánchez, 
por su preparación personal (42,9%) y por su participación 
en efrentar el problema de la coca (42,9%). La elección de 
los “opinadores” tiene que ver con su competencia para ha- 
blar acerca del problema de la coca pero también con la va- 
loración social de la cualidad misma. Al igual que en el caso 
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de los medios de comunicación, la credibilidad de los indivi- 
duos se arma en la combinación de ethos, pathos y logos. En el 
caso de Carlos Mesa, predomina el logos, en tanto que es un 
hombre “preparado” y estudioso. En el de Evo Morales, lo 
que resalta es el pathos, porque Evo Morales representa a un 
grupo social sufrido. 

° El medio del que se obtengan informaciones no es deter- 
minante en las opiniones de la población (como se ve en este 
trabajo, hay un divorcio entre las opiniones de los periodis- 
tas y la población de Cochabamba). En cambio, las respues- 
tas de la población sí guardan correlación con los opinadores: 
los que señalan que el Ministro de Gobierno es quien tiene 
opiniones más acertadas creen que lo que más debe hacer el 
gobierno es erradicar y sustituir coca y niegan que los campe- 
sinos tengan razón en defender sus cocales. Cosa distinta su- 
cede cuando el elegido es Evo Morales: en La Paz, sólo uno 
de los que forman su público expresó que los cocaleros no 
tienen razón; en Cochabamba, paradójicamente, cuatro. Debe 
notarse que, según esto, el periodista Carlos Mesa tendría, 
para algunos sectores de la población, posiciones 
“anticocaleras” (19% de los que lo destacaron por sus opinio- 
nes dicen que los cocaleros no tienen razón). Una de las ra- 
zones, que debe entenderse en términos estrictamente relati- 
vos, para que la población difiera de las opiniones de los pe- 
riodisras y le sea indiferente el medio por el cual se informa 
es que existe la creencia de que hay más opiniones que infor- 
mación. 

10 Cf. el manifiesto “antiprohibicionista” firmado por ar- 
tistas, intelectuales, militares y dirigentes políticos y sindica- 
les (Los Tiempos, 14-8-94;); sobre el manifiesto, cf. Laserna 
(1996: 155-56; n. 41). 

u Cf. Presencia, 10.9.94 (“En Rio de Janeiro Sánchez de 
Lozada propone legalizar el uso de drogas”). Sobre este as- 
pecto del problema, Mansilla y Blanes (1994: 37). 

t Esta estrategia no se puede discutir oficialmente como 
solución del problema, tanto por la adhesión de Bolivia a las 
resoluciones de la Conferencia de 1961 como por la presión 
estadounidense. Esto tiene que ver también con la opinión 
de la población norteamericana, que, como se vio, “no está 
de acuerdo con (las propuestas alternativas ...), especialmen- 
te con la legalización y, en cambio, apoya la política 
antinarcóticos del gobierno norteamericano” (Rocabado 
1994: 155). 

© Cf.la exposición de Javier Sanjinés en un seminario cuyo 
contenido fue publicado en el volumen Diversidad étnica y 
cultural, La Paz, ILDIS, 1992. 
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CONCLUSIONES 
PARCIALES 


> primer lugar, se afirmará que para la pobla- 
. ción, el problema de la coca no es un problema. 
Se reconocen dos maneras en que esto se mani- 
fiesta: por un lado, la calificación relativa que se 
le otorga entre otros problemas varía mucho más 
que las de otros. Por el otro, se ve que, depen- 
diendo de la circunstancia y la forma en que se le 
plantean preguntas relativas a él, los entrevista- 
dos responden de distinta manera. 

En segundo lugar, se dirá también que la for- 
mación de opiniones en situaciones “normales” no 
adopta un comportamiento especial claramente ob- 
servable. Esto se debe principalmente a que el pro- 
blema no existe siempre. Los momentos normales 
no permiten ver activamente la circulación de in- 
formaciones y opiniones en los contenedores de 
opinión que se corresponden con grupos intere- 
sados en el tema. (Más adelante, en la segunda 
parte, se verá cómo se plantea esto en casos anor- 
males.) 
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Tercero. Los grupos face-to-face tienen una im- 
portancia fundamental en la formación de opiniones. 
La diferencia entre las opiniones de los periodis- 
tas y la población llana es bastante clara. 

En cuarto lugar, se dirá que la opinión de la po- 
blación, tan mudable como es, insiste en que los pro- 
ductores de coca son víctimas, pero sus críticas al 
gobierno no alcanzan para hacerlo principal victima- 
rio. (Esto, claro, en los momentos “pasivos”.) Se 
reconoce que los cocaleros no defienden la coca 
porque es hoja sagrada o porque tiene virtudes 
medicinales. Por el otro lado, se opina que los 
cocaleros son inocentes de la producción y tráfi- 
co de drogas y que los culpables del problema son 
los extranjeros. 

Finalmente, la concertación y el diálogo son vistos 
favorablemente por los grupos entrevistados en 
situaciones “normales”. Nada indica, sin embargo, 
que esta opinión sea la misma en momentos 
críticos. 
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LA OPINIÓN PÚBLICA 
DURANTE LA MARCHA 
DE LAS COCALERAS 


VIII 


EL ACTO 
DE MARCHAR 


D e lo anterior se pudo concluir que hay mo- 
mentos en que el problema de la coca, para 
la “opinión pública” de algunos sectores de la po- 
blación, no existe (al menos como algo a lo que se 
pueda plantear racionalmente una solución). Es a tra- 
vés de las marchas y las movilizaciones, de los 
operativos de represión, de las manifestaciones 
más violentas del conflicto en que se sintetiza el 
fenómeno —protagonizadas por funcionarios del 
Poder Ejecutivo y por dirigentes de las organiza- 
ciones de productores de coca—, que sucede su 
existencia. Esta parte del trabajo se dedica a ana- 
lizar la formación de la opinión pública en el caso 
de la marcha que mujeres cocaleras hicieron del 
Chapare a la ciudad de La Paz entre fines de 1995 
y principios de 1996'. Es que la movilización ope- 
ra como un mecanismo trópico (de tropo) doble 
mediante el cual el problema de la coca deviene 
la movilización y según el cual, a la vez, los 
cocaleros expresan y arman sus argumentos a tra- 
vés no de las palabras de unos cuantos (dirigen- 
tes) sino de los actos físicos extremos de muchos. 
Así este momento crítico servirá para observar la 
multitud de factores que se conjugan en la pre- 
sentación pública del problema de la coca. 

El acto de marchar es sin duda eminentemen- 
te público?. Una marcha busca llamar la atención 
de algo al público, y el éxito o fracaso de esa lla- 
mada de atención puede plasmarse en políticas o 
en declaraciones o en el desconocimiento de las 
demandas. Es admitir que la opinión pública debe 
tener algún impacto en las decisiones. Marchar 
es, en esa misma vena, involucrar a personas que 
no han sentido propio un problema —que no lo 
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han creído de su interés inmediato—, acercán- 
doles (sea a través de la canalización que hacen 
los medios de comunicación como, fundamental- 
mente, por la misma caminata) elementos que lo 
plantean inmediatamente. En este caso, las mu- 
jeres cocaleras llevaron la erradicación de cocales 
y las acciones de las fuerzas represivas estatales 
que suceden en el Chapare a las poblaciones por 
las que cruzaron y a La Paz. Es, pues, en el Chapare 
donde se originan las informaciones y opiniones 
que arman opinión pública que acompañó la mar- 
cha. Y la otra fuente de donde fluyen las informa- 
ciones es la ciudad de La Paz. 

Desde ambos lugares se nota un interés de “ga- 
nar la opinión pública” por parte de los cocaleros, 
por un lado, y del gobierno, por el otro. Enton- 
ces, para ellos, el respaldo de la población a tra- 
vés de la opinión (expresada en actos o palabras) 
haría más o menos legítimas las acciones públicas 
de cada uno. En ese sentido, éstas tienen siem- 
pre, entre otros, un componente dramatúrgico, ya 
que pretenden ser genuinas en lo que se hace y 
dice, y un componente estratégico,” en tanto que 
sirven para algo. Se observarán principalmente 
esos componentes en las acciones ejecutadas a lo 
largo de la caminata. El hilo del capítulo serán las 
respuestas dadas (en diferentes momentos y 
diferentes grupos?) a las siguientes preguntas: 1) 
¿Cuáles son los objetivos de la marcha?, 2) ¿Cómo es 
la marcha? y 3) ¿Qué se debe hacer en (y con) la 
marcha? 

Como se insinúa arriba, la anormalidad del 
momento ilumina y junta elementos varios del 
problema. Revela quiénes son sus participantes 
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principales y qué argumentos enviaban éstos hacia el 
público. Sin embargo, en este caso, sólo se tienen 
referencias leves sobre la población y lo que emitía 
y cómo recibía las emisiones de los actores. 


1. La marcha 

La marcha sucedió después del cierre de un diálo- 
go que se auguraba exitoso entre el gobierno y los 
cocaleros y de acciones represivas violentas eje- 
cutadas por las tropas de lucha contra el 
narcotráfico. Entonces, para publicitar las viola- 
ciones de derechos humanos en el Chapare y con 
ello reabrir conversaciones, las mujeres cocaleras 
decidieron marchar hacia La Paz y, tras algunas 
demoras, iniciaron el 18 de diciembre su camina- 
ta. Esta fue truncada parcialmente por repetidos 
intentos policiales de impedir su llegada a la sede 
del gobierno. Las marchistas tomaron caminos 
secundarios, de herradura y vías férreas. Con los 
manifiestos de apoyo paulatino de otras organiza- 
ciones sindicales, la marcha amplió sus objetivos 
y se alejó de los que había planteado primeramen- 
te. Así, cuando una comisión del gobierno enca- 
bezada por el Ministro de Justicia, René 
Blattmann, se reunió con las cocaleras en la loca- 
lidad de Pasto Grande, el diálogo no avanzó por- 
que al pliego petitorio de la marcha se habían 
sumado varias demandas que no estaban inicial- 
mente entre sus motivos. El Ministro señaló que 
ante esas nuevas condiciones no podía garantizar 
la llegada de las cocaleras a La Paz. 

Después de unos días de duda sobre si la poli- 
cía iba a desbaratar o no la marcha, ésta llegó a 
La Paz; era el 17 de enero de 1996. Las cocaleras 
se reunieron con las esposas del Presidente y 
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Vicepresidente de la República, les hicieron oír 
sus quejas y el diálogo se rompió sin más avance 
por diferencias sobre la firma de un documento 
de entendimiento. La presión se restableció con 
una huelga de hambre de las marchistas y después 
de una escalada de presión y represión se reabrie- 
ron las negociaciones, esta vez con personeros del 
gobierno y dirigentes de los sindicatos cocaleros. 
El resultado final de esto fue la firma de un acuer- 
do sobre la libertad de dirigentes presos, respeto 
de los derechos humanos, cese de erradicación 
forzosa de coca sujeta a erradicación voluntaria y 
compromisos de tratar conjunta y seriamente el 
fondo del problema en el futuro. 


' Para una visión crítica de la marcha, Cf. el trabajo de 


Natalia Camacho, en este mismo volumen. 
? Elcarácter “público” de la intención queda ejemplificado 
con la siguiente queja sobre “las emisoras (de radio) que se 
sintonizan en la marcha (que) no están dando amplia cober- 
tura a la movilización”. “Apenas nos dedican una o dos noti- 
tas” dijeron. “Prefieren dar noticias sobre los problemas polí- 
ticos o lo que dice el gobierno y de nosotras se olvidan”, agre- 
garon” (Hoy, 6.1.96). 

> Se usan categorías de la Teoría de la acción comunicativa 
de Júrgen Habermas. Aquí se alude a la sinceridad de las ac- 
ciones (dramatúrgicas) y al éxito de las mismas en un esce- 
nario donde otros también buscan éxitos o beneficios que 
pueden ser incompatibles con aquél (las estratégicas). 

4 Se trata aquí de los “contenedores” de opinión que se 
mencionan a lo largo del trabajo. A diferencia de los capítu- 
los anteriores, en este caso se tiene abundante información 
de los productores de coca y el gobierno, que contrasta con la 
escasez de datos referentes a la población. La prensa (cuyo 
estudio no se intenta aquí) tuvo el papel fundamental de ca- 
nalizar las informaciones, pero tendiendo siempre a polarizar 
la opinión. 
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Los OBJETIVOS 
DE LA MARCHA 


os objetivos de la marcha variaron en el trans- 
»» Curso de los días. Una de las disputas principa- 
les con respecto al fenómeno estudiado es sobre 
qué buscó y qué encontró finalmente la moviliza- 
ción. Según las cocaleras cambiaban sus fines, el 
gobierno hacía notar esta indefinición y atribuía 
esos fines a los intereses y al oportunismo de los 
políticos y los narcotraficantes. El para qué de la 
marcha no estuvo claro en ningún momento; pero 
eso no tenía importancia para la población, que se 
fijaba más en el cómo y en los sufrimientos de los 
cocaleros. (La población actuó solidariamente con 
las cocaleras pero, como los objetivos no tenían 
importancia, si se adhería a las cocaleras, su adhe- 
sión podía no ser racional.) 


FR 


1. Los objetivos según las cocaleras 

La decisión de marchar se define por sus compo- 
nentes de seguridad: personal, en tanto que se re- 
clama respeto de los derechos humanos, y 
económica, en tanto que se defiende la coca y se 
demanda el pago de su erradicación y el desarro- 
llo de la región. La marcha busca abrir negocia- 
ciones que den esas seguridades. Una mujer 
cocalera declara: 


Estamos cansadas con el engaño del desarrollo 
alternativo, el gobierno todo nos ha prometido sin 
cumplir nada, pero corren a quitarnos la coca y nos 
meten bala como ocurrió en Shinahota el 15 de 
noviembre de 1995, (cuando) hubo detenidos, heridos, 
hasta una niña muerta (Contreras et al. 1996: 46). 


A lo largo de la marcha, los dirigentes y los 
cocaleros de base la fundamentarán —de manera 
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más o menos explícita— en esos dos factores!. El 
9 de diciembre, se habla de que la marcha se rea- 
lizaría “en rechazo? a la erradicación forzosa de 
sus cultivos ‘y para sensibilizar a la opinión públi- 
ca de la necesidad de pacificar el trópico” (decla- 
ración de la dirigente Elena Poma en: Hoy, 
10.12.95). Igualmente, 


Evo Morales dijo (...) que la marcha de las mujeres 
tiene un objetivo muy claro que está relacionado no 
sólo con el cese de la erradicación forzosa y la 
represión, sino con la ejecución de un verdadero 
desarrollo alternativo (...) todas las organizaciones 
sindicales campesinas respaldarán militantemente la 
medida de presión de las mujeres cocaleras, “que 
buscan el respeto a los derechos humanos, se 
desmilitarice el Chapare y se acabe con la represión” 


(Hoy, 10.12.95)”. 


Pero el nombre mismo de la acción se aleja un 
poco de esto, pues evita deliberadamente 
explicitar su causa económica; se habla más bien 
de “soberanía” y de “vida”. 

Una semana antes de la marcha, sus objetivos 
explícitos eran cinco: 


1. Cese de la erradicación forzosa de nuestros 
cocales. 

2. Respeto a la vida y a los derechos humanos. 

3. Libertad de todos los compañeros detenidos. 

4. Indemnización a los familiares de los (muer- 
tos), heridos e inválidos. 

5. Cumplimiento de los convenios firmados por 
el gobierno el pasado año (comunicado de 
11.12.95; en: Contreras et al. 1996: 48). 
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También se anunciaba que campesinas de otras 
regiones del país tomarían la misma medida. En 
ese caso, 


la marcha tendrá el propósito de reclamar al gobierno 
el cese de la erradicación forzosa de coca, respeto a 
los derechos humanos y atención a un pliego de 
peticiones referido a la dotación de tierras, fin de la 
intervención del Consejo de la Reforma Agraria y 
modificación de la Ley de Participación Popular (Hoy, 


11.12.95), 


Se mantienen los ingredientes básicos de los 
derechos humanos y la seguridad económica pero 
ingresan otros que no tienen que ver exclusiva- 
mente con el Chapare. Las principales organiza- 
ciones campesinas, la CSUTCB, las federaciones 
del trópico, aparecen programando marchas de 
mujeres y bloqueos de varones’. Así, para Evo Mo- 
rales, “la marcha de las mujeres del trópico 
cochabambino es el inicio de una serie de 
movilizaciones” (El Deber, 11.12.95). Entonces 
pierde su carácter total; se convierte en algo par- 
cial, necesariamente incompleto. 

Hasta cierto momento, las apelaciones hacia 
fuera del conflicto (hacia el público) son las mis- 
mas demandas que se plantean al gobierno, que 
después son fáciles de distinguir. Por ejemplo, 
en un comunicado del 26 de diciembre, se seña- 
la desde la marcha: “Bajo una supuesta lucha 
contra el narcotráfico, lo único que se observa 
en el trópico es un permanente abuso a los dere- 
chos humanos de los productores de coca y sus 
familias” (Primera Plana, 27.12.95). En el mis- 
mo, se afirma la intención de seguir marchando, 
se pide la liberación de tres dirigentes presos en 
Oruro (aquí ya hay un elemento que obviamen- 
te no se había señalado al principiar la camina- 
ta) y se introduce la novedad de pedir un diálogo 
con Lidia Katari y Ximena Iturralde, esposas, res- 
pectivamente, del Vicepresidente y del Presiden- 
te de la República, “para que escuchen nuestros 
planteamientos y puedan ellas, en su condición 
de mujeres, sensibilizar a sus esposos” (Hoy, 
27.12.95). Este es un esfuerzo innovador para 
abrir el diálogo apelando a la parte sensible 
—aunque no ejecutiva— del gobierno y dando 
relieve la posibilidad de avanzar desde una soli- 
daridad de género. 

En el encuentro con el Ministro Blattmann, 
las peticiones adoptan su carácter casi definitivo: 


1. Garantías para llegar a la ciudad de La Paz. 
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2. Reunión con entidades nacionales, con la par- 
ticipación de la COB, CSUTCB y represen- 
tantes de las cocaleras. 

3. Respeto a los derechos humanos con la parti- 
cipación de la Iglesia y la COB. 

4. Cese de la erradicación forzosa de cocales. 

5. La liberación de los dirigentes David Herrera, 
Lucio Chili y Francisco Vallejos, detenidos 
desde hacía un año en Oruro. 

6.- Indemnización a las familias de los cocaleros 
muertos (...) 

7. Cumplimiento del desarrollo alternativo. 

8. Noa la capitalización de YPFB. 

9. Garantías para los dirigentes. 

10. Despenalización de la hoja de coca a 
nivel nacional e internacional y la libre 
comercialización. 

11. El cumplimiento de anteriores convenios 
como los de 1994. 

12. La definición por parte del gobierno de la si- 

tuación de aquellas familias que han erradi- 
cado coca; pero que hasta ahora no se les ha 
dado otra alternativa. 
La yapa.- También piden la revisión de la Ley 
1.008 que, según ellas, era uno de los com- 
promisos que existía por parte del gobierno. 
Proponen dividir esa ley en dos cuerpos, uno 
dedicado al tema de la coca y otro al del 
narcotráfico (La Razón, 11.1.96)”. 


Pero, hacia el público, se sigue enfatizando el 
tema de los derechos humanos. Isabel Ortega, 
emisaria enviada a La Paz, dice: “Esta marcha (...) 
no persigue otro fin que dar a conocer los abusos 
que se vienen cometiendo en el Chapare” (Hoy, 
11.1.96; cursivas añadidas). Las primeras damas 
son parte del público y a la vez parte del gobier- 
no. A ellas se les pide: 


1. Libertad para los compañeros detenidos (los 
tres compañeros detenidos más de seis meses 
en la cárcel de Oruro, y para los detenidos en 
el cuartel de Chimoré). 

2. Respeto a los mercados primarios de 

comercialización de hoja de coca interveni- 

dos por Umopar. 

Cese de la erradicación forzosa de los cocales. 

4. Indemnización a los heridos y ayuda a las viu- 
das y huérfanos. 

5. El cumplimiento del convenio firmado con la 
anterior marcha de los compañeros, que que- 


dó en papeles (Contreras et al. 1996: 147). 


w 
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Pero en las reuniones se cuentan las 
precariedades de la seguridad personal; según una 
cocalera, 


Hemos decidido hacer esta marcha dejando nuestros 
hogares. Todas somos madres de familia que nos vimos 
obligadas a tomar esta actitud porque ya no podemos 
soportar el infierno en que se ha vuelto el Chapare 


(Los Tiempos, 19.1.96). 


2. Los objetivos según otras organizaciones 

Para otras organizaciones sindicales los objetivos 
de la movilización de las cocaleras no podían plan- 
tearse al margen de las reivindicaciones de todos 
los campesinos y de todos los trabajadores del país, 
que fueron introducidas forzosamente a la marcha. 

A pocos días de iniciada ésta, la Federación 
Bartolina Sisa, principal organización sindical fe- 
menina rural, emitió un voto resolutivo en el que 
las mujeres campesinas pedían el cumplimiento 
de los convenios de la COB con el gobierno y la 
mediación de la Iglesia en las negociaciones y se 
sumaba a la protesta cocalera. Su primer punto 
condenaba “los hechos de violencia producidos 
en Shinahota (Chapare), donde se perdieron 
muchas vidas e hirieron a muchos hermanos cam- 
pesinos”. Igualmente rechazaba “la Reforma Edu- 
cativa, la Ley de Participación Popular, la Ley 
1008, la privatización de Yacimientos Petrolíferos 
Fiscales Bolivianos, el nuevo tratado de extradi- 
ción (con los Estados Unidos) y la erradicación 
de la hoja de coca”. Y advertía “al gobierno, que 
no estamos dispuestos a erradicar nuestros culti- 
vos de coca que constituyen nuestra fuente de tra- 
bajo y sobrevivencia” (Hoy, 22.12.95). 

Así la marcha fue convertida en parte de un 
pedido global. Esto se hizo más claro cuando la 
CSUTCB programó un bloqueo de caminos para 
el 22 de enero, el mismo día en que se suponía 
que las cocaleras iban a llegar a La Paz. Sus obje- 
tivos eran: 


— aprobación de la Ley del Instituto Nacional 
de Reforma Agraria, 

— modificacación a la Ley de Participación 
Popular, 

— modificación a la Ley de Reforma Educativa, 

— aprobación de la Ley Forestal, 

— modificación de la Ley 1.008, cese de la 
represión y respeto a los derechos humanos, 

— cumplimiento de los convenios firmados y 
atención al Pliego Único de la COB (Hoy, 
24.12.95)". 
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Hacia el público, se pretende reforzar los 
pedidos de las cocaleras. Hacia dentro (del 
conflicto), sin embargo, dejar la presión sin 
solución de continuidad e incluir demandas 
extrañas perjudicaría el diálogo que la marcha 
quería obligar. La COB, de la misma manera, 
planea movilizaciones masivas para el 12 de 
enero con estos fines: “apoyar la marcha de las 
mujeres cocaleras, contra la privatización y la 
descentralización administrativa que ejecuta 
el gobierno” (Presencia, 10.1.96). 

La Iglesia, por su parte, prudentemente, dijo, 
a través de la Asamblea de Obispos: 


Esta marcha de mujeres cocaleras, la mayoría madres 
de familia, busca sensibilizar a la población y respuestas 
de las autoridades acerca del respeto a la vida y a los 
derechos humanos, así como la apertura al diálogo, 
camino ideal para solucionar los problemas (ANE, El 


Deber, 7.1.96). 


3. Los objetivos de la marcha según 
funcionarios del gobierno 

Para el gobierno, las cocaleras no sabían por qué 
estaban marchando, estaban siendo utilizadas por 
políticos y probablemente por narcotraficantes; los 
funcionarios estatales evitaron referirse a —y ne- 
garon— las violaciones de los derechos humanos 
en la zona subtropical de Cochabamba. Alberto 
Gasser, prefecto de Cochabamba, dijo que “los di- 
rigentes cocaleros innecesariamente están sacrifi- 
cando a mujeres campesinas bajo el pretexto de 
que en el Chapare se vive un clima de tensión” 
(La Razón, 20.12.95). Sin ese clima, la marcha era 
una insensatez. Carlos Sánchez Berzaín preguntó: 


“¿Cuál es el problema real?”, (...) al asegurar que “no 
se sabe por qué están marchando” (...) Les pido de la 
manera más fraterna que informemos de frente al país, 
sostuvo y lanzó una invitación a los dirigentes que 
“alientan estas marchas simuladas porque esta marcha 
es por nada”. Sánchez insistió: “Dialoguemos también 
sobre el desarrollo alternativo, la dictadura sindical y 
las marchas obligadas” (El Deber, 28.12.95). 


Para el ministro, 


Lo que no debemos olvidar (...) es que estamos en el 
marco de una tarea fundamental que es la lucha 
contra el narcotráfico (...) la coca del Chapare es 
excedentaria e ilegal (...) y si hay alguna dinámica 
de querer defender la ilegalidad, lo que tenemos que 
hacer es dialogar para entender cuáles son los 
parámetros de coexistencia democrática (Jatha, El 


Deber, 9.1.96)". 
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No solamente se desvirtuaban los fines de las 
marchistas. Del mismo modo en que el diálogo 
fue valorado por el ministro, la marcha, como 
medio, fue descalificada por el presidente, quien 
“manifestó que actitudes de esta naturaleza 
no buscan soluciones, sino conflictos y 
enfrentamientos” (ANF, Opinión, 8.1.96). 

Como se vio arriba, el gobierno decía no sa- 
ber qué querían las cocaleras'’. La manera de sa- 
berlo era el diálogo. Para Carlos Sánchez, el 
gobierno debía, precisamente, “iniciar un diálo- 
go y conocer qué es lo que realmente quieren por- 
que partieron con un punto y ahora tienen varios” 


(ANF, Opinión, 9.1.96)". 


4. Los objetivos de la marcha según los políticos 
Los políticos se abstuvieron de opinar sobre los 
fines que perseguían las cocaleras con su camina- 
ta. Las pocas opiniones que emitieron connotan 
la presunción de que era el Poder Ejecutivo el cau- 
sante del problema (o debía ser, con su calenda- 
rio de erradicación, con la erradicación misma). 
Así, para el diputado emebelista Luis Fernández 
Fajalde, presidente de la Comisión de Política 
Social de la Cámara Baja, “la marcha de las mu- 
jeres cocaleras (...) se enmarca dentro de un cír- 
culo vicioso muy peligroso, provocado por la 
visión unilateral del gobierno que puso énfasis en 
la erradicación de los cocales” (Última Hora, 
21.12.95). Por su parte, (Sergio) Medinaceli 
(miembro de la comisión de lucha contra las dro- 
gas de la Cámara de Diputados) señaló que “no se 
comprende y es asombroso que se realicen mar- 
chas si como dice el gobierno se cumplieron con 
las metas establecidas para el año que concluye” 
(Primera Plana, 19.12.95). Para Juan del Grana- 
do, “el objetivo central de ellas (las cocaleras) es 
reabrir el diálogo en la ciudad de La Paz con las 
autoridades de gobierno en torno al tema de la 
erradicación de coca excedentaria y el respeto a 
los derechos humanos” (El Diario, 9.1.96). En el 
mismo sentido, pero con un manifiesto rasgo es- 
tratégico ausente en las anteriores opiniones (en 
tanto que se solidarizó con las marchistas), 
Vásquez Villamor, diputado del MIR, 


expresó su solidaridad con la marcha de mujeres 
productoras de coca del trópico cochabambino, que 
en pocos días más podrían arribar hasta la sede de 
gobierno con el único afán de dialogar con las 
autoridades del gobierno, sobre el polémico tema de 
la erradicación forzosa de cocales excedentarios (El 


Diario, 4.1.96). 
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Un caso especial es el del líder del Movimien- 
to Katarista Nacional, Fernando Untoja: 


La marcha de las mujeres cocaleras en criterio del 
dirigente político del MKN, es un negocio para el 
gobierno y para algunos dirigentes sindicalistas 
cocaleros. 

El gobierno se beneficia porque tiene argumentos para 
reprimir y justificar la erradicación, logrando más 
recursos en dinero de los norteamericanos. 

Detrás de la marcha anterior y la de ahora está vigente 
el propósito de organizar un partido político, 
desvirtuando la lucha de las mujeres cocaleras (Primera 


Plana, 7.1.96). 


1 Se recurre sobre todo a los reclamos en nombre de los 


. derechos humanos, que son, indudablemente, menos ambi- 
guos que los económicos, en tanto que existe la —al me- 
nos— hipótesis de que la coca “excedentaria” se vende al 
narcotráfico. En este sentido se comentan hechos que van de 
que los leopardos matan animales de corral hasta que “todos 
los meses tenemos que soportar la muerte de un compañero 
productor de coca” (Última Hora, 4.1.96). 

? El rechazo, la oposición, es un elemento fundamental en 

el origen de la marcha. La marcha cocalera se define por la 

negación del contrario. La cocalera Juana Quispe, de 

Chimoré, señala: “He sufrido los efectos del gas, porque nos 

encerraron en una casa y arrojaron los gases, y no pudimos 

respirar. Nos hemos indignado y las mujeres dirigentes de las 
cuatro Federaciones del Trópico han decidido que había que 
marchar, y he marchado” (Presencia, 19.1.96). Según el se- 
cretario general de la Federación Especial, Felipe Cáceres, 

“la marcha realmente está llamando la solidaridad puesto que 

la medida es de rechazo al gobierno de las compañeras, es un 

rechazo justo ya que el gobierno está atentando contra sus 

familias” (Presencia, 23.12.95). 

Algo que no debe dejar de verse es que gran parte de las 
movilizaciones sindicales en el país suceden no por la afir- 
mación de alguna cosa sino por la negación de otra. Esto re- 
percute en los procesos y resultados de negociación, en tanto 
que se niegan al interlocutor algunas capacidades, entre ellas 
la de escuchar (de la que uno, paradójicamente, carece), y se 
identifican las posiciones que se adoptan con los sujetos que 
las sustentan. 

* Dias después, Morales repetía que ésos eran los moti- 

vos de la marcha, introduciendo un elemento: los ex tra- 

bajadores mineros que se acogieron a la “relocalización” 
en la década pasada: “El movimiento de las mujeres 
cocaleras expresa la demanda del derecho a la vida y el 
trabajo de miles de campesinos y ex mineros” (ANF, El 

Mundo, 1.1.96). Son las mujeres las que más se refieren a 

los derechos humanos y los hombres los que más hablan 

del desarrollo económico. Según el dirigente Néstor 

Martínez, “se demandará el cese de la erradicación forzosa 

de cultivos de coca, y por el contrario se exigirá la 

implementación de un plan denominado de ‘Desarrollo 

Integral del Chapare” (... se) debe buscar un ‘desarrollo 

agropecuario e industrial que garantice una vida econó- 

mica y social digna en favor de todas las familias campesi- 

nas de aquella región tropical” (El Diario, 27.12.95). 
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* Como en otros hechos en que hay varios participantes, 


las denominaciones varían un poco. Por ejemplo, mientras 
que un letrero que portaban las marchistas decía: “Marcha 
por la vida(,) / la soberanía nacional / y las mujeres del Trópi- 
co”, otro tenía estas palabras: “Marcha de mujeres / por la 
vida(,) la coca / y la soberanía nacional” (Cf. Primera Plana, 
18.1.96). En este último caso, la coca es asimilada a la sobe- 
ranía. Por otra parte, después de los primeros días del inicio 
de la medida, la prensa no se ocupa de los nombres y habla 
simplemente de la “marcha de las mujeres cocaleras”. 
Según Evo Morales, las mujeres “son las que dan vida y 
no están dispuestas a ver morir a sus hijos y esposos a causa 
de la represión(;) por eso han nombrado a su caminata la 
marcha por la vida” (Presencia, 9.1.96). El tema de la sobera- 
nía merece un comentario aparte. Las cocaleras aparecían 
como sus representantes. La ocupación del espacio (las ca- 
rreteras, los caminos de herradura, las vías férreas, el pavi- 
mento de las calles de la sede del gobierno) por parte de la 
(multitud) de marchistas, la libre circulación por el país, re- 
presenta también soberanía. Los que impiden la marcha, en 
ese sentido, son representantes de la “intromisión foránea.” 
En la frase más repetida por las marchistas se sintetizan estas 
ideas: Kausachun coca, wañuchun yankis (“Viva la coca; mue- 
ran los yanquis”). 
5 Éstos serán, por algunos dias, los objetivos “oficiales” de 
la movilización (Cf. Presencia, 20.12.95). 
€ Se trata, principalmente, de una marcha de las cocaleras 
de los Yungas. La secretaria de Comunicación de la COB, 
Cristina Márquez, dice: “Nuestra marcha tiene los mismos 
objetivos que las del Chapare. Queremos que se eviten de 
una buena vez los abusos que cometen las fuerzas policiales y 
que se nos permita vivir con absoluta tranquilidad” (Hoy, 
4.1.96). 
7 La agregación, de por sí importante cuando se pretende 
hacer una marcha numerosa, adquiere en este momento la 
importancia que suelen darle las movilizaciones sociales en 
Bolivia: no sólo agregación de personas sino también de demandas. 
Como señala una dirigente cocalera de los Yungas: “Luchan- 
do sectorialmente nunca vamos a lograr algo, debemos unir- 
nos para conseguir nuestros objetivos” (Maruja Machaca, en: 
Contreras et al. 1996: 138). 
$ Después suceden dos fenómenos. La movilización, por 
una parte, se vuelve hacia sí misma: un comunicado de las 
marchistas pide garantías para continuar la marcha, “nuestra 
noble causa por defender los derechos humanos, la vida y el 
territorio” (ANF, Primera Plana, 30.12.95); llegar a La Paz 
deja de ser un medio y se convierte en un fin en sí mismo, es 
vencer —en algo— al gobierno y a sus fuerzas represivas. Por 
otra parte, empiezan a separarse las demandas al gobierno 
(que incluyen cosas ajenas al problema de la coca) de los 
reclamos públicos (que siguen hablando con preferencia de 
las violaciones de los derechos humanos). 
2 Hay ligeras diferencias con relación a la lista de deman- 
das que las emisarias de la marcha llevan a La Paz una vez 
fracasado el diálogo con Blattmann: 
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“Diálogo con las esposas del Presidente y Vicepresidente. 
“—Garantias a la marcha. 

“Respeto a los derechos humanos en el Trópico. 

“-Cese de la erradicación forzosa de cocales. 

“Libertad de los tres dirigentes detenidos en Oruro. 
“—Indemnización para los familiares de las víctimas en los 
operativos antidroga. 

“Respeto a la tierra-territorio. 

“Separación de la Ley 1008 en dos cuerpos. 

“Rechazo a la capitalización de Yacimientos Petrolíferos Fis- 
cales Bolivianos (YPFB). 

“—Cumplimiento de todos los compromisos firmados.” 
(Contreras et al. 1996: 113.) 

Para justificar la inclusión la demanda de no capitalizar YPFB, 
Evo Morales dijo: “los productores de coca tenemos que rei- 
vindicar un pedido que no es sólo de los trabajadores de Yaci- 
mientos, sino de todos los bolivianos. Esa no es ninguna 
politización, es una realidad, porque las bases cocaleras te- 
men que existiendo pozos petrolíferos en el Chapare, con la 
capitalización, éste se llene de gringos y entonces haya más 
abusos” (Contreras et al. 1996: 126). 

10 Sobre la “estrategia de lucha” campesina de realizar de- 
mandas diversas, Alejo Véliz decía: “Ya hemos llegado hasta 
el rincón y estamos tirados en la esquina y de ahí dónde va- 
mos a retroceder” (Opinión, 26.12.95). 

!! La mano del narcotráfico, para la Secretaría Nacional de 
Defensa Social, estaba detrás de los intentos de mantener la 
coca ilegal. Ante declaraciones del diputado Juan del Gra- 
nado (según el cual la marcha no era ilegal), emitió el si- 
guiente comunicado:”(La marcha) pretende defender la plan- 
tación de nuevas hectáreas de coca ilegal, defender la coca 
excedentaria e ilegal existente, dirigida a la producción de 
cocaína e indirectamente defender la existencia de pozas y 
fábricas de droga en el Chapare, siendo estos tres aspectos 
totalmente al margen de la ley (...) La marcha está siendo 
politizada por grupos y organizaciones sectarias que preten- 
den agudizar conflictos sociales, sin visualizar que en esto co- 
inciden con los intereses del narcotráfico” (La Razón, 4.1.96). 
2 El propio presidente, cuando estaba por finalizar la mar- 
cha, declaró: “Hemos observado que los planteamientos de 
las cocaleras incluyen casi todo, menos la ruptura de relacio- 
nes y la declaratoria de guerra a los Estados Unidos de Amé- 
rica” (ANF, El Deber, 16.1.96). 

Como la marcha era un medio descalificable y sin fines 
claros, el prefecto de Cochabamba dijo: “Los dirigentes, en 
vez de dedicarse a marchar deberían aprender a dialogar” 
(ANE El Diario, 9.1.96). Hasta Luis Caballero, comandante 
de UMOPAR, declaró que la presión no era una buena vía: 
“todas las marchas tienen su razón de ser pero (...) las 
marchistas deben buscar una concertación de diálogo, ya que 
es una necesidad de Bolivia el desarrollo alternativo, y eso se 
debe buscar a través de un diálogo” (ANF, Última Hora, 
9.1.96). 
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QUIÉNES MARCHAN 


i con respecto a los fines de la marcha circu- 

laron versiones distintas, en el caso de la 
marcha propiamente dicha se puso en duda hasta 
su misma existencia. A lo largo del mes que duró, 
se dieron informaciones muy diferentes en cuan- 
to a quiénes marchaban, cuántas personas eran y 
dónde se encontraban. 


1. Marchan las cocaleras 

Por varias razones, las cocaleras no pudieron dar 
a conocer exactamente cómo marchaban. La pre- 
cariedad de su situación y el temor de una inter- 
vención policial están entre esas razones. Los que 
hablaban de ello eran otros dirigentes. Luego de 
los operativos que intentaron detener a las 
marchistas, no se conocía en qué estado se halla- 
ba la movilización. Así, ni los portavoces de la 
dirigencia tenían datos claros (porque, además, 
desconfiaban de las cifras oficiales de mujeres que 
fueron devueltas al Chapare como consecuencia 
de esos operativos). Después de la represión de 
Suticollo, el dirigente Moisés Aguilar dijo que la 
marcha era continuada por un grupo “numeroso 
nomás” (Presencia, 22.12.95). 

La presencia de niños tuvo valoraciones am- 
biguas por parte de los dirigentes que publicitaron 
la movilización. Así Felipa Gonzales desmintió 
que hubiera niños compartiendo la caminata hasta 
La Paz, porque el gobierno podría usar eso como 
una razón humanitaria para detener la marcha 
(Los Tiempos, 24.12.95); y, al mismo tiempo, Juan 
de la Cruz Villca señaló: “Las compañeras tienen 
guaguas, lo que lógicamente dificultará el despla- 
zamiento por esos caminos de herradura que se 
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eligieron” (Hoy, 24.12.95), para dramatizar un 
poco más el recorrido de las cocaleras'. 

Tomando en cuenta que en movilizaciones de 
este tipo el número de personas involucradas es 
fundamental, que no se discierne muy claramen- 
te la cantidad de la calidad, el gobierno negó que 
hubiera muchas marchistas, y dijo que, si las ha- 
bía, pocas eran cocaleras del Chapare. Las 
cocaleras desmintieron eso con declaraciones 
como la siguiente: “Este gobierno no sólo mata, 
sino también miente, porque la mayoría de las 
mujeres (250) son de diversos sindicatos y cen- 
trales campesinas” (cocalera María López; en: La 
Razón, 3.1.96)?. Pero no eran éstas las únicas men- 
tiras del gobierno. Efrosina Rodríguez, emisaria 
marchista en La Paz, aclaró 


falacias que dijeron algunas autoridades, mediante 
emisoras y canales de televisión (...) Dijeron que 
estamos armadas y que tendríamos otros fines, lo que 
es muy falso. Nosotras estamos marchando para hacer 
respetar nuestros derechos. Mal se puede decir que 
tenemos otros fines. Lo que pasa es que quieren 
hacernos quedar mal, pero no lo lograrán porque la 
verdad es la que al final se impone (Hoy, 11.1.96). 


Sobre la visita de Blattmann, las cocaleras se- 
ñalaron que “fue sólo un show montado para la 
prensa” (Ultima Hora, 12.1.96): 


El Ministro Blattman arribó con un desconocimiento 
total de la problemática cocalera, es lamentable que 
una persona de tan alto rango del Poder Ejecutivo 
visite a las marchistas, sin ningún poder de decisión 
para solucionar el problema de los productores de coca 
(Contreras et al. 1996: 114). 
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2. La prensa 

Como se señaló anteriormente, no está entre las 
intenciones de este trabajo el estudio de la pren- 
sa. Sin embargo, se harán aquí algunas afirmacio- 
nes indispensables sobre las noticias que se 
brindaron de la marcha. Los periodistas incurrie- 
ron en varias imprecisiones en cuanto a la des- 
cripción de la marcha: la cantidad de las 
marchistas, los lugares donde se encontraban 
(equivocar, por ejemplo, Kami y Quime). 

Por otra parte, la prensa, además de transmitir 
informaciones, actúa. Se distinguen aquí dos di- 
mensiones en la comprensión de la prensa como 
actor o como simple transmisor de noticias sobre 
hechos reales; tienen que ver con los objetivos de 
comerciales de los medios de comunicación: una, 
interna, tiene que ver con la tematización, la for- 
mación y la información (cuando se publica más 
de lo que ha pasado, sea por invención o sea por 
interpretación, o cuando se publica menos de lo 
que ha pasado); la segunda es externa, y se refiere 
a cuánto influye realmente la prensa en los he- 
chos, a cuánto se le cree y reconoce por parte de 
los verdaderos actores. Como demuestra Anto- 
nio Mayorga (1997), en el caso del problema de 
la coca, el periodismo es un actor. “Internamen- 
te” eso es claro; hacia afuera, sin embargo, pese a 
ser reconocido por la sociedad y a gozar de su con- 
fianza?, no define resultados de procesos. Algu- 
nos comunicadores sienten una verdadera 
simpatía por la marcha y refuerzan la que tiene la 
población por los cocaleros. Así, dedican espacio 
a la historia personal de algunos marchistas: 
“Crecencia, una marchista indomable” (Presen- 
cia, 4.1.96), “No conocíamos el camino, pero he- 
mos llegado” (sobre uno de los chaskis que guió la 
marcha; Presencia, 16.1.96). Se exaltan el escala- 
miento de la marcha (“la marcha cocalera perdió 
su carácter regional y comienza a perfilarse como 
una movilización de grandes dimensiones”)*, que 
tiene que ver con el problema mismo, y la proeza 
y pureza de marchar (“son casi 500 personas las 
que marchan por caminos de herradura, expues- 
tas no sólo a la represión policial sino también a 
las inclemencias del tiempo” (Última Hora, 
10.1.96)), que tiene que ver con el público?. 

Si unos se refieren a las virtudes de la movili- 
zación, otros descubren sus intenciones: “Esta 
manifestación femenina se realiza bajo un hábil 
asesoramiento, pues sus protagonistas ya están 
logrando su principal objetivo, cual es llamar la 
atención a nivel nacional e internacional gracias 
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a la cobertura que les dan los medios de comuni- 
cación social” (Los Tiempos, 30.12.95)". 

Una parte importante de la prensa arriesga 
pronósticos catastróficos. La Agencia de Noticias 
Fides publica lo siguiente: 


La intransigencia de las partes en conflicto podría 
generar un foco de violencia en torno a la marcha de 
las mujeres del Chapare. No hay indicios de 
acercamiento pacífico. Mientras el gobierno desestimó 
reuniones en La Paz y calificó de ilegal la medida; los 
dirigentes cocaleros advirtieron que la caminata 
seguirá “pase lo que pase” (El Deber, 12.1.96). 


La prensa inevitablemente hizo público el con- 
flicto que se condensó en la marcha. Luego, 
peligrosamente, y habiéndose descalificado 
por admitir abiertamente su parcialidad y prefe- 
rencia por las marchistas, aceptó mediar en las 
negociaciones. 

Se han visto las ideas que hicieron circular 
públicamente sobre el desarrollo de la marcha los 
cocaleros, las organizaciones sindicales y la pren- 
sa. El siguiente apartado se ocupará de qué emitió 
el gobierno, en lo que fue una “batalla en el cam- 
po de la opinión pública”. 


3. Marchas fantasmas 

Como ya se ha señalado, el gobierno desconoció 
la marcha. Por ejemplo, el prefecto de 
Cochabamba, Alberto Gasser, indicó: “no existe 
ninguna marcha de mujeres cocaleras, la que hubo 
fue disuelta el pasado miércoles. Creo que se trata 
de marchas fantasmas creadas por los dirigentes 
cocaleros” (Hoy, 23.12.95)’. Después de esa diso- 
lución de la marcha, la policía tomó los datos per- 
sonales de las marchistas que detuvo. Fue porque, 
según el Ministro de Gobierno, había “la severa 
sospecha de que no es una marcha de cocaleros, 
sino de políticos en nombre de los cocaleros, utili- 
zando la imagen de señoras y niños” (Presencia, 
22.12.95). En ese sentido, Víctor Hugo Canelas, 
secretario de Defensa Social, señaló: 


No podemos permitir que gente que no es del Chapare 
esté utilizando una supuesta problemática que no 
existe. La mayoría de la coca se ha reducido de forma 
voluntaria y consensuada. Hay cien marchistas y 
49.900 productores que están en armonía preparando 


las fiestas, cuidando las vacas que les hemos entregado 
(La Razón, 24.12.95)". 


Las declaraciones de los funcionarios del 
gobierno, en especial del secretario Canelas, 
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persistieron en que las marchistas no eran 
cocaleras: 


Aparentemente, ni ellos mismos tienen claro qué es 
lo que buscan y eso se debe a que no son cocaleros 
(...) por lo menos el 70 por ciento de los marchistas 
no son cocaleros; son ciudadanos bolivianos de otros 
sectores, que no conocen la problemática del Chapare 
y por eso no tienen reivindicaciones concretas (...) Si 
una de sus reivindicaciones es suspender la 
erradicación forzosa están demostrando que su protesta 
es ajena a la realidad del Chapare. En el Chapare no 
hay erradicación forzosa y eso lo saben los campesinos 
que están allí (...) En términos cuantitativos y 
cualitativos, la protesta no responde ni representa los 
intereses de los productores de coca del Chapare. Si 
la marcha fuera representativa, los propios marchistas 
aceptarían dialogar (...) La dirigencia politizada utiliza 
mecanismos ilegales para presionar a los campesinos. 
Ahora no les dio resultado porque ya no tienen 
convocatoria en el Chapare, pese a que amenazan a 
los cocaleros con (multas de) 200 a 1.000 bolivianos. 
En resumen, ésta es una marcha traída de los pelos 


(El Deber, 29.12.95)”. 


Pero no todos los miembros del gobierno dije- 
ron lo mismo. Las declaraciones de René 
Blattmann, que no indican que las cocaleras es- 
tuvieran haciendo algo ilegal, muestran que las 
emisiones del gobierno no fueron undnimes”: 


Todos los ciudadanos de Bolivia tienen el derecho para 
movilizarse en el territorio del país, en tanto no causen 
disturbios, perturbaciones, convulsiones sociales. Lo que 
sí no es legal es, por ejemplo, bloqueos de calles, impedir 
el libre tránsito a los ciudadanos (Los Tiempos, 10.1.96). 


Sin embargo, el portavoz principal del Poder 
Ejecutivo fue el secretario Canelas, que, en la 
misma vena de negar la representatividad de la 
marcha, dijo que los campesinos, para engrosar 
su número, tomaban buses hacia La Paz y se ple- 
gaban a sus compañeras (La Razón, 16.1.96). Y 
—coincidiendo con Carlos Sánchez Berzaín (Cf. 
Opinión, 17.1.96)— que los condepistas, a título 
de solidaridad, introdujeron planteamientos par- 
tidarios en la marcha: “Ese nivel político está 
distorsionando la marcha cocalera y no le permi- 
te mantener su origen.” (Los condepistas de la 
ciudad de El Alto ofrecieron la ayuda del Conce- 
jo y de la mujer alteña a las marchistas.) (La Ra- 
zón, 17.1.96.) 
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1 No debe olvidarse que se atravesaba una época navide- 


ña, y que no es difícil provocar la sensibilidad de la pobla- 
ción con un niño que, en vez de jugar con sus regalos, sopor- 
ta las inclemencias del clima en su viaje pedestre a la sede de 
gobierno. 

2 Nose pierde la oportunidad de denostar y desacreditar al 
gobierno. Es difícil creer a quien mata. 

3 Tal es el sentido de la petición que los representantes de 
las marchistas hicieron a la prensa de que mediara en el diá- 
logo con el gobierno. 

+ “Así, paso a paso, esta protesta se hace carne en los po- 
bladores que los marchistas visitan, al grito de ‘causachun 
coca’, las palabras que, como dice una canción de los produc- 
tores de coca andinos, ‘corre de boca en boca, del valle hasta 
el altiplano'” (Última Hora, 10.1.96). 

5 He aquí un fragmento de un texto firmado por José 
Subirats (Última Hora, 16.1.96) llamado “Madres cocaleras”: 

“La “gloria” de las madres cocaleras irá mucho más allá 
de las conversaciones con doña Jimena y doña Lidia... aun- 
que no “consiguieran” casi nada de este diálogo de “mujer a 
mujer”... 

“Llegarán con gloria porque quieren, desde su materni- 
dad y su marcha, defender los derechos humanos inalienables.” 
6 El asesoramiento era evidente, a juzgar,por esta declara- 
ción de Evo Morales: “La marcha continúa porque primero 
queremos saber qué quiere el gobierno con su intención de diá- 
logo” (El Mundo, 30.12.95; cursivas añadidas). 

7 El dirigente William Condori señaló: “Sería interesante 
que el Prefecto constate la marcha cocalera en terreno, pero 
sin policías porque podrían producirse enfrentamientos, con- 
siderando la decidida voluntad campesina de llegar a La Paz”. 

El comandante general de la policía, Willy Arriaza, va- 
rios días después, indicó que no había marcha: “No tenemos 
conocimiento de ninguna marcha. No tenemos conocimiento 
absolutamente de nada al respecto, yo no tengo conocimien- 
to de la marcha, no hay nada de eso” (Los Tiempos, 8.1.96). 
Al día siguiente Arriaza “repentinamente se olvidó de su ‘ig- 
norancia' sobre la movilización cocalera (...) y esta vez reco- 
noció que la institución tiene perfecto conocimiento del lu- 
gar, la cantidad y la ruta por la que vienen marchando a esta 
ciudad las mujeres campesinas” (Los Tiempos, 9.1.96). 
$ Sobre la falta de representatividad de la marcha, insinuó 
el Ministro de Gobierno que ésta se postergó (ya que se había 
planeado su inicio para días antes del 18 de diciembre) por 
“falta de quórum” (Cf. El Deber, 16.12.95). 

% La idea que subyace —y que repercute en lo que debe 
hacerse con la marcha— es que las marchistas están manipu- 
ladas. Sus manipuladores no están marchando. El gobierno 
quiere negociar sin los manipuladores. Como los manipula- 
dores no marchan, hay que negociar en el lugar donde se 
encuentran quienes sí lo hacen. Los cocaleros, por su parte, 
creen que el gobierno no quiere que lleguen y que va a repri- 
mir la marcha e insisten en llegar a La Paz. 

10 El ministro de Comunicación Social dijo: “No hay un 
ala represiva y un ala dialogadora; no hay un ministro malo y 
un Ministro bueno (...) El gobierno es uno solo y todas las 
medidas que está tomando obedecen a una misma política de 
gobierno” (Los Tiempos, 11.1.96). 
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¿QUÉ HACER? 


S n este capítulo se exponen las “estrategias” 
3... publicitarias de los participantes del proble- 
ma. Se distinguen, como se hace a lo largo de toda 
esta parte, las acciones orientadas a convencer al 
público de las que estrictamente se refirieron al 
encuentro entre cocaleros y gobierno. 


1. Qué hacen los cocaleros 

Se trata de una apelación, dilatada en el tiempo y 
el espacio, en el mes de su duración y en los cien- 
tos de kilómetros de su recorrido —alterados por 
la periodización y la canalización de los medios de 
comunicación, que acortan el tiempo y acrecentan 
los kilómetros caminados reduciendo la distancia 
entre la marcha y los consumidores de los produc- 
tos periodísticos—, a la opinión pública nacional 
e internacional. Las marchistas y sus patrocinadores 
reclaman, en nombre de su sufrimiento en el 
Chapare y del sufrimiento más espectacular que es 
la marcha misma, la solidaridad de otros grupos y 
la mediación de la sectores sociales respetados. Dan 
relieve por ello a la pureza del sacrificio y lo distin- 
guen de las pretensiones oportunistas de los políti- 
cos y las maquinaciones oscuras del narcotráfico, 
por un lado, y de las acciones represivas del gobier- 
no, por el otro. En esa intención Evo Morales pide 
la mediación de la Iglesia y la prensa (Presencia, 
30.12.95). Las marchistas escriben, además, una 
carta a la Nóbel de la Paz Rigoberta Menchú: 


Acudimos a usted clamando ayuda para que con su 
presencia en nuestra marcha podamos fortalecer 
nuestro movimiento y conseguir a través de su 
interpelación a la conciencia del gobierno boliviano, 
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la posibilidad de una vida digna para nuestras familias 
y nuestro pueblo (Los Tiempos, 28.12.95). 


Desde Pariguaya, pocos días antes de llegar a 
La Paz, la dirigente Silvia Lazarte se dirige a un 
público menos internacional: 


A tiempo de agradecer la solidaridad de los campesinos 
pobres por donde hemos atravesado, quiero hacer un 
pedido para que el pueblo paceño y boliviano nos 
apoye en la defensa de la hoja de coca, la soberanía y 
la dignidad nacional (Jatha, El Deber, 13.1.96). 


En el mismo sentido, después de superar los 
intentos policiales de detenerlas, las cocaleras di- 
cen que no volverán al Chapare, que insistirán 
en la marcha. Su propósito, ya se señaló, no es 
sólo dialogar (hacia dentro del conflicto), sino 
también mostrarse (públicamente). El fin del año 
es una circunstancia ambiguamente especial: por 
un lado, la población está afectada por la sensibi- 
lidad navideña y, por el otro, está distraída por las 
fiestas. En todo caso: 


Las cocaleras no podemos alegrarnos de recibir un 
nuevo año si sabemos que nuestra situación no va a 
cambiar y que seguiremos siendo sometidas a 
vejámenes, abusos y violaciones de los efectivos de la 
lucha antidrogas. Queremos que esto acabe y que el 
gobierno ponga fin a estos atropellos, porque nosotras 
también somos bolivianas y tenemos nuestros derechos 
que no pueden ser ignorados (Felipa Sánchez, en: 
Presencia, 31.12.95). 


Silvia Lazarte, en la plaza San Francisco, ya 
en La Paz, cuenta: 


CaríTULO XI: {Qué HACER? 


117 


La marcha ha sido un sacrificio porque en el Chapare 
ya no hay vida ni justicia. (Funcionarios de) 
UMOPAR, DINACO y DIRECO hacen violaciones 


de mujeres, ¿dónde están pues los derechos humanos? 


En el Parque Isiboro Sécure, para que no pasemos la 
voz (sobre la presencia de UMOPAR) nos amarraron 
a los árboles y nos metieron pañuelos a la boca para 
que no gritemos. Pónganse la mano al pecho ¿es eso 


derechos humanos? (ANF, El Deber, 18.1.96.) 


La crítica de las violaciones de derechos hu- 
manos cometidas en acciones represivas en el 
Chapare por los leopardos es acompañada por la 
crítica de las acciones represivas contra la marcha 
y de las tergiversaciones del gobierno sobre el sa- 
crificio de las cocaleras'. Evo Morales, después de 
la “segunda represión”, declara: 


No podemos creer que el gobierno nuevamente haya 
intervenido la marcha, por cuanto era pacífica y 
buscaba la sensibilización del pueblo boliviano y la 
comunidad internacional para que haya respeto a la 
vida en el trópico de Cochabamba (... Este) acto 
represivo gubernamental, es una demostración de la 
brutalidad y prepotencia de las autoridades y cómo 
actúa al estilo de las dictaduras militares, como método 
para resolver los problemas sociales nacionales 


(Primera Plana, 28.12.95). 


Y sobre una afirmación de Alberto Gasser, de 
que las marchistas “estaban siendo utilizadas po- 
líticamente”: “No entiendo cómo esta autoridad 
puede menospreciar la capacidad de las compa- 
ñeras de Cochabamba”, y “cómo puede olvidarse 
de qué acto se celebra el 27 de mayo y de la huel- 
ga de hambre de fines de 1977” (Primera Plana, 
28.12.95). Es difícil que las autoridades reconoz- 
can los derechos de los campesinos porque, para 
el dirigente, “el neoliberalismo es socio del 
narcotráfico” (Jatha, Opinión, 16.1.96). (Aunque 
los cocaleros —como han admitido ellos mis- 
mos— quieren y siempre han querido la liberali- 
zación de la venta y compra de coca.?) Es difícil, 
porque mientras la marcha se acercaba a La Paz 
por caminos de herradura el gobierno habría 
reiniciado la erradicación forzosa. Ante esta “for- 
ma de provocación”, existen varias propuestas de 
reacción: bloqueos de caminos, masificación de 
la marcha (Opinión, 8.1.96). Esto sería un chan- 
taje del gobierno, para canjear la suspensión de la 
erradicación por la suspensión de la marcha (El 
Mundo, 8.1.96). 

El día en que la marcha alcanzó La Paz, las 
paredes de la ciudad estaban pobladas por afiches 
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en contra de la coca, puestos por un súbitamente 
aparecido Comité Boliviano contra el Narcotrá- 
fico. Los afiches eran, para Evo Morales, “panfle- 
tos que salen de la DEA, de la Embajada 
americana y del Ministerio de Gobierno. Es una 
muestra de la impotencia del gobierno hacia la 
marcha cocalera” (La Razón, 18.1.96). 

La injerencia política es negada. El dirigente 
cocalero Albino Paniagua, después de encontrar- 
se con las marchistas señala que ellas le dijeron: 


queremos que ya no haya más dirigentes figurones o 
políticos de la oposición que se aparezcan en la marcha 
faltando unos kilómetros para llegar a la sede de 
gobierno (...) cómodos como grandes actores como 
ocurrió en la pasada movilización de los cocaleros 


(ANF, Opinión, 11.1.96). 


No sólo se critica a los advenedizos; también 
se aclara que ningún grupo político ha promovi- 
do la marcha. Según Silvia Lazarte, 


De los partidos y de los políticos no queremos saber 
nada, porque nos engañaron toda la vida, además qué 
político puede venir a recibirnos, si todos nos odian 
porque somos campesinos (...) Dicen que la marcha 
es política, ¿acaso usted ha visto a algún político 
marchando con nosotras? (Presencia, 16.1.96.) 


Como se vio arriba, hay un divorcio entre el 
componente publicitario de la marcha y su com- 
ponente “negociador”, que se nota en la diferen- 
cia entre las acciones hechas para el público y las 
realizadas para enfrentarse con el gobierno. Por 
un lado, la marcha reclama solidaridades y expo- 
ne sufrimientos. Por el otro (tácitamente en 
nombre de esas solidaridades, además), presiona 
y pide del gobierno cosas ajenas a la problemática 
del Chapare. Así, desde el inicio de la caminata 
se mantiene latente la realización de una huelga 
de hambre de las marchistas en La Paz. Según 
decía la secretaria de Prensa de la Federación 
Bartolina Sisa: 


Sin previo aviso vamos a instalarnos en esa plaza y 
demostraremos a todo el pueblo boliviano cuál es la 
situación de las compañeras productoras de la hoja de 
coca. Nuestra huelga será masiva, ya que el gobierno 
no hace caso cuando marchamos (...) Frente a esta 
situación lo único que nos queda es privarnos de comer 
alimentos junto a nuestros hijos (Hoy, 24.12.95). 


De la misma manera, Evo Morales, el 2 de 


enero, “anunció (...) que unas 200 mujeres se 
declararán en huelga de hambre “en defensa de la 
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coca’ apenas lleguen a esta capital” (ANF, Prime- 
ra Plana, 3.1.96). La huelga se realizó finalmente; 
con ella, la opinión pública movilizada (a través 
de las organizaciones sindicales, principalmente) 
restableció el diálogo con presión?. 


1.1 La reunión con las primeras damas 

La demanda de dialogar con las esposas de las pri- 
meras autoridades del país fue aceptada por el 
gobierno y, al llegar a La Paz, las marchistas tu- 
vieron la oportunidad de hacer escuchar sus pe- 
didos y sufrimientos en un escenario nuevo. Era 
un encuentro “de mujer a mujer”*, una reunión 
de sensibilidad. Se suponía que el entendimiento 
básico estaba asegurado por la identidad de géne- 
ro entre las cocaleras y las esposas de los gober- 
nantes. Comprendiendo esto, las marchistas 
buscaron tocar el corazón de las primeras damas. 
Una dijo, por ejemplo: “¿Les gustaría que a sus 
esposos les maten?” (ANF Primera Plana, 19.1.96.) 
Pero no sólo había apelaciones a la sensibilidad; 
también había afirmaciones ideológicas. Efrosina 
Rodríguez señaló: 


Mediante la Opción Cero se nos quiere despojar de 
nuestra tierra, de nuestra Pachamama que nos 
alimenta, es lo único que tenemos, es un derecho 
heredado de nuestros antepasados. Para la erradicación 
se están utilizando medios que están matando nuestros 
recursos naturales (...) se han olvidado del significado 
histórico de nuestra hoja sagrada. Para nosotras la coca 
es nuestra identidad y nuestra cultura (...) Somos 
conscientes que la opinión, a nivel nacional, se ha 
manejado como quiere el gobierno, a tal punto que 
hoy decir cocalero es igual que decir narcotraficante 
y de esta forma pretenden enfrentarnos entre 


bolivianos (Los Tiempos, 19.1.96). 


2. Qué hacen otras organizaciones 

Varias organizaciones laborales del país brinda- 
ron su apoyo “moral y material” a las marchistas. 
Aquí se examinará fundamentalmente el apoyo 
moral, traducido en manifiestos de solidaridad. 
Entre esas organizaciones estaban, a menos de dos 
semanas del principio de la marcha, la Central 
Obrera Boliviana, la Federación Bartolina Sisa, 
la Federación de Trabajadores Campesinos de La 
Paz, la Federación Universitaria Local de La Paz, 
la Federación de Trabajadores de la Educación 
Urbana de La Paz y los trabajadores en salud (UL 
tima Hora, 30.12.95). Oscar Salas, principal eje- 
cutivo de la COB, anunció que iba a pasar la 


noche de Año Nuevo con las cocaleras (La Ra- 
zón, 30.12.95). 
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La Federación de Trabajadores de la Prensa de 
Bolivia, a través de su ejecutivo, Ivan Miranda, 
aceptó mediar en las negociaciones con el gobier- 
no porque “es más fácil darles unos cuantos dóla- 
res a los campesinos cocaleros y no darles una 
verdadera opción que garantice su economía y su 
situación social” (Hoy, 31.12.95). 

El ampliado nacional de la COB, del 9 de ene- 
ro, resolvió solidarizarse con las cocaleras y pro- 
gramar para el 12 de ese mes (fecha en que se 
pensaba que iban a culminar exitosamente su ca- 
minata a La Paz) movilizaciones entre cuyos 
fines estaban la defensa, frente a la capitalización, 
de YPFB, ENAF, algunas minas, y la reversión de 
la descentralización administrativa. 

La COB, la CSUTCB, la Federación Bartoli- 
na Sisa, la APDH, periodistas y universitarios hi- 
cieron público este comunicado: 


Toda intención del gobierno que tienda a evitar la 
marcha de estas valerosas mujeres campesinas, 
significará un típico atentado contra los derechos 
humanos y una acción de terrorismo de Estado (...) Es 
necesario aclarar que el narcotráfico lo han generado 
las potencias occidentales industrializadas y éstos no 
tienen por qué afectar a los productores de coca. La 
marcha plantea el respeto al derecho a la vida” (ANE, 
Primera Plana, 10.1.96). 


No huelga hacer notar que aquí se repiten los 
argumentos hallados en la encuesta con la pobla- 
ción de La Paz y Cochabamba, según la cual los 
cocaleros y el país son inocentes. Los maestros 
rurales apoyaron también la movilización. Su di- 
rigente Nilson Ayarde indicó: 


El gobierno, con la aplicación de medidas de 
aplicación y administrativas de última hora, está 
configurando un cuadro dramático en el país, 
expresado en la incontrolable inflación, la elevación 
del costo de vida, la enajenación de las principales 
empresas, la transferencia a título de descentralización 
de responsabilidades económicas y sociales a las 
regiones del país (El Diario, 10.1.96). 


El problema de la coca es, nuevamente, parte 
de la problemática mayor del país (y el problema 
del país es el gobierno actual). En este caso, la 
solidaridad con la marcha no esgrime ningún ar- 
gumento relacionado con el Chapare; se trata más 
bien de oposiciones a las acciones del gobierno, 
y el apoyo a la marcha se da porque las cocaleras 
también se oponen al gobierno. En la misma 
idea de subsumir el problema específico en el 
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enfrentamiento con el gobierno, por la cual las 
organizaciones sienten la obligación de 
colaborarse mutuamente, la COB, la CSUTCB, 
la ADEPCOCA, los gremialistas y otros sectores 
anunciaron que iban a recibir la marcha de ma- 
nera inolvidable (Hoy, 13.1.96)%, Más tarde, la 
CSUTCB declaró el día de la llegada de la mar- 
cha a La Paz como “Jornada de reafirmación de la 
soberanía nacional, respeto a los Derechos Hu- 
manos y la producción libre de las hojas de coca” 
(Los Tiempos, 17.1.96). 

Esto no era del todo positivo ya que, hacia el 
público, los portavoces de la marcha no eran 
marchistas sino dirigentes ajenos. Así Oscar Sa- 
las, de la COB, asumió la representación de las 
cocaleras. Se refirió, por ejemplo, a la interven- 
ción de mercados y a la reanudación de la erradi- 
cación de coca, que son una provocación del 
gobierno: “estas acciones son una provocación jus- 
to cuando ambas partes (dirigentes y autoridades) 
tratamos de encontrar un clima de entendimien- 
to en La Paz” (Hoy, 17.1.96). Si Evo Morales ha- 
bía recordado a las heroínas de la Coronilla, Salas 
dijo que las marchistas habían usado .las mismas 
sendas que Juana Azurduy recorriera durante la 
Guerra de la Independencia (Opinión, 18.1.96). 
Entonces, “nadie podrá negar el carácter históri- 
co de la epopeya que protagonizaron las mujeres 
del Chapare, acompañadas por las de Yungas” (El 
Diario, 18.1.96). 

También manifestó su solidaridad el Comité 
Cívico de las provincias de La Paz: 


El Comité Cívico Interprovincial de las 20 provincias 
de La Paz se solidariza con las marchistas mujeres 
cocaleras de Cochabamba, sus justas reivindicaciones 
(...) como entidad Cívica Provincial (les) brinda el 
apoyo, moral y material (El Diario, 13.1.96). 


Lo inismo pasó con las Juntas Vecinales de 
El Alto, que anunciaron una marcha hacia el 
centro de La Paz si se reprimía a las coca- 
leras (Presencia, 14.1.96). Los colonizadores tam- 
bién pidieron que se respete a las marchistas (El 
Diario, 14.1.96). La Asamblea Permanente de 
Derechos Humanos, que las acompañó por un 
trecho, dio a la marcha principalmente apoyo 
material”. 

La Comisión Episcopal de la Iglesia, con pru- 
dencia nuevamente, declaró: 


La dureza de esta caminata debe llamar a la sensibilidad 
de la población y de las autoridades (...) 
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Deseamos hacer un llamado a los distintos grupos u 
organizaciones para que respeten el propósito por el 
que se está llevando a cabo esta sacrificada acción, 
sin entorpecer o desvirtuar los verdaderos objetivos 
de la marcha” (...) Rescatamos el mensaje pastoral de 
la última Asamblea de Obispos: “que se realicen los 
esfuerzos necesarios para crear otras posibilidades de 
trabajo y de vida digna para los(as) hermanos(as) 
campesinos(as) envueltos en la economía de la coca 


(ANF, El Deber, 7.1.96). 


Las asistentes a la Asamblea General de la 
Conferencia Boliviana de Religiosas y Religiosos, 
realizada en Cochabamba, menos comprometidas 
con el diálogo que la cúpula eclesiástica —que 
trataba de propiciar un mejor ambiente para las 
conversaciones entre las cocaleras y el gobierno— 
y más cercanas a las marchistas, señalaron a las 
cocaleras, en un comunicado público, que 


en nuestra condición de mujeres nos sentimos 
identificadas con la lucha de todas ustedes que, con 
sacrificio personal, buscan que se les escuche y dé 
respuestas válidas, no solamente promesas, a nivel 
institucional (... Deben conocerse) las vejaciones y 
violación de sus derechos a manifestar pública y 
pacíficamente sus reclamos, por parte de las fuerzas 
de represión del gobierno (... Dios y la Virgen) les 
acompañen en la presentación de los diez puntos que 
reclaman y que las autoridades que se proclaman 
cristianas (...) no cierren sus oídos a la voz de Dios 
manifestada en el clamor del pueblo (Opinión, 
13.1.96). 


Igualmente, el nuncio Giovanni Tonucci, des- 
pués de la marcha, declaró: “Existen países que 
piden a Bolivia lo que no son capaces de pedirse a 
sí mismos, lo cual es muy grave.” Para él, se debe 
seguir con una lucha despiadada contra el 
narcotráfico y ver simultáneamente que hay mi- 
les de familias que viven de la coca (ANF, El 
Mundo, 19.1.96). 

La más singular de las organizaciones que se 
manifestaron durante la marcha es el Comité 
Boliviano contra el Narcotráfico, creado al pare- 
cer para la ocasión como un contrapeso que se 
equilibrara con la simpatía que la población sen- 
tía por las cocaleras. Su primera aparición fue a 
través de la publicación de unos afiches (de se- 
tenta por cincuenta centímetros) que empapela- 
ron las paredes de algunas calles de la ciudad de 
La Paz: “Coca es cocaína”, “Coca excedentaria 
del Chapare es materia prima del narcotráfico”. 
También: “Con la coca del Chapare se fabrica la 
cocaína que mancha a Bolivia”, “La coca del 
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Chapare se convierte en la cocaína que amenaza 
a nuestros hijos” y “Bolivia unida contra el 
narcotráfico” (Jatha, Última Hora, 16.1.96). Su 
segunda aparición pública fue la realización de la 
marcha “En defensa de la patria, la familia y la 
juventud boliviana”, convocada para el mismo día 
en que las cocaleras debían llegar a La Paz?. Como 
se verá más adelante, la población de La Paz re- 
probó esta manifestación. 


3. Los lugares por donde pasaron las cocaleras 
Las poblaciones por donde pasó la marcha apoya- 
ron (también moral y materialmente) a sus com- 
ponentes. Los medios de comunicación sólo 
difundieron ampliamente la llegada a los pueblos 
y ciudades más cercanos a La Paz (antes, recuér- 
dese, ni el ejecutivo de la COB pudo reunirse con 
las marchistas para pasar con ellas la noche de fin 
de año). Así se supo que una anciana campesina 
de Huayrallawi, llorando, dijo: “Las estábamos 
esperando(,) compañeras, sabíamos que llegarían 
como Moisés en la Biblia en demanda de nuestros 
derechos” (Presencia, 16.1.96; cursivas añadidas). 

Del mismo modo, se conoció que el presiden- 
te de la junta de vecinos de Ventilla dirigió estas 
frases a las cocaleras: 


Nosotros sentimos una inmensa satisfacción por 
cobijarlas aquí en Ventilla, la casa es chica pero el 
corazón es grande para ustedes. Lo que están 
luchando no sólo es para ustedes, también es para 
nosotros y les agradecemos infinitamente esa lucha 
(...) es nuestro deber y obligación, pagarles en algo 
el sacrificio que están haciendo. Porque hablar con 
el gobierno es como hablar con una pared, por eso 
ustedes están aquí, porque si el gobierno les hubiera 
hecho caso no estuvieran en esta sacrificada marcha 
(...) ellos tienen orejas grandes pero no oyen 
(Presencia, 16.1.96). 


Lo mismo sucedió en la localidad de Huni, 
donde el secretario general del sindicato de cam- 
pesinos dijo: “les saludamos a ustedes con mil abra- 
zos, hermanas y hermanos del Chapare” 
(Presencia, 17.1.96). Varias personas de esas po- 
blaciones se plegaron a la marcha y llegaron a La 
Paz junto con las cocaleras. 

Al llegar a La Paz, la marcha fue recibida con 
aplausos y papel picado desde los puentes y edifi- 
cios. “Todas las calles estaban atestadas de gente 
que expresaba su voz de aliento a las marchistas” 
(Última Hora, 18.1.96). Una niña de seis años que 
destruía los afiches del Comité contra el 
Narcotráfico decía: “Nadie me dijo que saque los 
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afiches y los saco porque no me gusta que estén 
aquí, ellas (las cocaleras) me dan pena.” 


En la sede de gobierno los empleados dejaban sus 
fuentes de trabajo, los universitarios cerraban sus aulas, 
los albañiles paralizaban sus construcciones, los 
sindicatos mostraban pancartas de bienvenida, las 
amas de casa invitaban comida especialmente 
preparada para las marchistas, aportando todos un 
granito de arena al inmenso movimiento (Contreras 


et al. 1996: 136). 


Silvia Lazarte llegó a decir: “Nunca hemos vis- 
to tanta gente unida y jamás imaginé que nos iban 
a recibir de este modo. Gracias por todo” (:136). 


4. Un manifiesto de personalidades 

La dilatada tensión de la marcha provocó la pu- 
blicación, por parte de políticos, dirigentes socia- 
les, artistas e intelectuales'®, de un manifiesto en 
el que se decía: 


Se impone (la necesidad de) una paz duradera en el 
Chapare y esto sólo será resultado del esfuerzo y 
voluntad comunes de todos los bolivianos, pero sobre 
todo de productores y gobierno. Hay que evitar 
mayores enfrentamientos para salvar la democracia y 
la convivencia pacífica de nuestro pueblo (Los 


Tiempos, 14.1.96). 


En este caso el problema de la coca es parte 
también de una problemática mayor, la que per- 
mite plantear la democracia, pero no pierde su 
totalidad (como sucede cuando lo tratan las or- 
ganizaciones sindicales). 


5. El gobierno 

Todos los grupos involucrados en el desarrollo de 
la marcha tenían presente la importancia de la 
opinión pública. En tal sentido, el gobierno hizo 
principalmente tres cosas: desprestigiar la marcha, 
manifestar su propia voluntad de dialogar y tratar 
de evitar la emergencia de problemas, víctimas y 
heroínas —y, en el caso más remoto, mártires— 
innecesarios, ya que consideraba que marchar no 
tenía un motivo verdadero''. Por este último mo- 
tivo trató de abortar la movilización mediante ac- 
ciones “de auxilio y absolutamente pacífica(s)” 
—según el Ministro de Gobierno—. Por esto tam- 
bién permitió la llegada pacífica de la marcha'?. 
Canelas indicó: 


No las estamos reprimiendo, pero tampoco vamos a 
permitir que se sacrifiquen a mujeres y a niños. En 
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general en las marchas los dirigentes politizados 
utilizan algún mecanismo para presionar, ahora es 
posible que algunas cocaleras estén obedeciendo a 
estas amenazas (...) Como gobierno estamos obligados 
a cuidar de la salud de las mujeres y los niños. Lo 
interesante sería que marchen los dirigentes 
politizados, pero ellos no están marchando y sólo 
hacen declaraciones en la prensa, sin importarles la 
salud de las mujeres y de los niños (Presencia, 
29.12.95). 


En cuanto al diálogo, Canelas buscaba mos- 
trar desde el principio, como se señaló, la sincera 
intención gubernamental de negociar? —pero 
con condiciones— y el poco interés de la 
dirigencia cocalera en ello, pues los campesinos 
preferían dedicarse a las medidas de presión: 


“El gobierno reitera la voluntad de dialogar. 
Queremos saber qué es lo que buscan, qué es lo que 
plantean, qué es lo que les interesa, qué problemas 
tienen, pero el llamado al diálogo no ha tenido 
respuesta, probablemente porque ellos mismos no 
saben qué es lo que buscan, qué es lo que quieren con 
esta marcha y qué es lo que específicamente quieren 
tratar” (...) 


¿Permitirá el gobierno que la marcha llegue a La Paz?, 
se le preguntó. “Bueno, existen al respecto dos 
posibilidades: primero, que el grupo que queda — 
aproximadamente 60 mujeres campesinas— busquen 
los mecanismos del diálogo que ha planteado el 
gobierno. Estamos dispuestos a desplazarnos al lugar 
donde ellas decidan expresar sus demandas con la 
debida seriedad. Esa es una forma, la otra es de 
conducirlos a sus lugares de residencia” (Los Tiempos, 
29.12.95). 


La principal condición del diálogo era, tres 
semanas después del inicio de la marcha, el cese 
de la misma: “Hemos hecho saber que la mayor 
intención que tenemos es dialogar con los 
cocaleros, pero en su lugar de origen y si no es en 
su lugar de origen, evitar que ellos sigan marchan- 
do y darles encuentro” (Última Hora, 8.1.96), dijo 
Canelas. Si la marcha llegaba a La Paz, debía ser 
—de acuerdo a una comunicación del Ministro 
de Gobierno a la Iglesia— “pacíficamente (...), 
sin compañía masculina ni dinamitazos” (Jatha, 
Presencia, 9.1.96). Es que, para el ministro, la pre- 
sión ejercida por la marcha no sólo era ilegal sino 
también inmoral. Según Sánchez Berzaín, había 
que reconocer la “absoluta amplitud del gobierno 
que tiene como único límite la ley y que tiende a 
evitar innecesarios sacrificios que desde el punto 
de vista humanitario pueden conmover, pero no 
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se debe olvidar que pueden estar reñidas (sic) con 
la moral y la sociedad” (Presencia, 9.1.96). 
Efectivamente el gobierno intentó dialogar. 
Por eso, en compañía de algunos periodistas!* y 
del Secretario de Régimen Interior, el Ministro 
de Justicia dio encuentro a la marcha, resolvien- 
do parcialmente la duda de si se la iba o no a de- 
tener violentamente!?. A Blattmann le fue 
presentado un pliego de demandas que desborda- 
ban el mandato que el gobierno le había otorga- 
do. Dijo entonces: “Lo que estamos viendo y 
percibiendo es que hay una mezcla de peticiones 
y se está utilizando una marcha cocalera con ob- 
jetivos políticos y de esa manera lo vamos (sic) a 
tratar” (Hoy, 12.1.96)'*. Como era una marcha 
política, cuando el presidente interino Víctor 


. Hugo Cárdenas decidió permitir su llegada invo- 


có “a Dios y a la buena voluntad de las marchistas 
para que esta medida se mantenga en sus propósi- 
tos originales y no sea un motivo para otras acti- 
tudes de tipo político que lejos de ayudar 
perjudicarfan los objetivos de la marcha” (ANF, 
Opinión, 11.1.96). Ese carácter político hizo que 
el gobierno insista en que quienes debían dar ga- 
rantías eran los dirigentes sindicales. Eso se refle- 
ja en este comunicado oficial del 12 de enero: 


Como es de conocimiento público, el gobierno ha 
iniciado un proceso de acercamiento y diálogo con las 
marchistas que se dirigen hacia la ciudad de La Paz. 
Lamentablemente, los objetivos originales de la marcha 
han sido distorsionados por evidentes intereses políticos. 
Por esta razón, el gobierno ha decidido demandar a las 
marchistas y a quienes las auspician, garanticen el 
carácter pacífico y ordenado de su ingreso a La Paz y de 
su posterior repliegue a sus lugares de origen. 

Para definir esta situación, el gobierno ha enco- 
mendado al Ministro de Trabajo ponerse en contacto 
con la Central Obrera Boliviana, entidad matriz de 
los trabajadores, que también agrupa a los productores 
de coca (Los Tiempos, 13.1.96)."” 


La tolerancia y la voluntad de diálogo propias 
debían ser contrastadas públicamente con la pre- 
sión, la doblez moral y los intereses políticos de 
los marchistas y sus adherentes. Al decir de Ca- 
nelas, “hay riesgos (...) porque el Chapare sigue 
siendo una gran fábrica de droga y existe el peli- 
gro de que en estos movimientos haya infiltra- 
ción del narcotráfico” (Presencia, 12.1.96). 
Además, “en la marcha existe una especie de pos- 
tas de cambio que también la distorsionan y exis- 
ten vehículos de apoyo” (Hoy, 16.1.96), todo 
financiado supuestamente por el narcotráfico. 
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Al igual que las organizaciones sociales, el 
punto básico de unanimidad en el gobierno es la 
oposición (en este caso, a la marcha). Hacia el 
público, eso se traduce en la búsqueda del des- 
prestigio de lo que se relacione con ella, como si 
la deshonra de la marcha fuera la honra del go- 
bierno y viceversa'*. Así (aunque los vínculos 
entre el Comité contra el Narcotráfico y el go- 
bierno fueron negados), el secretario Canelas dijo, 
sobre los afiches contra la coca: “Son buenas no- 
ticias las que se publican en esos afiches porque 
tienen relación con algunos editoriales de perió- 
dicos nacionales en sentido de que existe la nece- 
sidad de tomar plena conciencia de que la coca 
excedente del Chapare va al narcotráfico” (ANF, 
Primera Plana, 16.1.96). Los funcionarios del go- 
bierno hicieron notar los intereses políticos de la 
movilización y sus relaciones con el narcotráfico. 
El comandante de UMOPAR, Luis Caballero, 
intentó hacer notar que uno de los defectos de 
los campesinos cocaleros es no trabajar: 


La hoja de coca es de fácil producción, no requiere de 
ningún cuidado, su manejo es sencillo y tiene mercado 
constante y dinámico por la demanda permanente del 
narcotráfico. La planta permite hasta cuatro cosechas 
de hoja. El recojo, secado, enfardelado y venta, 
demanda una semana de trabajo; de modo que las 
cuatro cosechas significan sólo cuatro semanas de 


trabajo al año” (ANF, Opinión, 21.1.96). 


Según las declaraciones de los funcionarios del 
Poder Ejecutivo, los dirigentes campesinos del 
Chapare están, entonces, politizados; buscan crear 
conflictos, y están probablemente ligados a las ban- 
das narcotraficantes. Además, para las autoridades, 
todos los cocaleros son flojos. (En realidad, los cam- 
pesinos no producen exclusivamente coca y traba- 
jan cotidianamente en sus otros cultivos.) 


6. Los políticos 

Las declaraciones de los políticos con relación a la 
marcha combinaron principalmente dos tipos: el 
oportunismo (de fines sectarios y hechas sin el res- 
paldo formal de una competencia reconocida) y la 
declaración “reglada” (de fines sectarios y hechas 
por obligación formal). Se dieron menos emisio- 
nes hacia el público con fines políticos (referidas a 
la vida en comunidad). Ya que la pureza de los fi- 
nes no puede ser siempre bien advertida, se expon- 
drán las emisiones de políticos con base en la 
distinción entre declaraciones oficiales (cuando el 
que habla está autorizado no sólo para opinar sino 
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también para actuar) y oficiosas (cuando no se le 
reconoce legalmente la facultad de actuar). El uso 
que hicieron de estas últimas los políticos de opo- 
sición —que atacaron al gobierno apoyando a las 
cocaleras— es claramente distinguible del que les 
dieron los políticos oficialistas —que por el con- 
trario criticaron la marcha. 

Así, tomando en cuenta que se trataba de una 
protesta femenina, las diputadas de la Comisión 
de la Mujer de la Cámara Baja, las condepistas 
Rosario Paz y Remedios Loza, manifestaron su 
intención de sumarse a la marcha: “Nos solidari- 
zamos con las demandas de ellas (...) porque hoy, 
más que nunca, este sector lleva en sus hombros 
una cruz pesada” (Remedios Loza en: Los Tiem- 
pos, 28.12.95). De modo similar, Ramiro 
Barrenechea (del Eje Pachakuti), de la Comisión 
de Prevención y Lucha contra el Narcotráfico, 
pidió que se respetaran las libertades constitucio- 
nales de las marchistas (El Mundo, 29.12.95). Jor- 
ge Suárez (del PDC), presidente de la Comisión 
de Derechos Humanos, y Rosario Paz fueron a 
encontrarse con las marchistas en la Cumbre de 
Inquisivi”. Denunciaron que había habido dete- 
nidos pese al compromiso del gobierno de no in- 
tervenir (La Razón, 8.1.96). 

Juan del Granado, miembro asimismo de la 
Comisión de Derechos Humanos, por su lado, 
reconoció la legalidad de la marcha, denunció que 
en el Chapare se violaban con regularidad los 
derechos humanos y propuso al gobierno una ac- 
titud tolerante: “Es necesario que la respuesta del 
gobierno sea dialogal y de que, como correspon- 
de a todo ciudadano, lleguen a la ciudad de La 
Paz para que sus planteamientos sean tratados en 
un nivel de diálogo con las autoridades que co- 
rresponden” (Los Tiempos, 12.1.96). 

También, como se dijo, hubo declaraciones 
eminentemente oportunistas. Por ejemplo, Eduar- 
do Paz Rada, diputado de CONDEPA, dijo —esto 
es por declaraciones de Sánchez Berzaín sobre que, 
si aflora el terrorismo, sería responsabilidad de 
Carlos Palenque, líder condepista—: 


El único responsable de generar un verdadero 
terrorismo en el país es Carlos Sánchez Berzaín. Es él 
quien crea un malestar en el país con el terrorismo 
que aplica en las zonas productoras de coca y en la 
represión a las marchas de los campesinos (Los 
Tiempos, 29.12.95). 


La siguiente declaración del mirista Luis 
Vásquez Villamor es menos sectaria: 
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Vásquez Villamor lamentó la incapacidad de diálogo 
y concertación del gobierno del MNR (...) “Lo 
principal que el gobierno debía proponer a los 
productores de coca son mercados productivos, que 
incluso sean accesibles a posibles créditos, y no sólo 
mil dólares que ni siquiera sirven para paliar las 
necesidades elementales de los productores de coca” 


(El Diario, 4.1.96). 


Algunos otros diputados también condenaron 
la “incapacidad de diálogo” del gobierno y pidie- 
ron no reprimir la marcha. Y después, cuando se 
supo que las cocaleras habían incluido entre sus 
peticiones la paralización de la capitalización de 
YPFB y que el gobierno dudaba de la seriedad de 
esa demanda, defendieron la libertad de expre- 
sión y pensamiento de las marchistas, en contra 
de un gobierno antidemocrático y discriminador 
que, cuando tiene problemas, siempre culpa a los 
partidos de oposición”. 

El Concejo Municipal de El Alto (que tenía 
mayoría condepista) aprovechó igualmente la si- 
tuación (pensando que la marcha iba a pasar obli- 
gatoriamente por esa ciudad, de camino a La Paz): 
“Como autoridades edilicias estamos en la obli- 
gación de respaldar esta movilización que vienen 
efectuando mujeres junto a sus niños desde hace 
varios días” (Primera Plana, 12.1.96). 

La prensa no dio espacio solamente a las opi- 
niones de los políticos opositores. Guillermo 
Bedregal, presidente de la Cámara de Diputados, 
estuvo de acuerdo con Carlos Sánchez en que la 
mano del narcotráfico podía estar detrás de la 
marcha (“seguramente deben existir los canales 
correspondientes para que este asunto sea objeto 
de este tipo de manipulación”; Ultima Hora, 
13.1.96) y estuvo de acuerdo con Blattmann en 
que no debe prohibirse una marcha pacífica (Cf. 
Jatha, Opinión, 13.1.96)*”. Guido Capra, senador 
del MNR, señaló: “No estoy de acuerdo con la 
marcha, porque es un acto de presión. Por ser un 
movimiento con presiones el gobierno está en 
inferioridad de condiciones para dialogar, porque 
en sus espaldas está la marcha” (ANF, Primera 
Plana, 19.1.96). 

Las palabras que se dijeron de manera oportu- 
nista se distinguen de las “oficiales” en tanto que 
introdujeron elementos ad lib que no se referían 
exclusivamente a la marcha y exaltaban, más o 
menos sutilmente, la imposibilidad de la 
concertación. En el caso de los opositores, se dio 
relieve a la inocencia de las cocaleras y la intole- 
rancia del gobierno. En el caso de los oficialistas, 
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se repitieron las insinuaciones de la presencia del 
narcotráfico entre las marchistas y en su recurso 
de la presión. 





' Silvia Lazarte sintetiza ambas cuando dice que el gobier- 


no no tiene “conciencia ni sentimientos” para los campesi- 
nos (La Razón, 18.1.96). 

? No habría oposición racional a la venta libre de coca. 
Para Morales, “el gobierno (...) no cuenta con ningún 
parámetro o estudio científico como para afirmar que la coca 
del Chapare es comercializada por el narcotráfico. Además, 
la coca del Chapare tiene un gran mercado en la ciudad de 
La Paz” (La Razón, 18.1.96). 

* Tomando en cuenta dos ámbitos (el externo o público y 
el interno o de encuentro y negociación entre cocaleros y 
gobierno) y dos formas de acción (la presión y el diálogo), la 
marcha cocalera puede ser vista así. Las cocaleras realizan un 
sacrificio público, una medida de presión, que busca abrir un 
espacio de diálogo “con ventaja”; pretenden hacerse escu- 
char por la población. Una vez establecido ese ámbito de 
encuentro, en vez de dialogar, las partes presionan. Y la po- 
blación organizada, que las ha escuchado.(o que habla lo 
mismo sin escucharlas), se moviliza y también presiona. La 
presión es respondida por la represión. Entonces, el espacio 
de negociación reaparece, pero no (sólo) para crear solucio- 
nes del problema inicial sino (también) para destruir el am- 
biente público de presión actual. 

1 — Sobre la reunión de las cocaleras con las esposas de las 
primeras autoridades, Primera Plana (18.1.96) puso este sub- 
título: “No podrán asistir hombres, a menos que se pongan ves- 
tidos.” (Cursivas añadidas.) 

> Salas intentó vanamente encontrar a las marchistas, que 
se escondían de una probable nueva represión policial (Jatha, 
Opinión, 31.12.95). 

6 Por eso mismo Alejo Véliz (FSUTCC) y Néstor Bravo 
(CSUTCB) se quejaron de que había dirigentes “serviles” 
que querían negociar con el gobierno el bloqueo de caminos 
y con eso debilitar las movilizaciones. Véliz señaló: “Sería un 
error catastrófico si la confederación acepta dialogar con el 
Ministro de Gobierno, quien fue vetado por los compañeros 
cocaleros porque es responsable de la violencia contra el pue- 
blo; además, no podemos marginar el tema de la coca ni aban- 
donar a las marchistas” (ANF, Presencia, 16.1.96). 

En compañía de Félix Santos y Octavio Durán, de la 
CSUTCE, Véliz, cuando se reabría la presión para obligar 
un diálogo con el gobierno y cuando varias centenas de cam- 
pesinos habían sido tomados prisioneros, firmó “un conve- 
nio con el Ministro de Gobierno y el Prefecto de Cochabamba 
para la suspensión inmediata y definitiva del bloqueo de ca- 
minos a cambio de la liberación de los más de quinientos 
cuarenta detenidos” (Contreras et al. 1996: 160). Evo Mora- 
les se refirió a ellos como “vendidos” y “traidores” (: 161); 
luego atribuiría el convenio a la inexperiencia de Véliz. Hay 
también prestigios y desprestigios entre los mismos dirigen- 
tes sindicales. 

7 Sus declaraciones públicas incluyeron pedidos como éste: 
“Necesitamos vituallas, alimentos (sic) y ropa gruesa, pero 
sobre todo la solidaridad con las marchistas que vienen de 
La Paz sólo con el objetivo de que la Constitución Política 
del Estado se respete en el trópico cochabambino” (Última 
Hora, 17.1.96). En Cochabamba, la Asamblea de Derechos 
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Humanos, lejos de las marchistas, denunció la “hipócrita ac- 
titud represiva del gobierno del MNR”, que se ensañó con 
los cocales y olvidó el desarrollo, “política funesta (que) se 
manifiesta en el escándalo que se pretende orquestar ante el 
gesto de la marcha de este puñado de mujeres valientes que 
desde el Chapare hasta la ciudad de La Paz pretenden de- 
nunciar al mundo la injusticia y conculcación de los Dere- 
chos humanos” (Los Tiempos, 13.1.96). 

La Asamblea indicó que la policía había obligado a las 
marchistas detenidas a firmar autoacusaciones. La Prefectura 
respondió con este “Comunicado a la opinión pública”: “Las 
declaraciones efectuadas por el presidente de la APDHC se- 
ñor Federico Aguiló, en relación a la firma de un “contrato 
de carácter privado”, mediante el cual la Prefectura habría 
obligado a una especie de autoacusación por parte de quienes 
protagonizaron hechos de violencia en el trópico 
cochabambino, contienen una intencionalidad inadecuada, 
impropia de un representante de los derechos humanos y 
expresan un infantilismo insoportable, de quien está obliga- 
do a defenderlos” (Los Tiempos, 16.1.96). 

8 El propio Evo Morales pediría “a todos los sectores que 
pretenden sumarse a la marcha no ‘politiquear el problema’ 
que tiene que ver con la situación dramática de abusos y repre- 
sión que vive la población de esa región” (Presencia, 8.1.96). 
? Aunque los responsables del comité negaron que algo 
los uniera al gobierno o a la embajada estadounidense (La 
Razón, 17.1.96), se dijo que esa marcha fue formada por em- 
pleados estatales obligados, y que fue supervisada por el se- 
cretario nacional de Régimen Interior, del Ministerio de 
Gobierno (Hoy, 18.1.96). 

10. Entre los que están Armando Soriano, Eusebio Gironda, 
Carlos Ponce Sanjinés, Juan Lechín, Julio Tumiri, Augusto 
Céspedes, Roberto Jordán Pando, Waldo Albarracín, Luis 
Vasquez Villamor, Fernando Kieffer, Pedro Súsz, Julio de la 
Vega, Manuel Cárdenas y Federico Aguiló. 

1! El presidente Sánchez de Lozada fundió los dos aspectos 
cuando señaló que las primeras damas estaban dispuestas a ir 
a encontrarse con las cocaleras: “Como ustedes saben, (las 
cocaleras) caminan de lugar en lugar, pero mucho trecho lo 
hacen en camión; pero yo no digo que no exista la marcha, 
pero ésta no es necesaria, es mucho más fácil mover dos es- 
posas que mover cientos de esposas hacia La Paz” (La Razón, 
30.12.95). 

12. Lo que el gobierno hizo fue, en resumen, esto: tratar de 
evitar problemas mayores (escalamiento de demandas) dete- 
niendo la marcha (declarándola ilegal y reprimiéndola de 
principio) y evitar problemas mayores (violencia, “conflic- 
tos sociales”) permitiendo la marcha (una vez que varias or- 
ganizaciones sindicales se adhirieron a la protesta cocalera). 
D Dos años antes el presidente Sánchez de Lozada había 
convocado a un debate nacional sobre la coca. Durante la 
marcha afirmó: “Tenemos que buscar soluciones a este pro- 
blema, no sólo con los cocaleros sino con toda la sociedad en 
el marco de un diálogo, que ojalá sea definitivo (sic); que 
favorezca a los cocaleros pero que también proteja a la socie- 
dad del narcotráfico” (Los Tiempos, 30.12.95). 

14 La presencia de periodistas es casi una condición indis- 
pensable para que un hecho (en este caso la voluntad guber- 
namental de conversar) exista realmente. 

15 Evo Morales había dicho: “El vicepresidente Víctor Hugo 
Cárdenas olvidó su condición de campesino, pero aún tiené 
corazón, razón por la que apelo a su conciencia y le solicito 
que no ordene la intervención de la marcha cocalera” (Ulti- 
ma Hora, 10.1.96). 
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‘© Probablemente las marchistas no querían hablar con un 


ministro sino llegar a la sede del gobierno y la larga lista de 
pedidos fue consistente con eso. Como escribió Zavaleta, “Es 
un viejo recurso de abogados hacer una mala oferta (o un 
mal pedido, en este caso) porque se quiere ser rechazado”. 

Las autoridades insistieron en la naturaleza política de 
los pedidos y las acciones de los cocaleros. Después de la 
marcha, el canciller Antonio Araníbar afirmó que pedir la 
despenalización de la coca no era atendible: “Esto ya tiene 
un carácter político que, lamentablemente, podría perjudi- 
carlas (a las marchistas) antes que ayudarlas” (ANF, Primera 
Plana, 18.1.96). Cuando se amenazaba la ruptura de conver- 
saciones “de mujer a mujer”, Irving Alcaraz, Ministro de Co- 
municación, declaró: “¿Realmente quieren acuerdos o sim- 
plemente se trata de una maniobra para seguir dilatando el 
problema, hasta lograr un clima propicio para una protesta 
mayor?” (La Razón, 21.1.96.) 

17 El máximo dirigente de los trabajadores dijo: “Por parte 
de la COB y de los dirigentes cocaleros garantizamos que la 
marcha de las compañeras será pacífica” (ANF, El Mundo, 
13.1.96). 

18 La comprensión de la esfera pública como un conflicto 
de suma constante (o “suma cero”, en tanto que se supone 
que lo que uno gana lo pierde otro) fue admitida tácitamente 
por el Ministro de Comunicación Social, cuando dijo que el 
resultado de la marcha era “un empate” (Opinión, 18.1.96). 
2. Pocos días después Jorge Suárez no descartó la posibili- 
dad de que su Comisión se sumara a la marcha, no como 
“acto político” sino para garantizar los derechos de las 
marchistas (Los Tiempos, 12.1.96). 

Cuando las campesinas llegaron a La Paz, los miembros 
de la Comisión pasaron de la obligación de hablar a la obli- 
gación de escucharlas. Durán, presidente del Senado, dijo 
que “El Congreso es de todos, tenemos la obligación de reci- 
bir a todos con los brazos abiertos” (La Razón, 18.1.96). 

22 Fernando Kieffer, diputado de ADN, “señaló que el peor 
error que podría cometer la administración de Sánchez de 
Lozada es reprimir la marcha campesina”. Por su parte, Gon- 
zalo Ruiz Paz, de CONDEPA, dijo: “Hemos visto que la re- 
presión y los muertos no solucionan nada. No servirá una 
acción de fuerza que sólo tendrá defectos negativos (sic). Si 
el gobierno quiere dialogar que lo haga en La Paz (...) debe 
entender que coca no es cocaína (...) El gobierno no puede 
erradicar la coca y a los cocaleros”. Y Guido Riveros, del MIR: 
“No se puede hablar de concertación, cuando por el otro 
(lado) se utilizan medidas de fuerza” (Hoy, 10.1.96). 

21 “La capitalización es una medida política, por tanto las 
posiciones en torno a este tema también son políticas. Pre- 
tender descalificar las opiniones contrarias es una aberración 
(...) El tema de la capitalización de YPFB debe ser consulta- 
do al país, a las mujeres del Chapare y a todos los sectores 
sociales”, declaró Eduardo Paz. Fernando Kieffer, por su par- 
te, indicó que “El régimen de Gonzalo Sánchez de Lozada 
atenta contra la libertad de expresión y pensamiento de las 
mujeres” y que: “Al rechazar la opinión de las mujeres del 
Chapare, el gobierno cree que sólo las mujeres urbanas tie- 
nen derecho a pensar (...) más bien debería estar contento 
por los deseos de participación de la sociedad” (Última Hora, 
12.1.96). Guido Riveros, del MIR, dijo: “Aquí no hay 
politización y creo que es hora de que el gobierno entienda 
que la única forma de resolver el problema es dialogando, 
conversando. Este es un ejemplo de cómo el gobierno no 
quiere concertar. El gobierno no tiene la cultura de la 
concertación” (La Razón, 12.1.96). 


CAPÍTULO XI: ¿QUÉ HACER? 


126 


2 Evo Morales, sobre la insinuación de que los 


narcotraficantes financiaban la marcha, dijo : “Bedregal no 
tiene moral para descalificar la marcha, porque las cocaleras 
no vendieron un penthouse a Barbaschocas” (Última Hora, 
13.1.96), aludiendo al narcotraficante confeso Luis Amado 
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Pacheco, responsable del frustrado contrabando de cuatro 
toneladas de cocaína en un avión que devino en el 
“Narcoavión”. Pacheco vendió un departamento a Bedregal, 
quien declaró que la compra se había hecho en un monto 
inferior al real, con el fin de evadir impuestos. 
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CONCLUSIONES 
PARCIALES 


n esta parte se ha hecho énfasis en qué argu- 

mentos lanzaban los participantes principa- 
les hacia el público. Los cocaleros pretendían to- 
mar la esfera pública apelando a la sensibilidad 
de la población. Para el gobierno la situación era 
más difícil, ya que ese intento de asalto emotivo 
de lo público por la marcha le había arrebatado la 
iniciativa, y sus críticas no eran solamente críti- 
cas sino sobre todo reacciones. 

El aprovechamiento de la oportunidad es una 
orientación compartida por los cocaleros (mar- 
char cuando la población, por Navidad, está sen- 
sible), por los otros dirigentes (programar huelgas 
y paros cuando se marcha), por los políticos (apo- 
yar la marcha), por el Comité contra el 
Narcotráfico (organizar una marcha contra la coca 
el día en que las cocaleras van a llegar a La Paz) e 
inevitablemente por el gobierno. 

En la mayoría de los casos se tiende a polarizar 
la opinión pública con denuestos de otros y enco- 
mios de unos. Así, el momento de diálogo no está 
exento de presiones y, llegadas las partes a la mesa 
de negociaciones, la opinión, que ha tomado par- 
tido, excluye los arreglos inexistentes previamente 
al encuentro de los actores; lo inventado no es 
esperado. Se entiende que la opinión pública 
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tiene un impacto en el problema, pero se piensa 
fundamentalmente en el perjuicio ajeno y en el 
beneficio propio. La opinión pública es, en tal sen- 
tido, una garantía de que (en tanto que la imagen 
de cada actor es importante) no se llegará a con- 
frontaciones irracionales y extremadamente 
violentas. 

Los argumentos de los participantes (cocaleros 
y gobierno, sobre todo) son recibidos por la po- 
blación más emotiva que racionalmente. En ese 
sentido, no importa que haya habido varios cam- 
bios en la lista de objetivos de la marcha; mien- 
tras las campesinas estuvieran caminando, tenían 
poco valor las palabras que se dijeran. 

Al igual que las emociones forman la opinión 
de la población, es la oposición el principal fac- 
tor que hace la de las organizaciones sindicales, 
que se arrastran en una red de condicionamientos 
recíprocos que distorsionan el planteamiento de 
los problemas. (Así, las medidas de presión son 
vistas como un fin en sí mismas; su criterio de 
éxito no es solamente el logro de sus objetivos 
sino también la perfección de su desarrollo. De 
esa manera, el diálogo no es visto como un medio 
de alcanzar entendimiento sino de vencer las opo- 
siciones.) 
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All 


(CONCLUSIONES 
FINALES 


$ e ha visto en este trabajo que la población 
> reconoce como actores eficaces (en tanto que 
sus acciones cambian directamente el estado del 
problema) a los cocaleros y al gobierno. Ellos, ade- 
más de que son capaces de modificar el problema 
planteado entre los dos, son también las princi- 
pales fuentes donde se generan opiniones. (Las 
otras fracciones de las élites no tienen, en ese sen- 
tido, mucha influencia.) Ambos reconocen a la 
Iglesia y a la prensa como parte de la mediación 
en caso de abrirse un conflicto. Aquí se exponen 
unas cuantas conclusiones generales que se cen- 
trarán en el comportamiento de la opinión públi- 
ca con relación al diálogo en situaciones distintas 
y a cómo circulan las informaciones y opiniones 
en ambos casos. 

La opinión pública con respecto a la 
concertación depende del estado (latente o ma- 
nifiesto) del problema. Cuando está latente, su 
valoración del diálogo es positiva; cuando está 
manifiesta, por la vía del espectáculo policíaco o 
sindical, impide parcialmente que se busquen so- 
luciones nuevas y no se ponen en duda algunas 
certidumbres básicas. 

Entre los factores cuyos caracteres positivos 
se ponen menos en duda están, en cuanto a los 
fines,' la vida (sea la salud, sea el sustento eco- 
nómico o sea el respeto de los derechos huma- 
nos más fundamentales)?, la destrucción violenta 
del narcotráfico y la soberanía (aunque no abso- 
lutamente?), y, en cuanto a los medios, la bon- 
dad del trabajo o los programas de desarrollo y 
la maldad de la producción y venta de drogas y 
la violencia. 
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Simultáneamente (y esto es lo que se disputa 
públicamente), la mayoría de los medios carecen 
de esa definición valorativa: los fines justifican o 
desvirtúan los medios. El diálogo es, a veces, bue- 
no y, otras, malof; las medidas de presión y repre- 
sión tampoco tienen valoraciones absolutas”; esto 
alcanza también al cultivo de la coca, que se usa 
para producir cocaína y da sustento a los campe- 
sinos pobres. Sin embargo, el común de la pobla- 
ción reacciona de manera sentimental y favorable 
a los cocaleros. 

La circulación de argumentos distintos es tra- 
bada, en momentos “pacíficos”, porque el proble- 
ma no interesa realmente a algunos sectores de la 
población. En momentos “críticos”, la espectacu- 
laridad de los hechos opera, hacia el público, como 
un ruido que no deja percibir esos argumentos. 
(Y la presión, hacia dentro, reduce la capacidad 
de los actores de concertar.) 





' La definición de fines y medios es relativa, en tanto que 


algo es medio para lograr un fin; no se considera que éste 
puede ser, a su vez, medio de otro fin mayor. 

? Tómese en cuenta el rechazo mayoritario que merecen 
el consumo de drogas y el rigor en la erradicación de cocales 
y, por otra parte, la comprensión de los motivos por los que 
los cocaleros defienden la hoja. 

> Recuérdese la declaración del político según la cual la 
soberanía no existe. 

+ La valoración negativa de la concertación subsiste en- 
tre los dirigentes sindicales (recuérdese a Alejo Véliz y a 
Néstor Bravo calificando de serviles a otros dirigentes por 
negociar con el gobierno). Probablemente es un elemento 
residual “inercial” de la “lógica de guerra” que dominó la 
política en Bolivia hace algunos años, según la cual ser “con- 


EDUARDO CÓRDOVA 


certador” era vergonzoso. Por el otro lado, piénsese que las 

cocaleras marcharon sobre La Paz para abrir el diálogo con 

el gobierno. 

5 oN ed iar baj ión; si ió l 
o se puede negociar bajo presión; sin presión no se lo- 

gra establecer la negociación (ése es un motivo de la mar- 


SEGUNDA PARTE 


cha). Si se considera que los cocaleros son inocentes, la re- 
presión en su contra es negativa e injusta. Si se trata de 
narcotraficantes, la represión es necesaria. 
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Anexo | 


Los CUADROS DE LA ENCUESTA 


PIEB-CERES 
ENCUESTA DE OPINIÓN SOBRE COCA/COCAÍNA RESULTADOS DE COCHABAMBA Y LA PAZ 


1. Definición del problema 


` 


Cuadro No. 1.1.a. 
¿Cuáles son, según usted, los tres principales problemas que enfrentamos 
los bolivianos en este momento? 


Problemas Cochabamba LaPaz Promedio Periodistas de 

Cochabamba 
Económicos 293.0 259.0 276.0 284.0 
Desempleo 192.0 191.0. . 191.5 140.0 
Drogas, narcotráfico 87.3 49.3 68.3 128.0 
Educación 57.3 79.3 68.3 32.0 
Acciones del gobierno 61.3 55.3 58.3 44.0 
Salud 41.3 50.0 45.7 12.0 
Corrupción 44.7 36.7 40.7 80.0 
Conducta de politicos ‘i 32.0 39.0 35.5 34.0 
Problemas sociales (abandono, familiares ...) 23.3 42.0 32.7 46.0 
No respuesta 27.3 18.0 22.7 16.0 
Paros, huelgas, marchas 10.0 14.7 12.4 0.0 
Otros 30.7 66.7 48.7 84.0 


(Los números que llenan el cuadro son puntajes obtenidos de la siguiente manera. Los entrevistados 
tenían la posibilidad de señalar tres problemas (1., 2. y 3.). Se multiplicaron los porcentajes correspon- 
dientes a 1. por 4, los de 2. por 3 y los de 3. por 2, calificando los problemas. Las sumas se representan 
en las columnas “Cochabamba”, “La Paz” y “Periodistas de Cochabamba”.) 


Cuadro No. 1.1.b 
¿Cuáles son, según usted, los tres principales problemas que enfrentamos 
los bolivianos en este momento? 
(Arreglo de puntajes de los cinco principales problemas.) 





Problemas Cochabamba LaPaz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Económicos 10.0 8.8 9.4 9.7 
Desempleo 6.6 6.5 6.5 4.8 
Drogas, narcotráfico 3.0 1.7 2.3 4.1 
Educación 2.0 2.7 2.3 1.1 
Corrupción 1.8 1.3 1.4 2.7 


(Se otorgó una nota de 10 al máximo puntaje presente (los problemas económicos en 
los entrevistados de la ciudad de Cochabamba). Los demás puntajes se representan 
sobre esa base.) 


Nótese que los problemas “drogas, narcotráfico” y “educación” tienen el mismo puntaje en el pro- 
medio de las dos ciudades. Si la operación no fuera el promedio y se ponderaran las diferencias numé- 
ricas que hay entre las poblaciones de La Paz y Cochabamba, “educación” se consideraría más importante 
que “drogas, narcotráfico” (puntajes de 2,44 frente a 2,14, respectivamente). 
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Cuadro No. 1.1.c. 
¿Cuáles son, según usted, los tres principales problemas que enfrentamos 
los bolivianos en este momento? 
(Arreglo a porcentajes de los puntajes de los cinco principales problemas.) 


Problemas Cochabamba La Paz Periodistas de 
Cochabamba 
Económicos 32.6 28.8 31.6 
Desempleo 21.3 21.2 16.2 
Drogas, narcotrafico 9.7 5.5 14.2 
Educación 6.4 8.8 3.6 
Acciones del gobierno 6.8 6.1 4.9 


Cuadro No. 1.2. 
¿En qué consiste el problema de la coca? 
(Datos en porcentajes) 


Definiciones del Cochabamba LaPaz Promedio Periodistas de 

problema Cochabamba 
Es problema de fabricación de drogas 56.5 40.7 48.6 24.0 
Es problema de exceso de producción y erradicación 22.0 30.0 26.0 32.0 
La coca en tanto que coca no es problema 19.3 16.0 17.7 4.0 


(En este caso se trata de una pregunta abierta; los entrevistados respondieron usando varios argumentos de 
manera no mutuamente excluyente.) 


Hay una gran dispersión. Las definiciones del problema van desde abusos contra los cocaleros hasta 
abusos de consumo de cocaína. Un porcentaje de 40% de los periodistas de Cochabamba coincidieron 
en señalar que se trata de un problema ante todo económico. 


2. Evaluación de políticas 


Cuadro No. 2.1. 
La política sobre la coca tiene varios componentes. 
Señale a cuál le da más importancia el actual gobierno 
(Datos en porcentajes) 


COMPONENTE Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Educación, prevención del consumo 
Rehabilitación de adictos 8.0 10.7 9.4 2.0 
Control y sustitución de coca 42.7 43.3 43.0 38.0 
Represión del tráfico y producción de drogas 43.3 34.0 38.7 40.0 
Control de insumos químicos y dinero 4.7 40 4.4 0.0 
Otro componente 0.7 6.0 3.4 0.0 
No respuesta 0.7 20 1.4 20.0 
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Cuadro No. 2.2. 


¿A qué componente da menos importancia el gobierno? 


(Datos en porcentajes) 





COMPONENTE Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Educación, prevención del consumo 
Rehabilitación de adictos 61.3 50.0 55.7 48.0 
Control y sustitución de coca 11.3 6.0 8.7 1.3 
Represión del tráfico y producción de drogas 4.7 8.0 6.4 4.7 
Control de insumos químicos y dinero 18.0 26.7 22.4 34.0 
Otro componente 4.0 5.3 4.7 0.0 
No respuesta 0.7 4.0 2.4 12.0 
Cuadro No. 2.3. 
¿A qué elemento debería darse mayor prioridad? 
(Datos en porcentajes) 
COMPONENTE Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Educación, prevención del consumo 72.0 63.3 67.7 333. . 
Rehabilitación de adictos 
Control y sustitución de coca 9.3 12.0 10.7 1.3 
Represión del tráfico y producción de drogas 4.7 8.7 6.7 8.0 
Control de insumos químicos y dinero 6.7 6.0 6.4 13.3 
Otro componente 2.6 Ta 5.0 28.0 
No respuesta 4.7 2.7 3.7 16.0 
Cuadro No. 2.4. 
¿A cuál debería darse la menor importancia? 
(Datos en porcentajes) 
COMPONENTE Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Educación, prevención del consumo 
Rehabilitación de adictos 2.0 2.7 2.4 28.0 
Control y sustitución de coca 38.0 27.3 32.7 6.0 
Represión del tráfico y producción de drogas 29.3 23.3 26.3 18.0 
Control de insumos químicos y dinero 20.0 36.0 28.0 4.0 
Otro componente 40 8.7 6.4 44.0 
No respuesta 6.7 2.0 4.4 0.0 
Cuadro No. 2.5. 
¿Quién decide la política sobre el problema de la coca? 
(Datos en porcentajes) 
Decisor Cochabamba LaPaz Promedio Periodistas 
Estados Unidos 38.0 44.0 41.0 44.0 
El gobierno solo 40.7 34.7 37.7 4.0 
El gob. por acuerdos 8.7 5.0 6.9 28.0 
Los cocaleros 2.7 5.0 3.9 0.0 
Otro 9.9 11.3 10.6 24.0 
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3. Actores y concertación 

















Cuadro No. 3.1. 
¿Se deberían buscar acuerdos sobre el problema de la coca? 
(Datos en porcentajes) 
Se deben o no buscar Cochabamba LaPaz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Sí se deberían buscar 97.3 95.3 96.3 92.0 
No se deberían buscar 2.7 4.0 3.4 4.0 
No respuesta 0.0 0.7 0.4 40 
Cuadro No. 3.2. 
¿Entre quiénes? 
(Datos en porcentajes) 
Quiénes deben participar Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Gobierno central 88.0 87.3 87.7 72.0 
Sindicatos cocaleros 82.0 84.7 83.4 64.0 A 
Policía y Fuerzas Armadas 1.3 2.0 1.7 12.0 
Iglesia 4.7 3.3 4.0 8.0 
COB y CSUTCB 10.0 2.0 6.0 20.0 
Partidos politicos 3.3 2.0 2.7 16.0 
Gobiernos extranjeros 4 12.0 12.7 12.4 40.0 
Estados Unidos 12.0 12.0 12.0 40.0 
Las Naciones Unidas 6.7 2.7 47 40.0 
Pueblo, opinión pública 4.0 53 4.7 0.0 
No respuesta 27 4.7 3.7 40 
Cuadro No. 3.2.b. 
¿Quiénes deben participar? 
(por grupos) 
(Datos en porcentajes) 
Quiénes deben participar Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Gobierno central y cocaleros 76.7 70.7 73.7 52.0 
Gobierno, cocaleros y Estados Unidos 8.7 8.0 8.4 20.0 
Gobierno, cocaleros y otros gobiernos 5.3 4.7 5.0 28.0 
Cuadro 3.3. 5 
¿Es posible lograr acuerdos sobre el problema de la coca? 
(Datos en porcentajes) 
Es o no posible Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Es posible 81.3 82.7 82.0 92.0 
No es posible 16.7 17.3 17.0 4.0 
No respuesta 2.0 0.0 1.0 4.0 
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Cuadro No. 3.4. 

¿Por qué no es posible lograr acuerdos? 
(Motivos más expuestos sobre 16,7%, 17,3% y 4%, respectivamente.) 
(Datos en porcentaje) 


Motivo 


El gobierno no cumple 


Hay elementos que están fuera del control 


de quienes negocien 


Específicamente, intromisión extranjera 
Hay intereses y/o cada uno ve su interés 


Culpa de los cocaleros 


Cochabamba 


6.7 


20 
3.3 
2.7 
27 


La Paz 


El único periodista que respondió que el acuerdo es imposible señaló que es "ilícito". 


4. Los cocaleros y el gobierno 


Motivo 


Cuadro No. 4.1. 
¿Por qué defienden los sindicatos campesinos la hoja de coca? 4 
(Datos en porcentajes) 


Cochabamba La Paz 


Promedio Periodistas de 


Cochabamba 


Causas económicas 


Porque es tradicional 


Por sus cualidades medicinales 
Han aprendido a hacer cocaína 
Tienen vínculos con el narcotráfico 


75.7 
13.0 
19.3 
3.0 
2.7 


(Los entrevistados usaron varios argumentos de manera no excluyente; aquí se expresa la frecuencia 


de los más importantes.) 





Cuadro No. 4.2. 
¿Tienen razón en defender la coca? 
(Datos en porcentajes) 

Tiene o no razón Cochabamba LaPaz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 

Sí la tienen 82.0 76.7 79.4 760 

No la tienen 14.0 20.0 17.0 16.0 

No respuesta 40 3.3 3.7 4.0 


ANEXO 1: LOS CUADROS DE LA ENCUESTA 


137 


Exprese su acuerdo o desacuerdo con las siguientes frases 


Cuadro No. 4.3. 
Posición sobre la firmeza del gobierno en la erradicación 
(Datos en porcentajes) 


El gobierno debe ser más duro 


en la erradicación de cocales Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 

de los campesinos Cochabamba 
Acuerdo 18.0 20.0 19.0 16.0 
Desacuerdo 80.7 78.7 79.7 84.0 


No respuesta 13 13 13 0.0 


Cuadro No. 4.4, 
Posición sobre ta represión del narcotráfico 
(Datos en porcentajes) 


El gobierno debe actuar con 





más fuerza contra Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
el narcotráfico Cochabamba 
Acuerdo 95.3 94.7 95.0 96.0 
Desacuerdo 4.7 5.3 5.0 4.0 


No respuesta "0.0 0.0 0.0 0.0 


Cuadro No. 4.5. i 
Posición sobre derechos individuales y represión del narcotráfico 
(Datos en porcentajes) 


No importa perder derechos 
y libertades individuales con tal de Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 
intensificar la lucha contra Cochabamba 
el narcotráfico 


Acuerdo 30.7 30.0 30.4 12.0 

Desacuerdo 69.3 66.7 68.0 84.0 

No respuesta 0.0 3.3 1.7 4.0 
Cuadro No. 4.6. 


¿Desea hacer algún comentario sobre estas últimas tres preguntas? 
(41,3% de los cochabambinos y 29,3% de los paceños hicieron comentarios) 


Comentario r Cochabamba La Paz Promedio 
Luchar contra el narcotráfico 10.0 2.7 6.4 
Dar alternativas a los campesinos o promover desarrollo 6.0 6.0 6.0 
Diálogo, acuerdos 9.3 2.7 6.0 
Respeto de derechos humanos 4.0 4.7 4.4 
Respeto y apoyo a los cocaleros 6.0 1.3 3.7 
Corrupción o malas acciones de autoridades estatales 4.0 2.7 3.4 


Los comentarios de los periodistas cochabambinos (que alcanzaron sólo 48%) fueron muy distintos de 
los de la población: debe haber reducción de cocales (12%); deben defenderse las libertades y derechos 
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humanos (8%); se debe investigar e informar más sobre el tema (8%); deben darse alternativas 
económicas a los campesinos (8%); los campesinos han sido corrompidos por el narcotráfico (8%); hay 
presión externa (4%); debe respetarse y apoyarse a los cocaleros (4%); debe haber equilibrio entre 
represión y sustitución (4%) y entre derechos y deberes de gobierno y cocaleros (4%); debe lucharse 
contra los narcotraficantes (4%). 


5. La formación de opiniones sobre el problema de la coca 


Cuadro No. 5.1. 
¿Considera usted que está bien informado sobre el tema de la coca 
y los problemas del narcotráfico? 
(Datos en porcentajes) 


Está o no bien informado Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 


Cochabamba 
Sí 24.0 33.3 28.7 56.0 
No 76.0 65.3 70.7 44.0 
No respuesta 0.0 1.3 0.7 0.0 
Cuadro No. 5.2. 
¿Con cuál de estas frases está usted de acuerdo? 
(Datos en porcentajes) 
Frases Cochabamba LaPaz Promedio Periodistas de 
Cochabamba 
Hay mucha información pero es de mala calidad 40.0 37.3 38.7 36.0 
Hay muchas opiniones pero poca información 52.0 53.3 52.7 60.0 
La información que hay es de buena calidad 8.0 8.0 8.0 40 
No respuesta 0.0 1.3 0.7 0.0 


Cuadro No. 5.3.a. 
¿De qué periódicos obtiene usted información sobre la problematica del país? 
(En el siguiente cuadro se exponen los porcentajes de personas que leen uno o varios periódicos. 
Algunos entrevistados respondieron que leen más de un periódico.) 


Periódicos Cochabamba La Paz Periodistas de 

Cochabamba 
El Diario 0.7 32.7 0.0 
Los Tiempos 38.7 0.0 28.0 
El Mundo 0.0 0.0 8.0 
El Deber 2.7 0.0 8.0 
Presencia 2.7 8.7 4.0 
Opinión 7.3 0.0 12.0 
Ultima Hora 0.7 0.7 0.0 
Hoy 0.7 2.0 0.0 
La Razón 27 21.3 36.0 
Cualquiera, varios, todos 0.7 0.7 12.0 
Sin especificar 4.0 0.0 0.0 
No respuesta 49.3 . 46.0 16.0 
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Cuadro No. 5.3.b. 
¿De qué periódicos obtiene usted información sobre la problemática del país? 
(Personas que señalaron que leen un solo periódico.) 


Periódicos Cochabamba La Paz Periodistas de 

Cochabamba 
Los Tiempos 32.0 0.0 20.0 
El Diario 0.0 25.3 0.0 
La Razón 0.0 13.3 24.0 
Presencia 0.7 4.0 0.0 
El Mundo 0.0 0.0 8.0 
El Deber 13 0.0 0.0 
Opinión 4.0 0.0 4.0 
Hoy 0.7 0.0 0.0 
Varios periódicos 8.0 11.3 28.0 
Uno o varios sin especificar 40 0.0 0.0 
No respuesta 49.3 46.0 16.0 


Cuadro No. 5.4.a. 
¿De qué radios obtiene usted información sobre la problemática del país? 
(Personas que dijeron que escuchan una o más radios.) 


Radios Cochabamba La Paz Periodistas de 
Cochabamba 
Centro 18.7 0.0 18.0 
Panamericana 5 16.7 18.0 20.0 
Cosmos 11.3 0.0 8.0 
Fides 9.3 33.3 24.0 
RTP 0.7 4.7 0.0 
Cochabamba 1.3 0.0 0.0 
Radio Cristiana 0.7 0.0 0.0 
Nacional 0.7 0.0 4.0 
Cooperativa 0.7 0.0 0.0 
San Rafael 0.7 0.0 0.0 
San Gabriel 0.0 0.7 0.0 
Illimani 0.0 20 0.0 
Nueva América 0.0 0.7 0.0 
Chacaltaya 0.0 0.7 0.0 
Cruz del Sur 0.0 0.7 0.0 
Altiplano 0.0 0.7 0.0 
FM 88 (La Paz) 0.0 0.7 0.0 
FM 98 (La Paz) 0.0 0.7 0.0 
FM 100 (La Paz) 0.0 1.3 0.0 
FM 101 (Cochabamba) 0.7 0.0 0.0 
FM 105 (Cochabamba) 0.7 0.0 0.0 
Cualquiera, varias 2.0 0.0 4.0 
Sin especificar 4.7 0.7 0.0 
No respuesta 39.3 43.3 32.0 
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Radios 


Centro 
Panameric 
Cosmos 
Fides 

RTP 


Cuadro No. 5.4.b, 
¿De qué radios obtiene usted información sobre la problemática del país? 
(Personas que señalaron que escuchan una sola radio.) 


ana 


Otras radios 

Varias radios 

Una o varias sin especificar 
No respuesta 


¿De qué canal de televisión obtiene usted información sobre la problemática del país? 


Cochabamba LaPaz Periodistas de 


Cochabamba 
16.7 0.0 12.0 
11.3 12.7 16.0 
9.3 0.0 8.0 
6.0 28.0 16.0 
0.7 3.3 0.0 
2.7 6.0 4.0 
9.3 6.0 12.0 
4.7 0.7 0.0 
39.3 43.3 32.0 


Cuadro No. 5.5.a. 


(Personas que dijeron ver uno o varios canales.) 


Cochabamba La Paz Promedio Periodistas de 


Canal 
ATB 40.0 
Bolivisión 32.0 
Red Uno 20.0 
TVB 10.7 
CBA 13 6.7 
TVU 2.0 
CTV 21 0.7 
RTP 0.0 
Todos, cualquiera, varios 3.3 
Sin especificar 2.0 
No respuesta 12.0 


¿De qué canal de televisión obtiene usted información sobre la problemática del pais? 


Canal 


ATB 
Bolivisión 


Varios canales 
Sin especificar 
No respuesta 


Cochabamba 
46.7 43.4 8.0 
22.7 27.4 8.0 
16.7 18.4 12.0 
20.7 ` 157 4.0 
0.0 4.0 
0.0 0.0 
0.0 4.0 
10.0 0.0 
1.3 2.3 8.0 
0.0 0.0 
16.7 14.4 52.0 


Cuadro No. 5.5.b. 


(Personas que dijeron ver un solo canal.) 


Cochabamba 


22.0 
15.3 
10.7 
4.0 
3.3 
30.6 
2.0 
12.0 


La Paz Promedio Periodistas de 


Cochabamba 
28.0 25.0 8.0 
6.7 11.0 8.0 
6.7 8.7 12.0 
9.3 6.7 4.0 
4.7 4.0 8.0 
28.0 29.3 8.0 
0.0 0.0 
16.7 14.4 52.0 
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Cuadro No. 5.6. 


¿De qué otros medios de comunicación obtiene usted información 
sobre la problemática del país? 


Recurre a otros medios 


Se informa por otros medios 


(Datos en porcentajes) 


(boletines, libros, revistas, seminarios, 


folletos) 


No indica que se informa por otros medios 


Cochabamba La Paz Promedio 
6.0 3.3 4.7 
94.0 96.7 95.3 
Cuadro No. 5.7. 


¿Cuál de estas fuentes de información prefiere usted? 


(Datos en porcentajes) 


Medio Cochabamba La Paz Promedio 
AAA A TRA A E A oe 

ATB 23.3 28.0 25.7 
Bolivisión 14.0 6.7 10.4 
Red Uno 8.7 5.3 7.0 
TVB 27 10.7 6.7 
Los Tiempos 8.7 0.0 

Radio Fides 6.7 127 9.7 
El Diario 0.0 6.0 

Radio Centro 4.7 0.0 

Panamericana 53 73 6.3 
La Razón 0.0 4.7 

Presencia 0.7 2.7 1.7 
Otra fuente 15.3 10.7 13.0 
Varias fuentes 9.3 4.0 6.7 
No respuesta 0.7 1:3 1.0 

Cuadro No. 5.8. 


¿Por qué prefiere usted ese medio de comunicación? 


Motivo 


(Datos en porcentajes) 


Características de las actividades 
del entrevistado en relación al consumo 


del medio 


Características formales del medio 


Objetividad 


Detalle, profundidad de la información 


Actualidad de la información 


Características del medio al margen 


del contenido de la información 
Claridad de la información 
imparcialidad 

Costumbre 

Cantidad de información 
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Cochabamba La Paz Promedio 
18.3 24.0 21.2 
28.0 13.3 20.7 
24.0 14.0 19.0 
13.3 10.7 12.0 
10.0 5.3 TT 

8.0 8.0 8.0 
6.0 10.0 8.0 
3.3 8.0 5.7 
et 6.7 4.7 
1.3 6.7 4.0 


Cuadro No. 5.9. 


¿De qué otra fuente obtiene usted información sobre la problemática del país? 


(Datos en porcentajes) 


Fuente alternativa Cochabamba La Paz Promedio 

De los compañeros de trabajo 

o de estudio 43.3 35.3 39.3 

De la familia 36.7 30.7 33.7 

De los profesores o jefes 6.0 7.3 6.7 

Amigos o vecinos 8.0 3.3 5:7 

Comentarios de la calle 2.7 6.0 44 
12.7 20.0 16.4 


No se señala ninguna otra fuente ; K i 


Cuadro No. 5.10. 


¿Puede nombrar a alguna persona (periodista, político, dirigente sindical, 
jefe militar, sacerdote, intelectual etcétera) cuyas opiniones considera usted 


acertadas sobre el tema de la coca? 
(Datos en porcentajes) 


Promedio Periodistas de 


Cochabamba 


“Opinador” Cochabamba La Paz 

Evo Morales 23.3 6.7 15.0 
Carlos D. Mesa 12.7 22.7 07.7 
Eduardo Pérez 5.3 11:3 8.3 
Carlos Sánchez 0.0 4.7 24 
Nadie opina bien E E) 14.7 11.0 
No responde 28.0 20.0 24.0 
Otros 23.3 20.0 21.7 

“Un periodista anotó “Evo Morales y Gonzalo Lema”. 

Cuadro No. 5.11. 
¿Qué cualidades tiene esa persona? 

(Datos en porcentajes) 
Cualidades Cochabamba LaPaz Promedio 


del “opinador” 


Conocimiento, preparación, 


experiencia 22.7 16.7 1 
Objetividad 16.0 20.7 1 
Sabe ubicarse (es imparcial 

cuando debe; toma partido 

cuando debe hacerlo) 18.0 13.3 1 
Los análisis que hace 3.3 6.0 


Periodistas de 
Cochabamba 


20.0 
15.0 


15.0 
15.0 
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DESARROLLO 
DE LA ENCUESTA 


El cuestionario y la muestra 

Se trató de reducir las preguntas al mínimo en el 
cuestionario, desechando aquéllas que no eran 
indispensables para la investigación. Se hicieron 
tres pruebas sucesivas para ajustar la formulación 
y el orden de las preguntas, de modo tal que el 
entrevistado no se sintiera presionado a “satisfa- 
cer” al encuestador repitiendo opiniones sobre el 
tema de la coca, la cocaína y el narcotráfico. El 
cuestionario solamente repitió preguntas para dis- 
poner de controles pero en general buscó no du- 
plicar información existente en otros estudios 
(particularmente, la encuesta de seguridad huma- 
na, la más completa y reciente). 

El tamaño de la muestra quedó definido en 
150 personas por ciudad (La Paz y Cochabamba). 
El carácter reducido del número de entrevista- 
dos se compensó con estratificación múltiple, a 
fin de garantizar la representatividad de la mues- 
tra. Para la estratificación se tomaron en cuenta 
cuatro variables (la edad, el sexo, el empleo y 
la ubicación espacial), considerando que influ- 
yen fundamentalmente en la formación de 
opiniones. 

Se tomó como primer objeto la población adul- 
ta de la ciudad de Cochabamba (entre 20 y 64 
años), dividiéndola en tres grupos: de 20 a 34 años, 
de 35 a 44, y de 45 a 64 años. Se obtuvieron los 
porcentajes de población por edad y sexo de los 
Resultados finales del censo de 1992. 

Para la variable “empleo” se definieron ocho 
categorías: cuatro correspondían a la población 
económicamente activa (profesional indepen- 
diente, asalariado, trabajador por cuenta propia y 


patrón o empleador) y cuatro a la no económica- 
mente activa (ama de casa, estudiante, desemplea- 
do y jubilado). Los resultados del censo sirvieron 
para obtener los porcentajes de estas categorías 
en la población adulta. 


La muestra de Cochabamba 

La muestra refleja con fidelidad los porcentajes 
que el censo de 1992 atribuye a cada una de las 
categorías de las variables empleadas (Ver Cua- 
dro N° 1). 

Restaba repartirla espacialmente. Eso se hizo 
con base en los distritos censales y de acuerdo a 
los estratos socio- ocupacionales definidos en el 
Diagnóstico de la vivienda en la conurbación de 
Cochabamba'. En ese texto se especifican las pro- 
porciones de los estratos alto, medio y bajo en 
cada uno de los distritos de la ciudad a través de 
rangos. Eso permitía tipificar cada una de las zo- 
nas de la ciudad. Así, por ejemplo, en una zona 
podía haber una combinación de alta proporción 
de población de estrato bajo con un porcentaje 
“mediano” de población de estrato medio y una 
pequeña proporción de habitantes de estrato alto. 
Combinando estas proporciones (alta, mediana y 
baja) con los estratos se obtuvieron ocho tipos de 
distritos existentes. 

Luego, considerando la población adulta de 
cada uno de los tipos de distritos, se definió el 
número de encuestas que se debían realizar en cada 
uno de ellos. Para realizar la encuesta, se eligió 
una muestra de quince distritos representativos 
de los ocho tipos y se decidió realizar todas las 
encuestas de cada tipo en uno o dos distritos de 
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Cuadro No. 1 
Conformación de la muestra de la encuesta de opinión sobre el problema de la coca. 
Ciudad de Cochabamba 


EMPLEO | Desemp. |A.decasa| Estud. 


Jubilado ¡Asalariado| Cta. prop. | Patrón [Pr.indep. | MUJERES | HOMBRES 





entre esos quince. Á continuación se expone 
una tabla que detalla qué parte de la muestra co- 
rrespondió a cada tipo de distrito y los lugares 
en los que se hicieron las entrevistas (Ver Cuadro 


N° 2). 


La muestra de La Paz 

Se decidió que, lo mismo que en Cochabamba, la 
muestra tuviera 150 personas. Igualmente, se 
usaron los datos del Censo de 1992 (Ver Cuadro 
N? 3). 

Para la distribución de la muestra en el espa- 
cio, como no se disponía de un trabajo similar al 
de Blanco (et al. 1994) sobre La Paz, se usaron los 
índices de Desarrollo Humano correspondientes 
a los distritos censales de dicha ciudad contenidos 
en el Informe del Desarrollo Humano de la ciudad 
de La Paz?. Se definieron cuatro categorías de dis- 
tritos: de IDH alto (entre 0,887 y 0,931), de IDH 
medio alto ( de 0,800 a 0,886), de IDH medio 
(0,650 a 0,799) y de IDH bajo (500 a 649); y se 
asignaron de acuerdo a eso el número de encuestas 
que se debían hacer en cada categoría de distrito. 
Luego, con base en el informe del INE sobre el 
Censo de 1992, se obtuvo el número de personas 
de las categorías ocupacionales “económicamente 
activas” (por edad y sexo) que habitan en cada uno 
de los distritos de IDH alto, medio alto, mediano y 
bajo, respectivamente. Luego ese número se refle- 
j6 en la muestra. Finalmente se imputaron las can- 
tidades de entrevistas correspondientes a 
pobladores no económicamente activos que se iban 
a hacer en cada categoría de distrito a partir del 
volumen de informes del Censo dedicado a La Paz 
(que consigna solamente edad y no sexo). 

Al igual que en el caso de Cochabamba, se 
hizo una muestra de distritos (Ver Cuadro N* 4). 
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El desarrollo de la encuesta 

Como la muestra no era aleatoria, las personas 
que la formaban debían ser encontradas. Por otra 
parte, la formulación de las preguntas evitó indu- 
cir respuestas en los entrevistados. Ni siquiera en 
las preguntas cerradas se dieron a cónocer las op- 
ciones que podía elegir la persona “encuestada” 
para emitir su respuesta. 


Análisis de los datos y resultados 

Las respuestas de las preguntas abiertas incluyen 
varios componentes de modo no mutuamente 
excluyente. Cada uno se contabilizó aparte. 
Cuando alguien, preguntado sobre “el problema 
de la coca”, dice: “Intromisión extranjera, fabri- 
cación de droga y erradicación de la coca”, la 
intromisión, la producción de drogas y la erradi- 
cación —que otros entrevistados usaron como 
única contestación— no cuentan cada una por 
un tercio de respuesta sino por una respuesta 
entera. Así es posible que los porcentajes exce- 
dan de 100; pero se mantiene la fidelidad a las 
respuestas. 

Los resultados guardan similitud con los de 
otras encuestas. Por ejemplo, la pregunta sobre 
si el gobierno debería ser más duro en la erradi- 
cación de cocales alcanzó un 18% de acuerdo en 
Cochabamba y 20% en La Paz. Los porcentajes 
son muy cercanos a los conseguidos en la En- 
cuesta de Seguridad Humana, según los cuales 
el 17% de la población boliviana manifiesta 
acuerdo con la erradicación forzosa de cocales 
excedentarios. 


Encuesta a los periodistas 
Complementariamente, y de acuerdo a la idea de 
que para investigar la opinión pública los sondeos 


con la población no son suficientes, durante se- 
tiembre y octubre de 1996 se distribuyó el mis- 
mo cuestionario (con modificaciones leves) a 
periodistas de prensa, radio y televisión de la ciu- 
dad de Cochabamba. Se consiguieron 25 con- 
testaciones. 


1 Víctor H. Blanco, José M. Gordillo y Patricia Richmond, 
Diagnóstico de la vivienda en la conurbación de Cochabamba, 
Cochabamba, CEP-IIA-CERES, 1995. 


2 


Rolando Morales, Ramón Azero, Alicia Szmukler y Fer- 


nando Mollinedo, Desarrollo humano en las montañas. Infor- 
me del desarrollo humano de la ciudad de La Paz. PNUD/ 
Gobierno Municipal de La Paz. La Paz, 1995. 


Distritos en los que 
se hizo la encuesta 


Jaihuayco, Coña-Coña y Villa Moscú 
San Antonio 

Cala-Cala, Incacollo, Plaza Colón 
Chimba 

Central y S. Antonio 

Alalay Sur y Valle Hermoso 
Mesadilla 


Cuadro No. 2 
Distribución espacial de la muestra en la ciudad de Cochabamba 
TIPO Est. Est. Est. Porción de la 
Alto Medio Bajo muestra 
1 A B Cc 58 
2 B c B 15, 
3 C C A 30 
4 A C B 5 
5 B Cc A 11 
6 A A Cc 21 
7 A B B 9 
8 B B B 1 





Mirador 





Las letras A, B y C denotan la presencia de proporciones baja, mediana y alta, respectivamente, de los tres 


estratos socio-ocupacionales. 


Cuadro No. 3 
Conformación de la muestra de la encuesta de opinión sobre el problema de la coca. 
Ciudad de La Paz 





Cuadro No. 4 


Distribución espacial de la muestra en la ciudad de La Paz 


CATEGORÍA DE DISTRITO Porción de la muestra 
IDH alto (0,887 a 0,931) 18 
IDH medio alto (0,800 a 0,886) 49 
IDH medio (0,650 a 0,799) 73 


IDH bajo (0,500 a 0,649) 


Distritos en los que se realizó 
la encuesta 


460, 421 
311, 861, 903 , 882 


. 411,518, 570, 791, 230, 420 


904 
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Ánexo 3 


EL CUESTIONARIO 


PIEB-CERES f 
ENCUESTA DE OPINIÓN SOBRE COCA/COCAÍ- 
NA 


Doleta Nos 
Encuestador . 
AT a a a a 







1. EDAD EN AÑOS CUMPLIDOS ocio 





Categoría 1 [] 20-34 años 20 35-44 

3 []45-64 
2.SEXO  1[ | Hombre 2[ ] Mujer 
3. EMPLEO PRINCIPAL 
1 [] Ama de casa 5 O Profesional indep. 
2 [ Estudiante 6[ | Asalariado (obrero/ 
3 [ | Desempleado empleado) 


4 Ú Jubilado/rentista 
8[] Patrón/empleador/ 


gerente 


7 (| Trab. cuenta propia 


4. ¿CUÁLES SON, SEGÚN USTED, LOS TRES 
PRINCIPALES PROBLEMAS QUE ENFRENTA- 
MOS LOS BOLIVIANOS EN ESTE MOMENTO? 


5. ¿EN QUÉ CONSISTE EL “PROBLEMA DE LA 
COCA” EN BOLIVIA? 

(¿DE QUÉ SE TRATA EL PROBLEMA DE LA 
COCA?) 











EVALUACIÓN DE POLÍTICAS 


6. LA POLÍTICA SOBRE LA COCA TIENE VA- 
RIOS COMPONENTES. LE PIDO QUE SEÑALE A 
CUÁL LE DA MÁS IMPORTANCIA EL ACTUAL 
GOBIERNO Y A CUÁL LE DA MENOS IMPOR- 
TANCIA (coloque el signo + en el elemento más impor- 
tante y - en el menos importante en la columna 


denominada “IMPORTANCIA ACTUAL”). 


IGUALMENTE LE PIDO QUE INDIQUE A QUÉ 
ELEMENTO DEBERÍA DARSE LA MAYOR PRIO- 
RIDAD Y A CUÁL LA MENOR IMPORTANCIA 
(coloque el signo + en el elemento más importante y - en 
el menos importante en la columna denominada “CÓMO 


DEBERÍA SER”). 


COMPONENTE 


Educación, Prevención 
del consumo Rehabilitación 
de adictos 


Control y sustitución de Coca 
Represión del tráfico 

y producción de drogas 
Control de insumos 

químicos y dinero 


Otro componente (especificar:) 





7. ¡QUIÉN DECIDE ACTUALMENTE LA POLÍ- 
TICA SOBRE LA COCA? (Marcar una sola casilla) 
1 [El gobierno por sí solo (presidente, ministros 
y parlamentarios) 
2 [ JEl gobierno con los cocaleros 
3[ | Los cocaleros 
4[ JLos narcotraficantes 
5 [ ]El gobierno de los Estados Unidos 
6[JEl gobierno, con base en acuerdos 
internacionales 
AL] Dro (cent | cirio 
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8. ¡CREE QUE SE DEBERÍAN BUSCAR ACUER- 
DOS SOBRE EL PROBLEMA DE LA COCA? 


g Sí J No 


Si la respuesta es Sí, 
¿ENTRE QUIENES? 


(Pueden anotarse varias opciones} 


1 [ | Gobierno central 

2Í ¡Sindicatos cocaleros 

3 [ ] Policía y Fuerzas Armadas 

4| ] Iglesia 

5[ |COB y CSUTCB 

6| | Partidos políticos 

7[ | Gobiernos extranjeros 

8[ | Estados Unidos 

9 [ | Las Naciones Unidas 

10 [_] Otros (especificat:) smommnnnnstnnnnnninnmnnnennnsene 


9. ¡ES POSIBLE LOGRAR ACUERDOS SOBRE EL 
PROBLEMA DE LA COCA? 
1Ust 2[]No 


Si la respuesta es NO, preguntar: ¿Por qué? 





10. ¿POR QUÉ CREE USTED QUE LOS SINDICA- 
TOS CAMPESINOS DEFIENDEN LA HOJA DE 
COCA? 





11. ¿CONSIDERA USTED QUE TIENEN RAZÓN? 
1[]Sí 2[]No 


EXPRESE SU ACUERDO O DESACUERDO CON 
LAS SIGUIENTES FRASES 


12. EL GOBIERNO DEBE SER MÁS DURO EN 
LA ERRADICACIÓN DE COCALES DE LOS CAM- 
PESINOS. 


1 [] Acuerdo 2] Desacuerdo 


13. EL GOBIERNO DEBE ACTUAR CON MÁS 
FUERZA CONTRA EL NARCOTRÁFICO. 
1 [} Acuerdo 2 D Desacuerdo 
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14. NO IMPORTA PERDER DERECHOS Y LIBER- 
TADES INDIVIDUALES CON TAL DE INTENSI- 
FICAR LA LUCHA CONTRA EL NARCO- 
TRÁFICO. 


1 [ ] Acuerdo 2 | | Desacuerdo 


¿Desea hacer algún comentario sobre estas últimas tres 
preguntas? 





15. ¿CONSIDERA USTED QUE ESTÁ BIEN IN- 
FORMADO SOBRE EL TEMA DE LA COCA Y LOS 
PROBLEMAS DEL NARCOTRAFICO? 


1 }Si 2[] No 


16. ¿CON CUÁL DE ESTAS FRASES ESTÁ USTED 
DE ACUERDO? 


1] Hay mucha información pero es de mala 


calidad. 


= . E 
2[] Hay muchas opiniones pero poca 
información. 


3[] La información que hay es de buena 
calidad. 


17. ¿DE QUÉ MEDIOS DE COMUNICACIÓN OB- 
TIENE USTED INFORMACIÓN SOBRE LA PRO- 
BLEMÁTICA DEL PAÍS? 


Puede elegir varias opciones 


1 {| periódicos. 

A A AA a eae al ; 
2 [ Jradio. 

ual a E E A ta 
3 [ ] televisión. 

Cl eters re meee ee Sak 
4 [ ] libros y/o revistas. 

WOU a 


5[ Jotro medio (especificar:) 


18. ¿CUÁL DE ESTAS FUENTES DE INFORMA- 
CION PREFIERE USTED? (Elegir sólo una y especifi- 


car.) 





19. ¿DE QUÉ OTRA FUENTE OBTIENE USTED 
INFORMACIÓN SOBRE LA PROBLEMÁTICA 
DEL PAÍS? 


1 [] de los compañeros de trabajo o de estudio 
2 [ ]de la familia 

3 [ ¡de los profesores o jefes 

+ T otra fuente (especificar:) 





20. ¿PUEDE NOMBRAR ALGUNA PERSONA (PE- 
RIODISTA, POLÍTICO, DIRIGENTE SINDICAL, 
JEFE MILITAR, SACERDOTE, INTELECTUAL 
ETCÉTERA) CUYAS OPINIONES CONSIDERA 
USTED ACERTADAS SOBRE EL TEMA DE LA 
COCA? 


SP Om QUÉS 0 Ri ita 
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